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PRÓLOGO 


E, drama de la Revolución de 1904 y su desenlace trági- 
co señalan el final de toda una época y, en más de un sen- 
tido, la culminación del siglo XIX y el comienzo del siglo 
XX desde una dimensión estrictamente política. Las con- 
frontaciones bélicas entre blancos y colorados desde 
1896 a 1904 sintetizan, entre otras cosas, los múltiples sig- 
nificados de la oposición dialéctica y especular de dos 
concepciones en torno a la mejor manera de diseñar la 
asociación política de los uruguayos. “Gobierno de partido 
como garantía de la coherencia de un programa “civilizatorio” y 
‘modernizador’” así como “consolidación del principio de auto- 
ridad y de un orden político de proyección nacional”, desde la 
perspectiva colorada; “coparticipación política como cimiento 
ineludible de la democratización ciudadana y de la apertura 
compartida del poder”, junto a ineludibles e inmediatas 
“transformaciones generales del régimen político y, en particular, 
la consolidación de garantías para la libertad electoral”, desde 
la óptica blanca y nacionalista. Entre otras tantas dicoto- 
mías posibles, estos dos auténticos programas políticos 
expresan los términos de la confrontación, defendida 
por ambos bandos (devenidos ya en asociaciones partida- 
rias modernas) en el plano ideológico y militar, en un 
pleito jugado hasta las últimas consecuencias. 











PRÓLOGO 


Bien lejos de ser un conflicto de divisas sin sig- 
nificación, que abrevaba también pero que no era 
generado prioritariamente en las condicionantes socia- 
les y económicas que presentaba por entonces el medio 
rural, esta confrontación de programas políticos marca 
a fuego el 900 uruguayo, una época decisiva signada 
por un clima propicio para la promoción de proyectos 
nacionales, que en su contraste construirían los princi- 
pales contornos del país por décadas. Por cierto que 
aquel Uruguay del 900 no era hijo de sí mismo: todos 
sus debates y utopías entroncaban con las acumulacio- 
nes múltiples y de diversos orígenes de un siglo XIX 
rico en procesos y acontecimientos, verdadero labora- 
torio de pugnas institucionales, políticas, ideológicas y 
jurídicas que, en más de un sentido, perfilaban los 
componentes futuros de la democracia uruguaya. Más 
allá de Masoller, de su derrota y de su victoria, la demo- 
cracia no surgiría de la hegemonía de un modelo sobre 
otro, sino antes bien como síntesis compleja y negocia- 
da de los programas aludidos, a los que se sumarían 
propuestas e ingredientes procedentes de otros oríge- 
nes. La consolidación del “Uruguay moderno”, en suma, 
emergería como el fruto de una fragua colectiva y con- 
flictiva, sin taumaturgos fundacionales ni actores hege- 
mónicos, sin rupturas históricas. Como bien ha dicho 
Real de Azúa, para entender la modernidad uruguaya 
hay que tender puentes interpretativos entre la “tierra 
purpúrea” del siglo XIX y el “país reformista” de las pri- 
meras décadas del siglo XX. Es también en este ámbito 
que se ubican los legados últimos de la Revolución de 
1904. 

Aquel era un país que vivía y se sentía “en crisis”. 
Como acertadamente han caracterizado Barrán y Nahum 
el momento histórico, a la prolongación de los efectos 
irresueltos de la crisis económico-financiera de 1890 vení- 
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an a sumarse los desafíos de una crisis político-militar que 
las revoluciones saravistas expresaban, no creaban. 
Continuaba pendiente la construcción de un nuevo 
pacto político que garantizara demandas tan caras como 
el saneamiento definitivo del sistema electoral (lo que 
vendría a poner fin al fraude imperante), el estableci- 
miento de las condiciones necesarias para el sufragio 
libre, la representación de las minorías, la renovación de 
la pauta coparticipativa en el ejercicio del poder. 
También las exigencias de transformaciones económicas 
y sociales consideradas ineludibles exigían una “segunda 
fundación del Uruguay moderno”, con la consiguiente con- 
solidación de un poder legítimo único, secular y nacio- 
nal, capaz de responder con eficacia a los nuevos contex- 
tos. Aquel Uruguay del 900 era también “nuevo”, “en for- 
mación”, en muchos aspectos “de cercanías”, “próspero pero 
frágil”, un “país de utopias”, de “balances y prospectos”, de 
“vinos nuevos en odres viejos”. La sed de progreso —tan típi- 
ca de la época— permeaba todos los actores y sus pro- 
yectos. Batlle y Saravia expresaban muy bien, cada uno a 
su modo, cómo eran aquellos tiempos: la saravista, “la dig- 
nidad arriba y el regocijo abajo”, o la batllista, “que los pobres 
sean menos pobres y los ricos sean menos ricos, para nuestros 
hijos y los hijos de nuestros adversarios”, configuraban dos de 
las utopías más generosas y representativas de aquellos 
contextos augurales que sin embargo devinieron, en el 
corto plazo al menos, en guerra y drama. 

El desencuentro trágico de 1904 marca también el 
contraste vivo entre dos relatos, entre dos narrativas de la 
coyuntura política más cercana y comprometida, deter- 
minada por la llegada por primera vez al ejercicio de la 
Presidencia de la República de José Batlle y Ordónez y 
por la oposición recelosa de un Partido Nacional acaudi- 
llado por el liderazgo carismático de Aparicio Saravia y 
dividido por el pronunciamiento, a favor de Batlle, de 
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Eduardo Acevedo Díaz, en la elección presidencial de 
1903. 


¿Por qué no fue posible entonces un pacto de 
síntesis genuina entre los programas confrontados, 
como en tantas otras oportunidades del pasado, en 
especial teniendo en cuenta la relevancia principal de 
cuanto estaba en juego? ¿Por qué Batlle y Saravia —y 
aquí tomo la pregunta de Los inmortales, espléndida 
novela de Hugo Burel—, siendo como eran coetáneos 
(ambos habían nacido en 1856), nunca pudieron verse 
personalmente, encontrarse cara a cara para discutir sus 
diferencias? ¿Resultaba sencillo mantener la bipolari- 
dad pactada que había regido los tiempos de Cuestas? 
¿Era efectivamente Batlle “el candidato de la guerra”, 
como muchos advirtieron antes de su elección en 1903, 
por su adhesión a la “política de partido” como cimiento 
de un programa modernizador? ¿Era factible moderni- 
zar el país de acuerdo a las exigencias de aquellos tiem- 
pos, conservando la estructura bipolar, expresada terri- 
torialmente, de un “país blanco” y otro “colorado”? ¿Había 
condiciones y voluntad política para cumplir con todo 
lo acordado en el Pacto de la Cruz de setiembre de 1897 
y avanzar desde allí hacia formas más integrales del ejer- 
cicio ciudadano de derechos y garantías? En estas y en 
otras interrogantes de similar tenor radicaba la cuestión 
central de la legitimidad política e ideológica de la 
Revolución de 1904, tema de ayer y también de hoy, 
como veremos, en cuyas posibles respuestas se perfilan 
visiones y matrices diferentes para la construcción de la 
historia uruguaya. 

Los motivos circunstanciales del conflicto se acu- 
mularon de manera vertiginosa. Con el telón de fondo 
de un importante enfrentamiento entre dos formas anti- 
téticas (y a la vez complementarias) de concebir la polí- 


e 
2 


GERARDO CAETANO 


tica, el poder y el ejercicio de los derechos ciudadanos, 
blancos y colorados, gobierno y oposición, polemizaron 
abiertamente respecto a las razones o sinrazones de la 
legitimidad política de un proceso revolucionario e insu- 
rreccional contra el gobierno constituido en 1903. Los 
alcances efectivos de la política de coparticipación ini- 
ciada en 1872 y renovada en 1897, los requerimientos de 
la consolidación moderna del principio de autoridad 
gubernamental, las exigencias efectivas de una demo- 
cratización y pacificación cabales de la lucha política en 
el país son algunos de los aspectos puestos en discusión 
en los relatos enfrentados a propósito de las razones últi- 
mas de lo ocurrido en 1904. Comparar los discursos 
narrativos referidos a los acontecimientos vividos, funda- 
mentalmente entre 1897 y 1904, constituye un ejercicio 
analítico sugerente y suscitador de reflexiones acerca del 
punto central de la legitimidad o ilegitimidad política 
que asistió a los revolucionarios y a la respuesta del 
gobierno en sus acciones de 1904. 

Sobre este particular, el contraste entre relatos y 
argumentos puede ser un aporte consistente para que el 
lector saque sus propias conclusiones 0, si se quiere, 
aumente su conocimiento crítico acerca de un conflicto 
cuyas consecuencias y legados todavía viven entre noso- 
tros. Á cien años de los sucesos de 1904, se impone por 
muchos motivos una reconsideración exhaustiva que 
profundice en estos temas. Para contribuir a ello se ha 
compilado en este libro un conjunto de cuatro textos, 
diferentes desde muchos aspectos, como veremos, pero 
convergentes en apuntar a los ejes de la cuestión en 
debate. El orden de su presentación responde en forma 
estricta a la secuencia cronológica de su aparición públi- 
ca. Tres de los cuatro textos fueron publicados en 1905 y 
pertenecen a actores principalísimos de los hechos evo- 
cados, por entonces todavía envueltos por la atmósfera 
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cercana del drama y por las consecuencias directas de lo 
sucedido. El cuarto texto incorporado fue escrito casi un 
siglo después, por la pluma del doctor Héctor Gros 
Espiell, en las vísperas del centenario de la Revolución 
de 1904 y con el mismo foco en reflexionar —desde 
otros ángulos y con la perspectiva del tiempo, pero 
interpelando sin anacronismo los mismos relatos y argu- 
mentos— acerca de la legitimidad del último movimien- 
to liderado por Aparicio Saravia. Los cuatro textos elegi- 
dos no son neutrales, antes bien, todos ellos se reivindi- 
can como comprometidos con una de las posiciones en 
controversia. De todos modos, las formas de argumenta- 
ción de dos claros alegatos políticos, como el de Batlle y 
el del Directorio saliente del Partido Nacional en 1905, 
resultan diferentes, en su estilo argumentativo, con el 
discurso periodístico ensayado desde las páginas de El 
Día por Pedro Manini Ríos y, sobre todo, con las pautas 
obviamente diferentes y más modernas del ensayo juri- 
dico de Héctor Gros Espiell. La manera de encontrar 
persuasividad para los argumentos esgrimidos se confi- 
gura, en suma, por caminos diversos, lo cual enriquece 
el conjunto. 

En ese marco, primero se recoge una versión 
fragmentaria del Mensaje del entonces Presidente José Batlle 
y Ordóñez a la Asamblea General, fechado el 15 de febrero 
de 1905 y dedicado en su mayor parte a exponer las 
razones que tuvo el gobierno por él presidido para 
actuar como actuó en 1903 y en 1904. En su exposición 
al Parlamento, el Presidente Batlle justifica plenamente 
su accionar, cuestiona con dureza el movimiento sara- 
vista al que tilda de “subversivo”, al tiempo que se preo- 
cupa por responder, uno a uno, a los argumentos esgri- 
midos por los revolucionarios nacionalistas para funda- 
mentar su insurrección. Reseña en forma detallada la 
versión oficial de los incidentes que llevan a la revolu- 
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ción, insiste en la voluntad pacificadora y negociadora 
del Poder Ejecutivo, pero al mismo tiempo no oculta el 
beneplácito que le produce el que “la República” haya 
reconquistado “en aquella lucha su unidad política y admi- 
nistrativa y el reposo y la confianza en si misma, de que hacía 
años se veía privada”, en clara e inequívoca alusión a su 
rechazo doctrinario frente a la “política de coparticipa- 
ción”, que aparece en otras partes del documento. 
Concluía Batlle con una fuerte convocatoria a la espe- 
ranza: “Se ha conquistado, pues, la paz interior, la verdadera 
paz, el primero y más fundamental de todos los bienes nacio- 
nales, asegurada para muchos años y quizás para siempre, de 
una manera sólida y estable por el concurso de la fuerza mate- 
rial y moral del gobierno y de las tendencias de la opinión 
pública, ya refractaria antes de la guerra civil, siempre bárba- 
ra, estéril e ignominiosa...”. A su exposición general se 
agrega el informe dado por el Ministerio de Guerra y 
Marina, en el que se incluyen datos y observaciones tam- 
bién referidas a la guerra del año anterior. 

En segundo término se incluye la réplica del 
Directorio del Partido Nacional publicada en Montevideo 
por la Tipografía de Marcos Martínez en abril de ese 
mismo año de 1905, bajo el título Partido Nacional. 
Exposición. El Directorio saliente a la nueva Corporación. En esta 
publicación, que reproduce en forma íntegra el discurso 
del Directorio nacionalista saliente (integrado por Alfonso 
Lamas, Carlos A. Berro, Alfredo Vásquez Acevedo, José 
Luis Baena, Manuel R. Alonso, Francisco Haedo Suárez, 
Aureliano Rodríguez Larreta, Juan B. Morelli, Remigio 
Castellanos, Jacinto D. Durán, Arturo Heber Jackson y 
Rodolfo Fonseca) al entrante, se responde en forma direc- 
ta al Mensaje del Presidente Batlle a la Asamblea General, 
así como a “publicaciones hechas por nuestros adversarios politi- 
cos”, “con el deber de contribuir a restablecer la verdad respecto a 
esos antecedentes, desconocida o maliciosamente adulterada...”. 
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Con ese objetivo, se realiza un relato pormenorizado de 
los sucesos acontecidos en el país desde marzo de 1903 
hasta el comienzo de la Revolución de 1904, con visiones y 
registros de incidencias completamente contradictorios 
con la versión presidencial. En esa tarea, además de la 
narración puntual de los hechos sometidos a controversia, 
se publican documentos (como la carta dirigida por José 
Pedro Ramírez a Alfonso Lamas, fechada el 31 de diciem- 
bre de 1903 y en la que aquel relataba su tarea de media- 
ción en marzo del mismo año). En varios de sus pasajes, en 
el documento se contesta, en forma detallada, al conteni- 
do específico de fragmentos enteros (que incluso son 
reproducidos) de la exposición del Presidente Batlle en su 
Mensaje a la Asamblea, acusando a este último de dar una 
versión distorsionada e incierta de lo ocurrido. En su con- 
clusión, el Directorio nacionalista saliente en 1905 no vaci- 
la en acusar a Batlle de creer “que tenía la oportunidad de un 
fácil triunfo, de realizar sin grave peligro el plan preparado de 
tanto tiempo atrás, y faltando una vez más a su palabra, rechazó 
la paz y precipitó al País a los horrores de una guerra que iba a 
cubrir de ruinas y de sangre el suelo de la patria ...”. 

El tercer documento recogido en esta compila- 
ción es el libro de Pedro Manini Ríos (soldado guber- 
nista en las guerras civiles de 1897 y de 1904, por enton- 
ces redactor del diario El Día y joven dirigente batllista 
en ascenso, que pocos años después se convertiría en 
uno de los principales operadores políticos de Batlle, 
fuera designado nada menos que Ministro del Interior 
al acceder el líder colorado por segunda vez a la 
Presidencia de la República en 1911, para luego rom- 
per por motivos ideológicos con el jefe de gobierno en 
1913, a los efectos de fundar el Partido Colorado Gral. 
Fructuoso Rivera, fracción de la derecha colorada por 
décadas), publicado también en Montevideo y en 1905 
por la Imprenta Rural bajo el título La Culpa de la 
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Guerra. Artículos publicados en “El Día” en contestación a la 
Memoria del Directorio Nacionalista. En sus notas perio- 
dísticas entonces recopiladas, Manini Ríos refutaba, 
punto por punto, el relato contenido en la Exposición 
del Directorio nacionalista, anteriormente publicada. 
En su réplica, ratificaba la versión colorada de los 
hechos al tiempo que argumentaba a favor del carácter 
“subversivo” e ilegítimo de los movimientos revolucio- 
narios tanto de 1903 como de 1904. Al inicio de su 
libro, que recogía notas publicadas entre el 13 y el 31 
de noviembre de 1905, Manini Ríos exponía lo que cali- 
ficaba como “motivo de esta edición”: “[...] “El Dia” [...] 
ha refutado la última Memoria del Directorio nacionalista res- 
pecto a las causas que produjeron la desastrosa guerra civil de 
1904. La verdad histórica y las mismas enseñanzas que se 
derivan de tan funestos acontecimientos imponen, en efecto, la 
edición en conjunto de los referidos artículos, para que ella 
quede señalando un hecho completamente esclarecido y evi- 
denciado para el porvenir”. 

El último texto que completa esta recopilación es 
de naturaleza muy diferente a los tres anteriores. Fue 
escrito, con formato de artículo y destinado a ser publi- 
cado en la Revista Blanca, bajo el título “La legitimidad 
política de la Revolución y de la Guerra Civil de 1904”, 
por el doctor Héctor Gros Espiell, con motivo de la con- 
memoración del centenario de la Revolución de 1904. 
En su exposición, que tiene una característica analítica 
y académica que la distinguen, de manera marcada, del 
tono de alegato político de los otros textos, Gros estu- 
dia, primero en clave teórica, los límites y alcances de 
conceptos como los de legitimidad y legalidad, revolu- 
ción y guerra civil, para luego configurar desde allí un 
modelo teórico interpretativo, aplicable en forma espe- 
cifica a los casos registrados en la historia uruguaya. A 
continuación, se concentra en el caso de la legitimidad 
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de la Revolución de 1904, interpretando la cuestión con 
una densidad histórica que lo hace retrotraerse al Pacto 
de la Cruz de 1897, que consolidó y amplió la copartici- 
pación iniciada con la Paz de Abril de 1872. El autor 
registra en su análisis lo que juzga como “violación del 
Pacto de la Cruz” y del “Acuerdo de Nico Pérez” de 1903, 
para concluir “que el Gobierno en cierta forma provocó la 
Guerra Civil de 1904 y se preparó para enfrentarla en el 
momento y en las circunstancias que él consideró más favora- 
bles”. En relación al legado cívico de la Revolución de 
1904, Gros destaca la defensa “de la libertad política, el 
sufragio libre y la representación de las minorías, mediante la 
adopción de una legislación justa, resultado del juego normal 
de los Poderes del Gobierno en el marco de sus competencias 
constitucionales, todo ello garantizado por la coparticipación 
de los partidos políticos...”. 


Como hemos visto en estos últimos días, la 
Revolución de 1904 sigue suscitando emociones y con- 
troversias. Más allá de la notoria asociación de alguna 
polémica y de ciertos cruces de discursos, avisos publici- 
tarios e interpretaciones con el ciclo electoral en curso 
en estos momentos, no cabe duda también de que ese 
gran cúmulo de repercusiones y de conmemoraciones 
de diversa índole, en torno al centenario de la 
Revolución y en especial a la muerte del caudillo blanco 
Aparicio Saravia, revelan la vigencia renovada de los con- 
tenidos de aquel hito en nuestra historia. El debatir a 
propósito de la legitimidad política de la Revolución de 
1904 implica revisitar las diferentes matrices interpreta- 
tivas y relatos de nuestra historia uruguaya, con todo lo 
que ello connota —inevitablemente— de insumo en la 
tarea inacabable de reconstruir los cimientos de nuestra 
democracia, de la convivencia ciudadana, de las “razones 
para andar juntos”. Alimentar esa fragua es a lo que apun- 
ta este libro, no a dilucidar en quiénes radicaba la ver- 
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dad o la mayor persuasividad de los argumentos esgri- 
midos. Esta tarea, si cabe, queda desde ahora en manos 
del lector. 


Gerardo Caetano, 
setiembre de 2004. 


NOTA DEL EDITOR 


Al transcribir la documentación correspondiente al año 
1905 se ha respetado al máximo la escritura original. 
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1? REUNIÓN ORDINARIA 
CELEBRADA EL 15 DE FEBRERO DE 1905 





PRESIDE EL SEÑOR SENADOR: 
JUAN CAMPISTEGUY 


A las 4 y 10 p.m., entraron al salón de sesiones los seño- 
res Senadores: Pons, Blengio Rocca y Castro; y los seño- 
res Representantes: Muró, Lacueva Stirling, Rivas, Lacos- 
te, Costa, Brito, Albín, Sudriers, Accinelli, Quintana (A. 
S.), Rodríguez (A. M.), Vidal (B.), Rodríguez (G. L.), 
Onetto y Viana, Manini y Ríos, Arena, Pelayo, Massera, 
Canessa, Icasuriaga, Pérez Olave, Cabral, Olivera (L. A.), 
Saldaña y Fleurquín; faltando con aviso los señores Sena- 
dores: Soca, Brito del Pino, Ramírez, Berinduague, Vello- 
zo, Cuñarro, Sánchez, Avegno, Segundo, Espalter, Lenzi 
é Iglesias; y los señores Representantes: Areco, Enciso, 
Fernández, Castro, Lenzi, Mora Magarinos, Quintana 
(J.), Borro, Borrás, Berro, Canfield, Casaravilla y Vidal, 
Ferrando y Olaondo, Cortina, García (L. 1.), Herrera, 
Ponce de León, Paullier, Zamacoitz, Terra, Roxlo, Gue- 
rra (R.), Román Freire, Rodríguez Larreta, Roosen, Vás- 
quez Acevedo, Viera, Lussich, Martínez, Olivera (E) y 
Otero. 


El señor Presidente- Queda abierto el acto. 

Se va á dar lectura del mensaje remitido por el 
Poder Ejecutivo, declarando abiertas las sesiones ordina- 
rias del primer período de la XXII Legislatura. 
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Se lee lo siguiente: 


Poder Legislativo. 


Montevideo, Febrero 15 de 1905. 
Honorable Asamblea Nacional: 


Los acontecimientos culminantes del año venci- 
do no son de los que invitan á detener en ellos la mirada 
con el espíritu sereno y el pensamiento fijo en el ince- 
sante progreso humano que adueña al hombre, cada 
vez más, de las fuerzas de la Naturaleza y de sus innúme- 
ras riquezas. La República hizo un alto brusco en su 
marcha triunfante hacia el porvenir, suspendióndose ó 
debilitándose todas las funciones de la vida normal y el 
proceso de la civilización. La guerra civil lanzó sus iras 
sobre nosotros y fué devastado nuestro territorio y 
derramóse abundantemente, de un lado la sangre de 
los valerosos soldados de la ley, que, conscientes de sus 
deberes, la ofrecían con alto y generoso espíritu patrió- 
tico; del otro lado, la sangre de los soldados de la sub- 
versión, que apartados, por el error 6 la pasión, del 
camino del deber, parecían anteponer lo que conside- 
raban el interés de su colectividad política, necesaria- 
mente parcial y transitorio, á los generales y permanen- 
tes intereses de la República. 

No quiero pasar adelante sin afirmar, por mi 
honor, que hice cuanto de mi dependia, para evitar la 
conflagración; que no inspiró mi conducta ninguna 
pasión, ningún interés que no fuera la pasión por el dere- 
cho y por el bien y el interes nacional; y que no me resol- 
ví å emplear los medios extremos parmi sostener mi autori- 
dad constitucional, sino cuando vi con evidencia que 
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cualquier vacilación, cualquier demora, no podría dar 
otro resultado que el de agrandar más aun la catástrofe 
que se quería evitar. 

Yo me había propuesto como finalidad principal 
de mi gobierno, la de encarrilar al país en la vida institu- 
cional sin perturbaciones ni dolores. Tenía fé en la practi- 
cabilidad de esa obra que debía hallar su base sólida en las 
elecciones generales que se acaban de realizar, en las que 
la Nación expresaría su voluntad soberana. Me halagaba 
la esperanza de que en los dos años de administración 
que debían preceder á ese gran acto, le sería dado al 
Poder Ejecutivo, por su actitud celosa de los intereses 
públicos y por la amplia libertad política que haría preva- 
lecer en todo el país, concurrir poderosamente á dar 
dirección á las corrientes de la opinión hacia las más 
levantadas aspiraciones patrióticas, propendiendo así á 
que los comicios públicos llevasen á la representación 
nacional á los ciudadanos más capaces y mejor inspirados. 

Pero el mal se había incubado durante muchos 
años de corrupción política y administrativa, y había sub- 
vertido las ideas de una parte considerable de los elemen- 
tos populares y de muchos de los ciudadanos más alta- 
mente colocados en la dirección de los partidos. Entre 
éstos, los hombres que habían dado dirección á la revolu- 
ción del 97 parecían haber olvidado los principios que 
proclamaron al iniciarse aquel movimiento, y no tener, 
adueñados de una parte del territorio de la República, 
más aspiración política que la de ejercer un predominio 
absoluto y sin control sobre él, en tanto no les era dado 
extender su dominación á la otra parte. 

El ciudadado que ejerció la presidencia en el perío- 
do anterior había declarado, al finalizar ese período, ante 
un número considerable de Senadores y Diputados, que 
no le era posible remover á un mal Jefe Político, á quien se 
acusaba de haber ejecutado actos atentatorios al derecho 
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de sufragio, porque tal acto gubernativo provocaría la 
revolución, aun en el caso mismo que al removido se susti- 
tuyera con un ciudadano de la misma colectividad política, 
designado en las mismas condiciones. Y mi elección para 
ejercer la primera magistratura fué precedida del persis- 
tente anuncio de que sería origen de la guerra civil, formu- 
lado por los que debían provocarla, á pesar de que la 
Asamblea que había de conferirme tan alta investidura 
habia sido constituída por el acuerdo de los dos partidos 
en que se dividen todas las fuerzas políticas de la Nación; 
de que ningún defecto de procedimiento había de viciar 
aquella elección; de que toda mi vida pública era una 
garantía de que yo ejercería el alto cargo que se me desig- 
naba, con estricta honradez, con una cultura superior á la 
de una parte considerable de los gobernantes que ha teni- 
do el país, y con sincero y activo empeño de hacer el bien; 
y á pesar de que en la exposición de ideas que había creído 
del caso hacer ante mis electores y el país, había disipado 
todas las alarmas á que habían dado origen, respecto á mi 
modo de pensar, falsas y apasionadas interpretaciones de 
mis palabras. 

La insurrección de Marzo de 1903 vino á poner 
en claro las tendencias malsanas, estos presagios y aque- 
llas amenazas. Ninguno de los actos realizados por el 
Gobierno, en los escasos días que llevaba de existencia, 
podía justificarla ni explicarla. Y menos aun el nombra- 
miento de Jefes Políticos en los departamentos adminis- 
trados entonces por miembros del partido nacionalista 
—dque fué la causa confesada y proclamada de aquel alza- 
miento. Consideradas, en efecto, tales designaciones con 
un criterio libre de pasión, no habrían podido demostrar 
sino el espíritu conciliatorio con que procedia el Gobier- 


no y su propósito de contemporizar con la fracción polít- 
ca que se alzaba en armas. Se la encargaba de la adminis- 
tración de cuatro departamentos de los seis que se 
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habían confiado hasta entonces al partido nacionalista, y 
se designaba para administrar los otros dos á ciudadanos 
de reconocida honorabilidad, preparación é indepen- 
dencia de carácter del mismo partido, afiliados al grupo 
que había proclamado desde el primer momento su 
adhesión al nuevo Gobierno. Dos terceras partes, pues, 
de las Jefaturas Políticas confiadas á miembros del parti- 
do nacionalista, se confiaban á miembros de la fracción 
opuesta al Gobierno, y una sola tercera parte á la que 
había concurrido poderosamente á constituírlo, le era 
sinceramente adicta y habría podido considerarse con 
derecho á que se confiase exclusivamente á sus miem- 
bros la administración de aquellos departamentos. 

El Poder Ejecutivo transó, sin embargo, con aquel 
movimiento subversivo, á pesar de su manifiesta injusti- 
cia; defirió á la mayor parte de sus exigencias y pudo, á 
ese precio, conservar la paz y evitar por algún tiempo la 
efusión de sangre y la ruina de la fortuna privada y públi- 
ca, que son el inevitable séquito de la guerra civil. 

Pero tales contemplaciones y concesiones no die- 
ron más resultado que el de engreír y alentar á los ele- 
mentos perturbadores. No había terminado el año, y ya 
se formulaban nuevas é inaceptables exigencias. El envío 
al departamento de Rivera de dos regimientos, con moti- 
vo del conflicto que se produjo allí, en Noviembre de 
1903, entre las fuerzas policiales y una parte de las del 
Estado de Río Grande, fué la ocasión elegida. 

Se le comunicó al Poder Ejecutivo, de una mane- 
ra casi oficial y que no daba cabida á duda alguna, que la 
marcha de aquellos regimientos provocaría un alzamien- 
to general. Y se le hizo saber que las autoridades políticas 
del partido nacionalista entendían y declaraban, que el 
Poder Ejecutivo no podía enviar fuerza pública á ningu- 
no de los seis departamentos cuyas Jefaturas Políticas 
habían sido confiadas á miembros de su colectividad, sin 


— 


27 


MENSAJE A La ASAMBLEA GENERAL 


que se protestase de ello inmediatamente, con las armas 
en la mano. El envío de aquellas fuerzas era considerado 
como una invasión y como un ataque. El país debía que- 
dar dividido en dos fracciones, en una de las cuales ejer- 
cería la autoridad civil y militar la dirección política del 
partido nacionalista, y en la otra el Poder Ejecutivo. 

Esta misma exigencia se había formulado y había 
sido rechazada de la manera más terminante y categórica 
al concertarse las bases de paz que habían dado término 
á la insurrección de Marzo. Manifesté entonces, primero 
al doctor don José Pedro Ramírez, mediador en las nego- 
ciaciones de paz, y después al doctor don Alfonso Lamas, 
presidente del Directorio Nacionalista, que conservaba 
absoluta libertad de acción á ese respecto, y que si bien la 
fuerza de línea no sería enviada por el momento á los 
departamentos administrados por Jefes Políticos nacio- 
nalistas, pues ya estaba resuelta su colocación en otros 
departamentos, ni se modificaría su situación con nin- 
gún fin ilegítimo, iría en lo sucesivo donde el Poder Eje- 
cutivo lo determinara. Dije entonces que no contraía ni 
la sombra de un compromiso á ese respecto. 

Los cuerpos de línea no fueron movidos, sin 
embargo. Durante todo el año permanecieron en las mis- 
mas posiciones. Sólo fueron enviados al departamento 
de Rivera cuando nuestra frontera se vió amenazada por 
armas extranjeras y el mismo Jefe Político de aquel 
departamento, adicto á la fracción que debía insurreccio- 
narse, pidió que se le enviaran refuerzos. 

La pretensión del retiro de los regimientos, á más 
de ser profundamente inconstitucional, carecía, pues, 
hasta de las más lejanas apariencias de fundamento, y el 
Poder Ejecutivo, que no podía hacer nuevos sacrificios 
de su legítima autoridad, por generosos que fueran los 
fines que persiguiera, sin lanzar al país á una completa 
anarquía, cuyo resultado cierto habría sido siempre la 
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guerra civil, resolvió ser inflexible en su resolución y 
mantener los regimientos donde se hallaban, mientras 
las complicaciones en la frontera y la situación interna 
del departamento lo hicieran conveniente. Esto no 
obstó, sin embargo, á que hiciese saber al Directorio 
Nacionalista, contestando á sus acusaciones, que no le 
movía el propósito de modificar la situación electoral 
con los votos que podrían aportar á la elección los dos 
regimientos, y que en prueba de ello estaba dispuesto á 
presentar al Cuerpo Legislativo un proyecto de Ley en el 
que se estableciera. que siempre que una fuerza de línea 
se hallase fuera de sus cuarteles en días de elecciones, 
podría depositar sus votos en las mesas electorales del 
paraje en que se hallara; pero que esos votos deberían 
referirse á la elección del departamento de su residencia 
habitual y ser computados en ella. 

Pero no se dió importancia alguna á estas mani- 
festaciones amistosas del Poder Ejecutivo. La exigencia 
del retiro de los regimientos se formuló cada vez con más 
precisión, y por último con carácter perentorio, y el 
Poder Ejecutivo se vió en la necesidad de adoptar las pri- 
meras medidas necesarias para la defensa del orden y de 
las instituciones. En estos momentos una nueva tentativa 
de arreglo se produjo, que no fué desechada por el 
Poder Ejecutivo, afanosamente interesado en evitar las 
desgracias que iban á producirse. Nacía ella de la buena 
disposición en que decían hallarse los miembros del 
Directorio Nacionalista para celebrar un nuevo acuerdo 
electoral. 

No era, seguramente, la solución del problema. 
Pero era, sí, su aplazamiento por algunos años, y tal apla- 
zamiento debía aceptarse ya que no había posibilidad de 
resolverlo de inmediato sin grande efusión de sangre y 
profundos trastornos públicos. El acuerdo electoral 
habría prolongado el irregular régimen de gobierno 
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derivado de la paz de 1897 y de las concesiones que se 
hicieron después á los revolucionarios, y esto hubiera 
sido un mal, pero se habría aplazado el estallido de la 
guerra civil y se habría, quizás, dado lugar á que se produ- 
jesen acontecimientos ó modificaciones en las ideas que 
permitiesen arribar á una solución pacífica en un porve- 
nir no lejano. 

Resuelta por el acuerdo la cuestión electoral de 
1905, cuya perspectiva apasionaba los ánimos y era la 
causa real de las perturbaciones que se producían en 
algunos departamentos, y especialmente en el de Rivera, 
en conmixtión con una parte de las fuerzas de Río Gran- 
de, el Poder Ejecutivo habría podido retirar á sus cuarte- 
les á los regimientos que habían entrado en el departa- 
mento de Rivera, sin renunciar por eso á su derecho de 
enviar fuerzas 4 ese 6 á cualquier otro, siempre que lo 
considerase conveniente. 

El Poder Ejecutivo puso, sin embargo, una condi- 
ción: la de que no se efectuase el alzamiento. Producido 
éste, el Poder Ejecutivo tendría que someterlo por la 
fuerza. Ninguna tregua, ningún plazo podría conceder- 
se. La situación angustiosa en que vivía la República 
desde 1897, reagravada por la insurección de 1903, no 
podría sostenerse más si se produjese una nueva insu- 
rrección en 1904. La gravedad del mal haría inevitable la 
aplicación de medidas radicales. 

Tal vez la perturbación de las ideas de aquellos 
días hizo pensar á algunos en la posibilidad de que el 
Poder Ejecutivo paralizase sus fuerzas en Nico Pérez y 
permitiese á la insurrección dar cita á las suyas en Santa 
Clara, para que los centros directivos de los partidos 
pudieran discutir y concertar un pacto electoral, y quizás 
se pensó que fuera posible prolongar tal situación duran- 
te algunas semanas. Pero aparte de que ningún acuerdo 
electoral, de que ningún pacto había de restablecer en la 
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República la calma definitivamente perdida después de 
aquella nueva asonada, el Poder Ejecutivo no podía asu- 
mir la inmensa responsabilidad, no podía cometer el gra- 
vísimo error de dar á la insurrección todo el tiempo que 
le fuera necesario para reunir sus fuerzas, esperanzado 
en la celebración de un acuerdo de las comisiones de los 
partidos, que éstas deberían resolver con entera libertad 
y que podría ir haciéndose más difícil á medida que la 
insurrección viese extenderse sus filas. 

Así, pues; cuando la delegación del Directorio 
Nacionalista volvió de Melo con la aceptación, en general, 
de la idea del acuerdo, al mismo tiempo que se producían 
alzamientos en varios departamentos y el núcleo principal 
de la insurrección se dirigía al encuentro de las fuerzas 
del Gobierno, el Poder Ejecutivo sólo debió pensar en la 
necesidad de restablecer el orden de inmediato, des- 
echando proyectos de arreglos que no eran ya posibles y 
que, si lo fueran y se hubiesen realizado, no habrían podi- 
do dar más resultado, efectuados en aquellas condiciones, 
que el de ahondar la anarquía de la República, sin impe- 
dir que terminara en un conflicto más violento aun que el 
que se había querido evitar. 

La insurrección no fué sometida con la rapidez 
deseada. Los abundantes medios de movilidad que ofre- 
ce nuestra campaña le permitieron esquivar casi siempre 
el encuentro con las fuerzas del orden y prolongar su 
existencia por ese medio. Desde Mansavillagra hasta 
Melo y desde Paso del Parque hasta Palo á Pique y Maso- 
ller, el esfuerzo de la insurrección se dirigió, más que á 
obtener victorias, á prolongar la lucha en una incesante 
retirada, alentada por la creencia de que el agotamiento 
de las energías del país le permitiría obtener condiciones 
favorables de paz. Y siempre que las fuerzas del Gobierno 
lograron darle alcance, 6, cuando, —por excepción, en 
Tupambaé,— ella misma buscó el encuentro, fundando 
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sus esperanzas de triunfo en el escaso número de solda- 
dos á que había quedado reducido el ejército del Sud, la 
victoria fiel á las armas de la ley. El cumplimiento del 
deber vigorizaba á las milicias y á las fuerzas de línea del 
Gobierno. 

Sólo una excepción puede señalarse á esta regla 
de toda la campaña, y es el episodio de Fray Marcos, en 
que mil ochocientos hombres, guardias nacionales en su 
casi totalidad, sin instrucción ni preparación militar algu- 
na, fueron llevados por un exceso de confianza de sus 
jefes, y contrariando instrucciones precisas del Poder 
Ejecutivo, al encuentro de la insurrección. Estaban com- 
puestas aquellas milicias de agricultores del departamen- 
to de Canelones, á quienes el Gobierno había licenciado 
para que pudieran atender á sus cosechas, que fueron 
convocadas al tenerse conocimiento de la aproximación 
del enemigo. Ignorantes de los más elementales conoci- 
mientos respecto al manejo de las armas y á los movi- 
mientos militares, completamente ajenas á toda clase de 
disciplina y de subordinación, se produjo en ellas el más 
profundo desconcierto al hallarse frente al enemigo, á 
quien dieron así facilísima victoria. 

Pero este contraste no aminoró el entusiasmo de 
las fuerzas del Gobierno ni torció el curso de los aconte- 
cimientos. La insurrección se vió, al fin, forzada á depo- 
ner las armas, después de nueve meses de correrías ince- 
santes, sin obtener más concesiones que aquellas que 
pudieron inspirarse en sentimientos de concordia, sin 
lesionar en nada la majestad de las instituciones. 

La República reconquistó en aquella lucha su uni- 
dad política y administrativa y el reposo y la confianza en 
sí misma, de que hacía años se veía privada. 

Pudo creerse al terminar la lucha, que tendría- 
mos que emprender una obra colosal de reconstrucción 
para levantar de la ruina y del caos el bienestar económi- 
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co y las mismas instituciones políticas. Nueve meses 
habían transcurrido de destrucción y de sangre; se había 
asolado la propiedad; la subversión había desconocido 
rudamente todos los derechos y sus más elementales 
nociones. Una parte considerable de nuestras hacien- 
das, aniquilada; los alambradas, destruídos; disminuídas 
las industrias; mermado el comercio; despoblado en 
parte el territorio; —tal era el legado de la guerra visto 
del punto de vista material. En otro orden de la vida 
nacional, en el orden político y moral, no era fácil calcu- 
lar la gravedad de la perturbación. 

Afortunadamente, el estado del país, considerado 
bajo ambos aspectos, demuestra que ha sobrellevado vic- 
toriosamente los enormes trastornos producidos. Los 
cuatro prósperos meses de paz que han transcurrido han 
bastado para demostrar su soberbia potencia económica 
y el arraigo que tienen sus democráticas instituciones en 
la conciencia pública. 

Apenas se había apagado el estruendo de los com- 
bates en que se derramaba con abundancia la sangre de 
hermanos, y ya se abrían, fecundas y generosas, las fuen- 
tes ennoblecedoras del trabajo; volvían del extranjero los 
emigrados, y renacían el crédito, el movimiento de los 
capitales, la industria, el comercio, el desarrollo de las 
empresas, las iniciativas transformadoras, —las múltiples 
manifestaciones de la riqueza y la confianza nacional, evi- 
denciadas en una suba cada vez más grande y firme de 
todos los valores. Al mismo tiempo, convocada la Repú- 
blica á elecciones generales para la renovación del más 
importante de los tres Poderes en que se divide el gobier- 
no de la Nación, los ciudadanos se aprestaban á ejercer el 
derecho y el deber público del voto, seguros de que la 
voluntad nacional sería respetada y acatada, concurrien- 
do después á los comicios, para dar ejemplo de cultura 
cívica á las Repúblicas hermanas del continente, y consti- 
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tuir la Asamblea Nacional mas ilustrada, mas brillante y 
mas auspiciosa que ha tenido hasta ahora la Republica. 

Se ha conquistado, pues, la paz interior, la verda- 
dera paz, el primero y el mas fundamental de todos los 
bienes nacionales, asegurada para muchos anos y quizas 
para siempre, de una manera sólida y estable, por el con- 
curso de la fuerza material y moral del Gobierno y de las 
tendencias de la opinión publica, ya refractaria antes a la 
guerra civil, siempre bárbara, estéril é ignominiosa cuan- 
do no sustenta levantadísimos ideales, y más refractaria 
ahora, en razón de una reciente experiencia, cruel y alec- 
cionadora: y tenemos también asegurada la verdad del 
sufragio prácticamente establecida en la virtud incontes- 
table de los comicios, y el respeto á todos los derechos 
políticos lealmente ejercitados y garantidos, y la aplica- 
ción regular de la Constitución y de las leyes, imponién- 
dose á todos y á todo. 

Paso á daros cuenta en los capítulos siguientes de 
la gestión pública de cada uno de los Ministerios en el 
año terminado y de las iniciativas y planes de mejoras 
públicas que se proponen llevar á cabo al amparo de la 
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les eficacia de los ejércitos en la guerra moderna reposa 
en la organización de sus unidades y en el conocimiento 
perfecto que debe tener el soldado de su arma y de las 
ventajas que ella le ofrece. No son las grandes masas las 
que dan la victoria. 

El perfeccionamiento de las armas portátiles conce- 
de á cada soldado verdadera importancia, y es necesario, 
por esa razón, que ellos practiquen la escuela del tiro, 
adquiriendo nociones prácticas, que al adiestrarlos en el 
mecanismo del arma, les da una seguridad completa en su 
acción y un poder eficiente en el combate. Nuestro ejército 
de línea no había sido educado suficientemente en este sen- 
tido y poseía armas, cuyo poder no sabía utilizar debida- 
mente. 

Fué una constante preocupación del Gobierno 
actual formar tiradores, no en pequeño número por cuer- 
po, para concursos aparatosos, sino de todos los soldados, 
de manera que cada unidad representara lo que debía ser. 

Desde el comienzo de la Administración, el ejército 
fue instruido en el tiro, primero á doscientos metros y 
luego á quinientos y más largas distancias, pudiendo cons- 
tatarse grandes adelantos en relativo breve tiempo, dada la 
aplicación y estímulo despertado en la tropa. Esta enseñan- 
za ha contribuído poderosamente al triunfo de las institu- 
ciones, comprobándose en los diversos combates librados 
durante la última insurrección, que el fuego de las armas 
legales era irresistible y certero y amedrentaba al enemigo. 
Podemos decir hoy que tenemos ejército de línea educado 
en la escuela de tiro, así como guardia nacional bastante 
adelantada en ese sentido, puesto que también fué someti- 
da, durante el tiempo en que estuvo reunida, á los ejerci- 
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cios de fuego, otorgándose premios á los cuerpos que 
sobresalían en el número de blancos realizados. 

Hemos conseguido así perfeccionar la organiza- 
ción de nuestro ejército en un ramo que no será en ade- 
lante descuidado. 


El ejército de línea se ha organizado en un regi- 
miento de artillería, siete batallones de infantería y 
nueve regimientos de caballería, habiendo autorizado el 
Honorable Cuerpo Legislativo la creación de dos nuevos 
batallones y tres regimientos de caballería. Esta modifica- 
ción que aparentemente supondría una elevación numé- 
rica en el personal y por consiguiente de gasto para la 
Nación, no constituye en realidad ningún aumento en el 
presupuesto general de guerra, puesto que los cuerpos 
de infantería que antes tenían 400 plazas, ahora no tie- 
nen sino 301 y los regimientos de caballería 270 plazas en 
vez de 300 que tenían los números 1.°, 2.°, 4.° y 6.°. Ade- 
más se compensan los totales con la supresión de las com- 
pañías urbanas departamentales, cuyos servicios están 
destinados á prestar los cuerpos de línea. 

La nueva organización responde á garantir debi- 
damente la paz y el orden público, cooperando las fuer- 
zas de línea á la misión confiada á las policías y en aque- 
llos puntos donde éstos son insuficientes para dar 
servicio de guardias de cárcel, etc., etc. 

Hay el cumplimiento de un alto deber de gratitud 
nacional en encarecer la conducta observada por el ejér- 
cito de línea durante toda la campaña de 1904. Tanto los 
señores jefes y oficiales como los soldados han rivalizado 
en actos de bravura, de entusiasmo y de constancia. La 
disciplina más completa, la corrección de procederes, la 
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convicción profunda de la misión civilizadora que les 
tocaba cumplir han tenido el relieve que debíamos espe- 
rar de esos bravos y abnegados sostenedores de la ley. Ni 
las penosas marchas, ni la carencia de víveres en regiones 
donde todo había sido consumido, ni las fatigas del servi- 
cio y de los combates pudieron un solo día hacer flaquear 
su decisión, y las impresiones de los que tuvieron ocasión 
de ver en campaña el ejército de línea, fueron siempre de 
verdadera admiración por su temple y entusiasmo. 

La educación militar de nuestros soldados se reve- 
ló así en forma brillante y honrosa para los anales guerre- 
ros del país. Podemos decir hoy que poseemos un ejército 
cuyo grado educativo se acerca á la perfección y que no 
desmerece de las mejores instituciones armadas de Améri- 
ca. Mandado por jefes y oficiales inteligentes é ilustrados, 
bravos y pundonorosos, que aman su carrera y tratan por 
todos conceptos de enaltecerla, mucho debemos esperar 
de él si perseveramos en la obra de su organización. 

Durante mucho tiempo fué una amenaza para los 
hogares pobres y rurales la constitución del ejército de 
línea. La cacería del hombre para convertirlo en soldado, 
llegó á considerarse como un rasgo típico de gobiernos 
que no concebían la formación de los cuerpos sino por el 
enrolamiento forzoso, arrancando á los humildes de sus 
trabajos y de sus familias para mantenerlos indefinida- 
mente en el ejército. Así han emigrado en otros tiempos 
de nuestro país millares de compatriotas que huían de los 
reclutamientos forzosos ejecutados por las policías 6 por 
comisiones militares. Los dramas sombríos de cuartel se 
repetían con frecuencia, horrorizando á la prensa y al 
pueblo. No estaban entonces bajo banderas, con raras 
excepciones, sino forzados del servicio, que no tenían 
más esperanza para recuperar su libertad que la deser- 
ción, la que asumía por esa razón, proporciones conside- 
rables. Hoy en nuestros cuerpos no hay sino voluntarios. 
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El Gobierno actual ordenó la baja de todos los 
ciudadanos que no quisieran permanecer en el servicio, 
y el enrolamiento se opera con arreglo al Código Militar 
por contratados ó voluntarios, llenándose todas las for- 
malidades prescriptas por la ley y no deteniéndose un 
solo día en los cuarteles á los que cumplen su tiempo de 
enganche, á quienes si tienen su hogar en el interior, se 
les reintegra allí por cuenta del Estado. 

Este proceder legal, correcto y humano, ha dignifi- 
cado la naturaleza y carácter del ejército, pudiendo decir- 
se que á él se debe en parte que durante la guerra, la des- 
erción haya sido nula, lo que evidencia la espontaneidad 
de los servicios de los ciudadanos que forman en sus filas. 

Hemos suprimido así una verdadera calamidad 
nacional, restableciendo en la práctica la igualdad en el 
goce de la libertad y de los derechos como han sido también 
proscriptos aquellos castigos arbitrarios y crueles que tanto 
condenó la opinión pública y que sombreaban con negros 
tintes la vida de cuartel. La ley impera en toda su majestad, y 
el que delinque no sufre la pena que su superior quiera apli- 
carle, sino la que la justicia severa y elevada debe aplicarle de 
acuerdo con las prescripciones del Código. 


La insurrección de 1904 que tan dolorosamente 
sorprendió al país, entregado al trabajo fecundo y á los 
halagos del progreso que había comenzado á desarrollar- 
se al amparo de un gobierno respetuoso de la ley, obligó á 
los poderes á llamar á las armas á los ciudadanos sustra- 
yéndolos momentáneamente á sus tareas. La movilización 
de las milicias en campaña fué operada rápidamente, con- 
templándose el hermoso espectáculo del entusiasmo con 
que acudían á la defensa de la paz pública. 
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Después de treinta y dos años que la guardia 
nacional de Montevideo no era convocada al servicio, 
porque los gobiernos que se habían sucedido en épocas 
de perturbación política habían temido su convocatoria, 
fué puesta bajo banderas y respondió perfectamente al 
llamado, acudiendo á los cuarteles con presteza y deci- 
sión en número mayor que el que podía esperarse en una 
lucha civil; pero la convicción de que en esta guerra esta- 
ban comprometidos altos intereses nacionales, sobera- 
nos principios institucionales y la dignificación del país 
por la victoria de sus más caras conquistas civilizadoras, 
hizo que la indiferencia de otras épocas en quienes son 
ajenos á la política militante, se trocara en ardorosa acti- 
vidad para contribuir al afianzamiento de la legalidad. La 
guardia nacional de campaña combatió á la par del ejér- 
cito de línea, sufriendo iguales penalidades, formando 
parte bizarra de los ejércitos y compartiendo las glorias 
de jornadas sangrientas. El tradicional valor oriental tuvo 
una nueva consagración en los campos de batalla, y las 
milicias del interior volvieron á sus hogares con la con- 
ciencia de haber hecho un inmenso bien al país, radican- 
do definitivamente la era institucional y suprimiendo el 
fantasma del caudillaje que amenazaba perpetuarse 
indefinidamente. No le cupo á los cívicos de Montevideo 
el honor de tomar parte en los grandes combates, sino en 
acciones parciales, pero ellos guarnecieron la capital, 
realizaron comisiones peligrosas ó importantes y mere- 
cieron bien de la patria, como los de los otros departa- 
mentos, por su entusiasmo, constancia y decisión. 


Teníamos en nuestro Parque diversas clases de 
armas portátiles, entre ellas, fusiles Daudeteau, calibre 6, 


— 


39 


MENSAJE A LA ASAMBLEA GENERAL. 


5, Máuser calibre 7 y 11 milímetros, y Rémington 11 milí- 
metros, no adaptándose el proyectil de estos dos últimos 
sistemas á pesar de su calibre igual á ambos fusiles. Era 
un serio inconveniente la diversidad de sistemas y cali- 
bres por la dificultad del reparto de municiones durante 
la acción, y las equivocaciones que podían producirse, 
inutilizando en cualquier momento las operaciones de 
un cuerpo ó una columna. El Gobierno, en el deseo de 
suprimir toda eventualidad de esa clase y facilitar los tra- 
bajos de los parques en campaña, teniendo en cuenta, á 
la vez, que las armas de tiro rápido y menor calibre, con- 
sumen una proporción notablemente superior de cartu- 
chos, siendo necesario el abastecimiento frecuente de 
municiones, aun en la misma línea del fuego, se preocu- 
pó de adquirir un arma del mismo calibre 7 del Máuser, 
pero que tuviera condiciones menos delicadas que éste y 
pudiera ser confiada á las milicias, á quienes no es posi- 
ble exigirles los cuidados que los soldados de línea tienen 
con su armamento. Pensó que el sistema Rémington 
sería tal vez el mejor, y después de gestiones hechas sin 
resultado en Europa, consiguió su objeto en Estados Uni- 
dos, contratando allí con todas las garantías de revisación 
técnica, 10.000 fusiles y 1.000 carabinas Rémington, cali- 
bre 7 milímetros, así como un millón de cartuchos, cuyo 
armamento ha dado un resultado completamente satis- 
factorio. Del mismo modo adquirió en Estados Unidos 
14 ametralladoras Colt, formándose con ellas, secciones 
de artillería que operaron con completo éxito en los ejér- 
citos y en la defensa de la villa de Artigas. 


La necesidad de proveer á la alimentación de las 
considerables fuerzas que la insurrección de 1904 obligó 
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al Gobierno á movilizar, fué desde el primer momento 
uno de los asuntos que demandaron su atención á objeto 
de evitar los abusos que en otras épocas se habían cometi- 
do contra la propiedad privada y contra el Estado, que en 
último término era objeto de reclamaciones cuantiosas 
por suministros innecesarios 6 exagerados. Órdenes 
expresas fueron impartidas para que no se tomara sino 
ganado criollo y en las proporciones absolutamente pre- 
cisas para el consumo, documentando en todos los casos 
debidamente á los propietarios y evitando causar perjui- 
cios en los campos de siembra y alambrados. Estas ins- 
trucciones fueron debidamente cumplidas dentro de las 
exigencias ineludibles al estado de guerra en que se 
hallaba el país, y los señores jefes de ejército, divisiones y 
cuerpos, rivalizaron en la corrección de procederes, 
mereciendo su conducta la aprobación aun de los mis- 
mos hacendados, cuyos ganados eran objeto de requisas. 

Esta limitación y orden en el abastecimiento de 
las tropas en campaña ha evitado al Erario grandes y fuer- 
tes sumas, que de otro modo hubiera sido necesario abo- 
nar, como ocurrió en épocas en que las requisiciones de 
ganados se hacían sin control ni órdenes superiores y en 
cantidades fabulosas. La documentación comprobada 
facilita el reconocimiento de los créditos legítimos y libra 
al Erario de las asechanzas de gentes poco escrupulosas, 
prontas siempre á iniciar reclamaciones fantásticas. 

Y si esta corrección de procedimientos fué estable- 
cida en los ejércitos y divisiones en operaciones, con mayor 
razón lo fué también para las guarniciones de los pueblos 
del interior, tomándose algunos ganados mestizos donde la 
absoluta carencia de animales criollos hacía imposible de 
otro modo la alimentación de las tropas en armas. Las 
oportunas disposiciones adoptadas por el Gobierno evita- 
ron que las cosechas agrícolas se perdieran por falta de bra- 
zos, é hicieron posible efectuar las esquilas. En los departa- 
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mentos agrícolas, grupos de ciudadanos movilizados eran 
licenciados momentáneamente para que se dedicaran á la 
plantación y luego á la recolección de las cosechas, y en los 
centros ganaderos la esquila se hizo en igual forma, armo- 
nizándose así las necesidades de la guerra con los intereses 
del trabajo nacional. Por esta razón no hemos tenido que 
lamentar la pérdida de tan importantes intereses y el país 
ha podido compensar los perjuicios inherentes á la lucha, 
con la magnífica producción habida. 


Por primera vez en nuestras guerras internas, el 
servicio de Sanidad Militar ha tenido la latitud, la eficacia 
y la competencia y rapidez que exigen los principios 
humanitarios y los preceptos de la ciencia médico-quirúr- 
gica moderna. 

Anteriormente los ejércitos entraban en operacio- 
nes sin llevar un facultativo ni elementos de curación, y 
cuando los poseían era en proporciones tan pequeñas 
que sus servicios resultaban deficientes. Después de una 
batalla, se enviaban de la población más cercana los auxi- 
lios de que podía disponerse, generalmente insuficientes, 
y los heridos quedaban tendidos en el campo de la acción 
a merced de su cruel destino 6 al amparo de sus compañe- 
ros, desprovistos de medios y material de curación. 

Fué una de las atenciones del Gobierno organizar 
debidamente ese importantísimo ramo de la Administra- 
ción Militar, y cuando el país desgraciadamente fué pro- 
vocado á la guerra, teníamos pronto un excelente cuerpo 
médico y abundante parque sanitario que se distribuyó 
en forma adecuada en los ejércitos. 

Los bravos servidores de la República que caían en 
los campos de batalla fueron así solícitamente atendidos y 
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curados de primera intención, impidiéndose las compli- 
caciones ulteriores, pudiendo ser expedidos en inmejora- 
bles condiciones á los hospitales de sangre establecidos en 
la capital u otros puntos del país, aquellos heridos de gra- 
vedad que su estado requería una asistencia prolongada. 
Una prueba evidente de este eficaz servicio sanitario se 
tiene en el hecho de que á los numerosos heridos de 
Masoller expedidos á Montevideo no fué necesario hacer- 
les ninguna intervención quirúrgica de importancia, tal 
era el estado en que venían. Cabe en este párrafo, dedica- 
do á servicios humanitarios, una palabra de sincero y 
merecido encomio á la nobilísima é importante coopera- 
ción prestada á la Administración por la Junta Central de 
Auxilios creada por el Gobierno, tanto por la eficacia de 
sus trabajos cuanto por la constancia, el espíritu inteligen- 
temente activo y la dedicación de sus miembros. Las diver- 
sas expediciones médicas organizadas, venciendo dificul- 
tades que parecían insuperables y que tan útiles servicios 
prestaron, la asistencia solícita á los heridos y enfermos, la 
provisión de ropas á los mismos, el cuidado y vigilancia 
ejercidos para que nada les faltara, son hechos que han 
quedado grabados en la gratitud nacional. 

La Junta Administrativa de Guerra es otro progre- 
so en nuestras prácticas gubernativas que hemos incor- 
porado á la Administración Pública. 

Las atenciones que pesaban sobre el Gobierno en 
los momentos de la insurrección no le permitían, con la 
dedicación y control convenientes; ocuparse de la adqui- 
sición de los múltiples suministros que era necesario com- 
prar para proveer á los ejércitos y guarniciones de los ele- 
mentos de menaje, vestuarios y alimentación exigidos 
para su sostenimiento, so pena de exponernos á las explo- 
taciones y abusos que caracterizaron épocas pasadas. 

Atendiendo tan fundamentales razones de orden, 
economía y moralidad, fué creada la Junta de Guerra, cuyos 
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servicios han sido invalorables, permitiendo á las autorida- 
des militares dedicarse exclusivamente á las operaciones de 
la guerra, sin preocuparse de la Administración Militar. Ese 
ensayo realizado en las peores condiciones de apremio en 
las provisiones y sin el personal preparado y abundante que 
debe tener una repartición tan importante ha dado, sin 
embargo, resultados altamente satisfactorios, echando los 
cimientos de la Administración, completa y vasta, que tantos 
servicios debe abarcar. Conocedor del éxito obtenido y justo 
apreciador de las ventajas que reporta al país, el Poder Eje- 
cutivo ha sometido á la consideración de Vuestra Honorabi- 
lidad un proyecto de Ley creando la Junta de Administra- 
ción Militar, sin que ello importe una nueva erogación, por 
cuanto los fondos para su funcionamiento y servicios se 
tomarán del mismo presupuesto de guerra. 


El Poder Ejecutivo, en virtud de autorizaciones 
acordadas por el Honorable Cuerpo Legislativo y en uso 
de sus facultades propias, ha acordado á algunos señores 
generales y jefes su promoción á rangos superiores, y 
diversos ascensos á oficiales, que por sus servicios y méri- 
tos contraídos durante la última campaña, los hacían 
acreedores á esa distinción. 

Para no pasar del número de generales que la ley 
fija, al conferir promociones, colocó en situación de reti- 
ro á algunos de ellos que por su edad se hallaban en las 
condiciones determinadas por la ley. 

Los ascensos acordados lo han sido dentro de las 
prescripciones del Código Militar, presidiendo su conce- 
sión la más rígida observancia de las disposiciones vigen- 
tes y el espíritu de justicia que informa todos los actos del 
Gobierno. Cuando el oficial que debía ser promovido no 
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contaba con el tiempo correspondiente, el ascenso se le 
confería en el grado, no dejándose así sin premio la con- 
ducta, valor y consagración al servicio. 

Pueden ostentar legítimamente, los señores jefes 
y oficiales ascendidos, los nuevos galones dados por el 
Gobierno, porque ellos han sido ganados en una lucha 
penosa y sangrienta de nueve meses, en que no han teni- 
do descanso alguno, animados siempre de entusiasmo y 
decisión por la causa que defendían. 

Como entre los señores jefes y oficiales de Guar- 
dias Nacionales se hallaban algunos, que demostraron en 
ocasiones anteriores y en la última guerra condiciones 
especiales para la carrera militar, y deseando el Gobierno 
colocarlos en situación de que pudieran ser utilizados sus 
servicios en el ejército, solicitó del Honorable Cuerpo 
Legislativo la venia legal para acordar su incorporación 
al ejército de línea, que le fué concedida. No ha hecho 
aún uso de esa autorización, sino en pequeña parte, dis- 
poniéndose á seleccionar los servidores que se encuen- 
tren en aquellas condiciones, para acordar tal beneficio á 
los más merecedores de ellos. 


HONORABLE ASAMBLEA GENERAL: 


Quedan abiertas las sesiones del primer período 
de la XXII Legislatura. 

Saludo á Vuestra Honorabilidad con la mayor 
consideración. 
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Montevideo, Abril de 1905. 


SEÑORES MIEMBROS 
DEL HONORABLE 
DIRECTORIO DEL 
PARTIDO NACIONAL. 


~ 
C omo lo manifestó este Directorio en la Circular dirigi- 
da á los Presidentes de las Comisiones Departamentales 
con fecha 2 de Marzo último, considera de su deber dejar 
al Directorio que ha de sucederle una exposición comple- 
ta y verídica de los principales acontecimientos políticos 
producidos en el País desde Marzo de 1903, hasta el 
comienzo de la última contienda armada. 

Creemos cumplir así con un precepto de la Ley 
Orgánica del Partido y con el deber de contribuir á resta- 
blecer la verdad respecto á esos antecedentes, desconoci- 
da ó maliciosamente adulterada en publicaciones hechas, 
por nuestros adversarios políticos y muy especialmente en 
el Mensaje dirigido por el Presidente de la República á la 
Asamblea Legislativa al inaugurarse las sesiones del actual 
período. 

Este Directorio manifestó ya en esa Circular las 
razones que le decidían á dejar sin contestación inmedia- 
ta ese Mensaje. 

Corresponde ahora á la nueva Autoridad Superior 
del Partido, en su alto criterio y sano patriotismo, resolver 
lo que mejor consulte los intereses de nuestra comunidad 
política y del País. 


Habiendo sido elegido este Directorio en 25 de 
Diciembre de 1903, no le correspondería en vigor tener 
que informar sobre los sucesos ocurridos en Marzo del 
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mismo año; considera sin embargo que debe hacerlo ya 
que como primera autoridad de la colectividad política, se 
halla en el deber de asumir su defensa, ya porque forman 
parte de este Directorio la mayoría de los ciudadanos que 
componían el que actuaba en aquella fecha y se cuentan en 
el número de sus miembros muchos de los correligionarios 
que tomaron una participación más directa y principal en 
esos acontecimientos. 


H 


El señor José Batlle y Ordóñez fué elegido Presi- 
dente de la República el 1° de Marzo de 1903, por la 
mayoría de la Asamblea, y por un reducido grupo de ciu- 
dadanos nacionalistas de los cuales algunos habían sido 
ya expulsados de las filas del Partido por la Convención, 
reunida en esta Ciudad en Febrero del mismo año. 

La elevación del señor Batlle y Ordóñez á la pri- 
mera magistratura fué recibida en el seno de la comuni- 
dad nacionalista con profundo desagrado y desconfianza 
que se justificaban no solo por las circunstancias que 
rodearon su designación como candidato á la Presiden- 
cia, sino principalmente por su intransigencia partidaria 
y por sus conocidas tendencias contrarias al régimen, 
entonces imperante de coparticipación de los partidos 
en la administración del País, y muy especialmente á las 
garantías acordadas al Partido Nacional en el Pacto de 
Paz de 1897. 

El propósito fundamental de ese Convenio políti- 
co, además de devolver á la República la paz y restablecer 
el orden y la moralidad en la administración del País, 
como se declara en una de sus cláusulas, como el de ser- 
vir de eficaz garantía á la libertad y veracidad del sufragio 
popular, y por eso el orden de cosas establecido por él, 
debía subsistir hasta que la voluntad del pueblo fuera 
consultada debidamente en una lucha comicial libre de 
los fraudes y atropellos que durante toda la larga perma- 
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nencia del partido colorado en el poder han desnaturali- 
zado el acto electoral ó lo han convertido en una afrenta 
nacional, 

Desgraciadamente nuestros correligionarios y todos 
los hombres imparciales han tenido después la oportunidad 
de ver comprobados por hechos recientes que en efecto, 
aquellas concesiones otorgadas al Partido Nacional por el 
Pacto de La Cruz eran en realidad el escudo de las liberta- 
des de todos y la garantía más positiva del derecho de sufra- 
gio, contra los malos hábitos y constantes abusos en esa 


materia. 
Ill 


Roto el Pacto, por los nombramientos de Jefes 
Politicos para San José y Rivera y amenazado el Partido 
de ser desalojado de las posiciones administrativas que 
habia adquirido, no quedaba a éste otro camino que 
defenderse y acudió inmediatamente 4 las armas. 

A la voz de sus autoridades directivas, el Partido 
Nacional se puso de pié como un solo hombre y en pocos 
días se reunía en Nico Pérez un ejército imponente por 
su número y entusiasmo mientras que en el Norte del Río 
Negro se formaba y se ponía en marcha otra fuerte 
columna de ciudadanos. 

Cumpliendo órdenes recibidas, todas esas fuerzas 
nacionalistas cruzaron la República entera buscando el 
punto de concentración sin consumar ningún acto de 
hostilidad al enemigo porque se quería evitar al País los 
perjuicios y los horrores de la guerra civil si era posible 
conseguir con aquella demostración armada que el 
señor Batlle y Ordóñez se detuviera en el camino en que 
se había lanzado. 

La situación de éste era en aquellos momentos 
desesperada, pues ni su autoridad seriamente combatida 
aun en el seno del partido colorado no se hallaba seria- 
mente consolidada ni contaba con los elementos necesa- 
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rios para sofocar de inmediato el poderoso movimiento 
armado. 

El señor Batlle y Ordóñez llamó entonces á su des- 
pacho al señor don Alfonso Lamas, que no formaba aún 
parte del Directorio del Partido y le suplicó que intervi- 
niera en aquel gravísimo conflicto á fin de darle una solu- 
ción equitativa y patriótica, que consultara los intereses 
en pugna y fuera decorosa para el Gobierno. 

El doctor Lamas aceptó sin vacilaciones la misión 
que se le proponía. 

En esos momentos agregó también su valiosísimo 
concurso á esa Obra meritoria de paz y reconciliación 
nacional el doctor don José Pedro Ramírez, eminente 
ciudadano á quien el ejército revolucionario de 1897 
había indicado ya como candidato á la Presidencia de la 
República y cuya feliz intervención en la terminación de 
aquella lucha fratricida había aumentado aun más su alto 
prestigio en la opinión pública. 

Los dos mediadores partieron en seguida al 
encuentro del ejército nacionalista. 

El Partido Nacional había tomado las armas en 
defensa de la situación creada por el Pacto de La Cruz y 
la opinión pública, en elocuentes manifestaciones, exi- 
gía, especialmente del Presidente de la República, que se 
salvara al País del desastre de la guerra. 

El señor Batlle y Ordónez, á título de respeto al 
principio de autoridad, pretendía limitar las ventajas ó 
concesiones otorgadas por aquel Pacto al Partido Nacio- 
nal. Arrastrados por el amor á la paz y por el espíritu de 
orden que siempre ha caracterizado á nuestra comuni- 
dad política; atentos á los clamores de las clases conserva- 
doras y de la opinión pública, y animados por la presti- 
giosa palabra de los mediadores señores Ramírez y 
Lamas y de otros correligionarios, algunos de los cuales 
formaban parte del Directorio, el General Saravia y los 
Jefes que se habían reunido en la memorable y patriótica 
Asamblea de Nico Pérez consintieron en deponer las 
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armas y renunciar á la lucha que habían iniciado en cir- 
cunstancias tan evidentemente favorables, aceptando 
que en el Departamento de San José se designara algún 
correligionario vinculado ó perteneciente á la diminuta y 
desprestigiada fracción nacionalista que desde entonces 
se puso al incondicional servicio del Gobierno. 

Al ultimarse aquellas negociaciones surgió una 
dificultad que estuvo á punto de hacerlas fracasar y cuya 
solución había de tener algunos meses después inmensa 
trascendencia. 

Aun cuando en el Pacto de Septiembre no se 
había establecido expresamente que el Gobierno se abs- 
tendría de situar fuerzas 6 guarniciones militares del 
ejército de línea, en los seis Departamentos confiados á 
la administración nacionalista, era esa una condición 
implícita de ese Convenio, reconocida desde los prime- 
ros momentos por el Gobierno que presidió el señor 
Cuestas. 

Era esa una condición indispensable, una conse- 
cuencia ineludible del Pacto, pues sin ella, el fin perse- 
guido por éste podía ser frustrado en absoluto. La garan- 
tía que ofrecía ese Convenio al Partido Nacional era 
completamente ineficaz y contraproducente si los De- 
partamentos que constituían esa garantía podían ser 
ocupados militarmente por el ejército al servicio del 
Poder Ejecutivo. 

El señor Batlle y Ordóñez, que acompañó tan de 
cerca á aquel Gobernante durante su administración, 
conocía mejor que nadie la inteligencia y extensión del 
Pacto de La Cruz. 

Convencido el General Saravia y todos los Jefes 
militares de la importancia de esa condición referida, y 
anhelosos de evitar conflictos de futuro, reclamaron una 
manifestación expresa al Presidente en ese sentido, 
hecha á los señores Ramírez y Lamas, aun cuando fuera 
verbal y reservada. Esa fué una exigencia formulada 
como condición previa é indispensable al desarme. 


—— 


54 


DIRECTORIO DEL PARTIDO NACIONAL 


De la veracidad de esta aserción pueden dar fé 
todos los numerosos jefes que asistieron á aquella Asam- 
blea, así como muchos correligionarios civiles que con- 
currieron á ella. 

Manifestada esa exigencia al doctor Lamas, que se 
hallaba en Nico Pérez, éste se dirigió inmediatamente 
por telégrafo al doctor don José Pedro Ramírez, que se 
encontraba en Montevideo en aquellos momentos. 

La Asamblea de Jefes había terminado ya sus deli- 
beraciones y esperaba sólo el esclarecimiento del punto 
consultado. La contestación, que no tardó en llegar, se 
halla consignada en una carta dirigida por este ciudada- 
no al doctor Lamas, con fecha 31 de Diciembre de 1903, 
con motivo de haberle pedido éste una manifestación 
categórica á ese respecto á fin de dejar establecida la ver- 
dad de lo ocurrido. 


La carta del doctor Ramírez dice lo siguiente: 


«Montevideo, 31 de Diciembre de 1903. 
«Señor doctor don Alfonso Lamas. 
«Mi estimado compatriota y amigo: 


«En la mañana del 27 de Marzo del corriente año, 
día de la ratificación de la paz en Nico Pérez, me hizo 
usted un telegrama diciéndome que á las 10 a.m. me 
esperaba en la Estación del Ferrocarril Central para con- 
ferenciar. Ocurri á la hora indicada y usted me dijo más ó 
menos lo siguiente: Llega hasta nosotros la noticia de 
que el Presidente de la República tiene en vista colocar 
fuerzas de línea en los Departamentos que según el Pacto 
deben ser administrados por ciudadanos afiliados al Par- 
tido Nacional y esto puede obstaculizar la aprobación de 
las bases de la paz sometidas á los Jefes del Ejército aquí 
reunidos. Le ruego se apersone al señor Presidente de la 
República para obtener explicaciones y seguridades al 
respecto. 
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«También me pidió que pidiera explicaciones res- 
pecto á fuerzas del Gobierno que se movían á pesar del 
armisticio pactado y, á todo eso contesté, después de con- 
ferenciar con el señor Presidente de la República trasmi- 
tiéndole todo lo que usted me comunicaba en los 
siguientes términos textuales: 

“Celebré compromiso con Presidente sobre 
Departamentos nacionalistas con resultado completamen- 
te satisfactorio. Pero todo eso como lo indicó, en forma 
completamente confidencial y sin que eso sea objeto del 
Pacto ya convenido y de otro compromiso cualquiera. 
Sabe usted que no me avanzo ni aventuro en tan grave 
asunto y que pueden confiar en mis manifestaciones. 
Juzgo conveniente no entrar en detalles por telégrafo; Pre- 
sidente me ha dicho manifieste á usted que en vista movi- 
miento Abelardo, ha ordenado se efectúen ciertas concen- 
traciones de las fuerzas del Gobierno, pero naturalmente 
manteniendo el compromiso de suspensión hostilidades. 
La ansiedad cada vez mayor y el sentimiento de la paz cada 
vez más imperioso. Prepárase meeting colosal, inmediata- 
mente de que tenga noticias de la ratificación del acuerdo 
de paz. Diga cuál es el estado de cosas ahí. ¿Cuándo quiere 
que vuelva á la Estación para comunicarme nuevamente?” 

«Poco después recibía de usted el siguiente tele- 
grama: 

“Imponente asamblea de veteranos y hombres 
jóvenes del Partido Nacional con espada al cinto acaban 
de votar por aclamación la paz de la República”. 

«Diré a usted ahora lo que yo llamaba resultado 
satisfactorio. Llamaba resultado satisfactorio á las seguri- 
dades que me dió el señor Presidente de la República, 
que había agregado que eso me lo manifestaba en carác- 
ter confidencial sin que fuese objeto del Pacto ya conve- 
nido ni de otro compromiso cualquiera, agregando por 
mi parte que podía usted confiar en la exactitud de lo 
que le comunicaba. 


—— 
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«Dejando así contestada su favorecida me repito 
su affmo. compatriota y amigo 


«JOSÉ P. RAMÍREZ». 


El telegrama del doctor Ramírez no era en reali- 
dad completamente explícito y categórico en el sentido 
de decir que aquella condición quedaba pactada verbal y 
reservadamente, pero debía entenderse así y así se enten- 
dió, puesto que este distinguido compatriota cuya palabra 
ha estado y está por encima de toda sospecha, decía termi- 
nantemente en ese despacho telegráfico, que acababa de 
celebrar una conferencia con el Presidente de la Repúbli- 
ca, para someterle la dificultad que surgía á fin de ponerle 
remedio y aseguraba que había obtenido un resultado 
completamente satisfactorio, agregando que creía incon- 
veniente trasmitir detalles por telégrafo; que no se avanza- 
ba ni aventuraba en tan grave asunto y que podía confiar- 
se en sus manifestaciones y declaraciones. 

La circunstancia de que se dijera que todo aque- 
llo lo había manifestado el Presidente en forma comple- 
tamente confidencial y sin que hubiera de formar parte 
del Pacto ya convenido y de otro compromiso cualquiera 
no modificaba aquella interpretación lógica del telegra- 
ma del doctor Ramírez, puesto que se trataba de una 
cláusula secreta que no había formado parte del Pacto de 
pacificación ni era razonable que se diera por estableci- 
do en un telegrama. 

Por lo menos debía creerse que el Presidente había 
garantido al doctor Ramírez, aunque esto no formara 
parte de convenio alguno, que él no haría uso de las facul- 
tades constitucionales para enviar tropas de línea á los 
Departamentos administrados por nacionalistas y que el 
Partido Nacional podía descansar tranquilo sobre la fé de 
la palabra del primer magistrado de la República. 

Eso fué en realidad lo que el señor Batlle y Ordó- 
nez declaró y prometió al doctor Ramírez, como lo dice 
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este distinguido ciudadano en su carta transcripta al 
explicar lo que él llamaba resultado completamente satisfac- 
torio en su mencionado telegrama. Nadie pondrá en 
duda que el Presidente le dió las más plenas seguridades, 
como él lo afirma, para satisfacer la exigencia nacionalis- 
ta y para que el General Saravia y los Jefes militares del 
Partido pudiesen disolver aquel ejército y retirarse tran- 
quilos á sus hogares. 

Así lo hicieron constar todos esos Jefes en un acta 
que fué firmada por ellos y algunos miembros del Direc- 
torio que se habían trasladado á Nico Pérez. 

Dos ó tres días después de celebrado el Pacto de 
Nico Pérez, habiendo regresado á la Capital el doctor 
Lamas y habiendo sido llamado por el Presidente de la 
República para expresarle su interés en el inmediato 
nombramiento de los Jefes Políticos nacionalistas, fué 
sorprendido por la manifestación que éste le hizo de que 
no había contraído compromiso alguno que pudiera 
limitar la facultad de situar las fuerzas de línea adonde lo 
hallara más conveniente, agregando sin embargo, que 
no se proponía hacer uso de semejante facultad. 

El doctor Lamas le hizo entonces presente la inteli- 
gencia que el General Saravia, los demás Jefes y los miem- 
bros del Directorio, reunidos en Nico Pérez, habían dado á 
las seguridades trasmitidas á ese respecto, en el telegrama 
del doctor Ramírez y se retiró manifestando la seguridad de 
que esta circunstancia había de influir decisivamente en el 
ánimo del Presidente para evitar cualquier conflicto poste- 
rior que pudiera originarse por aquella causa. 


IV 


El Partido Nacional, al deponer las armas en Nico 
Pérez, lo hizo con la convicción de que quedaba perfecta- 
mente asegurada la paz durante toda la administración 
del señor Batlle y Ordóñez, porque se habría ido á la paz 
sinceramente y cualesquiera que fueran las opiniones 
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respecto á su carácter, á sus pasiones y á las aptitudes 
como hombre de Estado, no era de suponerse que él 
mismo se empeñara en crear dificultades á su propio 
Gobierno y llegara á lanzarse á la enorme y criminal aven- 
tura de la guerra civil. Fué ese un explicable pero un fatal 
Error. 

Podría decirse con verdad que al día siguiente de 
firmada la paz, el señor Batlle y Ordóñez no pensaba en 
otra cosa que en la guerra. Esto resulta evidenciado por sus 
actos y por los sucesos posteriores. La paz de Nico Pérez 
fué, para él, sólo una tregua obtenida merced al engaño y 
destinada á los preparativos necesarios para derribar la 
situación creada por el Pacto de Septiembre y someter de 
nuevo al Partido Nacional á la situación de inferioridad 
política y de falta de participación en la administración 
pública, régimen de inconstitucionalidad y de injusticia 
que ha pesado y pesa aún sobre nuestra colectividad políti- 
ca desde hace ya cuarenta años. 

Ir á la conquista de los feudos nacionalistas, derri- 
bar aquel baluarte levantado en garantía y defensa de las 
libertades políticas, aplastar aquella fuerza que podía 
poner en peligro el dominio exclusivista del partido colo- 
rado sobre el país entero —esa fué la preocupación 
dominante en el espíritu intransigente y rencoroso del 
Presidente y que se extendió en seguida á todo el círculo 
que lo había acompañado al Gobierno. 

La actitud personal del señor Batlle y Ordóñez y 
la de sus más íntimos amigos reveló bien pronto clara- 
mente el ciego despecho que los dominaba. 

La prensa oficial no tardó en poner de relieve que 
parecía haber tomado á su cargo no la misión patriótica y 
sensata de calmar los ánimos y alentar el trabajo y el pro- 
greso, sino la de atizar los odios y protestar contra el régi- 
men transitorio, creado por el Pacto de La Cruz y sancio- 
nado por el de Nico Pérez. 

No tardó en saberse que el Gobierno, sin autori- 
zación legislativa, con toda reserva al principio y pública- 
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mente después, hacía compra de considerable cantidad 
de armamento y municiones. Las policías fueron militari- 
zadas en todo el País, con excepción de los Departamen- 
tos nacionalistas, se aumentó el ejército de línea, se le 
situó en posiciones estratégicas cercando esos Departa- 
mentos, y se les dió una organización superior, que 
importaba crear dos ejércitos, uno al Norte y otro al Sud, 
prontos para entrar en campaña. 

A medida que pasaban los meses, lejos de calmar- 
se la excitación de los diarios oficiales, parecía que iba en 
aumento. 

En vano la prensa nacionalista y los representan- 
tes del Partido en el Parlamento observaban una conduc- 
ta sobremanera moderada y repetidos actos de las Autori- 
dades dirigentes no dejaban dudas sobre los anhelos de 
paz que animaban á todos y aun sobre el deseo de poner 
término á aquella situación violenta y peligrosa por 
medio de un acercamiento, que por lo menos calmara 
los ánimos y diera al País la seguridad de que el orden 
público no llegaría á alterarse. 

Persiguiendo ese propósito renunciaron el cargo 
que desempeñaban los correligionarios que formaban el 
Directorio que había intervenido en la elección de Presi- 
dente de la República y en los sucesos de Marzo, y el voto 
unánime del Congreso Elector llevó á la Presidencia de la 
Corporación Directiva al ciudadano á quien el señor Bat- 
lle y Ordónez había llamado en Marzo como mediador 
para la pacificación del país y á quien era notorio que lo 
ligaba hacía tiempo una sincera amistad. 

Esa designación no modificó en nada la actitud 
agresiva del Presidente y de todo su círculo, como no 
consiguió tampoco ese resultado en las tratativas de acer- 
camiento realizadas más tarde por miembros del Directo- 
rio 6 por otros correligionarios especialmente comisio- 
nados con ese fin. Llegó á ser de la más clara evidencia 
que el señor Batlle y Ordónez mantenía siempre vivo su 
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rencor y su despecho y rechazaba en absoluto todo adve- 
nimiento con el Partido excluido del Poder. 

Hasta en fiestas nacionales del trabajo en las que 
sólo debían escucharse voces alentadoras del progreso y 
de la confraternidad entre los ciudadanos, el señor Batlle 
y Ordóñez sólo tuvo palabras de violento reproche y dura 
amenaza para sus adversarios políticos. 


V 


Los inesperados y lamentables sucesos ocurridos 
en Rivera el 1° de Noviembre vinieron á agravar aun más 
aquella tirante situación y á ofrecer al señor Batlle y 
Ordóñez la oportunidad de llevar á la práctica su plan de 
desconocimiento del Pacto de Nico Pérez y de agresión 
al Partido Nacional. 

El ciudadano que desempenaba en aquel Depar- 
tamento el cargo de Jefe Político, creyendo que el con- 
flicto producido pudiera comprometer la integridad del 
territorio ó la dignidad nacional, procediendo con 
patriotismo, pero con lamentable ingenuidad, indicó al 
Gobierno la conveniencia de que se le enviara como 
refuerzo alguna tropa de línea. La petición fué atendida 
inmediatamente y los Regimientos 4° y 5° de Caballería, 
situados desde hacía tiempo en el Departamento de 
Tacuarembó, pasaron enseguida al de Rivera, pero en vez 
de acudir rápidamente en auxilio de la capital departa- 
mental, avanzaron con gran lentitud y con grandes pre- 
cauciones, como si cruzaran por territorio enemigo, y 
fueron á situarse sobre la línea férrea á algunas leguas de 
dicha Villa. 

No se produjo ninguna protesta contra aquella 
medida en las filas nacionalistas. 

El conflicto del 1° de Noviembre no tuvo el carác- 
ter y la importancia que se le atribuyó en el primer 
momento. Una semana después había desaparecido todo 
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peligro de que pudiera repetirse ó tener complicaciones 
de mayor trascendencia. 

Los dos Regimientos siguieron, sin embargo, ocu- 
pando las mismas posiciones que habían tomado en el 
Departamento de Rivera y así transcurrió todo el mes de 
Noviembre y la primera quincena de Diciembre. 


VI 


La permanencia de aquellos dos Regimientos de 
línea en aquel Departamento no tenía ya explicación en 
los sucesos del 1° de Noviembre. Era una medida que no 
respondía ya al peligro de cualquiera complicación fron- 
teriza con las autoridades del pueblo de Santa Ana do 
Livramento; era una medida que obedecía å otra causa y 
tenía en vista otro fin de orden puramente interno. 

Todo parecía indicar que el Presidente tenía el 
propósito de dejar definitivamente aquella fuerza de 
línea reforzada además con un Batallón de Infantería 
destacado en Tacuarembó. 

Como era natural, aquella especie de ocupación 
militar del Departamento de Rivera tenía que ser mal 
mirada por los nacionalistas, con profundo desagrado y 
gran alarma. 

Era una violación manifiesta de las seguridades 
dadas al Partido por intermedio del doctor don José Pedro 
Ramirez, respecto á que no se colocarían tropas de línea en 
los Departamentos administrados por nacionalistas. 

Aquella ocupación militar de Rivera, apoyada por 
las fuerzas reunidas en Tacuarembó, revelaban claramente 
que eran ciertos los avisos trasmitidos con insistencia al 
Directorio y confirmados por crecientes rumores popula- 
res de que existía un plan estratégico de ataque por sor- 
presa á lo que se llamaba las posiciones nacionalistas, obra 
del Ministro de la Guerra, Teniente General Vázquez. 

A fines de Diciembre la situación política era de 
profunda alarma. 
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El Directorio, después de cambiar ideas con el 
General Saravia, había resuelto iniciar las gestiones nece- 
sarias para obtener el retiro de las fuerzas de línea, insta- 
ladas en el Departamento de Rivera, ó conseguir siquiera 
la seguridad de que aquel estado de cosas tendría una 
solución razonable y patriótica en plazo más o menos 
corto. 

Es, sin embargo, absolutamente inexacto que 
este Directorio, como tan temerariamente lo afirma el 
Presidente de la República en el Mensaje referido, llega- 
ra á hacer ninguna advertencia á este respecto á este 
magistrado y menos aun que oficialmente se presentara 
un ultimatum, para que dentro de breve plazo perento- 
rio, se hiciera efectivo el retiro de dichas fuerzas milita- 
res, bajo amenaza de provocar inmediatamente la gue- 
rra civil. 

Como puede comprobarse con las actas de Sesio- 
nes de este Directorio, no consta en ellas que se adoptara 
tal resolución y ni el Presidente de la República ni sus 
Ministros han podido afirmar cuál fué la comisión de este 
Directorio ni el miembro de él que, en su representación, 
formuló tal ultimatum ó alguna reclamación siquiera con- 
tra tal ocupación militar. 

No vacilamos en declarar solemnemente que lo 
afirmado á este respecto en el Mensaje presidencial es de 
la más completa inexactitud. La prueba más concluyente 
de ello es que, cuando se ha tratado este asunto por la 
prensa oficial, sólo ha podido invocar como comproba- 
ción de la existencia de esa conminación ó de una recla- 
mación cualquiera formulada oficialmente por esta Cor- 
poración Directiva, una manifestación hecha por alguno 
de los miembros de este Directorio, privada y aun reser- 
vadamente, en la cual, haciéndose constar el disgusto y 
alarma que reinaba en las filas nacionalistas por aquella 
notoria y peligrosa violación de las garantías ofrecidas, se 
expresaba el temor de que aquel incidente llegara á ser 
causa de alteración del orden público. 
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Como conviene dejar bien establecida la verdad 
sobre este punto, consideramos conveniente reproducir 
aquí los párrafos pertinentes del Mensaje presidencial. 
Dice así: 

«La pretensión del retiro de los Regimientos á 
más de ser profundamente inconstitucional, carecía 
pues, hasta de las más lejanas apariencias de fundamen- 
to, y el Poder Ejecutivo, que no podía hacer nuevos sacri- 
ficios de su legítima autoridad, por generosos que fueran 
los fines que persiguiera, sin lanzar al País á una comple- 
ta anarquía cuyo resultado cierto habría sido siempre la 
guerra civil, resolvió ser inflexible en su resolución y 
mantener los Regimientos donde se hallaban mientras 
las complicaciones en la frontera y la situación interna 
del Departamento lo hicieran conveniente. Esto no 
obstó, sin embargo, á que hiciese saber al Directorio Naciona- 
lista, contestando á sus acusaciones, que no le movía el pro- 
pósito de modificar la situación electoral con votos que 
podrían aportar á la elección los dos Regimientos y que 
en prueba de ello estaba dispuesto á presentar al Cuerpo 
Legislativo un proyecto de Ley en el que se estableciera 
que siempre que una fuerza de línea se hallara fuera de 
sus cuarteles en días de elecciones podría depositar sus 
votos en las mesas electorales del paraje en que se halla- 
ra; pero que sus votos deberían referirse á la elección del 
Departamento de su residencia habitual y ser computa- 
dos en ellas. 

«Pero no se dió importancia alguna á esas mani- 
festaciones amistosas del Poder Ejecutivo. La urgencia 
del retiro de los Regimientos se formuló cada vez con 
más precisión y por último con carácter perentorio, y el Poder 
Ejecutivo se vió en la necesidad de adoptar las primeras 
medidas necesarias para la defensa del orden y de las ins- 
tituciones». 


De esos párrafos puede deducirse que el retiro de 
los Regimientos fue materia de una larga negociación 
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entre el Gobierno y este Directorio. Pues bien, esto es 
inexacto; ni el Directorio que cesó en sus funciones el día 
24 de Diciembre de 1903, ni el actual que dió comienzo á 
sus tareas el 25 del mismo mes, formularon ninguna exi- 
gencia ante el Presidente ni se siguió por lo tanto, nego- 
ciación de especie alguna. 

La manifestación relativa á la adopción de una 
Ley sobre el voto de las fuerzas de línea destacadas acci- 
dentalmente fuera de sus cuarteles no fué hecha como 
se da á entender, con mucha anticipación al conflicto 
que arrastró al País á la lucha civil; la hizo recién el 
Ministro de Hacienda en Enero á una comisión de este 
Directorio compuesta de los doctores Morelli, Durán y 
Rodríguez Larreta, á quienes entregó por escrito de su 
puño y letra las condiciones formuladas por el Presiden- 
te de la República. 

El documento á que nos referimos se acompaña 
original á esta exposición. 


VII 


El Directorio no había presentado ninguna exi- 
gencia conminatoria al Presidente ni se preparaba para la 
lucha armada. Es un hecho de la más completa notorie- 
dad que antes del día 2 de Enero de 1904, no se había 
movido en armas en todo el País un solo nacionalista, ni el 
Directorio ni el General Saravia habían impartido orden 
alguna para movilizar fuerzas. El Partido Nacional tenía la 
más completa confianza en la conservación de la paz y 
debemos decirlo en obsequio á la verdad: era el General 
Saravia quien más fé tenía en que las dificultades surgidas 
por la ocupación de Rivera habían de tener una solución 
equitativa y pacífica. Era absurdo, era inconcebible, que 
una dificultad de aquella naturaleza pudiera dar origen á 
la guerra civil. 

El Gobierno precipitó sus preparativos bélicos en 
los últimos días de Diciembre, y asumió de pronto una acti- 
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tud definitivamente agresiva, sin que el Partido Nacional 
hubiera dado pretexto para ello. 

En los días 30 y 31 de Diciembre, el envío de ele- 
mentos á campaña y el movimiento de fuerzas asumió ya 
los caracteres de la iniciación de una contienda armada. 

Obedeciendo, sin duda, órdenes trasmitidas anti- 
cipadamente, el día 1° de Enero se ponían en acción 
desde uno al otro extremo de la República todos los ele- 
mentos de que podía disponer el Gobierno. La guerra 
estaba decretada aunque no existiera el más fútil pretex- 
to para ello y aunque el señor Batlle y Ordóñez no pudie- 
ra alegar entonces ni haya podido alegar después un solo 
acto subversivo ni la más pequeña agresión de parte del 
Partido Nacional ó de cualesquiera de sus afiliados. 

Desde el día 31 de Diciembre había empezado á 
ejecutarse en toda la República el plan preparado de 
tiempo atrás por el Gobierno, pero como los telégrafos 
estaban rigurosamente intervenidos, este Directorio sólo 
vino á conocer algunos días después, los actos de agre- 
sión que se habían realizado á la vez, en todo el País. 

Como ha resultado después en evidencia, ese plan 
consistía en la inesperada y rápida ocupación de los 
Departamentos en poder de los nacionalistas, sin dar 
tiempo á una vigorosa resistencia, confiándose en que 
aplastadas esas bases de organización y de lucha, el Parti- 
do Nacional se hallaría en la imposibilidad de hacer fren- 
te á los poderosos elementos del Gobierno. Y es induda- 
ble que eso es lo que había ocurrido y que ese plan se 
habría ejecutado sin graves dificultades si no hubiera sido 
por la actividad y valerosa resistencia opuestas por los 
nacionalistas y también en algunas partes por las vacilacio- 
nes y demoras de los Jefes militares á quienes el Gobierno 
había confiado la ejecución. 

El día 31 de Diciembre se hallaban sobre las 
armas en el Departamento de San José, más de trescien- 
tos colorados, y en la noche de ese día penetraban en la 
Ciudad del mismo nombre, medio Batallón del 3° de 
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Cazadores se posesionaba del Cuartel ocupado por la 
Companía Urbana, que fué inmediatamente desarmada 
y licenciada 6 disuelta. Como no había orden alguna de 
resistencia, la ocupación militar de San José se efectuó en 
medio del estupor que causaba tan violenta é inesperada 
medida. 

En el propio día señalado para la ejecución del 
plan, se movía de Rocha el Regimiento 3° de Caballería al 
mando del Coronel Ruprecht y avanzaba á marchas forza- 
das sobre Maldonado. Avisado oportunamente el Jefe 
Político señor Bethencourt, de que aquél avanzaba en son 
de guerra, ordenó la inmediata reunión de las milicias 
nacionalistas del Departamento, de modo que al penetrar 
en éste el Regimiento 3° encontró ya en movimiento, 
apercibiéndose para la defensa á la mayoría de nuestros 
correligionarios, al mismo tiempo que el Jefe Político le 
intimaba que se detuviera y se dirigía al Presidente de la 
República poniendo en su conocimiento aquel inespera- 
do suceso é indicando la inminencia de un conflicto 
armado. El senor Bethencourt fué destituido del cargo 
después de un breve cambio de telegramas con el Minis- 
tro del ramo; pero el Regimiento se había detenido en su 
avance y había transcurrido tiempo suficiente para que se 
reuniera la División de Maldonado á cuyo frente se halla- 
ba ya el Coronel Juan José Muñoz. 

El Departamento de Flores fué á su vez atacado 
por el Regimiento 2° de Caballería al mando del Coro- 
nel don Pablo Galarza, que se puso en marcha desde el 
Durazno, adonde se hallaba acampado. En aquel 
Departamento, como en San José y Maldonado, no 
había más fuerza reunida que la que prestaba el servicio 
policial. Los Jefes militares del Departamento, Corone- 
les González y Gutiérrez, estaban ocupados tranquila- 
mente de las faenas rurales á que vivían consagrados. El 
ataque del Regimiento 2° fué una completa sorpresa 
que habría tenido éxito decisivo si se hubiera efectuado 
con más rapidez y energía; pero sentido desde que 
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penetró al Departamento avanzó lentamente, tomando 
numerosas precauciones y cuando llegó en la mañana 
del día 2 de Enero al arroyo Porongos, pudo ser deteni- 
do en su marcha, en el Paso de Calatayud, por la resis- 
tencia heroica de un puñado de soldados nacionalistas. 

La ocupación del Departamento de Rivera estaba 
de hecho consumada por los Regimientos 4° y 5° de 
Caballería, apoyados además por un Batallón de Infante- 
ría acantonado en Tacuarembó y por las policías de este 
Departamento considerablemente aumentadas desde 
tiempo atrás. Sólo faltaba ocupar la Capital Departamen- 
tal como en San José, disolver la Compañía Urbana y las 
escasas policías de las secciones. La resistencia nacionalis- 
ta parecía imposible ante elementos tan relativamente 
poderosos y más cuando debían caer sobre un enemigo 
desprevenido, desorganizado é inerme. 

Los Regimientos han debido recibir órdenes, el 
31 de Diciembre, de avanzar sobre la Villa de Rivera y 
disolver todas las fuerzas policiales. 

Se pusieron en marcha el día 1” de Enero, y habrían 
ocupado sin duda alguna aquella Villa, á donde no había 
elementos suficientes para la resistencia, si no se hubieran 
detenido en su marcha y retrocedido después precipitada- 
mente, engañados tal vez por noticias que intencionalmen- 
te se hacían circular de la llegada de poderosos contingen- 
tes auxiliares, que pasaban la frontera en protección de los 
nacionalistas. 

Una fuerza de esos Regimientos, al mando del 
Coronel Viera, atacaba por sorpresa el día 2, á un grupo 
de nacionalistas completamente desarmados, reunido 
por el Coronel don Juan María Jauréguy, en su Estancia 
en la Costa de Corrales, matando é hiriendo á algunos de 
ellos y tomando otros en calidad de prisioneros. 

Como era natural, el ataque debía llevarse sobre 
los Departamentos de Cerro Largo y Treinta y Tres; pero 
aquí el Gobierno tropezaba con la dificultad de las dis- 
tancias, de los medios de locomoción y con la presencia 
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del General Saravia y de los elementos que habían de 
proporcionarle su inmenso prestigio y su extraordinaria 
actividad y energía. 

El día 1° el Coronel don Basilisio Saravia, reunien- 
do en el Departamento de Treinta y Tres los hombres de 
más confianza y decisión con que contaba, se replegó 
precipitadamente sobre Lascano adonde se hallaba el 
Regimiento 6” de Caballería, que reforzado con aquellos 
elementos y con milicias del Departamento de Rocha, 
debía atacar y ocupar la Villa de Treinta y Tres. 

En la noche del día 1° partían en tren expreso de 
Montevideo los Batallones 3° y 4° de Infantería y parte del 
Regimiento de Artillerías á las órdenes del Coronel Bou- 
quet y se trasladaban hasta Nico Pérez, de donde retroce- 
dieron el día 2 hasta Mansavillagra, y allí quedaron acam- 
pados á la espera del General Muniz y de las fuerzas que 
éste conducía desde la Florida y la Capital. El General 
Muniz no tardó en reunirse con el Coronel Bouquet y en 
seguida se trasladaron á Nico Pérez y emprendieron sin 
demora alguna la marcha sobre Melo, incorporándoseles 
en el camino los Regimientos 3° y 6° de Caballería, la Divi- 
sión de Rocha, y la gente que acompañaba al Coronel don 
Basilisio Saravia, formando un cuerpo de ejército de cerca 
de más de 2.500 hombres, en su mayoría de línea. 

Ese ejército avanzó hasta diez y ocho leguas de 
Melo, sin hallar resistencia alguna. No había sido posible 
ponerle en las primeras jornadas, elementos capaces de 
hacer alguna resistencia. 

Como había sucedido en otros Departamentos, si 
el General Muniz hubiera avanzado con más rapidez y 
resolución, es seguro que habría podido entrar en Melo, 
sin que las sorprendidas y desorganizadas milicias de 
Cerro Largo hubieran podido detenerlo y ni aun siquiera 
intentar cerrarle el paso con alguna esperanza de éxito. 

El General Saravia, que no creía en la posibilidad 
é inminencia de la guerra, recién había impartido algu- 
nas órdenes preventivas de movilización en la tarde del 
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día 2 de Enero, y esto mismo á consecuencia de la confe- 
rencia telegráfica celebrada en la mañana de ese día con 
el Presidente del Directorio doctor Lamas, en que éste 
pudo hacerle conocer la actitud agresiva que asumía el 
Gobierno y los temores que abrigaba ya el Directorio, res- 
pecto á los propósitos del señor Batlle y Ordóñez. 

El General Saravia permaneció en Melo hasta el 
día 3 de Enero, y sólo se decidió á ponerse resueltamente 
en campaña, cuando supo que el General Muniz al frente 
de un ejército se hallaba en Santa Clara de Olimar y avan- 
zaba sobre Melo. 

Felizmente, las fuerzas nacionalistas reunidas en 
los Departamentos de Durazno, Florida y Treinta y Tres, 
unas espontáneamente para defenderse de la agresión 
del Gobierno y otras en virtud de la orden dada el día 2 
por el General Saravia, se habían replegado sobre el 
Departamento de Cerro Largo en busca de éste y unidas 
á las fuerzas movilizadas en este último Departamento, 
pudieron contener al enemigo y hacerlo retroceder 
hasta más acá de Nico Pérez. 


Vill 


El Mensaje del senor Presidente de la República 4 
que nos venimos refiriendo contiene gravísimas inexacti- 
tudes respecto á las negociaciones iniciadas por este 
Directorio, con el sincero y patriótico propósito de evitar 
la guerra civil. 

Dice lo siguiente en la parte relativa á esas nego- 
ciaciones. 

«En estos momentos una nueva tentativa de arre- 
glo se produjo, que no fué desechada por el Poder Ejecu- 
tivo, afanosamente interesado en evitar las desgracias 
que iban á producirse. Nacía ella de la buena disposición en 
que decían hallarse los miembros del Directorio Nacionalista, 
para celebrar un nuevo acuerdo electoral. 
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«Resuelta por el acuerdo la cuestión electoral de 
1905, cuya perspectiva apasionaba los ánimos y era causa 
de las perturbaciones que se producían en algunos 
Departamentos, y especialmente en el de Rivera, en con- 
mixtión con alguna parte de las fuerzas de Río Grande, el 
Poder Ejecutivo habría podido retirar á sus Cuarteles á 
los Regimientos que habían entrado en el Departamento 
de Rivera, sin renunciar por eso á su derecho de enviar 
fuerzas á ese ó á cualquier otro, siempre que lo conside- 
rase conveniente. 

«El Poder Ejecutivo puso, sin embargo, una con- 
dición: la de que no se efectuase el alzamiento. Produci- 
do éste, el Poder Ejecutivo tendría que someterlo por la 
fuerza. Ninguna tregua, ningún plazo, podría conceder- 
se. La situación angustiosa en que vivía la República 
desde 1897, reagravada por la insurrección de 1903, no 
podría sostenerse, más si se produjese una nueva insu- 
rrección en 1904. La gravedad del mal hacía inevitable la 
aplicación de medidas radicales. 

«Tal vez la perturbación de las ideas de aquellos 
días hizo pensar á algunos en la posibilidad de que el 
Poder Ejecutivo paralizase sus fuerzas en Nico Pérez, y 
permitiese á la insurrección dar cita á las suyas en Santa 
Clara, para que los Centros Directivos de los partidos 
pudieran discutir y concertar un pacto electoral y quizás 
se pensó en que fuera posible prolongar tal situación 
durante algunas semanas. Pero aparte de que ningún 
acuerdo electoral, de que ningún pacto había de resta- 
blecer en la República la calma definitivamente perdida 
después de aquella nueva asonada, el Poder Ejecutivo 
podía cometer el gravísimo error de dar á la insurrección 
todo el tiempo que le fuera necesario para reunir sus 
fuerzas esperando en la celebración de un acuerdo de las 
Comisiones de los partidos, que éstos deberían resolver 
con entera libertad y que podría ir haciéndose más difícil 
á medida que la insurrección viese extender sus filas. 
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«Así pues, cuando la Delegación del Directorio 
Nacionalista volvía de Melo con la aceptación en general, 
de la idea del acuerdo, al mismo tiempo se producían 
alzamientos en varios Departamentos y el núcleo princi- 
pal de la insurrección se dirigía al encuentro de las fuer- 
zas del Gobierno, el Poder Ejecutivo sólo debió pensar en 
la necesidad de restablecer el orden de inmediato, des- 
echando proyectos de arreglos que no eran ya posibles y 
que, si lo fueran y se hubiesen realizado, no habrían podi- 
do dar más resultado, efectuados en aquellas condiciones, 
que el de ahondar la anarquía de la República, sin impe- 
dir que terminara en un conflicto más violento aun, que 
el que se había querido evitar». 


Lo que se dice en esa parte del Mensaje no es la 
verdad y la rectificación se impone para deslindar la res- 
ponsabilidad histórica de los inmensos males que caye- 
ron en seguida sobre la República. 

Acababa este Directorio de tomar posesión del 
cargo en 25 de Diciembre, cuando se vió sorprendido 
por aquella situación de creciente alarma. 

La actitud que asumió el Gobierno, el tono de los 
diarios oficiales, las manifestaciones terminantes hechas 
por el Ministro de la Guerra á varias personas, convencie- 
ron al Directorio de que era indispensable preocuparse 
sin pérdida de momento de aquella situación, á fin de 
librar al País de los horribles males que lo amenazaban. 

El día 31 de Diciembre se iniciaron las negociacio- 
nes encaminadas á obtener ese resultado, utilizando para 
ello la buena voluntad y el sano patriotismo del entonces 
Ministro de Hacienda doctor don Martín C. Martínez. 

Era indudable que para arribarse á una solución 
que tranquilizara al País removiendo toda posibilidad de 
conflicto posterior, era necesario poner término á la 
situación creada en el Departamento de Rivera y llegar 
tal vez á alguna inteligencia equitativa que evitara los 
peligros de la lucha electoral de 1905. 
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Este Directorio, el General Saravia, y puede ase- 
gurarse que todo el Partido Nacional, eran decididamen- 
te adversos á la idea de un nuevo acuerdo electoral; pero 
no hay duda de que se habría llegado hasta ese doloroso 
sacrificio, si de ello hubiese dependido la conservación 
de la paz en la República. 

En sesión celebrada en la mañana del 1° de Enero, 
se comisionó á los doctores Rodríguez Larreta y Vásquez 
Acevedo para que trataran de arribar con el Gobierno á 
algún arreglo. 

En la sesión que se celebró en la noche del mismo 
día, los comisionados comunicaron al Directorio que el 
Ministro de Hacienda manifestaba, en nombre del Presi- 
dente de la República, que el Gobierno proponía retirar 
desde luego uno de los Regimientos destacados en Rivera 
y otro después é interesarse en la sanción de una Ley que 
quitara todo el valor al voto dado por los oficiales y clases 
del Ejército de Línea, fuera del lugar en que prestara sus 
servicios el cuerpo á que esos militares pertenecieran. Se 
solicitaba que el Directorio tratara de tranquilizar al País, 
entendiéndose al efecto con el General Saravia y se daba 
seguridad de que durante la noche no se realizarían los 
movimientos de fuerzas que se anunciaban. 

El Directorio resolvió aceptar aquella forma de 
arreglo y resolvió trasladarse á conferenciar con el Gene- 
ral Saravia. 

No fué posible trasmitir esa misma noche la con- 
testación al doctor Martínez, porque terminó la sesión 
del Directorio cerca de las 11 p.m. y este señor se hallaba 
fuera de la Ciudad, en su quinta en la que no había telé- 
fono. El doctor Rodríguez Larreta quedó encargado de 
trasmitirle á primera hora, lo resuelto. 

El Directorio volvió á reunirse el día 2, á las 9 de la 
mañana, y con inmensa sorpresa se impuso de que esa 
noche, faltándose por completo á lo prometido habían 
salido en tren expreso, para Nico Pérez, los Batallones 3” 
y 4° de Infantería, bajo las órdenes del Coronel Bouquet. 
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Se designó inmediatamente una Comisión com- 
puesta de los doctores Rodríguez Larreta, Durán y Morelli, 
para que fuera á conferenciar con el Ministro de Hacienda, 
como intermediario en las negociaciones pendientes, le 
comunicara la aceptación de las proposiciones hechas por 
él mismo, la tarde del día anterior, y le pidiera una explica- 
ción sobre aquel inesperado y alarmante movimiento de 
fuerzas, violatorio de lo garantido pocas horas antes. 

El doctor Martínez se hallaba ya en la ciudad y 
manifestó una gran sorpresa al imponerse de la partida 
de tropas que se le comunicaba. Se trasladó inmediata- 
mente á entrevistarse con el Presidente de la República, 
quedando allí, en su casa en espera de él, los miembros 
de la Comisión referida. Regresó al cabo de una hora y 
les manifestó á éstos que desgraciadamente se había 
modificado profundamente el orden de ideas en que se 
hallaba el señor Batlle y Ordóñez; que el ejército se 
encontraba ya en campaña y que el Presidente quebraría 
ahora su autoridad haciendo concesiones que vulnera- 
ban sus atribuciones constitucionales; que por otra parte 
en el Departamento de Maldonado se ponían ya en 
armas los elementos nacionalistas y que era necesario 
poner término, de una vez, á aquel régimen absurdo de 
un gobierno dentro de otro gobierno. 

Después de un animado debate entre los miem- 
bros de la Comisión y el Ministro de Hacienda, concluyó 
éste por precisar lo que proponía en nombre del Presi- 
dente y en darlo por escrito, de su puño y letra, á fin de 
evitar errores ó tergiversaciones. 

Ese documento, agregado original á esta exposi- 
ción, establecía lo siguiente: 

«El Gobierno no admite ninguna limitación á su 
derecho de colocar la fuerza pública donde lo crea nece- 
sario por las exigencias del orden; pero no deseando que 
pueda suponerse que ningún movimiento de fuerza obe- 
dece á propósitos ó fines electorales, vería con gusto la 
sanción de una Ley que estableciese la necesidad de una 
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residencia de seis ú ocho meses para poderse inscribir. 
En consecuencia de eso, si se le pide por algunos diputa- 
dos incluiría un proyecto en ese sentido en las sesiones 
del período extraordinario». 

El Directorio había continuado su sesión perma- 
nente y al imponerse de lo ocurrido y ante la inmensa 
gravedad de la situación, resolvió partir en seguida para 
Melo, haciéndoselo saber antes al General Saravia por 
telégrafo, para todo lo cual fué necesario recabar autori- 
zación del Presidente, por intermedio del propio Minis- 
tro de Hacienda. Obtenida esa autorización, el doctor 
Lamas pasó al General Saravia este telegrama: «Tenemos 
bases para una negociación que impida conflictos, evite 
choques, que Directorio saldrá inmediatamente á confe- 
renciar con usted, debiendo tener conferencia telegráfi- 
ca previa con usted para abreviar tiempo y aproximar 
éxito de las gestiones iniciadas». 

El doctor Lamas consiguió tener una conferencia 
telegráfica con el General Saravia, sin intervención de 
empleados del Gobierno y le hizo saber las medidas que 
adoptaba éste y su actitud amenazante. 

A las 3 y 30 p.m. del mismo día, partían en un tren 
expreso, los miembros de este Directorio, doctores Lamas, 
Morelli, Fonseca, Berro y senor Haedo Suárez, y el día 4 
llegaban á Melo, encontrando allí al General Saravia. Allí 
supieron que había partido de Montevideo el doctor 
Rodríguez Larreta con una nueva misión, y en vista de 
esto, se determinó esperar la llegada de este correligiona- 
rio para adoptar alguna resolución definitiva. 


IX 


La misión confiada al doctor Rodríguez Larreta 
era, en realidad, de inmensa importancia, tanto por la 
naturaleza misma de la base de arreglo de que él era por- 
tador, cuanto por tratarse de condiciones establecidas 
por el propio Presidente de la República y cuya acepta- 
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ción importaba una definitiva solución del conflicto y eli- 
minación de posibles dificultades ulteriores durante 
todo el período presidencial del señor Batlle y Ordónez. 

El doctor don Aureliano Rodríguez Larreta no 
había podido acompañar á sus colegas que habían parti- 
do para Melo y, hallándose en su quinta, fué invitado por 
el Ministro de Hacienda en la tarde del mismo día 2, para 
que se trasladase á la Ciudad, á fin de tener esa noche, 
una conferencia en casa del doctor José Pedro Ramírez, á 
la que además de este ciudadano, concurría el doctor 
Gonzalo Ramírez. Habiendo acudido á ella el doctor 
Rodríguez Larreta, tanto el señor Ministro de Hacienda 
como el doctor Gonzalo Ramírez lo invitaron para que se 
trasladara también sin pérdida de tiempo, á reunirse con 
los demás compañeros de Directorio en Melo, á trabajar 
por la paz. 

El doctor Rodríguez Larreta los interrogó enton- 
ces sobre el medio más eficaz para alcanzar aquel resulta- 
do que anhelaba la inmensa mayoría del País y en primer 
término el Directorio y el propio General Saravia. 

Entonces el doctor Martínez le manifestó categó- 
ricamente que si se trasladaba á Melo y traía la acepta- 
ción de un acuerdo electoral, la paz sería un hecho por- 
que eso era lo que quería el señor Batlle y Ordóñez. 

El doctor Rodríguez Larreta hizo algunas obser- 
vaciones; pero el doctor Martínez insistió sosteniendo 
terminantemente que no quedaba más camino que optar 
entre la guerra ó el acuerdo electoral. Entonces, deci- 
diéndose el doctor Rodríguez Larreta á aceptar la difícil 
misión que se le confiaba, exigió que se obtuviera de un 
modo claro y categórico, la aceptación de aquella base de 
arreglo por parte del Presidente de la República. El 
Ministro de Hacienda se comprometió á obtenerla aque- 
lla misma noche. El doctor Rodríguez Larreta se retiró á 
su quinta y á eso de las dos de la mañana un empleado de 
la Sección policial en que se halla situada esa propiedad, 
entregaba en casa de este correligionario una carta del 
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señor Freire, Secretario de la Presidencia, en la que se le 
pedía que pasara á primera hora á conferenciar con el 
Ministro de Hacienda sobre asuntos de interés público, 
de carácter urgente. 

Esa carta va agregada original á esta exposición. 

El doctor Rodríguez Larreta se entrevistó con el 
doctor Martínez á las 7 a.m. y éste le entregó entonces, 
escrita de su puño y letra, la siguiente base de arreglo: 

«Si los partidos celebrasen un acuerdo electoral, 
evitando la lucha durante la actual Presidencia, ese 
hecho despejaría la situación, y haría desaparecer la 
razón de las alarmas y zozobras y entonces el Presidente 
de la República no tendría necesidad de tener acampa- 
dos los Regimientos en las cuchillas y los haría volver á 
sus cuarteles». 

El doctor Martínez, al entregar esa fórmula de 
convenio, aseguró que, para evitar cualquier duda ó 
error se la había hecho dictar por el señor Presidente de 
la República. 

El doctor Rodríguez Larreta, don Remigio Caste- 
llanos y el doctor Jacinto D. Durán partieron esa tarde 
para Melo adonde llegaron el día 5 y el mismo día el pri- 
mero pasaba al Ministro de Hacienda un telegrama en 
que le aseguraba que habiendo sido aceptada la idea de 
una inteligencia entre los partidos para evitar la lucha 
electoral durante toda la actual administración, que 
regresaba inmediatamente en compañía de Castellanos, 
Durán, Baena, Fonseca y Haedo Suárez y concluía felici- 
tándolo por el éxito obtenido. 

Los comisionados llegaron á Montevideo tres días 
después y el doctor Rodríguez Larreta se apresuró á 
hacer saber al señor Ministro de Hacienda, doctor Martí- 
nez, que la propuesta de arreglo había quedado aceptada 
en los mismos términos en que había sido hecha, sin 
modificación alguna. 

El doctor Martínez partió enseguida á trasmitir al 
señor Presidente aquella buena nueva, pero no tardó en 
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regresar para decir con profunda contrariedad y des- 
aliento al doctor Rodríguez Larreta que el Presidente le 
había declarado que ya era tarde; que había hecho esa 
proposición de arreglo para evitar que se produjera la 
insurrección, pero que habiéndose producido ésta, todo 
había concluído y nada había que hacer para evitar la 
contienda armada. 

El fiel relato que acabamos de hacer evidencia la 
inexactitud y la falta de buena fé de lo expuesto en el 
Mensaje referido por el señor Presidente de la República. 

No fueron los nacionalistas, como él lo da á 
entender, quienes buscaron una solución pacífica mer- 
ced á la celebración de un acuerdo electoral; fué él quien 
inició esa negociación ó quien la hizo iniciar, y fué él 
quien redactó la propuesta de arreglo que llevó el doctor 
Rodríguez Larreta á Melo. 

El senor Batlle y Ordóñez se arrepintió más tarde de 
aquella solución y no vaciló en desatar sobre el País los 
inmensos males de la guerra, llevando á ejecución los planes 
bélicos cometidos y preparados desde hacía varios meses. 

¿Por qué desistió el señor Batlle y Ordónez de su 
propuesta, faltando al compromiso que ésta le imponía? 

Ha alegado en su Mensaje el hecho de que los 
nacionalistas se hallaban ya en armas cuando el doctor 
Rodríguez Larreta le trasmitió la aceptación de esa pro- 
puesta de paz; pero será difícil hallar una persona de buena 
fé y de recto criterio que pueda ver en esa alegación, otra 
cosa que una débil argucia con que se pretende justificar la 
enorme responsabilidad del crimen de la guerra. 

Esa responsabilidad no tiene excusa ni atenuación 
posible; corresponde exclusivamente al Poder Ejecutivo. 

Es desde luego inexacto que al doctor Rodríguez 
Larreta se le indicara tal condición resolutoria y es evi- 
dente que si tal resolución hubiese existido, debió haber- 
se expresado en las bases escritas, entregadas por el 
Ministro de Hacienda. 
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Esa convicción resultaría además inexplicable no 
sólo porque el señor Batlle y Ordóñez sabía perfectamen- 
te que cumpliéndose sus órdenes, violándose los pactos 
existentes, el 3 de Enero en que partió el doctor Rodrí- 
guez Larreta, todos los Departamentos nacionalistas 
habían sido atacados por fuerzas del Gobierno en son de 
guerra, con divisa colorada, y por consiguiente se provo- 
caba é imponía la defensa nacionalista, sino porque ese 
día era ya notorio en esta Capital que la División de Mal- 
donado estaba sobre las armas, teniendo á su frente al 
Coronel Juan José Munoz, y que en los cercanos Departa- 
mentos de Canelones, San José y Florida, se reunían con- 
siderables agrupaciones de correligionarios nuestros al 
mando de los Coroneles Cicerón Marín, Antonio María 
Fernández y del doctor Bernardo García. El propio órga- 
no oficial del Gobierno, El Día, consignaba en la mañana 
del día 3 de Enero, la noticia de la sublevación del Depar- 
tamento de Maldonado y consideraba producida la que 
él llamaba insurrección Saravista. 

La misión del doctor Rodríguez Larreta no pudo 
quedar sujeta á una condición resolutoria que al señor 
Batlle y Ordónez le constaba que ya se había cumplido el 
día 3, y que forzosamente tenía que producirse como 
consecuencia de actos ordenados por él mismo. 

La verdad es que el cambio de propósitos en el 
ánimo del Presidente tuvo por causa las seguridades que 
le trasmitió el General Muniz, en su avance sobre Melo, 
de que antes de ocho días concluiría la guerra, garantién- 
dole que en el Departamento de Cerro Largo emigraba 
al Brasil la mayoría de la gente de armas y que el General 
Saravia no alcanzaría á oponerle ni 2.000 hombres y éstos 
sin organización y con escaso y defectuoso armamento. 

La aceptación del arreglo propuesto, trasmitido 
desde Melo por el doctor Rodríguez Larreta, la recibió el 
señor Batlle y Ordóñez como la confirmación de las segu- 
ridades y datos que le trasmitía el General Muniz. 
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Creyó que tenía la oportunidad de un fácil triun- 
fo, de realizar sin grave peligro el plan preparado de 
tanto tiempo atrás, y faltando una vez más á su palabra, 
rechazó la paz y precipitó al País á los horrores de una 
guerra que iba á cubrir de ruinas y de sangre el suelo de 
la patria, dejando en él ese germen fatal de odios, pasio- 
nes y fanatismos partidarios que han agravado inmensa- 
mente la anhelada solución de la confraternidad urugua- 
yay del reinado de la justicia y de la libertad para todos. 

Terminada la lucha armada á que premeditada- 
mente fué arrastrado el Partido Nacional, el Directorio vol- 
vió á reanudar sus tareas; y habiéndose establecido como 
otras veces en el pacto de pacificación con que se terminó 
aquella, que el Poder Público garantiría la legalidad del 
sufragio, el Directorio se dirigió á las Comisiones Departa- 
mentales, en la esperanza de que el Presidente de la Repú- 
blica, haciendo honor á sus reiteradas declaraciones y á lo 
pactado, tomaría, dentro de sus atribuciones, las medidas 
necesarias para que todos los ciudadanos pudieran ejercer 
el derecho electoral, sin que éste se coartase por la presión, 
ni se viciase por el fraude. Y en esa virtud exhortó á dichas 
Comisiones á proceder con la mayor actividad á integrarse 
debidamente, si no estuvieren ya constituídas á organizar 
las Comisiones Seccionales y á tomar todas las demás medi- 
das, para comenzar inmediatamente sus funciones, tenien- 
do presente que por obtener las garantías necesarias para 
el ejercicio del derecho de sufragio se ha combatido y se ha 
caído en los campos de batalla, siendo, por consiguiente, la 
mejor manera de honrar la memoria de los que cayeron en 
defensa de sus ideales, concurrir todos á la lucha del comi- 
cio, constatando así que el partido que había demostrado 
en la guerra la energía y decisión con que defendió sus 
derechos agredidos, conquistando el respeto de sus adver- 
sarios, demostraría también igual decisión é igual energía 
en la lucha institucional del sufragio, que es el verdadero 
terreno en que deben definirse las diferencias políticas, 
por lo que tanto ha combatido siempre el Partido Nacio- 


— a 


80 


DIRECTORIO DEL PARTIDO NACIONAL 


nal, haciendo toda clase de sacrificios por que el derecho al 
voto garantido para todos los ciudadanos fuera una verdad 
en el País, convencido de que esa conquista aseguraría la 
paz interna de la República. 

Comprendiéndolo así, nuestros correligionarios 
se aprestaron con entusiasmo en todos los ámbitos del 
País para cumplir con ese primordial deber de los ciuda- 
danos conscientes y libres, a pesar de los angustiosos tér- 
minos que con calculada intención se fijaron para ello. 

Pero bien pronto pudieron darse cuenta de que 
las conquistas alcanzadas por la patriótica Ley que dictó el 
Consejo de Estado dando representación á las minorías 
no perduraría, y que el Pacto de pacificación que se cele- 
bró bajo el amparo de aquella Ley iba á ser violado dictán- 
dose otra de ocasión que destruiría aquella conquista, 
después de instaurado el proceso electoral, para arrancar- 
le al Partido Nacional la representación legítima que 
había alcanzado en algunos Departamentos y cercenarle 
la representación que á justo título le correspondía en el 
Cuerpo Legislativo. 

En 18 de octubre de 1904, el Poder Ejecutivo diri- 
gía un Mensaje á la Asamblea General manifestando que 
entre las perturbaciones de diverso orden causadas por la 
alteración de la paz pública, entonces felizmente restable- 
cida mediante las bases concertadas por el Poder Ejecuti- 
vo, y prestigiadas por la Asamblea General, se encontraba 
la de que los comicios generales no podían celebrarse en 
las fechas señaladas en la Constitución de la República, 
formulando por ello, el Proyecto de Ley que sometió á la 
consideración de la Asamblea, por el cual sólo se modifi- 
caban los términos establecidos en las leyes respectivas 
para la apertura y depuración del Registro Cívico y las 
fechas en que debían verificarse las elecciones generales. 

Luego el propio Presidente de la República, que 
nada dijo de la modificación de la Ley misma, entendía 
honradamente entonces, que era bajo su amparo y vigen- 
cia que debían celebrarse dichas elecciones de acuerdo 
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con el espíritu del Pacto de Pacificación, á que hacía refe- 
rencia. 

Pero bien pronto queriendo realizar, en la paz, los 
propósitos que tuvo al provocar la guerra de exterminar al 
Partido Nacional, ó de reducir de todos modos las posicio- 
nes y conquistas que éste había alcanzado en virtud de su 
importancia y valimiento, dirige en 3 de Noviembre un 
nuevo Mensaje á aquella complaciente Asamblea, hacien- 
do votar recién, que la Ley que en 18 de Octubre no nece- 
sitaba más modificación que la fecha en que debían verifi- 
carse las elecciones, adolecía de algunos defectos y 
anomalías que debían ser corregidos y, entre ellos, el más 
fundamental, era á juicio del señor Presidente, y el que 
más convenía á sus propósitos de absorción, el que hacía 
referencia á la falta absoluta de todo criterio de justicia y 
proporcionalidad en la forma adoptada para la elección 
de Representantes, estableciendo en sustitución de aquél, 
otro que fija arbitrariamente el número de Diputados á 
elegirse por cada Departamento y que deja sin representa- 
ción á las minorías en los Departamentos de Rocha, Mal- 
donado, Artigas, Treinta y Tres, Rivera, Río Negro y Flores. 

El propósito manifiesto del senor Batlle y Ordonez, 
que así violaba el espíritu del Pacto que recientemente aca- 
baba de realizar, tenía que llevar el desánimo y el desencan- 
to á nuestros correligionarios, que lo habían celebrado de 
completa buena fé y en la creencia de que el Partido con- 
servaría en el Cuerpo Legislativo las posiciones que tenía y 
que seguramente habría alcanzado, á no ser por la viola- 
ción del Pacto realizado, con la sanción de lo que vulgar- 
mente se conoce con el nombre de la Ley del mal tercio. 

Recién el 27 de Diciembre del año pasado ó sean 
veinticinco días antes del que debían verificarse las elec- 
ciones, el Poder Ejecutivo le puso el cúmplase á la men- 
cionada Ley y ordenó su publicación. 

Tal proceder hubiera merecido la abstención com- 
pleta del Parudo Nacional; pero como una medida tan extre- 
ma y de excepcional gravedad podría alarmar y llenar de 
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zozobra al País, que había sentido durante nueve meses los 
sacudimientos y consecuencias desastrosas de la guerra civil 
que acababa de terminar, el Directorio resolvió correr las con- 
tigencias de una lucha que se presentaba en condiciones des- 
ventajosas, cuando los ciudadanos que habían concurrido 
con las armas en la mano á repeler la agresión de que habían 
sido objeto, apenas habían tenido tiempo de regresar á sus 
hogares y tomaba la Corporación sus últimas medidas para 
concurrir al acto comicial, cuando fué invitada á cambiar 
ideas con una Delegación de la Comisión Directiva del Part- 
do Colorado Independiente, con motivo de los sucesos políti- 
cos de actualidad, á fin de estudiar patrióticamente los 
medios de llevar á la Asamblea Nacional á ciudadanos que 
representasen verdaderamente á los partidos populares en 
que se halla dividida la República, sin exclusiones de ninguna 
especie, y garantir la independencia del Cuerpo Legislativo, 
llevando á él un grupo de ciudadanos que pudiesen contra- 
rrestar los planes de reforma de la Constitución que acarició 
el Presidente de la República y disminuir la mayoría abruma- 
dora que se proponía obtener para asegurarse un sucesor 
que siguiese la desatentada política que había iniciado. 

Con tan plausible propósito, surgió la coalición. Era 
evidente la tendencia del oficialismo de obstaculizar por 
todos los medios la representación de los partidos popula- 
res en la Asamblea, descubriéndose totalmente tal propósi- 
to con la alianza públicamente celebrada entre la Comisión 
Directiva del partido oficial y la titulada minoría nacionalis- 
ta que no era, á su vez, sino una mínima parte de aquél. 

Se trataba, pues, de una coalición transitoria, 
impuesta por las circunstancias, á que los elementos 
populares tuvieron que recurrir, como único medio legíti- 
mo de defensa contra la actitud del partido oficial, que 
había manifestado desembozadamente su propósito de 
excluir de toda representación en la Asamblea, á todos 
aquellos que no obedeciesen á su política ó no militasen 
en sus filas. 
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Además había interés nacional en reunir los dos 
grandes partidos orientales en la lucha común contra el 
Poder Público elector, que sólo tomaba el nombre de 
uno de esos partidos para desconocer, usurpar y atrope- 
llar los derechos de todos; y siendo la suprema aspiración 
de los hombres honrados de la República que se cerrase 
para siempre el período de la lucha armada entre los par- 
tidos orientales, podría conseguirse ese fin por un adve- 
nimiento patriótico entre los hombres dirigentes de 
ambas agrupaciones y entre todos los ciudadanos que 
militan en las mismas; y en este sentido la realización de 
aquel avenimiento podría marcar el principio de una ver- 
dadera época de tranquilidad nacional, reuniendo á 
todos los ciudadanos en el cumplimiento leal de las insti- 
tuciones, habiendo podido tener lo que entonces obede- 
ció á razones transitorias y de circunstancias, inmensas 
proyecciones que pudieran dar lugar en un futuro próxi- 
mo, á un cambio radical en el modo de ser político del 
País, inaugurando una nueva era de reconciliación y de 
paz inalterable entre los orientales, que al olvidar sus 
antiguos rencores fundiesen sus aspiraciones en un ideal 
común; ideal que estuvo simbolizado en aquel instante 
histórico, por el triunfo del voto libre, contra la imposi- 
ción y el fraude. 

Tal patriótica aspiración no dió el resultado desea- 
do; pero el Directorio del Partido Nacional que durante 
la lucha armada manifestó que la guerra no era contra el 
partido colorado sino contra los que lo habían arrastrado 
á ella, obligándolo á defenderse, pudo comprobarlo al 
aceptar la coalición con la Comisión Directiva del Partido 
Colorado Independiente. 

Pero el señor Batlle y Ordóñez, que tuvo oportu- 
nidad de apreciar durante la guerra el empuje vigoroso 
de las milicias ciudadanas del Partido Nacional, sabía de 
todo lo que habría sido capaz dicho Partido en la lucha 
comicial, y conociendo las mayorías con que éste contaba 
en algunos Departamentos de la República, por ello, y a 
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pesar de la Ley del mal tercio que hizo sancionar para arre- 
batarle algunas posiciones, lejos de hacer efectivas la 
libertad y legalidad electoral, tantas veces prometida y 
expresamente pactada, deja sentir el peso de sus delega- 
dos en la lucha del sufragio, viciándolo con los fraudes 
más escandalosos y con punibles violencias que son un 
verdadero proceso y un desmentido evidente al que pre- 
dicó en el llano los principios que conculcó en la altura. 

Habría para llenar un libro si fuese á detallar la 
forma en que se desarrolló el proceso eleccionario, así 
como los fraudes y violencias que se cometieron en él, 
pero como se trata de sucesos tan recientes que están en 
la memoria de todos y que la prensa independiente ha 
publicado con lujo de detalles condenándolos con la alti- 
vez y energía que merecen, no nos detendremos en una 
exposición completa de los mismos; sin embargo men- 
cionaremos los más capitales para que quede constancia 
de la forma en que el señor Batlle ha cumplido sus repeti- 
das promesas de libertad y legalidad electoral. 

En el Departamento de Maldonado, cuyos Regis- 
tros arrojaban una mayoría apreciable en favor del Partido 
Nacional, se ejerció sin freno la coacción oficial desde el 
principio del proceso electoral. La Jefatura y sus policías 
amenazaron á los nacionalistas que volvían de la guerra lla- 
mándolos á las oficinas policiales, é intimándolos que se 
dedicaran inmediatamente al trabajo, so pena de expul- 
sión del Departamento. Esta actitud agresiva dió lugar á 
diversos incidentes sangrientos entre agentes de policía y 
ex-revolucionarios. 

Poco tiempo después, durante el período de 
depuración de los Registros, se cometieron actos de vio- 
lencia moral y material contra los miembros nacionalis- 
tas de las Comisiones Calificadoras de las tres Secciones 
más importantes del Departamento. Se encarceló á 
varios de ellos y á todos se les impidió la incorporación á 
las respectivas Comisiones, lográndose así que éstas no 
se constituyeran legalmente; que transcurrieran los úni- 
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cos tres días hábiles señalados para las tachas, y que no 
se calificaran ni depurasen las inscripciones. En estas 
emergencias, la Jefatura Política desobedeció insistente- 
mente á la Junta Electoral, prestandose en cambio con 
toda obsecuencia á colaborar en los planes que se fra- 
guaron para impedir el control de los nacionalistas en el 
proceso comicial. Al aproximarse el día de las eleccio- 
nes, el local de la Comisión Departamental Nacionalista 
fué vigilado y sitiado por la policía, reclamando el Direc- 
torio infructuosamente ante el Ministerio de Gobierno, 
de esa medida. 

Y al efectuarse las elecciones, además de la ostenta- 
ción de fuerza armada, á cuyo efecto se envió allí medio 
Batallón de Infantería y de la intervención en el comicio, 
de los empleados policiales y de las demás oficinas públicas, 
convertidas abiertamente y sin guardar siquiera las formas, 
en agentes electorales que amenazaban á los ciudadanos 
del partido contrario para que no concurrieran á las urnas 
y á los del partido propio para que votaran. Un funcionario 
de la Administración policial del Departamento se presen- 
tó en una de las Secciones de campaña al frente de un 
piquete armado; invadió varias propiedades de votantes 
nacionalistas, acampando y evolucionando en ellas á los 
toques de un clarín de guerra y ocupó con esa fuerza los 
pasos principales de un arroyo por donde debían pasar los 
sufragantes, impidiendo á muchos que se acercaran á las 
mesas receptoras, lo cual dió mérito á que la Comisión sus- 
pendiera el acto de la votación, dando cuenta de lo ocurri- 
do á la Junta Electoral. 

El distinguido y respetable correligionario don 
Demetrio Erauzquin, Presidente de la Comisión Departa- 
mental del Partido Nacional en el Departamento referido, 
comunicó al Directorio que el día de las elecciones se 
había ejercido descaradamente por elementos oficiales, 
toda clase de violencias sobre nuestros correligionarios; 
que en la cuarta Sección el Inspector de Policías Mancebo, 
al frente de veinte hombres, desde dos días antes al de la 
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elección recorrió dicha Sección, acampando en propieda- 
des de nacionalistas y contestando con amenazas á los 
pedidos de desalojo de los dueños; que ese mismo emplea- 
do, el día de la elección ocupó un paso impidiendo cruzar- 
lo á los nacionalistas y después presentóse en el local de la 
elección prohibiéndoles que se acercaran á votar, que la 
Comisión Receptora ordenóle que dejara sin efecto dichas 
medidas á lo que opúsose Mancebo, dando esto lugar á 
que aquella Comisión, por unanimidad suspendiera la 
elección, según así resulta de actas presentadas á la Junta 
Electoral; que el mismo día el empleado policial Isabelino 
Camacho, situado en el Paso de la Barra del Sauce, con 
fuerzas armadas á fusil, prohibía á los nacionalistas que lo 
vadearan, como sucedió con Agustín Sánchez, Roque 
Núnez, Cándido Larrosa y Luis Burgueño. 

La intromisión de la Policía ha sido descarada en 
el acto eleccionario, policía que intervino también en los 
actos preparatorios del sufragio, poniéndose á la disposi- 
ción de la minoría colorada, obstaculizando el funciona- 
miento de las Comisiones Calificadoras de Maldonado, 
San Carlos y José Ignacio. 

Por ello, la Junta Electoral de Maldonado declaró 
nulo todo lo hecho por las minorías de las Comisiones 
referidas de Maldonado, San Carlos y José Ignacio, 
durante el período de tachas en el que cometieron aque- 
llas, toda clase de atentados y violaciones de la Ley, que 
quedaron constatadas en resoluciones judiciales que 
consignaron la intromisión de la policía en aquellos 
actos punibles y desdorosos. 

Así, pues, cuando la Comisión departamental 
colorada ocurrió en queja ante el Tribunal Pleno, contra 
las resoluciones de la Junta Electoral, que declaró nulo 
todo lo hecho por las minorías de las Comisiones Califi- 
cadoras, en connivencia con la Policía, aquella suprema 
autoridad judicial dió vista al Fiscal, y este funcionario se 
expidió, estableciendo que dichas minorías en conniven- 
cia con la policía y empleando los medios más violentos obstacu- 
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lizaron la constitución y el funcionamiento de las referidas 
comisiones, y, en su consecuencia pidió que se confirma- 
sen las resoluciones de la Junta Electoral que lo resolvió 
asi, declarando improcedente la queja de la Comisión 
colorada. 

Quedó, pues, ampliamente justificada y pasada en 
autoridad de cosa juzgada la intromisión de la Policía y 
con ella la del Delegado del P.E. en el acto eleccionario, 
que lo obstaculizaron por los medios más violentos a 
pesar de la legalidad electoral prometida y pactada por el 
señor Batlle y Ordónez. 

Pero no fueron estos los únicos atropellos y viola- 
ciones cometidas por las policías para garantir la libertad 
electoral. 

En el Departamento de Treinta y Tres se cometie- 
ron mayores excesos y violaciones que en el de Maldona- 
do, en los que intervinieron, no ya las policías á las órdenes 
inmediatas del Poder Ejecutivo, sino también algunas 
fuerzas de línea de la Nación que se le enviaron á aquél 
para que, en lugar de asegurar el orden que nadie pensaba 
en alterar, asegurase el éxito de la elección que legalmente 
nunca podría obtener, dada la gran mayoría con que cuen- 
tan nuestros correligionarios en dicho Departamento. 

Con tales propósitos era de suponer el modo 
cómo se desarrollaría en Treinta y Tres la lucha eleccio- 
naria que el Delegado del Poder Ejecutivo se proponía 
ganar de todos modos. 

No obstante, nunca creyó el Directorio que los 
excesos de aquel funcionario para falsear y violar tan des- 
caradamente la Ley Electoral llegara á los extremos ver- 
gonzosos de que dió cuenta el distinguido correligiona- 
rio señor don Fructuoso del Puerto, Presidente de la 
Comisión Directiva Nacionalista de aquel Departamento, 
comunicando que en las elecciones se confirmaron los 
temores sobre intervención de la fuerza pública; que en 
la 5* Sección un destacamento de quince hombres del 6° 
de Caballería, enviados allí con violación de la Ley, ataja- 
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ba desde la madrugada pasos y picadas, apaleando y per- 
siguiendo ciudadanos; que entre los castigados brutal- 
mente á golpes de espada, se halla el Presidente de la 
Comisión Seccional, respetabilísimo vecino don Manuel 
Felipe Lago; que en la misma Sección los miembros de la 
minoría de la mesa receptora aduenáronse del local á 
media noche, rechazando á titulares y suplentes que se 
presentaron una y media hora antes de las ocho; que 
otros destacamentos del 6° fueron colocados en diversas 
Secciones con igual misión, diciendo en todas partes que 
ganarían las elecciones á palos; que en la primera Sec- 
ción tuvieron inicua preferencia para el acceso de los 
colorados; que recién cuando se agotaron sus elementos 
pudieron votar los nacionalistas; y que en la misma Sec- 
ción hubo despliegue extraordinario de fuerzas del 6° 
que hasta culetearon á los ciudadanos, insolentándose 
sus oficiales con miembros de la mesa. 

Pero no es sólo el Presidente de la Comisión 
Departamental Nacionalista de Treinta y Tres que denun- 
cia las violaciones y atropellos cometidos por las policías y 
fuerzas de linea, á las inmediatas Órdenes del Delegado 
del P.E., también la Junta Electoral de dicho Departamen- 
to que al dirigirse á la H. Cámara de Representantes, los 
denuncia en los siguientes términos: 


«Tengo el honor de elevar á la H. Cámara de 
Representantes la urna y demás antecedentes que dan fé 
de los actos practicados en la 5* Sección del Departamen- 
to por la minoría de la Comisión Receptora de votos, con 
la intervención criminal de las fuerzas de línea, llamadas de la 
Nación. 

«La documentación que se adjunta en forma de 
expediente constituye el proceso comicial formado en vir- 
tud de las irregularidades y crímenes cometidos en la men- 
cionada jurisdicción del Departamento. Aunque está bien 
poseída esta Corporación de ser la única Autoridad que 
por la Ley está llamada á entender en conflictos de esta 
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índole, se ha visto obligada, por la imposición de la fuer- 
za, á deponer sus legítimas prerrogativas, sometiendo á 
las deliberaciones de esa H. Cámara lo que la Junta debió 
resolver por sí, como lo hizo según consta á f. 7 y 8 etc.» y 
como si esto no fuera bastante para comprobar los atenta- 
dos cometidos, tenemos el informe de la Comisión de 
Poderes de la H. Cámara de Representantes, que lo cons- 
tato en los siguientes términos: «Vuestra Comisión ha 
estudiado con todo detenimiento el asunto relativo á las 
elecciones de diputados efectuadas por el Departamento 
de Treinta y Tres, examinando minuciosamente los exten- 
sos antecedentes que ha tenido á la vista. Dos puntos prin- 
cipales se ofrecen á la consideración de V.H. en dichos 
antecedentes. El primero es relativo á la validez de las 
elecciones efectuadas en la 5* Sección de aquel Departa- 
mento; el segundo se refiere al rechazo de algunos votos 
en la 1* Sección. El primer punto es de previo pronuncia- 
miento. Si V.H. declara válidas las elecciones de la 5° Sec- 
ción, no había necesidad de resolver el segundo, pues no 
habría cuestión respecto á la lista de Diputados triunfan- 
tes; si por el contrario, V.H. las declara nulas, correspon- 
dería entonces pronunciarse sobre la segunda cuestión 
que se refiere á una cantidad de votos que podría decidir 
en el resultado de los comicios, una vez efectuadas de 
nuevo las correspondientes á la 5* Sección. Concretándo- 
se por lo pronto á ésta, un suceso desgraciado, que está en 
el deber de todos deplorar, ha ensombrecido el proceso 
electoral. Se trata de ataques á golpe de sable de que fueron 
víctimas un grupo de sufragantes encabezados por el 
señor Manuel Felipe Lago, Presidente de la Comisión 
Seccional Nacionalista, de cuyo ataque se acusa á fuerzas 
de línea del Regimiento de Caballería 6. 

«Vuestra Comisión ha reflexionado con toda madu- 
rez el alcance de este incidente, evidenciado por la preci- 
sión y la concurrencia de datos de los testimonios acusado- 
res, por otras declaraciones concordantes y por informes 
que no están documentados pero que son decisivos, y ha 
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llegado á la conclusión de que un hecho de tal carácter no 
puede menos que viciar fundamentalmente una elección y 
producir desde luego su nulidad. 

«El sufragio, que es por excelencia la manifesta- 
ción esencial de la soberanía, y por consiguiente, el 
punto inicial de la vida democrática y la base legítima de 
nuestra organización representativa, es menester rodear- 
lo de garantías capaces de responder acabadamente por 
su realidad, la Ley dedica un capítulo entero á esas garan- 
tías, sin las cuales no es posible concebir siquiera, dentro 
de las condiciones actuales de nuestra sociedad política, 
la efectividad de una institución tan capital, como que es 
la verdadera madre de todas nuestras instituciones. 

«La Ley llega hasta prescribir el acuartelamiento 
de las milicias, durante el tiempo electoral en el lugar 
donde se verifique, teniendo en cuenta que la menor 
ostentación de fuerza armada, mientras se ejercita un 
derecho que supone siempre una lucha vehemente y 
porfiada, puede atemorizar á los ciudadanos, y hasta 
retraerlos completamente de las urnas. Puede admitirse, 
sin embargo, el empleo de la fuerza pública para el servi- 
cio policial indispensable; pero cuando esa fuerza encar- 
gada de velar por el orden, de garantir la libertad del 
voto y de amparar los derechos de los sufragantes, apalea 
por una demasía condenable ó por una desgraciada ofus- 
cación á los ciudadanos que se dirigen con sus votos al 
lugar del comicio, cabe suponer que tal hecho, propala- 
do de inmediato, sembrando desconfianzas, provocando 
alarmas y miedos, ha producido una conmoción capaz de 
perturbar la masa toda de votantes, que se pueden haber 
sentido sin las garantías necesarias, para ejercer libre- 
mente sus derechos». 


Por estas consideraciones, es decir, por las viola- 
ciones y atropellos comprobados que las fuerzas policia- 
les y de linea á las inmediatas órdenes del Delegado del 
P.E. cometieron en el acto eleccionario de Treinta y Tres, 
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la Comisión de Poderes de la Cámara de Representantes, 
compuesta de colorados y nacionalistas, aconsejó que 
debían declararse nulas las elecciones celebradas en la 5° 
Sección de dicho Departamento, siendo todo ello un ver- 
dadero proceso contra los que lejos de garantir la lucha 
electoral, como lo pregonaron y pactaron, hicieron sen- 
tir toda su influencia atropellando á indefensos ciudada- 
nos y violando las disposiciones expresas de la Ley, para 
hacer triunfar sus premeditados planes, ahogando así la 
libertad y legalidad electoral prometida. 

Excesos de otro orden, como los cometidos en 
Rocha y otros Departamentos, se cometieron para arre- 
batar al Partido Nacional las posiciones que les corres- 
pondían en el Cuerpo Legislativo; pero con los denun- 
ciados basta para comprobar que el actual mandatario ha 
pretendido realizar en la paz, los mismos propósitos que 
tuvo al provocar la guerra, siendo no sólo el culpable de 
ésta, sino la estrangulación del sufragio popular, llevada á 
cabo por sus propios delegados, á los que lejos de casti- 
garlos como correspondía, los ha premiado con grados y 
honores que son verdaderos signos de descomposición 
de la época por que atravesamos. 

Estos son á grandes rasgos los puntos capitales 
que informan la actuación de este Directorio, durante el 
tiempo que desempeñó su mandato y que remite á la 
nueva autoridad partidaria para que quede de ella debi- 
da constancia, y sirva para restablecer la verdad histórica, 
que se ha tratado de obscurecer ó adulterar. 


ALFONSO LAMAS, CARLOS A. BERRO, ALFREDO VAS- 
QUEZ ACEVEDO, JosÉ Luis BAENA, MANUEL R. ALONSO, 
FRANCISCO HAEDO SUÁREZ, AURELIANO RODRÍGUEZ LARRE- 
TA, JUAN B. MORELLI, REMIGIO CASTELLANOS, JACINTO D. 
DURÁN, ARTURO HEBER JACKSON, RODOLFO FONSECA. 





JOSE PEDRO RAMÍREZ 





ANEXO 


Reportaje publicado en El Siglo 
del 6 de febrero de 1905 
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ANEXO 


REPORTAJE AL DOCTOR DON JOSÉ PEDRO RAMÍREZ 


PUBLICADO EN «EL SIGLO» 
DEL 6 DE FEBRERO DE 1905 


E, 27 de Marzo, el mismo día que se ratificó la conven- 
ción de paz que puso término al alzamiento del Partido 
Nacional, ajustada en Melo con el Jefe del movimiento, á 
condición de ser ratificada por los Jefes de su ejército que 
debían reunirse en Nico Pérez, el doctor Lamas me diri- 
gid un telegrama desde esa misma localidad, invitándo- 
me á concurrir á la Estación del Ferrocarril Central á las 
diez a.m. para conferenciar. Concurrí a la hora indicada 
y el doctor Lamas me manifestó «que llegaba á su noticia 
y de sus amigos que el Presidente de la República tenía 
en vista colocar fuerzas de línea en los Departamentos 
que debían ser administrados por ciudadanos afiliados al 
Partido Nacional, y que como ese rumor ó noticia podía 
obstar á la aprobación de la convención de paz, por los 
Jefes allí reunidos ya con ese objeto, me pedía que me 
apersonase al Presidente de la República y le pidiese 
explicaciones y seguridades al respecto». 

Me apersoné inmediatamente al Presidente de la 
República; puse en su conocimiento la comunicación tele- 
gráfica del doctor Lamas, y el Presidente de la República 
me manifestó que no tenía el propósito que se le atribuía, 
que así me lo manifestaba confidencialmente y que en la 
misma forma podría trasmitirlo al doctor Lamas, pero pre- 
viniéndole que eso no formaría parte del Pacto ya ajustado 
ni sería objeto de otro compromiso cualquiera de su parte. 

Consideré que eso podía y debía tranquilizar á los 
Jefes del movimiento revolucionario y contesté al doctor 
Lamas en estos términos textuales: 
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«Celebré conferencia con Presidente, sobre Departa- 
mentos nacionalistas, con resultado completamente 
satisfactorio, pero todo eso como lo indicó en forma 
puramente confidencial y sin que eso sea objeto del 
Pacto ya convenido y de otros compromisos cualesquie- 
ra. Sabe usted que no me avanzo ni aventuro en tan grave 
asunto y pueden confiar en mis manifestaciones y decla- 
raciones. Creo conveniente no entrar en detalles por 
telégrafo». 


Particular 
Secretaría de la Presidencia de la República. 

Enero 2, Sábado. 
Señor doctor Aureliano Rodríguez Larreta. 
Mi estimado amigo: 
El señor Ministro de Hacienda, por mi intermedio, le 
pide que se pase mañana á primera hora por su quinta 
porque tiene cosas interesantes que comunicarle. 


Lo saluda atentamente. 


RAMÓN FREIRE. 





PEDRO MANINI RÍOS 
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less creído conveniente y hasta necesaria la publi- 
cación en folleto de los artículos con que EL Día, en sus 
ediciones del 13 al 31 de Noviembre de este año, ha refu- 
tado la última Memoria del Directorio nacionalista res- 
pecto a las causas que produjeron la desastrosa guerra 
civil de 1904. La verdad histórica y las mismas enseñanzas 
que se derivan de tan funestos acontecimientos impo- 
nen, en efecto, la edición en conjunto de los referidos 
artículos, para que ella quede señalando un hecho com- 
pletamente esclarecido y evidenciado para el porvenir. 
Diseminada en las columnas del diario, esa contundente 
prueba se alejaría tal vez en adelante del recuerdo de los 
contemporáneos, y es menester que la verdad, sobre 
todo cuando es profunda y aleccionadora, perdure vívida 
aún, para las generaciones que deben venir. 

La citada Memoria del Directorio salió a luz recién 
dos años después de producidos los acontecimientos que 
en ella se narran con flagrante adulteración de la verdad, á 
pretexto, según se declaró expresamente, de que EL Día 
acusaba algunas veces á los saravistas como autores de la 
afrenta nacional de la última guerra. Pues bien: precisa- 
mente EL Día, como se verá en el curso de las páginas subsi- 
guientes, replicó de inmediato en una larga serie de artícu- 
los consecutivos. Sin embargo, van transcurridos veinte 
días en el momento en que escribimos estas líneas, que EL 
Día cerró su réplica, sin que ni el Directorio, ni la prensa 
que le responde, ni ningún afiliado al credo saravista hayan 
respondido con una sola palabra. Es que la verdad, cuando 
se expresa tal como es, obtiene su más elocuente sanción 
en el silencio de los que la han discutido. 

Entregamos pues los capítulos que subsiguen al 
fallo sereno de los lectores. 


Montevideo, Diciembre de 1905. 
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Pensábamos dedicar nuestro editorial de hoy al 
estudio del proyecto de contribución inmobiliaria para 
el entrante ejercicio, cuando El Siglo nos sorprende ayer 
con la publicación de un extracto de la Memoria del 
Directorio nacionalista, en la cual esta corporación pre- 
tende explicar las causas que dieron lugar á la cruenta 
guerra civil de 1904. 

Cerca de dos años después de producidos los 
sucesos que se quieren explicar, más de un año después 
de terminada la guerra á que nos condujeron, ha necesi- 
tado el Directorio para balbucear á la faz del país algunas 
disculpas que alivien á sus miembros, y á la agrupación 
partidaria que dirige, del peso enorme y atormentador 
de un remordimiento histórico, que constituye uno de 
los más aleccionadores y de los más terribles ejemplos de 
nuestros extravíos políticos. 

No creímos nunca que el Directorio se atreviera á 
hablar públicamente sobre una cuestión que no conduce 
sino á recordarle y á arrojarle una vez más al rostro todas 
sus culpas; menos pudimos creer que en un momento de 
sosiego y de calma, cuando el país, desembarazado de sus 
dudas y de sus desconfianzas, se entregaba al trabajo cons- 
tante y fecundo, viniera á agitar este debate retrospectivo, 
del cual por otra parte nunca nos hemos declarado ene- 
migos, por lo mismo que es necesario iluminar y abrir los 
ojos en todo momento á la razón pública sobre aquellos 
sucesos que han tenido decisiva importancia y grande 
repercusión en el seno de nuestra sociedad política. 

Haremos notar, por lo pronto, que de la lectura 
del extracto que publica El Siglo, con una oficiosidad 
digna de todos los encomios, extracto que es casi un docu- 
mento auténtico, según declaración del propio colega, se 
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desprende de inmediato una primera consecuencia. 
Como se sabe, apenas comenzada la desoladora lucha 
civil de 1904, se trató de todas maneras de mistificar la 
opinión pública, desde las columnas de la prensa bonae- 
rense, haciendo aparecer al saravismo en armas, como 
víctima de una agresión gratuita del Gobierno constitui- 
do. Según las voces corrientes á la sazón en las filas saravis- 
tas, voces que expresan hasta qué punto había llegado 
entonces el auge de la mentira y de la subversión, el 
Gobierno «se había sublevado contra los blancos»; un Jefe 
Político de filiación saravista no tuvo empacho en enviar 
un telegrama á sus superiores jerárquicos diciendo que 
iba á repeler con las armas «la invasión» del Departamen- 
to que administraba por fuerzas de un regimiento de 
línea, y, en una palabra, toda la propaganda de los hom- 
bres del Directorio, responsables directos de la guerra, 
tendía á hacer creer que ellos, Saravia y todos los suyos 
habían sido acometidos por la sorpresa, casi por la felo- 
nía, y en medio de la estupefacción de propios y extraños. 

Ahora, en la Memoria extractada expresamente 
para El Siglo, parto tardío de un embarazo dolorosísimo y 
cruel, el Directorio cambia de táctica. Ya no es la ignoran- 
cia de los campamentos, ni la parcialidad de toda la pro- 
paganda de un país extranjero, lo que va á explotar; 
ahora comparece en plena luz meridiana, ante la opi- 
nión pública serena y desprevenida, y como quiera que 
ésta no va á admitir el absurdo y la impostura como expli- 
cación, en lugar de establecer como antes que fué una 
provocación inexplicable del Gobierno la causa de la 
guerra, en menos palabras, que fué el Gobierno quien 
«se sublevó» contra los rebeldes, trata de explicar por 
qué los rebeldes se sublevaron contra el Gobierno, ó de 
justificar con cualesquiera causas ó pretextos el estallido 
de aquella insurrección que ensangrentó y arruinó al 
país y que constituye una de las afrentas más abominables 
de nuestra historia. Empiezan, como se ve, á variar los 
términos de la cuestión. 


PEDRO MANINI Rios 


El extracto 4 que venimos aludiendo, versión 
auténtica del Directorio, según lo dice el diario que lo 
publica, comienza por «relatar los sucesos de Marzo de 
1903». Nada más, ni una palabra más, dice la versión ofi- 
ciosa. El Directorio pasa como sobre ascuas por aquellos 
sucesos, y como ellos son importantísimos y explican en 
parte lo que vino después, nosotros insistiremos todo lo 
que no ha querido insistirse en el extracto, y con el relato 
fiel de lo ocurrido, comenzaremos la serie de artículos en 
que, punto por punto demostraremos la falsedad de las 
afirmaciones y de las apreciaciones directoriales. 

Sabido es que desde que comenzó la lucha de las 
candidaturas para la Presidencia actual, los nacionalistas 
de la mayoría declararon una guerra sin cuartel á la del 
señor Batlle y Ordóñez. Triunfante ya ésta, es decir, asegu- 
rado para ella con exceso el quorum constitucional, pudo 
más en aquellos hombres enceguecidos por las pasiones, 
la soberbia y el despecho, que el buen sentido y la cordura 
política. Una delegación del grupo parlamentario que 
sostenía la candidatura Batlle, compuesta del Senador 
doctor Soca y del actual Ministro de Hacienda señor 
Serrato, se apersonó á los legisladores nacionalistas para 
manifestarles que, aunque asegurado ya el triunfo del 
candidato, sus sostenedores deseaban, en homenaje á la 
concordia que debía presidir la solución del más alto de 
nuestros problemas políticos, que se le plegaran los votos 
de los mismos electores de la mayoría nacionalista, que no 
podían ya influir en favor de ninguna otra solución. Los 
legisladores solicitados se negaron rotundamente y per- 
manecieron en una actitud completamente estéril y abier- 
tamente hostil al que ya fatalmente debía ser elegido para 
la primera magistratura de la Nación. Vino el 1° de Marzo 
y con él la elección del señor Batlle y Ordónez, y le nega- 
ron á éste sus sufragios los legisladores nacionalistas que 
marchaban de acuerdo con el Directorio y con Saravia. 

Producidos así los hechos, ¿qué vinculación podía 
tener el nuevo Gobierno con la fracción nacionalista de 
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la mayoría, 6 sea el saravismo? Y, desde luego, ¿qué com- 
promiso podía atar al nuevo Presidente respecto á quie- 
nes no sólo le negaron sus votos, sino que se negaron de 
todas maneras á tratar con él, aun después que le vieron 
inconcusamente triunfante? Las concesiones que el 
señor Cuestas había tenido con la fracción saravista, 
¿podrían acaso comprometer ó vincular a su sucesor? 
Dicha fracción no pactó nada con éste, no quiso pactar 
nada. Luego nada tenía que demandarle ni que exigirle. 

Todos los compromisos que llevaba el nuevo Pre- 
sidente al poder, en cuanto á sus relaciones con los nacio- 
nalistas, no podrían ser otros que lo pactado con el grupo 
de la minoría, que fué el que se entendió con él, y 
habiendo con dicho grupo estipulado que mantendría la 
cláusula de paz de Setiembre de 1897, que obligaba a 
nombrar para seis Jefaturas departamentales á seis ciuda- 
danos afiliados al partido revolucionario de aquella 
época que «por sus antecedente y condiciones fueran 
prenda de legalidad y respeto para todos en el desempe- 
ño de sus funciones», al cumplir esta condición, cumplía 
todas las que podría haber llevado al ejercicio de su alto 
puesto. 

Los políticos del saravismo, que con tan torpe 
soberbia y tanta falta de tino se habían negado á entrar 
en relaciones con un candidato ya triunfante, no tenían 
pues, que esperar nada del nuevo Presidente. Este podría 
á su arbitrio haber cambiado por otros los seis Jefes 
nacionalistas que había dejado su antecesor. Los saravis- 
tas no hubieran podido de ninguna manera tener el 
menor pretexto de queja. 

Sin embargo, el señor Batlle procedió de bien 
diferente manera. Confirmó en sus puestos á cuatro de 
los seis Jefes Políticos saravistas, y se limitó á sustituir á 
dos: al de San José, en cuyo lugar se designó á un ciuda- 
dano tan probo como el doctor Jorge Arias, «afiliado al 
partido revolucionario del 97», y hombre que «por sus 
antecedentes y condiciones era prenda de legalidad y 
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respeto para todos en el desempeño de sus funciones»; y 
al de Rivera, en cuyo lugar colocó al doctor Luis María 
Gil, un ciudadano de las mismas calidades y anteceden- 
tes del doctor Arias, y que venía a reemplazar á un Jefe 
Político que, como Abelardo Márquez, no era prenda de 
legalidad y respeto para nadie, y cuyos «antecedentes y 
condiciones» se habían revelado ya en un expediente 
administrativo, nada regular por cierto, que estaba y está 
en el archivo del Ministerio de Gobierno. 

¿Cuál fué la respuesta de los saravistas á este ver- 
dadero acto de generosidad del señor Batlle y Ordóñez? 
Sin que dijeran palabra, una desgraciada tarde supo con 
indignado asombro el país, que Saravia estaba en armas y 
que sus huestes se habían pronunciado en toda la Repú- 
blica. Aquello fué una sorpresa que produjo una impre- 
sión inaudita; aquello fué un atentado sin nombre que 
sublevó todos los ánimos; pero no, el atentado tuvo nom- 
bre: aquello fué un «crimen de lesa patria», como con 
toda energía lo calificó El Siglo —¡quién había de decir- 
lo!— el mismo diario que ahora acoge con fruición los 
descargos balbucientes de los hombres de 1904, que son 
los mismos hombres de 1903! 

La pacificación que vino en seguida de producido 
el atentado, tiene estrecha é íntima relación con lo que 
después vino á producir la desastrosa guerra civil del año 
pasado. Hablaremos de ella en el artículo de mañana. 


II 


EL CONVENIO DE NICO PEREZ 


En nuestro artículo de ayer, en contestación al 
extracto oficioso de la Memoria del Directorio naciona- 
lista, establecimos claramente cOmo se produjo la insu- 
rrección de Marzo de 1903, aleve crimen de lesa patria, 
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que llenó de indignación á la opinión pública del país y 
del extranjero. 

Prometimos ocuparnos hoy de la pacificación que 
siguió á ese movimiento subversivo, ya que ella tiene 
estrecha relación con los sucesos que después vinieron á 
producir la desastrosa guerra civil del año pasado. 

Es sabido, en efecto, que el origen de ésta fué un 
ultimatum que el Directorio, por intermedio de su Presi- 
dente, hizo llegar hasta el Presidente de la República, 
ultimatum en virtud del cual ó se retiraban del Departa- 
mento de Rivera los regimientos 4° y 5° de Caballería des- 
tacados en él ó se declaraba el levantamiento de Saravia y 
sus huestes. En el extracto oficioso que publica El Siglo, el 
Directorio, como por no perder la costumbre, aparece 
desmintiendo la existencia del referido ultimatum, pero 
que existió y que se hizo efectivo, lo demostraremos aca- 
badamente en un artículo próximo. 

Por ahora lo que debemos constatar es lo que 
comprendían las bases de pacificación de Marzo de 1903, 
para que después aparezca en toda su desnudez la injusti- 
cia verdaderamente atroz, la iniquidad realmente escan- 
dalosa de la intimación hecha á los poderes públicos, á 
fines de Diciembre del mismo año. 

En virtud del convenio de Nico Pérez, en el que 
intervinieron como es notorio los doctores José Pedro 
Ramírez y Alfonso Lamas, el Presidente de la República 
se comprometía durante todo el término de su gobierno, 
y á cambio de la tranquilidad del país, á nombrar para 
Jefes Políticos de Maldonado, Flores, Cerro Largo, Trein- 
ta y Tres y Rivera, á ciudadanos nacionalistas de acuerdo 
con el Directorio. Para Jefe Político de San José también 
debería nombrar á un ciudadano que hubiera militado ó 
adherido al movimiento revolucionario de 1897; pero sin 
intervención alguna del Directorio. 

Estos fueron los únicos, absolutamente los únicos 
compromisos que contrajo el Gobierno para el período 
en que le tocara actuar en la cosa pública. 
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A las pocas semanas de celebrada la pacificación, 
el doctor Escolástico Imas, que presidía por aquel enton- 
ces el Directorio nacionalista, dirigió un despacho tele- 
gráfico al interior concebido en los siguientes términos: 


«El Pacto de Setiembre regirá por toda esta admi- 
nistración, con pequeña modificación en la Jefatura de 
San José, que será siempre nacionalista, y compensada 
esta modificación con otras ventajas convenidas». 


La parte final de este telegrama, que hemos subra- 
yado de intento, provocó infinidad de comentarios. Los 
menos cavilosos sospecharon la existencia de cláusulas 
secretas que suponían para el Gobierno más compromi- 
sos que los que se habían hecho públicos, pero inmedia- 
tamente y desde las columnas del órgano directorial de la 
época —La Prensa— aparecía la aclaración más termi- 
nante. La Prensa misma dijo que «en perfecto conoci- 
miento de que no existía fundamento alguno que diera 
pábulo á tales conjeturas», se preparaba «á establecer la 
verdad» por su cuenta, cuando tuvo oportunidad de con- 
versar con el doctor Imas, quien se produjo en los térmi- 
nos siguientes: 


«Quien quiera que conozca las bases de paz —nos 
dijo el doctor Imas— sabe bien que al aludir a las ventajas 
que compensan la pequeña modificación respecto á la 
Jefatura de San José, me he referido á dos que lo son en 
realidad y que á mi juicio importan un beneficio; la pró- 
rroga ó el Pacto por todo el período presidencial del 
señor Batlle y Ordóñez y la circunstancia de que ahora se 
ha establecido por escrito que las designaciones de los 
Jefes Políticos de Maldonado, Flores, Cerro Largo, Trein- 
ta y Tres y Rivera se harán de acuerdo con el Directorio 
nacionalista, lo que antes solamente existía por cláusula 
verbal, si bien el señor Cuestas siempre lo cumplió a ente- 
ra satisfacción de todos. 
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«Tales ventajas compensan con creces el cambio 
habido en cuanto á la Jefatura de San José. Es mi opi- 
nión, al menos, y es lo que he significado á los amigos á 
quienes telegrafié en ocasión de celebrarse la paz». 


En EL Día del 3 de Abril de aquel año, al transcri- 
birse las precedentes declaraciones del doctor Imas, se 
rectificaron algo sus conceptos. Dijimos entonces, direc- 
tamente informados por el Presidente de la República: 


«Al Pacto de Setiembre no se ha hecho una sola 
alusión, y el Presidente no habría podido hacerla tampo- 
co desde que lo considera como un hecho con valor his- 
tórico solamente. Tampoco se hizo alusión á los compro- 
misos personales que pudo tener el señor Cuestas, siendo 
de notarse que el compromiso de éste, de consultar al 
Directorio nacionalista, se refería a seis Departamentos, y 
el del actual Presidente se refiere sólo á cinco. 

«En cuanto á la ventaja á que se refiere el señor 
Imas de que las condiciones del arreglo hayan sido escri- 
tas, podemos asegurar que no hay nada firmado ni escri- 
to por el Presidente de la República. 

«Lo único que hay al respecto es que el doctor 
Ramírez, para que no pudiera haber malas inteligencias 
sobre lo convenido, formuló las bases por escrito y las 
consultó con el Presidente, manifestando éste también 
de palabra, que era eso justamente lo que él había mani- 
festado». 


Toda la prensa comentó al día siguiente las decla- 
raciones del doctor Imas y del Presidente de la Repúbli- 
ca. El Tiempo dijo: 


«En virtud de nuestra condición de diaristas tuvi- 
mos que seguir de cerca toda la negociación del arreglo 
que puso término á la última conmoción política y por lo 
mismo desde el primer momento pudimos reputar de 
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cavilosos los rumores circulantes respecto de ésta y aque- 
lla clausula reservada. 

«Por otra parte, la palabra del actual Presidente 
de la República debe merecer fé, porque el señor Batlle 
ha demostrado siempre que no es hombre de doble 
juego de notas, y menos en tratándose de asuntos de 
tamaña magnitud». 


El Siglo dijo: 


«...Ahora entre el mismo doctor Imas y el Presi- 
dente de la República han destruido todos esos produc- 
tos de imaginación. Cierto es que no hay acuerdo perfec- 
to entre ambos respecto de uno que otro detalle; pero 
más cierto es todavía que respecto de un punto sus opi- 
niones no difieren en lo mínimo, es decir, en cuanto á la 
no existencia de cláusulas secretas y á declarar limitado el conve- 
nio á lo que conoce todo el mundo. 

«Queda pues, bien claro que el convenio de paz 
no encierra condición alguna de carácter secreto ó reser- 
vado...» 


Y por su parte, dijo El Nacional: 


«Resulta, en consecuencia, que el pseudo Directo- 
rio ha pretendido engañar groseramente á las comisiones 
departamentales y á los correligionarios de buena fé, 
haciéndoles creer que, mediante la insurrección, se habían 
alcanzado ventajas para la colectividad». 


Ahora bien: estos comentarios y publicaciones no 
fueron por nadie contestados. Pero para dejar más aclara- 
do el asunto, para evitar que en adelante se pudiese hacer 
mención de ninguna cláusula no incorporada al convenio 
verbal cuyo borrador escrito por el doctor don José P. 
Ramírez, como se dice en una de las anteriores transcrip- 
ciones, había quedado en su poder, EL Día obtuvo de 
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aquel ciudadano una copia exacta que publicó el 6 de 
Abril del mismo año, y que transcribimos á continuación: 


«Las bases convenidas para la pacificación del 
país son las siguientes: 

1° Las Jefaturas Políticas de los Departamentos de 
Maldonado, Flores, Cerro Largo, Treinta y Tres y Rivera 
serán provistas con ciudadanos afiliados al Partido Nacio- 
nal y de acuerdo con el Directorio de dicho partido. 

2” La Jefatura Política de San José será desempe- 
nada también por un ciudadano de filiación nacionalista 
que militase ó hubiese adherido al movimiento revolu- 
cionario de 1897, sin intervención del Directorio de 
dicho partido. 

3” Este acuerdo sólo tendrá valor y subsistencia 
durante el período presidencial del actual Presidente de 
la República. 

4° Desde el momento de quedar celebrado este 
Pacto de pacificación, todos los ciudadanos en armas 
quedan sometidos á los actuales Poderes Públicos de la 
Nación, procediéndose al desarme por su Jefe, ciudada- 
no Sr. Aparicio Saravia, debiendo hacerse entrega de las 
armas pertenecientes á las companias urbanas y á las poli- 
cías de los Departamentos de San José, Cerro Largo, Mal- 
donado, Flores y Rivera á las autoridades que el señor 
Presidente de la República designe en cada uno de los 
Departamentos indicados. 

5” Todos los ciudadanos que hayan tomado parte 
en el movimiento del 16 del corriente quedan absoluta- 
mente amnistiados, cualquiera que fuese el puesto político 
6 militar que desempeñasen al iniciarse dicho movimiento, 
excepción hecha de las responsabilidades procedentes de 
delitos comunes. 

6” El cumplimiento de estas cláusulas que consti- 
tuyen el Pacto de Pacificación queda librado á la lealtad 
del Exmo. Señor Presidente de la República, bastando 
para constancia de su conformidad, que lo exprese ver- 
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balmente 4 los ciudadanos que han intervenido en la 
negociación, doctores José P. Ramírez y Alfonso Lamas». 


La publicación textual del borrador, en que figu- 
raban todas y las únicas bases del convenio, disipó los últi- 
mos restos de duda. Nadie lo desmintió, todos lo acepta- 
ron y fué en adelante un verdadero artículo de fé jamás 
controvertido. 

Ahora bien: cumplidas como lo fueron estricta- 
mente todas las cláusulas de este convenio por el Presi- 
dente de la República, ¿cómo fué que nueve meses des- 
pués los saravistas se arrojaron, sin embargo, á la guerra 
civil? Es lo que examinaremos en el artículo próximo, 
porque el presente ha sido ya demasiado alargado por las 
transcripciones. 


HI 


ALCANCE DEL CONVENIO 


Para cualquier persona que haya estado mediana- 
mente interiorizada en las causas que produjeron la gue- 
rra civil de 1904, la simple lectura del extracto de la 
Memoria hecho publicar por el Directorio tiene que apa- 
recérsele como el más colosal de los absurdos y el más 
ridículo de los sofismas. No se ha tenido en él siquiera 
habilidad para disfrazar los hechos y para embaucar á la 
opinión. Tal como se explica por el Directorio el origen 
de la guerra civil, ésta habría empezado nada menos 
que... porque «el Gobierno se proponía retirar inmedia- 
tamente uno de los regimientos destacados en Rivera y el 
otro después»!! Parece mentira que se haya dicho seme- 
jante desatino; pero es verdad. Apelamos á la buena fé de 
los lectores que se hayan enterado 6 quieran enterarse 
del contexto del extracto referido. 
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Pero un absurdo tan disparatado debe tener, sin 
embargo, alguna explicación, y la tiene en efecto. Es que 
el Directorio, como pasó sobre ascuas por los sucesos de 
Marzo de 1903, ha tenido también que pasar de la misma 
manera sobre los primeros hechos que determinaron el 
desastre de 1904, es decir, sobre su intimación al Presi- 
dente de la República para que retirara de Rivera los dos 
regimientos de línea allí destacados, so pena de decretar 
la insurrección, hecho monstruoso que fué su verdadero 
grito de guerra, atentado brutal contra la dignidad de las 
instituciones y contra la fé pública que ningún anatema 
es bastante para condenar. 

Pues precisamente para constatar toda la mons- 
truosidad de ese ultimatum cuando nos llegue el momento 
de comentarlo, nos empeñaremos todavía en demostrar 
cómo la exigencia que él encerraba violaba abiertamente 
el convenio de Nico Pérez, que publicamos ayer, y que con- 
tenía los únicos compromisos á que el Presidente de la 
República estaba obligado con el saravismo. 

Del Pacto de Nico Pérez no quedó más constancia 
escrita que el borrador del doctor Ramírez, cuya publica- 
ción repetimos ayer. En él, como se habrá visto, no figura- 
ba nada relativo a la ubicación de los regimientos de 
línea. Fuera de él no podía figurar tampoco ninguna 
condición al respecto con carácter reservado, dado que 
en dicho borrador se declaraba que sus cláusulas eran las 
únicas «que constituían el Pacto de Pacificación». Por 
otra parte, como se habrá visto en nuestro artículo ante- 
rior, á poco de convenida aquella paz, y como se susurra- 
ra que en ella hubieran pactadas condiciones reservadas, 
el Presidente de la República, el doctor Imas, Presidente 
á la sazón del Directorio, y los más importantes órganos 
de la capital hicieron expresamente manifestaciones 
públicas, nunca contradichas, de que las únicas cláusulas 
eran precisamente las contenidas en el borrador mencio- 
nado. Nadie contestó á esto de una manera pública, ni 
Saravia, ni los órganos saravistas, ni el Directorio, ni los 
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negociadores de la paz. Luego mal podia haberse conve- 
nido la exclusion de la tropa de linea de los Departamen- 
tos administrados por los nacionalistas, cuando ni esa 
exclusión figuró en el Pacto, ni cuando se la desmintió, 
enseguida de celebrarse, de la manera más terminante, 
nadie sostuvo que hubiera sido acordada. 

Pero hubo más todavía y para demostrarlo recu- 
rriremos á algunos artículos nuestros anteriores que 
hablan al respecto con entera claridad. Decíamos el 3 de 
Enero, editorialmente, una vez producido el ultimatum, y 
cuando estábamos en el momento crítico en que debía 
decidirse la guerra: 


«El asunto de los regimientos no sólo no está com- 
prendido en el compromiso de Nico Pérez, sino que ade- 
más se habló de él entre los negociadores, se le pidió al 
Presidente de la República, en nombre del señor Saravia, 
que se comprometiera á no enviar fuerzas del ejército de 
línea á los Departamentos administrados por ciudadanos 
nacionalistas, y el Presidente de la República contestó 
rotundamente que de ninguna manera podía ceder ese derecho 
que creía inalienable. Invocamos el testimonio de los doctores José 
Pedro Ramírez y Alfonso Lamas, negociadores del convenio, por 
si se quiere desmentirnos este aserto. 

«El doctor Ramírez, cuando volvió de Nico Pérez, 
una vez ultimadas las negociaciones, le manifestó al 
señor Batlle y Ordóñez que Saravia pedía fuera agregada 
entre las cláusulas del convenio, la de que no entrarían 
fuerzas militares á los Departamentos aludidos. El señor 
Batlle y Ordóñez contestó inmediatamente que esa facul- 
tad quería reservársela en toda su amplitud; que si bien 
en esos momentos tenía resulta la ubicación de los cuer- 
pos de línea en Departamentos que no eran administra- 
dos por nacionalistas, esta disposición no debía tomarse 
ni como la sombra de un compromaso. 

«El doctor Ramírez no continuó insistiendo en su 
gestión; pero habiéndose entrevistado el Presidente de 
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la República con el doctor Alfonso Lamas al día siguien- 
te, le refirió motu propio el pedido formulado por el doc- 
tor Ramírez, y le manifestó que en el interés de dejar las 
cosas completamente en claro, y evitar para el futuro erróneas 
interpretaciones quería reiterar su declaración de que de ningu- 
na manera contraería compromiso alguno respecto a la coloca- 
ción del ejército. 

«De esta manera quedaban confirmadas sus ante- 
riores declaraciones á los doctores Ramírez y Lamas, 
cuando les manifestó categóricamente que no quería que 
las bases que presentaban sufrieran modificaciones como en efec- 
to no sufrieron. 

«Después de esto no se habló más del asunto. Las 
fuerzas insurrectas se disolvieron, y entramos de nuevo á 
la vida normal. Nadie protestó, ni nadie mentó siquiera 
el asunto». 


Es de advertir que los doctores Ramirez y Lamas, 
invocados en la precedente transcripción, se hallaban 
entonces el primero en Montevideo y el segundo en viaje 
para Melo, y autorizaron con su silencio nuestras afirma- 
ciones, que venían á despejar la incógnita en tan gravísi- 
mas circunstancias. 

El día siguiente, 4 de Enero, insistiamos aún al 
respecto en los siguientes términos: 


«Demostramos ayer acabadamente que el Poder 
Ejecutivo no contrajo en el convenio de Nico Pérez nin- 
gún compromiso, ni la sombra de un compromiso, respecto á la 
ubicación de los cuerpos de línea; demostramos más 
todavía: que se le pidió al Presidente de la República, 
cuando estaban ultimadas las negociaciones de paz, que 
contrajera dicho compromiso y que el señor Batlle y 
Ordóñez se negó de una manera categórica, no insistiéndose 
más por la parte contraria. Hemos invocado, por si se quie- 
re desmentir nuestros asertos, el testimonio de los doctores 
José Pedro Ramírez y Alfonso Lamas, que intervinieron en las 
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referidas negociaciones, y lo seguimos invocando en la segu- 
ridad de que aquellos distinguidos ciudadanos no harán más 
que confirmar nuestros informes. 

«Por otra parte —si bien el Presidente de la Repú- 
blica inició por sí mismo las negociaciones, con el noble 
propósito, con el levantado y dignísimo fin de ahorrar la 
sangre y evitar la ruina del país, tendencia humanitaria 
que es una de sus más virtuosas cualidades—, manifestó 
desde el primer momento, y de una manera expresa y termi- 
nante, que no quería de ningún modo entrar en regateos con los 
insurrectos y que en consecuencia, las bases que presentaba para 
la pacificación eran indeclinables. Consecuente con estas 
ideas, dichas bases se aprobaron tal cual fueron presenta- 
das por el Presidente de la República, y éste no consintió 
en ellas la menor alteración». 


También ante estas reiteradas afirmaciones se 
guardó el mismo silencio aprobatorio que respecto á las 
del día anterior. 

A los pocos días, sin embargo, casi enseguida, se 
hicieron publicar en Buenos Aires algunas declaraciones 
saravistas en las cuales se afirmaba, para cohonestar la 
insurreción, que el Gobierno había violado el convenio 
de Nico Pérez, al mantener en Rivera los regimientos 4° y 
5” de Caballería, exactamente lo mismo que en el extrac- 
to oficioso no quiere mentar siquiera el Directorio 
actual, sin duda por no saber cómo sostenerlo. Dijimos 
entonces, el 8 de Enero, también editorialmente, diri- 
giéndonos á los autores de aquellas declaraciones: 


«Y para deshacer vuestra impostura, para dejar 
constatado de la manera más plena que el Presidente de la 
República no sólo no se comprometió á no enviar fuerzas de 
línea á los Departamentos administrados por nacionalis- 
tas, sino que vosotros le pedisteis que contrajera ese compromiso, y 
ÉL SE NEGÓ AL COMPROMISO Y HASTA á la sombra del compro- 
miso, Y VOSOTROS ACEPTASTEIS LO MISMO LA PACIFICACIÓN NO 
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PONIENDO REPARO ALGUNO, NI DICIENDO PALABRA MÁS —para 
confundiros con esta prueba irrefragable, decíamos volve- 
mos a invocar por tercera vez, LA FÉ DE CABALLERO DE VUESTRO 
JEFE CIVIL EL DOCTOR ALFONSO LAMAS, que recibió del Presidente 
de la República aquellas terminantes manifestaciones, y por si 
alegáis que el doctor Lamas no puede responder por 
encontrarse ausente, VOLVEMOS Á INVOCAR, TAMBIÉN POR 
TERCERA VEZ, LA PALABRA DE HONOR DEL DOCTOR JOSÉ PEDRO 
RAMÍREZ, negociador principal del convento pacificador, que fué 
QUIEN PIDIÓ EN NOMBRE DE VUESTRO CAUDILLO AL PRESIDENTE 
DE LA REPÚBLICA que se comprometiera á NO ENVIAR LAS FUERZAS 
NACIONALES Á LOS PEDAZOS DE LA PATRIA QUE QUERÉIS DESMEM- 
BRAR EN VUESTRO PROVECHO, y que fué el primero á quien el Pre- 
sidente de la República declaró que sobre ese punto NO CONTRAÍA 
ni la sombra de un compromiso». 


Es conveniente recordar que este artículo tuvo 
por contestación el mismo silencio que los anteriores. 

Á fines de Enero, algunos miembros del Directorio 
emigrados en Buenos Aires hicieron público un manifies- 
to que, lleno de las falsedades de siempre, fué contestado 
en un reportaje que hizo La Nación de aquella capital, á 
nuestro enviado diplomático don Daniel Muñoz. Decía en 
su reportaje el señor Muñoz con relación á la impostura de 
la ubicación de fuerzas de línea: 


«Terminadas casi las negociaciones de Nico 
Pérez, surgió la cuestión de la ubicación de las fuerzas del 
Ejército nacional y se pidió al doctor José Pedro Ramírez 
obtuviese del Presidente Batlle la promesa de que no las 
mandaría á los Departamentos de administración blanca. 
El doctor Ramírez opuso algunas dificultades para pro- 
poner aquella cláusula, que consideraba impertinente y 
subversiva, pero, con todo, como negociador del Pacto, 
fué á ver al Presidente Batlle y le expuso la pretensión 
saravista, dulcificándola en lo posible para no extremar 
la paciencia del Presidente, quien la rechazó en absoluto 
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y terminantemente, declarando que no admitía la míni- 
ma restricción á sus facultades constitucionales, de llevar 
y situar la fuerza pública donde quiera que lo creyese 
conveniente, para mantener el orden interno ó custodiar 
la integridad nacional. Así lo trasmitió el doctor Ramírez, 
según me lo ha asegurado hace muy pocos días, á los 
miembros del Directorio que intervenían en las negocia- 
ciones de Nico Pérez, y repetidamente lo hizo constar así 
para evitar futuras complicaciones ó exigencias. 

«Pocas horas después el Pacto quedó sancionado, 
dejando en pié la facultad presidencial de disponer sin 
limitación regional alguna la marcha y situación de las 
fuerzas del Ejército, y esto nadie podrá desmentirlo». 


Esta vez el doctor José Pedro Ramírez habló, 
publicando con fecha 6 de Febrero un reportaje en el 
que efectivamente confirmaba que el Presidente de la 
República no había contraído ningún compromiso para 
la ubicación de las fuerzas de línea; pero arguyendo que 
de las palabras del señor Batlle y Ordóñez podía despren- 
derse la creencia de que no mandaría fuerzas á los Depar- 
tamentos administrados por los saravistas. 

La vaguedad de estas declaraciones del doctor 
Ramírez fué inmediatamente puesta en claro por una 
nueva publicación del senor Daniel Munoz, en la que se 
relata una conversación que había tenido veinte días 
antes con el mismo doctor Ramírez, en la que éste le dijo 
lo siguiente: 


«Avisado de lo que ocurría en Nico Pérez, empecé 
por objetar que me parecía imprudente tocar ese punto, 
pero, urgido por una contestación categórica, fuí á ver a 
Batlle y lo enteré de la dificultad surgida. Batlle no titubeó 
ni un momento para darme respuesta franca y resuelta. 
“No admito, dijo, la mínima restricción á mi facultad cons- 
titucional de situar las fuerzas donde lo crea necesario para 
el mantenimiento del orden interno ó para el resguardo de 
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la soberanía nacional”. Comprendí en el tono de Batlle, 
agregó el doctor Ramírez, que era inútil toda insistencia y 
no insistí, pero Batlle, como adelantándose á destruir toda 
sospecha que pudiera nacer sobre la sinceridad de sus pro- 
pósitos ulteriores, me dijo: “A usted como amigo, pero sin 
que esto entre para nada en el Pacto, le declaro que yo no 
haré uso de esa facultad con fines electorales”. Entonces yo, 
continuó el doctor Ramírez, comuniqué á los negociadores 
del Pacto “clara y terminantemente”, que Batlle no admitía 
cláusula ninguna que importase una limitación de la facul- 
tad de llevar la fuerza pública donde lo creyese necesario 
cuando las circunstancias se lo aconsejasen, y esto sin duda 
se discutió en Nico Pérez largamente, pero al cabo de dos o 
tres horas vino la respuesta de que el Pacto quedaba acepta- 
do sobre las bases antes convenidas, sin hablar para nada 
de la ubicación de los regimientos». 


Al día siguiente, 7 de Febrero, se publicaba un 
reportaje al doctor Martín C. Martínez, que ya entonces 
había abandonado la cartera de Hacienda, retirándose 
del gobierno del señor Batlle, en el que aquel ciudadano 
al dar cuenta de una entrevista que había tenido antes de 
la guerra con el doctor Alfonso Lamas, decía lo siguiente: 


«Al tanto pues, de este antecedente personal, se lo 
recordé al doctor Lamas, y éste me contestó, palabra más 
6 menos, que era cierto que el senor Batlle le expresó en 
la oportunidad indicada que ningún compromiso había 
contraído ni contraía sobre colocación de la fuerza públi- 
ca, pero, me agregó el doctor Lamas: cuando esa mani- 
festación me hizo el señor Presidente, ya Aparicio Saravia 
y sus Jefes estaban lejos, y yo no podía hacerlos volver á 
Nico Pérez para convenir la respuesta». 


El mismo día aparecía un reportaje del Presidente 
de la República, en el que éste, aclarando los conceptos 
del doctor Ramírez, se expresaba así: 
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«De la manera más terminante dije al doctor 
Ramírez que me reservaba la facultad de enviar la fuerza 
pública donde la creyese necesaria ó conveniente, y que 
no admitía ninguna limitación de esa facultad. Lo que 
dije al doctor Ramírez, y él debe recordarlo, fué que no 
enviaría nunca la fuerza pública á los Departamentos de 
administración nacionalista para modificar situaciones 
electorales, y , además, que por el momento no la envia- 
ría á ninguno de ellos porque ya había resuelto colocar 
los regimientos en otros puntos. Pero agregué que esta 
última declaración no debía tomarse ni como la sombra de 
un compromiso. 

«No me explico cómo el doctor Ramírez puede 
haber olvidado esto. Le repetí varias veces las mismas 
palabras, recalcándolas con la mayor energía posible y 
expresándole mi vivo deseo de que no hubiera malos 
entendidos al respecto. La importancia del asunto pare- 
ce, por otra parte, que excluye el olvido á tan corto plazo. 

«Felizmente, estas declaraciones no las hice sola- 
mente al doctor Ramírez. Apenas llegó el doctor Lamas 
de Nico Pérez, dos días después, cuando me apresuré á 
hacérselas también á él en forma igualmente precisa y 
categórica. Y estas declaraciones las recordaba hace dos 
meses el doctor Lamas. No se las negó, en efecto, al doc- 
tor Martín C. Martínez, cuando éste le observaba que yo 
me creía con pleno derecho á hacer entrar los regimien- 
tos en Rivera, y se limitó á decir que esa declaración se la 
había hecho yo demasiado tarde, cuando ya las divisiones 
de Saravia volvían á sus Departamentos. 

«No recuerdo ni tengo tiempo para confrontar 
los datos necesarios para poner en claro si las divisiones 
de Saravia se habían puesto ya en marcha; pero observo 
que si mi declaración pudo ser tardía, se debió sólo á que 
la exigencia lo fué también, y recuerdo perfectamente 
que el doctor Lamas no me dijo entonces nada de eso, ni 
se quejó de que aquello fuera una sorpresa. Saravia, por 
otra parte, habría podido ordenar fácilmente una nueva 
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reconcentración de sus fuerzas, ya que ellas se disolvie- 
ron muy lentamente y en medio de las mayores alarmas y 
sobresaltos». 


Podríamos seguir aclarando la cuestión con otros 
documentos ilustrativos; pero creemos que ya es bastan- 
te. Quizá hayamos estado un poco pesados; pero el escla- 
recimiento de este punto, que ni ha querido tocar siquie- 
ra el Directorio en su extracto de Memoria, es de suma 
importancia como se verá, tal vez como ya se sabe, para 
juzgar con discernimiento completo de las causas de la 
guerra atroz que vino después. 

Demostrado, pues, hasta la más absoluta eviden- 
cia, cuál fué el verdadero alcance del convenio de Nico 
Pérez, veremos en los artículos sucesivos quiénes fueron 
los que lo violaron y trajeron sobre el país la calamidad 
abominable de una espantosa guerra civil. 


IV 


CUMPLIMIENTO DEL CONVENIO 


En el número de ayer de su órgano periodístico, 
el Directorio comienza la publicación integra de la 
Memoria cuyo extracto se dió en El Siglo del domingo. 

La primera parte de dicha Memoria, es decir, el 
fragmento publicado ayer, es una relación de los aconte- 
cimientos de Marzo de 1903, y una falsa afirmación de 
que en el convenio de Nico Pérez figuraba la obligación 
por parte del Gobierno de no enviar fuerzas de línea á los 
Departamentos administrados por el saravismo. 

Los lectores que nos hayan seguido en nuestros 
tres artículos anteriores, que precisamente y sin saberlo, 
han venido á contestar al primer fragmento de la Memo- 
ria directorial, podrán haber formado juicio exacto acer- 
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ca de la consistencia de semejantes falsedades. Compren- 
demos cómo, con relación a estos importantísimos pun- 
tos, el Directorio se empeña en disfrazar la verdad, por la 
misma razón porque extranábamos que no hubiera 
intentado mentarlos siquiera, en el extracto que publicó 
en El Siglo, es decir, porque de la constatación de ambos 
hechos, y sobre todo del referente á la ubicación de los 
regimientos de línea, arranca la verdadera explicación 
de las causas que produjeron la desastrosa guerra civil de 
1904. 

Consideramos completamente probada con los 
artículos nuestros anteriores esta cuestión capital, que el 
Directorio en su Memoria íntegra ha querido falsear con 
tan poca habilidad, que afirma que la condición referida 
figuraba implícitamente en el convenio de paz del 97, y 
que «fué reconocida desde los primeros momentos por 
el Gobierno que presidió el señor Cuestas», cuando es un 
hecho de notoria y pública evidencia que el regimiento 
3° de Caballería estuvo destacado en Melo hasta su diso- 
lución, es decir, hasta fines de 1898, ó sea quince meses des- 
pués de celebrado el convenio de paz, en el cual, á estar á 
lo que se afirma, figuraría la «condición implícita», reco- 
nocida «desde los primeros momentos por el Sr. Cues- 
tas», de que dicho regimiento no podía estar en un 
Departamento que, como Cerro Largo, pertenecía al 
saravismo. 

Pues bien: probado con la publicación del borra- 
dor en que figuraban las «únicas estipulaciones» del 
Pacto de paz de Nico Pérez de 1903, con las aclaraciones 
del doctor Escolástico Imas, Presidente del Directorio 
nacionalista, enseguida de celebrado aquel Pacto, con las 
manifestaciones del órgano directorial de entonces, La 
Prensa, y demás diarios de la capital, con la información 
del Presidente de la República, y con el silencio prolon- 
gado que ante todas estas aclaraciones guardaron Saravia 
y los suyos, el Directorio, los negociadores de la paz y 
todos los interesados en una palabra —probado, decía- 
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mos, que el Presidente de la República no contrajo más 
compromiso con los rebeldes de Marzo que designar 
durante todo el período de su gobierno a cinco Jefes 
Políticos de acuerdo con el Directorio, y otro más, tam- 
bién nacionalista pero sin acuerdo de esa corporación, 
veamos si estas condiciones fueron ó no fielmente obser- 
vadas por el señor Batlle y Ordóñez hasta el estallido de 
la insurreción de 1904. 

El Pacto de Nico Pérez fué arrancado al Presiden- 
te de la República por la violencia. Apenas iniciado su 
gobierno y en medio de la indignada estupefacción del 
país, Saravia se levanta en armas con sus huestes. El 
hecho se produjo en condiciones tan extraordinarias, 
que era como para sobrecoger al mandatario de ánimo 
más fuerte. En materia civil, los contratos en cuyo con- 
sentimiento ha mediado la violencia hacia una de las par- 
tes quedan viciados de nulidad, y son por consecuencia 
rescindibles. En materia política, el vínculo de obligacio- 
nes creadas por un convenio arrancado también por la 
violencia de la fuerza armada, tiene el mismo vicio si no 
lo tiene peor. No hay consentimiento válido cuando él ha 
sido arrancado por brutalidad de la fuerza. El caso de 
Saravia, de Marzo de 1903, puede ser asimilado al que 
asalta en despoblado é intima la entrega de «la bolsa ó la 
vida». 

¿Pretendemos con las precedentes consideracio- 
nes justificar cualquier violación del convenio de Nico 
Pérez por parte del señor Batlle y Ordóñez? No, de nin- 
guna manera. Á pesar de aquellos vicios que lo afectaban, 
el Presidente de la República cumplió escrupulosamente 
hasta estallada de nuevo la guerra, todas y cada una de las 
cláusulas á que se comprometió. 

Se había comprometido á nombrar a cinco de los 
Jefes Políticos nacionalistas de acuerdo con el Directorio, 
y los cinco fueron designados en esa misma forma. Se 
había comprometido a designar a otro, el de San José, en 
la persona de un ciudadano nacionalista que hubiese 
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adherido al movimiento revolucionario del 97, y el nom- 
brado llenaba esas condiciones. 

¿Cómo fué pues que se produjo el alzamiento de 
1904? ¿Qué razones pudieron mediar para que Saravia y 
los suyos se levantaran en armas asolando el país, ensan- 
grentándolo, arruinándolo y llevando el luto y la desespe- 
ración á sus hogares? Y si no hubo razones, ¿qué pretex- 
tos siquiera pudieron invocarse para llegar á la tremenda 
solución de las armas? 

Antes de plantearse los problemas políticos fun- 
damentales en el terreno de la lucha armada, se plantean 
en el terreno de las controversias tranquilas del derecho. 
Y bien: ¿acaso el saravismo antes de recurrir á sus lanzas 
recurrió á sus razones? Jamás. La base de la situación en 
aquel entonces reposaba sobre el cumplimiento estricto 
por parte del Ejecutivo de la ley y del convenio de Nico 
Pérez. Ni á uno ni á otro deber faltó el Ejecutivo, y preci- 
samente por aquel tiempo cuando los saravistas se agita- 
ban sordamente preparando su sangriento atentado, 
preguntamos desde estas mismas columnas, una y cien 
veces, cuál era la causa de su intranquilizadora actitud, 
sin encontrar ninguna respuesta. 


«Todos tienen que convencerse y están convenci- 
dos —decíamos en nuestro artículo del 21 de Diciem- 
bre— de que no hay medio de dejar contentos á estos 
señores de la fracción política que responde al señor 
Saravia. El Gobierno no les dice nada, no les hace nada, 
cumple con escrupulosa fidelidad el convenio de Nico 
Pérez y todas sus energías las dedica al bien del país sin 
molestarles en absoluto. ¿Qué tendría que hacer, pregun- 
tamos por centésima vez, para complacer á hombres tan 
susceptibles, tan quisquillosos, tan exigentes? Se quejan 
de una manera general, sin concretar nada, de que en 
todos los actos del Gobierno impera el espíritu de parti- 
do. Pero, ¿dónde está ese espíritu de partido aplicado á 
las resoluciones oficiales? ¿En que el Poder Ejecutivo no 
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persigue á los ciudadanos colorados, no los veja, no los 
encarcela, no los desmoraliza y desorganiza como ha 
ocurrido en administraciones anteriores? ¡Pero es que 
pretenden ustedes, señores de la mayoría, que toda la 
vida sea el Gobierno un agente de desquicio en las filas 
adversas á ustedes y al servicio de ustedes? ¿Es esa la supe- 
rioridad que ustedes encuentran en el señor Cuestas? Y si 
no es ésta, ¿cuál es? ¿O es que no toleran que el caudillo 
que es árbitro supremo entre ustedes no lo sea también, 
como antes, en las decisiones del Gobierno? ¿Aspiran 
ustedes nuevamente al restablecimiento de las embaja- 
das al Cordobés y de las consultas al Directorio? ¿Es por 
esto que ustedes están resentidos y que consideran al 
Gobierno una calamidad nacional? Y si no es por esto, ni por 
aquello ¡por favor! ¡por última vez! ¿por qué ustedes han 
emprendido esa hostilidad sin cuartel contra la situación 
actual? ¿por qué no lo dicen de una vez?» 


Se nos pudo haber contestado entonces que el 
Gobierno violaba el convenio de Nico Pérez al mantener 
—como efectivamente hacía dos meses que mantenía— 
dos cuerpos de línea en el Departamento de Rivera. Pero 
no se nos contestó ni palabra. Y entre tanto seguían las 
amenazas y los sordos preparativos, que trajeron la afren- 
tosa revuelta de Enero siguiente! 


V 


INTERPRETACIÓN DEL DOCTOR RAMÍREZ 


Al terminar uno de nuestros artículos anteriores 
decíamos que no seguíamos citando más documentos 
para explicar cómo el convenio de Nico Pérez, que puso 
término á la conmoción armada de Marzo de 1903, no 
contenía ni explícita ni implícitamente ninguna cláusula 
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relativa á ubicación de fuerzas de línea, porque creíamos 
el asunto sobradamente aclarado. En efecto: las propias 
declaraciones del doctor Imas y del Presidente de la 
República, á raíz de pactado aquel convenio, tan concor- 
dantes entre sí que al tenor de toda la prensa pudo decir 
El Siglo del 3 de Abril de 1903, que ambas declaraciones 
«no diferían en lo mínimo en cuanto á la no existencia 
de cláusulas secretas y á declarar limitado el convento á lo que 
conoce todo el mundo», bastaban para que con su transcrip- 
ción quedara el punto completamente evidenciado. El 
doctor Imas era en aquel entonces Presidente del Direc- 
torio nacionalista, y en su calidad de tal, debía saber si el 
convenio estaba ó no limitado á lo que conocía todo el 
mundo. Y bien: ¿Qué era esto que todo el mundo cono- 
cía? Era ni más ni menos que el borrador del doctor José 
Pedro Ramírez, que también se publicó en aquel enton- 
ces, y que por eso era «conocido de todo el mundo», y 
que volvimos á publicar días pasados, borrador en el 
cual, como se habrá visto, no se hacía la mínima alusión 
respecto á colocación de fuerzas de línea. 

Como si esto —las declaraciones concordantes 
del Presidente de la República y las del Directorio, que 
venían á ser la interpretación auténtica del convenio— 
no bastara, hicimos públicas también las mismas mani- 
festaciones del órgano directorial de entonces, La Pren- 
sa, y transcribimos párrafos de artículos nuestros de 
antes de producido el estallido en que se desentrañaba 
completamente la cuestión. El silencio de los negociado- 
res del Pacto, cuando se hicieron estas terminantes acla- 
raciones, concluía por conformar como una absoluta la 
plena evidencia de que el único compromiso que había 
contraído el Presidente de la República respecto á los 
saravistas, era el de nombramiento de Jefes Políticos y 
nunca nada relativo á los cuarteles ó campamentos de 
las fuerzas de la Nación. 

Lo que se relaciona con este último punto tiene, 
como ya lo hemos dicho, grandísima importancia, por- 
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que en él se encuentra el origen ó el pretexto invocado 
para la criminal aventura en que pusieron los saravistas 
en zozobra al país durante nueve meses del pasado año. 

Es por esta razón que todavía nos permitiremos 
insistir un poco al respecto. 

Ya es sobradamente conocido lo que contestó el 
Presidente de la República al doctor José Pedro Ramírez, 
cuando éste, al ultimarse las negociaciones de paz de 
Nico Pérez, formuló el pedido relativo á los regimientos, 
es sobradamente conocido también lo que el primer 
magistrado dijo dos días después al doctor Alfonso 
Lamas, cuando éste regresó de Nico Pérez. No quiso con- 
traer ni la sombra de un compromiso respecto á la ubica- 
ción de las fuerzas de línea. Sin embargo, si esto no es 
verdad, si el Presidente se comprometió á algo en cuanto 
a ese punto, ¿cómo es que tanto el doctor Ramírez como 
el doctor Lamas asintieron con su silencio á todas las 
publicaciones á que anteriormente nos hemos referido? 

¿No resulta de esas publicaciones, entre las cuales 
las hay del Presidente de la República y del Presidente 
del Directorio, del órgano de esta corporación y de la 
prensa toda de Montevideo, que el señor Batlle y Ordó- 
ñez se comprometió solamente, exclusivamente á lo 
«conocido por todo el mundo», es decir al borrador 
publicado entonces, y escrito de puño y letra del doctor 
Ramírez? ¿Cómo es que éste ó el doctor Lamas facilita- 
ron dicho borrador para que EL Día obtuviera una copia 
auténtica de él y la publicara en su edición del 6 de Abril 
de 1903, diciendo que eran las únicas bases de la paz, sin 
que el doctor Ramírez ni el doctor Lamas hicieran ningu- 
na aclaración ni ninguna reserva? ¿Cómo es que cuando 
—en nuestras ediciones del 3, del 4 y del 8 de Enero de 
1904, aclarando lo que había pasado entre los doctores 
Lamas y Ramírez y el Presidente de la República respecto 
al asunto de los regimientos— invocamos por si se quería 
desmentirnos, hasta por tercera vez el testimonio de aquellos ciu- 
dadanos, éstos asintieron con su completo mutismo, siendo 
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de notar que estaba el primero en Montevideo, y que el 
doctor Lamas recién se ausent6 en viaje para Melo en la 
tarde del 2 de Enero? 

Nunca hasta después de producirse la guerra, y á 
pesar de las publicaciones terminantes hechas al respec- 
to y hasta de incitaciones públicas y expresas, los negocia- 
dores del convenio dejaron sancionar tácitamente —por- 
que el silencio es una aprobación tácita, sobre todo 
cuando se ha interpretado directamente— las reiteradas 
manifestaciones de que el Presidente de la República no 
tenía con los saravistas más compromisos que el relacio- 
nado con los nombramientos de Jefes Políticos. 

Algo dijeron después, cuando la guerra estaba ya 
producida ó terminada, cuando ya no era útil para preve- 
nirla oír la palabra de los negociadores, que podía haber- 
la evitado sin duda, si antes de provocar el estallido, ense- 
guida de la sola anticipación de un ultimatum reservado y 
subversivo, hubiera existido una verdadera alegación de 
los derechos que los insurrectos estimaban como lesiona- 
dos. Hablar entonces, y hablar claro, era hasta un deber, 
y un deber perentorio impuesto por el patriotismo, obli- 
gado por aquellas dolorosas circunstancias, en que la 
aclaración de los conceptos habría evitado al país nueve 
meses de una guerra desastrosa, nueve meses de ruina, 
de desolación, de luto y de sangre. 

Y ese algo que dijeron después, y que ahora quie- 
re aprovechar el Directorio en su tardía Memoria, es lo 
que discutiremos nosotros. 

El primer fragmento de dicha Memoria termina 
publicando una carta del doctor José Pedro Ramírez al 
doctor Alfonso Lamas, que lleva fecha de 31 de Diciem- 
bre de 1903, y que hasta ahora se había guardado en el 
más profundo misterio. 

En esa carta el doctor Ramírez transcribe el 
siguiente telegrama que el doctor Lamas le dirigió desde 
Nico Pérez en la mañana del 27 de Marzo de 1903: 
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«Llega hasta nosotros la noticia de que el Presi- 
dente de la República tiene en vista colocar fuerzas de 
línea en los Departamentos que según el Pacto deben 
ser administrados por ciudadanos afiliados al Partido 
Nacional y esto puede obstaculizar la aprobación de las 
bases de la paz sometidas á los Jefes del Ejército aquí reu- 
nidos. Le ruego se apersone al señor Presidente de la 
República para obtener explicaciones y seguridades al 
respecto». 


El doctor Ramírez declara que después de confe- 
renciar con el Presidente, le contestó al doctor Lamas en 
los siguientes términos: 


«Celebré compromiso con el Presidente sobre Depar- 
tamentos nacionalistas, con resultado completamente 
satisfactorio. Pero todo eso como lo indicó, en forma com- 
pletamente confidencial y sin que eso sea objeto del Pacto 
ya convenido ni de otro compromiso cualquiera». 


Hemos subrayado intencionalmente la palabra 
compromiso. Ella en efecto es falsa. No figuraba en el tele- 
grama verdadero del doctor Ramírez. En él se decía 
«celebré conferencia» y no compromiso, lo que es bien dife- 
rente. La prueba de esto se puede ver en el reportaje del 
propio doctor Ramírez publicado en El Tiempo y en EL 
Día de 6 de Febrero de 1904, en el cual transcribe el 
mismo telegrama. El Directorio, sea por equivocación ó 
sea exprofeso, ha puesto, sin embargo, compromiso en la 
Memoria que está dando á la publicidad. 

El doctor Ramírez concluye su carta al doctor 
Lamas en los siguientes términos, que constituyen el 
único párrafo que no sea transcripción de telegramas 
anteriores: 


«Diré á usted ahora lo que yo llamaba resultado 
satisfactorio. Llamaba resultado satisfactorio á las seguri- 
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dades que me dió el señor Presidente de la República, 
que había agregado que eso me lo manifestaba en carác- 
ter confidencial sin que fuese objeto del Pacto ya conve- 
nido ni de otro compromiso cualquiera, agregando por 
mi parte que podía usted confiar en la exactitud de lo 
que le comunicaba. Dejando así contestada su favoreci- 
da, me repito su affmo. compatriota y amigo». 


El lector menos experto verá en el precedente 
párrafo de la contestación del doctor Ramírez una vague- 
dad que salta inmediatamente á la vista. Dice que llama- 
ba «resultado satisfactorio á las seguridades que le había 
dado el Presidente de la República». Pero ¿cuáles eran 
esas seguridades? El doctor Ramírez las calla, y nosotros 
las diremos en su lugar. El Presidente de la República, en 
la entrevista á que se refiere la carta arriba transcripta, 
declaró a su interpelante que por entonces ya tenía dispuesta 
la colocación de los cuerpos de línea en Departamentos que no 
eran los administrados por nacionalistas, pero que esta reso- 
lución no debía tomarse como un compromiso de su 
parte, ni siquiera como la sombra de un compromiso, pues 
quería reservarse esa facultad, que consideraba inaliena- 
ble. El «resultado satisfactorio» obtenido por el Dr. Ramí- 
rez podría referirse, pues, á la primera parte subrayada 
de las líneas precedentes; pero la verdad es que eso no 
era el «resultado» de su entrevista, pues lo principal de 
ese «resultado» no era lo transitorio que expresaban aque- 
llas palabras, sino lo permanente y definitivo de las últimas 
subrayadas, en las que el señor Batlle y Ordónez manifes- 
taba clara y terminantemente su resolución de no con- 
traer al respecto ningún compromiso, ni la sombra de un 
compromiso (textual). 

Esto mismo fué lo que dijimos, invocando los pro- 
pios testimonios de los doctores Lamas y Ramírez, en 
nuestro artículo del 3 de Enero de 1904, sin que fuéra- 
mos contestados. 
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«El señor Batlle y Ordóñez, decíamos entonces, 
contestó inmediatamente que esa facultad quería reservár- 
sela en toda su amplitud; que si bien en esos momentos tenía 
resuelta la ubicación de los cuerpos de línea en Departamentos 
que no eran administrados por nacionalistas, esta disposición 
no debía tomarse ni como la sombra de un compromiso». 


El doctor Ramírez debió pues haber contestado á 
la asamblea armada de Nico Pérez todo el resultado de su 
entrevista, no sólo el satisfactorio sino el no satisfactorio 
también, que era lo principal. 

Y para que se vea cómo en realidad el doctor 
Ramírez entendía así la respuesta del Presidente, trans- 
cribimos á continuación el siguiente párrafo de su 
reportaje del 6 de Febrero de 1904. Decía entonces lo 
siguiente: 


«En mi concepto, el Presidente de la República no 
quiso enajenarse en absoluto el derecho de llevar fuerzas de línea á 
los Departamentos administrados por ciudadanos nacio- 
nalistas». 


Y un poco más abajo dice en el mismo reportaje: 


«A fines de Diciembre (es decir: cuando la guerra 
era inminente), el conflicto internacional no había teni- 
do solución ni la ha tenido hasta la fecha, y subsistía por 
consiguiente la razón que había determinado la presen- 
cia de esos regimientos en el Departamento de Rivera. 
Aunque tal razón no existiese en puridad de verdad, exis- 
tía el pretexto legal, y era una imprudencia formular ningu- 
na exigencia perentoria á ese respecto, y sobre todo ante 
la perspectiva, más que probable, por el conocimiento 
que se tenía de la disposición del ánimo del Presidente 
de la República en ese momento, de que formular la exi- 
gencia era decretar la guerra civil con todas sus perturba- 
ciones y todos sus horrores». 


—— 


130 


PEDRO MANINI Rios 


Ahora bien: de las transcripciones que acabamos 
de hacer surgen inmediatamente estas reflexiones: 
¿Cómo si los saravistas formularon la exigencia de que no 
fueran cuerpos de línea á sus Departamentos pudo con- 
testárseles que el resultado de la respuesta del Presidente 
era satisfactorio, cuando el Presidente no quiso enajenarse en 
absoluto ese derecho? ¿Cómo puede sostenerse que dicho 
resultado habría sido satisfactorio, cuando después se 
aduce que existía pretexto legal para mantener los regi- 
mientos en Rivera? Si había pretexto legal, no había existi- 
do compromiso alguno al respecto. Esto tiene una evi- 
dencia de axioma. No hay necesidad de demostrarlo. 

No. Debemos creer que la verdadera respuesta 
del doctor Ramírez, la única congruente y lógica con sus 
ulteriores manifestaciones, es la referida en la siguiente 
versión, que el mismo día 6 de Febrero el señor Daniel 
Muñoz, asegurando formalmente que era cierta, puso en 
labios del propio doctor Ramírez, sin que éste la desmin- 
tiera después. 

Según el señor Muñoz, el doctor Ramírez le dijo 
estas palabras, que publicamos anteayer y volvemos á 
publicar hoy: 


«Avisado de lo que ocurría en Nico Pérez, empe- 
cé por objetar que me parecía imprudente tocar ese 
punto, pero, urgido por una contestación categórica, fuí 
á ver á Batlle y lo enteré de la dificultad surgida. Batlle no 
titubeó ni un momento para darme respuesta franca y resuelta. 
“No admito, dijo, la minima restricción de mi facultad constitu- 
cional de situar las fuerzas donde lo crea necesario para el man- 
tenimiento del orden interno ó para el resguardo de la 
soberanía nacional”. Comprendi en el tono de Batlle, agregó 
el doctor Ramírez, que era inútil toda insistencia y no insisti, 
pero Batlle, como adelantándose á destruir toda sospe- 
cha que pudiera nacer sobre la sinceridad de sus propósi- 
tos ulteriores, me dijo: “A usted como amigo, pero sin 
que esto entre para nada en el Pacto, le declaro que yo no 
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haré uso de esa facultad con fines electorales”. Entonces 
yo, continuó el doctor Ramírez, comuniqué á los nego- 
ciadores del Pacto “clara y terminantemente”, que Batlle no 
admitía cláusula ninguna que importase una limitación de la 
facultad de llevar la fuerza pública donde lo creyese necesario 
cuando las circunstancias se lo aconsejasen, y esto sin 
duda se discutió en Nico Pérez largamente, pero al cabo 
de dos ó tres horas vino la respuesta de que el Pacto que- 
daba aceptado sobre las bases antes convenidas, sin hablar 
para nada de la ubicación de los regimientos». 


Como se habrá visto más arriba, también el Directo- 
rio cita en su Memoria manifestaciones del doctor Alfonso 
Lamas sobre este importantísimo punto, que considerare- 
mos en el artículo de mañana. 


VI 


SILENCIO FUNESTO 


Como hicimos constar en nuestro articulo de ayer 
y en los anteriores, el doctor Alfonso Lamas, negociador 
del convenio de Nico Pérez, guard6 siempre un comple- 
to silencio respecto a las manifestaciones que le habia 
hecho el Presidente de la República, según las cuales éste 
entendía no haber contraído compromiso alguno con el 
saravismo respecto á la ubicación de las fuerzas de línea. 
Ese silencio no fué roto á pesar de las posteriores y termi- 
nantes aclaraciones del doctor Imas, Presidente del 
Directorio, ni de las concordantes del Presidente de la 
República, ni de las de la prensa en general. El doctor 
Lamas consintió, pues, en que el convenio tuviera la 
interpretación estricta que se le dió, cuando su protesta 
ante tan reiteradas manifestaciones habría provocado el 
debate y aclarado sin duda los conceptos equivocados y 
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las interpretaciones torcidas que dicho convenio hubiera 
podido merecer. 

Fuera de algunas insinuaciones privadas, más 
bien dicho, reservadas ó confidenciales, cuando los regi- 
mientos 4° y 5° de Caballería se destacaron en Rivera, el 
doctor Lamas no salió de su mutismo sino cuando el Pre- 
sidente de-la República, en el mensaje de solemne aper- 
tura de la actual asamblea, el 15 de Febrero de 1905, al 
relatar los sucesos que provocaron la guerra civil, dijo 
refiriéndose á la pacificación de Marzo de 1903: 


«Manifesté entonces primero al doctor José Pedro 
Ramírez, mediador en las negociaciones de paz, y des- 
pués al doctor Alfonso Lamas, Presidente del Directorio, 
que conservaba absoluta libertad de acción á ese respec- 
to y que si bien la fuerza de línea no era enviada por el 
momento á los Departamentos administrados por Jefes 
Políticos nacionalistas, pues ya estaba resuelta su coloca- 
ción en otros Departamentos, ni se modificaría su situa- 
ción con ningún fin legítimo, iría en lo sucesivo donde el 
Poder Ejecutivo lo determinara. Dije entonces que no 
contraía ni la sombra de un compromiso». 


El doctor Lamas contestó á este párrafo con una 
carta que publicó el 18 de Febrero y en la que decía lo 
siguiente: 


«Debo decir también y de un modo terminante, 
que si bien el señor Presidente me manifestó varios días 
después de hecha la paz que no aceptaba la imposición 
que por intermedio del doctor Ramírez le hizo la Asam- 
blea Militar nacionalista de Nico Pérez, dijo también con 
toda precisión y sin salvedades de tiempo que no enviaría 
fuerzas á los Departamentos administrados por naciona- 
listas. 

«¿Qué debía hacer entonces? ¿Telegrafiar al gene- 
ral Saravia y á los Jefes de División que formaran nueva- 
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mente el ejército porque el Presidente desconocía lo afir- 
mado telegráficamente por el doctor Ramírez? Tal debió 
ser mi conducta si en aquella época la palabra del Presi- 
dente de la República no tuviera para mí todo el valor de 
una cláusula firmada. Así lo aseguré en momentos solem- 
nes á hombres dirigentes del Partido Nacional y no publi- 
caría seguramente estas líneas, si el saber honrar la pala- 
bra no fuera un deber elemental é ineludible para los 
poderosos y para los humildes». 


Al día siguiente de publicada esta carta del doctor 
Lamas, el 19 de Febrero, EL DÍA publicó un reportaje al 
Presidente de la República, en que se destruían y aclara- 
ban los conceptos vertidos en ella. Decía así el señor Bat- 
lle y Ordóñez en el citado reportaje: 


«Lo que he dicho en mi mensaje es la expresión 
exacta de la verdad y la incoherencia de las manifestacio- 
nes que hace el doctor Lamas lo demuestra. 

«Resulta de sus palabras que yo le hice saber, 
varios días después de hecha la paz, que no aceptaba la 
imposición que por intermedio del doctor Ramírez me hacía la 
asamblea nacionalista de Nico Pérez y resulta que el doctor 
Lamas cree que él debió telegrafiar inmediatamente al señor 
Saravia y á los Jefes que lo acompañaban que formaran 
nuevamente el ejército porque yo desconocía lo afirmado tele- 
gráficamente por el doctor Ramírez. 

«¿Por qué no hizo esto último? 

«Porque mi palabra tenía para él entonces el 
valor de una cláusula firmada, dice, y yo á la vez le había 
dicho sin reticencias, ni salvedades de tiempo, que no 
enviaría fuerzas á los Departamentos administrados por 
nacionalistas. 

«Pero ¿no resulta contradictorio que yo le mani- 
festara categóricamente, que no aceptaba la imposición 
de los Jefes nacionalistas de que no enviara fuerzas á los 
Departamentos en cuestión y le garantiese, al mismo 


134 





PEDRO MANINI Rios 


tiempo, que no las enviaría? ¿No hubiera sido eso pueril 
e irrisorio? 

«Y si así hubiesen pasado las cosas, ¿qué necesi- 
dad habría habido de que el señor Lamas pensara en 
telegrafiar inmediatamente al señor Saravia y á las perso- 
nas que lo seguían para que volvieran á reunirse en Nico 
Pérez? z 

«El señor doctor Lamas no ha dicho siempre lo 
mismo que ahora dice. El día en que los regimientos 4° y 
5° de Caballería salieron de San Fructuoso hacia Rivera, 
el señor Lamas le pidió una conferencia al señor Martín 
C. Martínez, entonces Ministro de Hacienda, y le hizo 
saber que la entrada de aquellos regimientos en el 
Departamento de Rivera sería causa de un nuevo levanta- 
miento nacionalista. El doctor Martínez me dió noticia 
de aquella novedad y trasmitió al señor Lamas mi afirma- 
ción de que no había contraído ningún compromiso al 
respecto y de que el señor Lamas lo sabía perfectamente. 

«El señor Lamas no negó entonces esta circuns- 
tancia al doctor Martín C. Martínez limitándose á argüir 
que yo le había hecho aquella manifestación cuando ya 
las fuerzas nacionalistas de Nico Pérez volvían á sus 
Departamentos. 

«Esta misma observación, sin embargo, no tenía 
valor alguno. La exigencia se me presentó á última hora 
por el doctor Ramírez y yo no tomé plazos para rechazar- 
la, sino que lo hice inmediatamente. El doctor Lamas no 
había vuelto aún de Nico Pérez, pero así que volvió, le 
pedí una conferencia para formularle las mismas decla- 
raciones. 

«La salida, por otra parte, de las fuerzas naciona- 
listas de Nico Pérez no les impedía volverse á reunir 
inmediatamente, y la ignorancia en que habría estado el 
Gobierno de aquella reacción, la habría hecho más fácil 
todavía». 
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En esa misma edición del 19 de Febrero, volvimos 
á hacer público el reportaje del doctor Martín C. Martí- 
nez, á quien alude el Presidente en los párrafos transcrip- 
tos, de 7 de Febrero del año anterior. Decía el doctor 
Martínez en su reportaje: 


«Antes de esta entrevista del doctor Lamas conmi- 
go, y á pesar de los motivos de orden internacional que 
justificaban la entrada de los regimientos en Rivera, 
desde el primer momento nos preocupó á algunos de los 
Ministros la repercusión que ese hecho podría tener en 
nuestra política interna. 

«Comunicamos tales aprensiones al Presidente de 
la República y le oímos que ningún compromiso lo ligaba 
á no situar en esos Departamentos las fuerzas del Ejérci- 
to: que eso se lo había expresado terminantemente al 
doctor Ramírez, cuando otro tanto pretendieron los 
revolucionarios de Marzo, de balde no tenía entonces, y 
así se lo significó al doctor Ramírez confidencialmente, 
el propósito de llevar fuerzas á dichos Departamentos; y 
agregó el señor Batlle: que si por acaso el doctor Ramírez 
no había sido suficientemente explícito, el mismo día del 
regreso del doctor Lamas de Nico Pérez, lo llamó á éste y 
le repitió aquella reserva absoluta de su facultad constitu- 
cional. 

«Al tanto, pues, de este antecedente personal, se lo 
recordé al doctor Lamas, y éste me contestó, palabra más ó menos, 
que era cierto que el señor Batlle le expresó en la oportunidad indi- 
cada, que ningún compromiso había contraído ni contraía sobre 
colocación de la fuerza pública, pero, me agregó el doctor 
Lamas: cuando esa manifestación me hizo el señor Presi- 
dente, ya Aparicio Saravia y sus Jefes estaban lejos, y yo no podía 
hacerlos volver á Nico Pérez para convenir la respuesta». 


Ante estas categóricas declaraciones del Presiden- 
te de la República y del doctor Martínez, el doctor Lamas 
no contestó nada más. 
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Quedamos, pues, en la convicción por todo lo 
transcripto hoy y ayer en estas columnas de que el doctor 
Lamas se enteró, apenas ultimada la paz de Nico Pérez, y 
cuando el ejército insurrecto todavía no se había disuelto, sino 
que estaban en pié, organizadas y armadas todas sus divisiones, 
se enteró decíamos, de que el Presidente de la República 
protestaba expresamente de no haber contraído ningún 
compromiso respecto á la colocación de la fuerza de 
línea. ¿Por qué el doctor Lamas silenció, entonces, esta 
declaración? ¿Por qué no trató de confrontarla con las 
declaraciones del doctor José Pedro Ramírez, que era el 
otro negociador de la paz y el primero que había recibi- 
do la respuesta del Presidente? ¿Por qué no se apresuró á 
comunicarle á Saravia y á los suyos que estaban en una 
errónea creencia al suponer que había algún compromi- 
so respecto á punto tan importante? ¿Por qué autorizó 
con su silencio que para los Jefes revolucionarios conti- 
nuara teniendo valor un acta, que según nos dice ahora 
en su Memoria el Directorio, firmaron por aquel enton- 
ces en Nico Pérez estableciendo como integrante del 
convenio el pseudo compromiso de la ubicación de la 
fuerza de línea? ¿Por qué no desengañó inmediatamente 
á Saravia y á sus Jefes antes que se disolvieran sus divisio- 
nes? Este era su inmediato, su perentorio deber. El Presi- 
dente de la República, al hacerle sus manifestaciones, le 
dijo que eran para evitar erróneas interpretaciones en el futu- 
ro. ¿No valía más, pues, afrontar entonces la dificultad, 
aun á costa de riesgo de la paz que acababa de celebrarse, 
que dejar para el porvenir la fuente inevitable de un esta- 
llido que al fin se produjo trayendo al país nueve meses 
de luto y de ruina? 

Y sobre todo, ¿por qué cuando desde un mes antes 
de producirse la guerra, se amenazaba sordamente con 
ella, por qué los doctores Ramírez y Lamas no desengana- 
ron a Saravia y á la masa nacionalista, haciéndoles ver que 
si continuaban los regimientos 4° y 5° de Caballería en 
Rivera, era porque el Presidente de la República había 
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querido reservarse expresamente esa facultad y así se lo 
había declarado terminantemente a ellos? Ah! Si hubieran 
hablado, entonces, con abierta franqueza, ante la opinión 
del país sobrecogida en aquellas solemnes circunstancias, 
si hubieran dicho la ruda verdad á las masas nacionalistas 
agitadas, si no hubieran guardado un impenetrable silen- 
cio en medio de las angustias de aquellos terribles prolegó- 
menos, cuando la tempestad iba á desatarse iracunda y 
asoladora en el cielo del país, ¡cuántos males, cuántas fatí- 
dicas calamidades le habrían sin duda ahorrado! 

Y si no hubieran conseguido esto, habrían por lo 
menos evitado que nadie se pudiera haber considerado 
engañado, y que terminada la guerra, una vez depuestas 
las armas, hubiera Jefes de la insurrección que se pregun- 
taran con gesto de profunda decepción, sin encontrar ni 
el amago de una respuesta, cuál era la causa por que 
habían tomado las lanzas y contribuido a ensangrentar 
nueve meses al país! 

Se hubieran evitado por lo menos la aleccionado- 
ra enseñanza de este elocuente episodio que relata La 
Razón del 17 de Octubre de 1904, al escribir la crónica 
del desarme de la insurrección: 


«El coronel Zipitría, con fácil, sincera y hasta elo- 
cuente palabra, hizo la pintura de las funestas consecuen- 
cias que tenían para el país los “políticos” profesionales, los 
“puebleros” que por tener un título júzganse capaces de asu- 
mir la dirección del partido, y proceden sin consultar la 
opinión é intereses de los correligionarios de campaña, á quienes 
tienen en menos. “Si el Gobierno se entendiera directamente con 
los hombres de campo, no habría estas guerras que son anacró- 
nicas en el siglo XX. Nos entenderíamos fácilmente, porque 
nosotros no tenemos dobleces, y cuando estrechamos una 
mano es con verdadera sinceridad y no con reservas menta- 
les, reservas que después traen por consecuencia conflictos como 
éste. ¡Miren ustedes que haber muerto tanta y tanta noble 
gente! Y ¿para qué?... Y sobre todo: ¿Por qué? Desafío á cual- 
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quiera de los presentes á que me lo diga. Yo figuro entre los 
Jefes del Partido Nacional, he expuesto mi vida como 
cualquier otro y, sin embargo, hasta ahora ignoro la razón 
de esta guerra funesta que nos ha destrozado!...” Estas palabras 
fueron acogidas con manifestaciones de aprobación por 
los delegados del Gobierno. Los demás delegados nacio- 
nalistas permanecieron impasibles». 


¿Por qué... He aquí la terrible pregunta en los 
labios, aun después de terminada la guerra, del viejo 
veterano! ¿Se habría preguntado entonces el porqué, si en 
su debido tiempo se hubiera aclarado la cuestión? Las 
palabras del señor Zipitría produjeron entonces mucha 
sensación; pero no hubo nadie que se las contestara. 
¡Siempre el mismo silencio funesto! 


VII 


PERSISTENCIA DEL SILENCIO 


Creemos haber dejado completamente eviden- 
ciado en los artículos anteriores cómo el Pacto de Nico 
Pérez no contenía en forma alguna, ni explícita ni impli- 
citamente, ni expresa ni confidencialmente, ni de ningu- 
na manera, estipulación, ni compromiso, ni promesa 
alguna por parte de los poderes públicos con relación á 
los cuarteles 6 campamentos que debían ocupar las fuer- 
zas de línea. Hubiera sido suficiente, sin duda, con que 
dejáramos demostrado que nada se había convenido al 
respecto, para llegar al mismo resultado. Al efecto, nos 
remitimos á lo que decíamos en nuestro artículo del 3 de 
Enero de 1904, al comentar el ultimatum presentado por 
el Directorio para el retiro del Departamento de Rivera 
de los regimientos 4° y 5° de línea, so pera de la insurre- 
ción. Nos expresábamos entonces asi: 
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«Para que pudiera admitirse semejante preten- 
sión, sería menester que constara de una manera termi- 
nante entre las estipulaciones convenidas en Nico Pérez, 
es decir, que el Presidente de la República se hubiera des- 
pojado expresamente de la facultad que la Constitución 
le ha atribuido, como Jefe superior del Ejército y de la 
Armada. Decimos expresamente, porque, en efecto es inad- 
misible, y más que inadmisible, descabellado y ridículo, 
el socorrido estribillo de que se viola el espíritu del conve- 
nio al enviar fuerzas de línea á los Departamentos admi- 
nistrados por ciudadanos nacionalistas. Un compromiso, 
en efecto, de carácter tan excepcional como el que quita 
á uno de los poderes del Estado atribuciones constitucio- 
nalmente discernidas, no puede interpretarse lato sensu, 
sino de una manera absolutamente restrictiva. Esto no lo 
inventamos nosotros; esto no es un argumento acomoda- 
ticio sugerido por la presión de las circunstancias; esto es 
una regla que dicta no sólo el derecho universal, sino 
también el simple sentido común». 


Pero nosotros no sólo hemos constatado que no 
figuraban las cláusulas referidas en el convenio de Nico 
Pérez. Hemos evidenciado además que se trató la cues- 
tión, y el pedido de los insurrectos fué expresamente recha- 
zado por el Presidente de la República en su debida opor- 
tunidad, apenas ese pedido le fué formulado. Los 
saravistas debían saber esto y si no lo supieron sólo ha 
podido deberse al silencio de los negociadores que reci- 
bieron aquella respuesta de los propios labios del señor 
Batlle y Ordónez. 

Una prueba —implicita 6 indirecta, pero sin 
duda muy fehaciente— de lo que dejamos dicho está en 
que no se alegó públicamente que la permanencia de los 
regimientos 4° y 5° de Caballería en Rivera importaba 
una violación del convenio de Nico Pérez. La prensa 
saravista por aquellos tiempos, como ahora, se despeña- 
ba en cuantos denuestos le venían á la boca contra el 
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Gobierno. El más fútil pretexto le servía para arremeter 
contra él; el acto administrativo más inocente contra 
cualquiera de los Departamentos enfeudados hacía que 
proclamaran la violación del Pacto. Fué así que hubo 
Departamentos como Rivera en que no se podía perse- 
guir los malhechores ni ordenar investigaciones para 
descubrir los delitos sin que se levantara la protesta ira- 
cunda del saravismo! Sin embargo, nada se dijo contra el 
destacamento de los cuerpos mencionados en el mismo 
Departamento, que significara entenderse que se viola- 
ba el convenio. Este silencio, ¿qué podía implicar? ¿El 
no conocimiento del Pacto? Esto es inadmisible desde 
que se hizo constar, según lo dice ahora el Directorio, en 
un acta que firmaron todos los Jefes insurrectos en Nico 
Pérez. ¿La conciencia de la falta de razón? Esto es lo más 
probable, esto es lo seguro, esto es lo único que puede 
explicar semejante mutismo de dos meses en materia tan 
grave. 

Decíamos en nuestro ya citado artículo del 3 de 
Enero de 1904: 


«En artículos anteriores hemos preguntado hasta 
el cansancio cuál era la causa de la hostilidad latente del 
saravismo hacia el Poder Ejecutivo, á pesar de que éste 
cumplía con estricta fidelidad sus compromisos, y con 
inalterable respeto las leyes de la Nación. Cansados de espe- 
rar respuesta hubimos de sospechar más de una vez que el 
descontento de los adictos al señor Saravia tenía por 
motivo algo absurdo, ilegítimo, desprovisto completamente de 
todo derecho, alguna aspiración inconfesable, algún deseo impo- 
sible de manifestar sin que asomara el rubor al rostro de los exi- 
gentes. 

«Y la exigencia ha venido por fin, formulada de 
una manera vergonzante. El dilema está planteado. El 
Gobierno retira de Rivera los regimientos 4° y 5° de 
Caballería, ó el señor Saravia se levanta en armas con sus 
parciales y entrega al país á la desolación y á la miseria! Y 
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tan ilícito es esto que hasta ahora nadie se había atrevido á 
discutir públicamente el derecho del Gobierno, indisputa- 
ble, clarísimo, evidente de enviar las fuerzas militares á 
donde se le antojase, como tampoco ahora se discute, como 
tampoco se ha mencionado siquiera en todo el largo capítulo 
de acusaciones y de arremetidas que han venido sufriendo los 
poderes públicos». 


Al día siguiente, 4 de Enero, decíamos todavía: 


«Ahora bien: los adictos al señor Saravia sabían 
bien todo esto, debían saberlo, no podían menos de 
saberlo. Estaban convencidos, pues, de su falta absoluta 
de derecho para exigir del Poder Ejecutivo el retiro de 
los regimientos enviados á Rivera, 6 de que el Ejecutivo 
tenía el perfecto é indiscutible derecho de enviar los 
regimientos á donde se le antojase, aunque fuera al 
mismo Cerro Largo; estaban convencidos cuando no se 
atrevieron á decir palabra en seguida que acamparon en Rive- 
ra, cuando no lo dijeron en esos dos meses transcurridos, cuan- 
do aún en estos días, al exigir su retiro no han hecho la exigen- 
cia sino en la forma de la imposición y de la amenaza veladas, 
pero sin alegar ninguna razón que pudiera tener el 
menor asomo de valedera. En todo este largo tiempo en 
que se han desatado en las más crueles recriminaciones 
contra el Gobierno, jamás expresaron causa concreta algu- 
na, jamás dijeron, como que no podían decirlo, que la 
estadía de la mencionada fuerza de línea en Rivera violaba sus 
derechos legítimos. 

«Han aguardado para formular su protesta, á pro- 
ducir el aparato del levantamiento, agravando todos 
nuestros males, llevando la alarma á todo el pueblo, pro- 
vocando la conmoción en el país, y haciendo retrogradar 
nuestros progresos, quién sabe por cuánto tiempo. Esta 
es la forma empleada por los adictos al señor Saravia para 
ventilar sus derechos con arreglo á la razón y á la justicia! Para 
hacer valer ésta no se discute, se amenaza y se sorprende, y 
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de esta manera, con quince dias de alzamiento, el pais 
pierde anos enteros de trabajo». 


Y el 8 del mismo Enero, contestando 4 las incul- 
paciones que se hacían desde Buenos Aires, decíamos 
con el tono enérgico que era resultado naturalísimo de 
las circunstancias: 


«Mentira audaz, enorme mentira, lo repetimos. 
Después de provocar otro criminal alzamiento contra las 
instituciones empobreciendo la riqueza y la dignidad del 
país, se pretende recurrir á la más inicua impostura para 
justificar esta nueva é ignominiosa afrenta. Hacía dos 
meses que los regimientos 4° y 5° de Caballería estaban en Rive- 
ra, y en todo ese período de tiempo nadie se atrevió siquiera á insi- 
nuar públicamente que entre lo convenido en Marzo pasado 
hubiera nada, absolutamente nada que pudiera oponerse á la 
estadía de dichos cuerpos. Examinando la recia oposición 
nacionalista exigimos una y cien veces, que se adujera un 
motivo, un solo motivo, que la justificara, y jamás se nos dió 
respuesta alguna. Se rehusó la discusión de todas maneras 
y se buscó la sombra de los manejos habilidosos para exi- 
gir el retiro de los cuerpos mencionados, so pena del 
levantamiento subversivo de que somos actualmente víc- 
timas. Y es después que la criminal insurrección está en 
pié; es después que el debate sereno ha sido dolorosa- 
mente clausurado por la agresión sangrienta con que se 
turba nuevamente la vida pacífica del pueblo, que prime- 
ro un Jefe Político, el de Maldonado, y después otro, el 
de Rivera, han osado afirmar que estaba violado un com- 
promiso que hasta ahora ha sido cumplido con la más 
estricta fidelidad. 

«Ni siquiera los hombres verdaderamente repre- 
sentativos del saravismo han tenido el suficiente valor de 
exponer los motivos determinantes de su actitud. Se ha 
preparado sordamente la guerra fratricida, y cuando se 
creyó llegado el momento oportuno se fué á ella, sin 
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tener siquiera para el pueblo, que va á soportar el peso 
de tantos desatinos y tantas calamidades, una palabra defe- 
rente para explicarle qué razón de Estado ha sido bastante pode- 
rosa para que no se ahorrase á la patria los días cruentos de sus 
sombríos horizontes. No hablan, no han hablado, no podrán 
nunca hablar. Después de esté nuevo desatino quedarán 
como antes, confundidos bajo el peso del tremendo 
pecado con que una vez más han ofendido la dignidad de 
nuestras instituciones; una vez más los veremos clamar por 
el silencio, horrorizados de una rebelión que se inicia como la 
anterior con el asesinato y el incendio; una vez más los 
veremos protestar airados cuando, reos reincidentes ante el 
tribunal de la opinión pública, se les acuse de su tremendo 
crimen de lesa patria sin que puedan explicar, ni siquiera aducir 
una atenuante del por qué delinquieron. Angustiados por la 
ignominia del delito se han echado desesperadamente 
en la hoguera de la nueva insurrección, tal vez para aho- 
gar en ella las máculas anteriores, como el pecador 
empedernido que busca en el nuevo pecado la extinción 
del afrentoso recuerdo del primero! 

«Y pretendiendo cohonestar semejante vergúen- 
za, la agravan ahora con la mentira arrojada públicamen- 
te, cuando en dos meses anteriores, meses de inquietud, de 
agresiones y de diatribas, no se atrevieron á mencionarla, no 
quisieron llevarla á la discusión, no dijeron palabra de eso en 
que ahora se prorrumpe, ya sobre las armas, cuando de algu- 
na manera se ha de alegar cualquier cosa en descargo del 
crimen. 

«¡Impostores! Os hemos exigido más de una vez, 
desde estas mismas columnas, que dierais un motivo, que for- 
mularais un cargo, un solo cargo concreto, capaz de justificar 
vuestra eterna actitud de amenaza, y en lugar de contes- 
tarnos, os habéis callado siempre, y habéis respondido final- 
mente con las armas en la mano, buscando en la solución 
oprobiosa de las armas lo que estabais bien seguros de no 
poder demostrar á la luz soberana del derecho». 
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Hemos subrayado con verdadero gusto algunas 
de las líneas de la transcripción precedente, porque los 
hechos posteriores han venido á darle el carácter de ver- 
dadera profecía. Dijimos entonces que los veríamos cla- 
mar por el silencio, cuando se les recordara su afrenta, y es 
efectivamente lo que ha sucedido en el año largo que va 
después de terminada la guerra; dijimos que los veríamos 
protestar airados sin que pudieran explicar la tremenda acusa- 
ción de que son objeto, y es efectivamente lo que ha pasa- 
do y lo que pasa. 

Acabadamente constatado, pues, que, al decir del 
mismo Presidente de la República, éste no había contraí- 
do con los saravistas ni con nadie ni la sombra de un com- 
promiso, respecto á la ubicación de la fuerza de línea, 
hemos despejado ya gran parte del terreno, dado que la 
estadía del 4° y 5° de Caballería en Rivera fué, ya que no 
el motivo, el pretexto para el ultimatum que trajo la gue- 
rra civil. Veremos en los artículos posteriores cómo ha 
sido en vano que el Directorio se preocupara en su 
Memoria de mistificar al respecto á la opinión. 


VIII 


LA PROPAGANDA DEL TERROR 


La Memoria del Directorio pretende mistificar la 
opinión al extremo de asegurar que antes de producirse 
la guerra civil, eran los adictos al señor Batlle y éste 
mismo los que concitaban la zozobra del país y avivaban 
las pasiones, y eran precisamente «la prensa nacionalista 
y los representantes del partido en el Parlamento» y sus 
autoridades dirigentes, quienes tenían verdaderos anhe- 
los por la paz y observaban «una conducta sobremanera 
moderada». 
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Y esto es completamente falso. Fueron los saravis- 
tas los que empezaron á indignarse contra la situación, 
después de haber reclamado en todos los tonos la prisión 
del Alacrán acusado de haber degollado en Marzo á un 
insurrecto, porque se hicieron investigaciones en Rivera 
donde se había degollado, incendiado y saqueado sin 
tasa por los insurrectos; fueron ellos que extremaron la 
nota acerba en todas sus censuras al Gobierno; fueron 
ellos los que con su propaganda incendiaria mantuvie- 
ron en constante alarma al país, despechados sin duda 
porque, al revés de la situación anterior, ni se enviaban 
embajadas al Cordobés ni se hacían consultas al Directo- 
rio; fueron ellos los que en discursos y artículos de diario 
se proclamaron enemigos del Gobierno. 

Cualquier pretexto les venía bien para decir las 
peores enormidades, queriendo de todas maneras suges- 
tionar al público, como tratan de hacerlo ahora mismo, 
con la creencia de que vivíamos bajo la férula de una ver- 
dadera tiranía, y de formar contra ella un ambiente com- 
pletamente revolucionario. 

Jamás se pudo hacer un cargo fundamental con- 
tra el Gobierno; jamás se pudo constatar que dejaba de 
cumplir rigurosamente con la ley y con lo convenido en 
Nico Pérez. Y, sin embargo, nunca dejaba de írsele enci- 
ma la avalancha de los denuestos y de las irritadas recri- 
minaciones. ¿Por qué? Pero al formularnos esta pregunta 
creemos más conducente para demostrar mejor la ver- 
dad de nuestros asertos remitirnos á nuestros artículos de 
aquella época. 

Decíamos editorialmente el 19 de Diciembre de 
1904, apreciando esas violencias de los saravistas. 


«...¡Ah! Nos olvidábamos de algo. ¿Se querrá pro- 
bablemente que el Gobierno devuelva á las fábricas euro- 
peas y norteamericanas el armamento que contrató con 
autorización legislativa, hace unos ocho meses, á raíz del 
levantamiento armado de Marzo? Pero ¿por qué ha de 
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irrogarsele al Estado la pérdida que necesariamente ten- 
dria que sufrir al rescindir el contrato? ¿No ha demostra- 
do ya bien claramente sus tendencias pacíficas, con 
aplauso de todo el país al destinar —á fuerza de paciente 
economía, un millón de pesos que le fué votado para gas- 
tos de guerra y que por consiguiente podía utilizar para 
compra de armamento— á obras de vialidad? ¿No ha evi- 
denciado su espíritu conciliador y sus sentimientos de 
olvido al distraer parte de sus economías para reponer 
los fondos de las juntas, arrebatados por los insurgentes, 
fondos que no han vuelto á aparecer hasta la fecha, y que 
probablemente han ido á engrosar algún tesoro subversi- 
vo? Y si todos viven disfrutando de sus derechos, si los 
caudales públicos están honestamente manejados, si la 
libertad del país entero es indiscutible, si no se persigue á 
nadie, ni á nadie se vigila ni se molesta, si el Gobierno se 
contrae á fecundas tareas progresistas, ¿por qué se le 
ataca en forma tan despiadada? ¿por qué no se le deja de 
una vez en paz? ¿Qué es lo que se quiere de él? ¿Qué es lo 
que se quiere que haga? ¿Qué ha de hacer ¡por favor! 
para que no se le trate de enemigo y como enemigo? No 
se dice nada, no se contesta nada. Se va contra él porque 
sí, y porque sí se le condena en una forma inexorable. 
¿Será tan criminal este Gobierno que merezca ser juzga- 
do sin forma de proceso? Hágase de una vez un cargo 
serio, un solo cargo concreto, y entonces, después de 
probado condénesele así, á esta cadena perpetua de las 
eternas recriminaciones, sin antes poseer una prueba 
cualquiera. 

«Declaramos francamente que estamos fatigados 
de tanto torturarnos el cerebro para encontrar una razón 
medianamente aceptable que justifique tamaños desati- 
nos. Hemos agotado el cuestionario á fuerza de tanta pre- 
gunta y respuesta; hemos martirizado el raciocinio hasta 
sus más impalpables sutilezas; hemos ido al fondo de 
nuestra conciencia, y del fondo de nuestra conciencia y 
desde los más sutiles razonamientos de la lógica humana, 
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se nos responde invariablemente que sólo la pasión, el 
interés egoísta, los prejuicios sórdidos ó los despechos 
mal reprimidos pueden dar lugar á tales extravíos. O no 
se habla con franqueza, ó no se dice todo lo que se siente, 
6 se padece de una verdadera y peligrosa perturbación. 
No cabe pensar en otros extremos cuando se oye un len- 
guaje termidoriano, aplicado á una situación correcta, 
honesta, liberal y respetuosa, que hasta ahora ha mereci- 
do el aplauso de toda la gente sensata y de la que no se 
deja arrastrar por misérrimas pasiones. En esta lucha 
entre los arrebatos intempestivos y la labor honrada y 
pacífica, sabe por fortuna el pueblo á quién debe elegir y 
á quién debe escuchar. No hay vacilación posible». 


Como los cargos no se formulaban y entre tanto 
seguía la propaganda del terror, seguimos insistiendo en 
el mismo sentido: 

«Todos tienen que convencerse y están convenci- 
dos —decíamos en nuestro artículo del 21 de Diciem- 
bre— de que no hay medio de dejar contentos á estos 
señores de la fracción política que responde al señor 
Saravia. El Gobierno no les dice nada, no les hace nada, 
cumple con escrupulosa fidelidad el convenio de Nico 
Pérez y todas sus energías las dedica al bien del país sin 
molestarles en absoluto. ¿Qué tendría que hacer, pregun- 
tamos por centésima vez, para complacer á hombres tan 
susceptibles, tan quisquillosos, tan exigentes? Se quejan 
de una manera general, sin concretar nada, de que en 
todos los actos del Gobierno impera el espíritu de parti- 
do. Pero ¿dónde está ese espíritu de partido aplicado a 
las resoluciones oficiales? ¿En que el Poder Ejecutivo no 
persigue a los ciudadanos colorados, no los veja, no los 
encarcela, no los desmoraliza y desorganiza como ha 
ocurrido en administraciones anteriores? ¡Pero es que 
pretenden ustedes, señores de la mayoría, que toda la 
vida sea el Gobierno un agente de desquicio en las filas 
adversas á ustedes y al servicio de ustedes? ¿Es esa la supe- 


= 


148 


PEDRO MANINI Rios 


rioridad que ustedes encuentran en el señor Cuestas? Y si 
no es ésta, ¿cuál es? ¿O es que no toleran que el caudillo 
que es árbitro supremo entre ustedes no lo sea también, 
como antes, de las decisiones del Gobierno? ¿Aspiran 
ustedes nuevamente al restablecimiento de las embaja- 
das al Cordobés y de las consultas al Directorio? ¿Es por 
esto que ustedes están resentidos y que consideran al 
Gobierno una calamidad nacional? Y si no es por esto, ni por 
aquello ¡por favor! ¡por última vez! ¿por qué ustedes han 
emprendido esa hostilidad sin cuartel contra la situación 
actual? ¿por qué no lo dicen de una vez?» 


Excusado nos parece decir que continuaron las 
violencias sin que nadie se preocupara de contestar de 
una manera directa á nuestras preguntas. Se estaba ya 
incubando el tremendo desastre que estalló en Enero 
siguiente, y en lo que menos se reparaba era precisamen- 
te en discutir á la luz de la razón y del derecho. 

Como veíamos venir la tormenta, al día siguiente, 
22 de Diciembre, planteamos netamente la cuestión de 
las obligaciones recíprocas del Gobierno y de los saravis- 
tas, emergentes de los mandatos de la ley y de los com- 
promisos contraídos en el convenio de Nico Pérez, sin 
que tampoco se respondiera á nuestras conclusiones y sin 
que se dejara sin embargo de continuar con los brutales 
desahogos de aquellos graves momentos. Decíamos al 
finalizar el referido artículo: 


«Los partidarios del señor Saravia deben saber 
que al contraer el Ejecutivo en Nico Pérez determina- 
das obligaciones, ellos también las contrajeron. Se trata 
de una convención perfectamente bilateral, cuyo espiri- 
tu no pueden ni podrán torcer las conveniencias parti- 
darias. No es pues, sólo el Gobierno el obligado; ellos 
también lo están, lo están á acatar las autoridades, á res- 
petar fielmente la legalidad, á cumplir todos aquellos 
deberes que son impuestos á los ciudadanos. Para eso se 
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hizo el Pacto de Nico Pérezy no para otra cosa. Si el Pre- 
sidente de la República contrajo compromisos en virtud 
de él, los ciudadanos levantados en armas también los 
contrajeron. 

«Esto no tiene vuelta. Y entonces, ¿cómo es que 
los adictos al señor Saravia pretenden desconocer el 
derecho del Gobierno para todas aquellas medidas lega- 
les que no están comprendidas dentro de sus compromi- 
sos? ¿No es esto también violar el alcance del convenio de 
Nico Pérez? Todo lo que fuera de éste y dentro de la ley 
haga el Gobierno, se ha comprometido á aceptar la 
mayoría nacionalista, y si no lo acepta, rompe el Pacto 
celebrado. Por consiguiente, el Ejecutivo puede ordenar 
todas las investigaciones que estime convenientes, recibir 
todos los armamentos adquiridos con la venia legislativa, 
usar en fin, de todas las atribuciones que la Constitución 
y las leyes le confieren, siempre y en la medida en que 
expresamente no las haya limitado, sin que nadie pueda 
considerarse agraviado y sin que nadie deje de estar en el 
deber de acatarlas. 

«Hemos dicho más de una vez que la estabilidad 
del orden depende fundamentalmente del cumplimien- 
to de dos condiciones primordiales: que la autoridad y 
los ciudadanos se sometan lealmente á la ley, y que el 
Gobierno y los nacionalistas de la mayoría cumplan con 
exactitud lo convenido en Nico Pérez. El Gobierno, por 
su parte, no hace nada contrario á la ley ni á sus compro- 
misos. Todo induce á creer que con seguridad observará 
en adelante la misma actitud. 

«De este lado la paz está pues asegurada y pode- 
mos estar tranquilos. Si hay alguien que se atreva a decir lo 
contrario demuéstrelo y no se detenga en vagas recriminaciones. 
Por lo que se refiere al Partido Colorado, su actitud no 
puede ser más pacífica y respetuosa y las actividades elec- 
torales á que está tranquilamente consagrado lo confir- 
man de una manera fehaciente. La minoría nacionalista 
es por completo adicta á la situación y su actitud no 
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puede ser mas de profundo respeto 4 la paz. Ahora bien: 
si la mayoría nacionalista también se somete á la ley y 
cumple estrictamente sus compromisos, no hay el peli- 
gro más remoto de que la paz llegue á alterarse, y la con- 
fianza pública podrá reposar ilimitadamente sobre ella. 
Tendremos entonces que ni pueblo ni autoridades pre- 
tenden excederse de sus derechos y atribuciones y que en 
consecuencia, quedan alejados para siempre los factores 
de perturbación. Luego exíjase al Gobierno lo que se 
tiene derecho á exigirle, todo aquello á que por la Cons- 
titución está obligado, ó á que expresamente se ha com- 
prometido, pero no se pretenda nada más de él, desde 
que entonces se empezaría á faltar á la Constitución y á 
los mismo compromisos, que son obligatorios para los 
que á una y á otros se han amparado». 


Nadie demostró ni dijo nada, y entonces el 27 de 
Diciembre, próximo ya el cataclismo, nos expresamos 
así: 


«¡Oh! Se habla mucho, en todos los tonos, con los 
más subidos énfasis del encarecimiento de agresiones 
imaginarias, de supuestos recelos, de absurdas persecu- 
ciones con que se quiere á toda fuerza que el Gobierno y 
el Partido Colorado estén animados hacia los que se pro- 
claman sus enemigos! Y en consecuencia se les carga con la 
más irritante injusticia la culpa de las alarmas angustiosas 
y de los temores enfermizos que viene sufriendo el país. 
¡Se habla tanto de esto, y los mismos que lo dicen son los 
verdaderos culpables! Son ellos los que de continuo 
echan leña á esta hoguera asfixiante del alarmismo que 
parece ya inextinguible; son ellos los que concitan día á 
día los temores populares con sus alardes belicosos, ó sus 
prédicas insólitas; son ellos los que al presentarse como 
víctimas, quieren dar á entender que hay un odioso victi- 
mario; son ellos los que á fuerza de proclamar á todos los 
vientos que no soportan yugo alguno, han llegado á con- 
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vencerse que no deben soportar ni aun el yugo sagrado 
de la ley! 

«Porque vamos á ver; vamos á verlo de nuevo, por 
otra vez, por centésima vez. ¿Dónde están esas desconfian- 
zas, esos recelos, esas agresiones de que siempre han que- 
rido ver animado al Gobierno contra ellos? ¿Dónde esas 
medidas desgraciadas que se empeña en atribuirle el 
señor Presidente del Directorio? ¿Cómo ha procedido el 
Gobierno con los adictos al señor Saravia? ¿No les ha cum- 
plido estrictamente todo, absolutamente lo convenido en Nico 
Pérez? ¿Y cómo ha procedido en general con todos los ciu- 
dadanos incluso los mismos partidarios del señor Sara- 
via? ¿No ha cumplido todo, exactamente todo lo exigido 
por la ley? ¿Ha procedido en algo, en cualquier detalle, fuera de 
aquel convenio ó fuera de la ley? Y entonces ¿por qué se quejan? 
¿por qué protestan? ¿qué es lo que quieren? ¡díganlo de una vez! 
¿Quieren que se aparte de lo convenido en Nico Pérez? 
¿Quieren que no cumpla estrictamente la ley? Pero ¿será 
posible que exijan semejantes disparates? ¿Será posible 
que sea ese el precio de la tranquilidad? Y si no es éste ¿cuál 
es? La razón humana no puede llegar á penetrar semejan- 
te misterio». 


Tampoco se contestó á nuestras preguntas. Las 
personas imparciales que hayan leído las transcripciones 
que incluimos en este artículo, se habrán dado cuenta de 
cuál era la verdadera situación en que nos encontrába- 
mos en Diciembre de 1903. De un lado las violencias en 
la propaganda preparando el camino para el famoso ulti- 
matum que había de provocar la guerra; del otro nuestras 
desesperadas exhortaciones para que se adujera algún 
motivo que explicara siquiera aquellos desbordes. Llega- 
mos pues al momento en que el Gobierno fué intimado 
contra toda razón y todo derecho, para que retirara de 
Rivera los regimientos 4° y 5° de Caballería, so pena del 
levantamiento en armas del saravismo. Es lo que veremos 
en el artículo próximo. 





IX 


PRELUDIOS DEL ULTIMATUM 


Es bien sabido que á fines de Diciembre, el Direc- 
torio nacionalista por intermedio de su Presidente, el 
doctor Alfonso Lamas, hizo llegar hasta el Presidente de 
la República la inaudita exigencia de que, ó se retiraban 
del Departamento de Rivera los regimientos 4° y 5° de 
Caballería ó se venía encima del país la guerra civil con 
todos sus horrores. Semejante monstruosidad fué cono- 
cida entonces y será siempre conocida con el nombre de 
ultimatum, que de tal tenía, en efecto, todas las aparien- 
cias y todo el carácter. 

Los regimientos mencionados eran los únicos cuer- 
pos de línea destacados en ese Departamento de adminis- 
tración saravista. A él habían ido el 1° de Noviembre de 
aquel año, á pedido del Jefe Político de Rivera don Carme- 
lo Cabrera, y con el objeto de apoyar á éste en el conflicto 
armado que tuvo aquel día con fuerzas brasileñas de la 
guarnición de Santa Ana. Desde entonces habían quedado 
destacados en el Departamento fronterizo referido. 

De si el Gobierno podía mantener en un Departa- 
mento de los cinco comprendidos en el convenio de 
Nico Pérez fuerzas de la Nación, no tenemos por qué 
insistir en demostrarlo. Los lectores que nos hayan segui- 
do en nuestros anteriores artículos podrán haberlo cons- 
tatado acabadamente. Hemos amontonado en ellos 
pruebas incontrastables y luminosas. No podía, pues, de 
ninguna manera, exigírsele que retirara aquellos cuer- 
pos de línea, cuando al mantenerlos en Rivera hacía uso 
de una facultad, que no sólo le era acordada por precep- 
to constitucional, sino que también se había reservado en el 
convenio de Nico Pérez, desestimando expresamente la pre- 
tensión de que se hicieron portavoces los doctores Lamas 
y Ramírez. 
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Esto era precisamente lo que decíamos en nues- 
tro artículo del 5 de Enero de 1904, en momentos de 
angustiosa efervescencia. Nos expresábamos así: 


«¿Y todo por qué? Porque el Presidente de la 
República, haciendo uso de una facultad perfectamente 
legítima, inherente de una manera radical á sus funcio- 
nes y que nadie se ha atrevido ni se atreverá á discutir, dispuso 
que dos cuerpos de línea ocuparan una porción del terri- 
torio nacional, expuesto a violentas incursiones extranje- 
ras, á vejámenes sangrientos contra la dignidad del país, 
por la cual dignidad tiene la misión primordial de velar 
fidelisimamente, so pena de hacerse reo de lesa patria! 
¡Todo porque el Presidente de la República tuvo la auda- 
cia de enviar dos regimientos 4 un lugar sobre el que ejer- 
ce la soberanía que le ha delegado la Nación! ¡Todo á 
pesar de que respecto á esos lugares el primer magistra- 
do se comprometió solamente á designar á ciertos funcio- 
narios de acuerdo con un directorio político; pero nunca 
renunció, que protestó expresamente de que no renunciaba 
á enviar á él las fuerzas de línea que creyera conveniente, 
en ejercicio de su indiscutible derecho y en cumplimien- 
to de su perentoria obligación de atender al orden, á la 
seguridad y al honor nacional! 

«¿Dónde estamos, qué país es éste en que vivi- 
mos, en que se han perdido ya las nociones más elemen- 
tales de la educación política? ¿Qué hemos hecho nos- 
otros en el incesante rodar de la evolución universal, 
para quedarnos tan atrás, que casi debe desconocérse- 
nos en el concierto armónico de las demás naciones? 
¿Para qué pretendemos haber salido de nuestro primiti- 
vo estado de horda, de nuestro glorioso estado de horda 
artigueña, si todavía ha de regir nuestro desarrollo polí- 
tico la oscura y bochornosa anarquía caudillesca? ¡Qué 
existencia digna es esta miserable y subversiva existen- 
cia! ¿No es bastante sacrificio ya aceptar convenios que 
desnaturalizan el régimen institucional, á mérito de 
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altas razones de conveniencia común? ¿Hemos de acep- 
tar todavía que el cumplimiento de esos convenios 
quede al arbitrio caprichoso y engreído de entidades 
predominantes á la sombra de una delictuosa subver- 
sión? ¿No vamos con esto á la ruina del país? ¿O vamos 
derecho al desmembramiento nacional? 

«Ya no se respeta al parecer, no sólo los designios 
de las leyes permanentes sino que ni siquiera la fé de pac- 
tos transitorios celebrados en acuerdo común. Si los par- 
ciales del señor Saravia se comprometieron en Nico 
Pérez á no alterar el orden, á respetar las instituciones y á aca- 
tar al Gobierno que los preside —siempre que éste, además 
de cumplir con la ley como ha cumplido hasta la fecha 
mantuviera como hasta la fecha ha mantenido su compro- 
miso de nombrar, para determinadas jefaturas, a seis ciudada- 
nos nacionalistas, cinco de acuerdo con el Directorio, y uno sin 
acuerdo de él —, ¿cómo es que ahora se levantan contra el 
orden, el Gobierno, y las Instituciones? ¿Alegarán toda- 
vía la violación de dicho compromiso por el hecho de 
destacarse dos regimientos de línea en Rivera? Pero 
¿cómo podrá sostenerse la vigencia de cláusulas que no 
sólo no fueron concertadas, sino que además, fueron expresa- 
mente rechazadas? Y entonces, ¿qué razón, qué pretexto 
siquiera —dése uno, uno sólo, nada más— puede justificar 
la imposición saravista?» 


El pretexto era la estadía de los regimientos en 
Rivera; pero el motivo real era otro. La guerra civil estaba 
decretada y sólo se esperaba la ocasión. Durante los ocho 
meses que siguieron á la pacificación de Marzo, el saravis- 
mo no cesó de amenazar con ella, salvo raras y fugaces 
alternativas, y entre tanto, á lo largo de las fronteras de 
Rivera y Cerro Largo, se hacían las concentraciones de 
armamentos destinados al nuevo conflicto sangriento en 
que se iba á arrojar al país. 

Pero ¿cómo es —se dirá— que Saravia y los suyos 
no aprovecharon la sorpresa de Marzo para no deponer 
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las armas hasta obtener todos los resultados que iban á 
librar después al azar de una nueva aventura sangrienta? 
¿Qué objeto podía tener una postergación de su correría 
bélica para ocho meses después en que el Gobierno podía 
prepararse para resistir á cualquier otro levantamiento 
subversivo? Pero la explicación es sencillísima. No se 
pensó seguramente en ninguna postergación. Se creyó sin 
duda que la demostración armada de Marzo, como pompo- 
samente la llamaban, iba á bastar para hacer temblar por 
siempre al Gobierno y para intimidarlo; para arrojarlo 
como la situación antecesora, en brazos de las concesiones 
peligrosas y subversivas; para hacerle sentir el poder del 
saravismo y hacerle entregarse á dicho poder; para que, 
como antes, las leyes continuaran siendo un mito para 
ellos; los Departamentos feudos bochornosos; el Cordobés 
consulta obligada de las embajadas gubernativas; el Direc- 
torio co-partícipe del Gobierno de la Nación, más allá de la 
medida de su acuerdo para el nombramiento de cinco 
Jefes Políticos; y el Gobierno legal constitucionalmente 
misérrimo, cohibido por las continuas exigencias y la eter- 
na amenaza. 

El señor Batlle y Ordóñez no quiso transar con 
semejantes subversiones. Cumplió escrupulosamente lo 
convenido en Nico Pérez, en todo aquello á que se había obli- 
gado, pero cumplió también escrupulosamente con el 
mandato de la Constitución y de las leyes, en todo aquello que 
no le estaba limitado por el referido convenio; y desde enton- 
ces la ley fué tan prevalente para colorados como para 
blancos. Esto era lo que no podían tolerar los saravistas; 
esto era lo que no querían tolerar —como, por ejemplo, 
que lo que era ley en Florida para el Alacrán que degolló á 
un insurrecto, fuera ley en Rivera para los Alacranes que 
degollaron, incendiaron y saquearon con abominable 
ensañamiento—,; y por esto fué que la guerra quedó decre- 
tada. El retiro de los regimientos no fué más que un pre- 
texto para provocar una nueva demostración armada que 
hiciera sentir más eficazmente, al Presidente de la Repú- 
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blica, el rigor de las soberbias saravistas, para amedrentar- 
lo y sojuzgarlo enseguida, como 4 su antecesor. La resisten- 
cia del señor Batlle y Ordónez á la monstruosidad conteni- 
da en el ultimatum les llevó inmediatamente al alzamiento. 

Pero ese ultimatum era algo tan injustificado, tan 
absurdo, tan inicuo, tan atroz, que el Directorio, resistiéndo- 
se á cargar con el peso de semejante abominación, ha queri- 
do desmenurlo después, con un aplomo singular y que da la 
medida de la sinceridad de su palabra. En su Memoria, 
recientemente publicada, llega hasta á afirmar no sólo eso, 
sino también que «el Partido Nacional tenía la más comple- 
ta confianza en la conservación de la paz», y que era Saravia 
«quien más fé tenía en que las dificultades surgidas por la 
ocupación de Rivera habían de tener una solución equitati- 
va y pacífica». Puede ser que la masa saravista, ignorante de 
los manejos de sus hombres civiles, no creyera en la inmi- 
nencia de la guerra á pesar de los sordos preparativos y de 
las continuas amenazas de todos los días; puede ser que el 
mismo Saravia, engañado por sus secuaces del Directorio, 
creyera que el retiro de los regimientos de Rivera era cues- 
tión ni más ni menos que del cumplimiento de una falsa 
cláusula comprendida en el convenio de Nico Pérez; pero 
aun admitiendo que ni la masa ni Saravia previeran de 
inmediato la contienda, lo que no puede admitirse sino por 
vía de hipótesis, los hombres del Directorio tenían decreta- 
da la guerra y á ella iban á arrastrar, en aras de sus pasiones y 
de sus planes, al caudillo y á su multitud. 

El ultimatum, como lo demostraremos, exigía el 
retiro de los regimientos so pena de la guerra, y con la 
guerra se amenazó desde el primer momento en que la 
exigencia fué formulada. 

Dice el Directorio en su Memoria: 


«El Directorio, después de cambiar ideas con el gene- 
ral Saravia, había resuelto iniciar las gestiones necesarias 
para obtener el retiro de las fuerzas de línea instaladas en 
el Departamento de Rivera, ó conseguir siquiera la segu- 
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ridad de que aquel estado de cosas tendría una solución 
razonable y patriótica en plazo más o menos corto». 


Esta entrevista se realizó efectivamente á media- 
dos de Diciembre. Por esos días, el órgano de la colectivi- 
dad, La Prensa, se mostraba con una serenidad y una 
mesura verdaderamente inusitadas en él. Era una rarísi- 
ma excepción. El Directorio regresó de su misión al Cor- 
dobés el 16 por la tarde; y bien: al día siguiente, en la 
mañana del 17, La Prensa, que en el número anterior 
hablaba de la acción cívica de sus correligionarios al 
amparo de la tranquila paz de que se gozaba, cambia 
súbitamente de tono, y en medio de la atonía general, da 
a luz un artículo que comenzaba textualmente así: 


«El Partido Nacional tiene ante sí —declaramos 
ayer—un año de paz, en el que ha de habilitarse para ir, á 
banderas desplegadas, á la victoria legal. Esta frase nos 
invita á hacer un alto en nuestra prédica. —¿ Tiene real- 
mente el Partido Nacional, que representa la mitad del país, 
tiene el país entero, ese año de paz asegurado?...» 


Ese artículo, después de otras sugestivas y violen- 
tas consideraciones, se repetía en su final en los siguien- 
tes términos: 


«¿Tiene el Partido Nacional, tiene el país siquiera un 
año de paz asegurado?...» 


Semejante artículo, semejante cambio de tono 
tan inesperado, producido inmediatamente, súbitamen- 
te de regresar del Cordobés la misión directorial, produ- 
jo una sensación brutal en Montevideo, y anunció á todos 
la proximidad de la pavorosa tormenta. Desde ese día 
comenzaron las alarmas angustiosas, que no cesaron sino 
ante la triste, funesta y cruenta realidad de la guerra civil; 
después de ese día surgió la ignominia institucional del 
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ultimatum a base del levantamiento armado; ese dia fué el 
primero de quince dias de dolorosa expectativa en que se 
elaboraron vertiginosamente los sucesos hasta arrastrar- 
nos al desangramiento y á la ruina de nueve meses tétri- 
cos y cruentísimos! 

¿Qué traja-el Directorio del Cordobés, qué habia 
convenido con Saravia, o, por lo menos, qué siniestros 
planes forjaron sus miembros á raíz de la entrevista, 
cuando al día siguiente se pronunciaban en su órgano en 
tan terribles é inesperados términos? ¿Era esa la «solu- 
ción razonable y patriótica en un plazo más ó menos 
corto», que acordaron con Saravia? ¿Era esa «la confian- 
za que tenía el Partido Nacional en la conservación de la 
paz»? ¿Era esa «la fé» del caudillo en que las dificultades 
surgidas «habían de tener una solución equitativa y pací- 
fica?». Y si el caudillo tenía real y sinceramente esa fé, si 
tenía esa confianza la masa del partido, ¿era acaso la 
manera de interpretarla por sus hombres civiles? 

Nos bastaría la sola cita del exabrupto del órgano 
directorial para demostrar la existencia de la intimación 
del retiro de los regimientos so pena del casus belli, para 
demostrar que se iba directamente á la guerra, que se que- 
ría ir á ella y con ella se amenazaba, si no fuera que quere- 
mos evidenciar incontestable y luminosamente, con docu- 
mentos y testimonios insospechables, y no con palabras y 
argucias mistificadoras, como lo hace en su Memoria el 
Directorio, la plena verdad de nuestras afirmaciones. 

Lo veremos en el artículo de mañana. 


X 


EL DESMENTIDO DEL DIRECTORIO 


Como hemos visto en el artículo anterior, el 
Directorio pretende, con el mayor desparpajo, que él y 
los suyos pensaban tranquilamente en la paz en los 
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momentos mismos en que intimaba al Gobierno que 
optara entre la guerra y el retiro de las fuerzas de línea 
destacadas en Rivera. 

Sin embargo, ¿qué quiere decir el artículo ex- 
abrupto de su órgano oficial La Prensa, enseguida de vol- 
ver la embajada directorial que fué al Cordobés, artículo 
que transcribimos ayer? Pero hay más: en la renovación 
de Directorio que se operó días después, á raíz de un vio- 
lento discurso pronunciado por el Presidente del Direc- 
torio anterior, doctor Alfonso Lamas, se volvió a discernir 
á éste la Presidencia y esta designación y aquel discurso 
fueron comentados por el doctor Duvimioso Terra, 
miembro del congreso elector, en nota que pasó á sus 
mandantes, los nacionalistas de Buenos Aires, en los 
siguientes términos: 


«Sin embargo, se llevó á la Presidencia del Direc- 
torio confiriéndole los honores de empeñosa reelección, 
al mismo que al abrir las sesiones de la convención se produjo 
inesperadamente en términos violentos y desatentados contra el 
Presidente de la República. 

«Esto en buena lógica quiere decir que la conven- 
ción en vez de desaprobar aplaudió el discurso del doctor Lamas, 
que el congreso elector que lo reelige está de acuerdo con su 
modo de pensar y en consecuencia esto quiere decir que en 
tales autoridades dirigentes no puede ver el superior Gobierno fac- 
tores de tranquilidad pública. 

«Este es un bien? Por el contrario este es un error 
funestísimo cuyos amargos frutos ya los estamos probando con 
las dudas, las sospechas y las alarmas de que se hace eco la pren- 
sa. Lejos de ser un bien es un error funestísimo cuyas con- 
secuencias Dios sabe todavía á dónde llevan á esta pobre tierra 
tan trabajada por nuestras disensiones». 


¡Palabras proféticas resultaron las precedentes 
palabras del doctor Duvimioso Terra! Aquel error funestísi- 
mo llevó en efecto á esta pobre tierra á las más fatales conse- 
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cuencias. Los parrafos arriba transcriptos hablan con 
sobrada elocuencia de la «completa confianza en la con- 
servación de la paz» que alardea haber sentido por aque- 
llos momentos el Directorio y la masa que le respondía! 

Pero hay más todavía: esa «completa confianza en 
la conservación de la paz» no impedía que el 30 de 
Diciembre, Diario Nuevo pudiera denunciar, competente- 
mente informado, los movimientos de Saravia en Cerro 
Largo y las remisiones de armamentos de sus parques 
subrepticios; que ese mismo día El Siglo diera la voz de 
alarma en un editorial en que hacía ya funestos presagios; 
y que al día siguiente 31, nosotros mismos, que estábamos 
al tanto de los monstruosos sucesos que se venían desarro- 
llando precipitadamente, pudiéramos decir desde estas 
mismas columnas: 


«Hemos llegado al final del año. Y este último día 
se nos presenta lleno de las más perplejas incertidum- 
bres. La Bolsa disminuyendo en puntos enteros sus coti- 
zaciones; el capital amenazando retirarse de la circula- 
ción activa; y la alarma, una inmensa alarma, llenando de 
sombrías zozobras todos los hogares del país. El año, 
fecundo en desasosiegos y en temores populares, parece 
que se empeñara en despedirse mal. ¡Siquiera no fuera 
más que una aparatosa despedida!... 

«En vano la mirada de todos se dirige en ansiosa 
interrogación hacia la causa supuesta de tan fúnebres 
presagios. Muchos sienten la inminencia del peligro; 
otros lo ven acercarse torvo é implacable, algunos lo 
consideran ya como uno de esos hechos imposibles de 
evitar, é impuesto por la fatalidad de nuestras cosas. 
Pero, ¿dónde está el motivo de semejante desastre?, 
¿qué razón puede justificar un crimen de tan atroz natu- 
raleza?, ¿qué principio?, ¿qué interés legítimo se consi- 
dera vulnerado para levantarse en esa forma y abofetear 
tan inicuamente la dignidad del país? Es inútil preten- 
der contestarse estas sencillas preguntas; es inútil bus- 
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car en lo racional y en lo justo, el origen de tales desatinos, 
inútil explicarse humanamente tamaño sacrilegio, por 
más que se torture la lógica hasta en sus últimas conse- 
cuencias». 


El mismo día escribía Diario Nuevo: 


«Ni las ambiciones, ni la pasión, ni el odio llega- 
rían á explicar los sucesos que la voz pública está anun- 
ciando desde ayer. Un nuevo movimiento revolucionario, 
sea con la sanción política del partido nacionalista ó por 
deliberación aislada de caudillos militares de ese parti- 
do, representaría el estallido de una demencia criminal, 
sin disculpa, sin atenuaciones, destinado sencillamente 
á la reprobación de propios y extraños, porque frente á 
un Gobierno legalmente constituido, honorable, respe- 
tuoso de todos los derechos, sometido á la ley, que pre- 
tende, como aspiración inmediata, la implantación defi- 
nitiva de la vida institucional, sólo pueden alzarse con las 
armas en la mano los enemigos de la justicia y los profe- 
sionales del desorden». 


Pero la más interesante de estas versiones de 
aquellos días tenebrosos es la de El Siglo, que habiendo 
escrito en el número anterior sobre «Las alarmas», escri- 
bía el 31 un editorial titulado «Momento solemne». Y 
decimos que la versión de El Siglo es la más interesante, 
así como la de La Razón, porque es notorio que el direc- 
tor de ambos colegas en aquellos tiempos, el doctor Juan 
Andrés Ramirez, estaba en contacto diario con el doctor 
Alfonso Lamas, y también es notorio que conjuntamente 
con su padre, el doctor Gonzalo Ramírez, trató de influir 
para conjurar el estallido. 

Decía El Siglo en el referido editorial: 


«No hay razón alguna para ocultar al país la grave- 
dad de la situación en que se halla. Por el contrario, bueno 
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es que se conozca, para que así la reacción natural de las 
fuerzas conservadoras sirva de freno y de antídoto á los 
elementos que podrían ser factores de intensas perturba- 
ciones y de gravísimos trastornos. Ya nadie duda de que se 
halla el país abocado á una crisis gravísima. 

«...Estamos abocados á la guerra, y sin embargo, la 
guerra es inconcebible, la guerra es un crimen; es en las actua- 
les circunstancias, un acto contra natura. No se lanza un 
país á ella de buenas á primeras, sin pasar por la transi- 
ción de agitaciones y discusiones que preparan la atmósfera, 
que caldean los espíritus, acostumbrándolos á la idea del 
desastre. 

«No es posible que surja, de un día para otro, como 
un hecho natural y regular, como un recurso normal de la politi- 
ca, como un acontecimiento que no se aparta de la esfera 
en que se desarrolla el proceso evolutivo de la socie- 


dad...» 


He aqui lo que en la manana del 31 de Diciembre, 
decía El Siglo, diario perfectamente informado, como que 
su director intervenía personalmente, del curso que 
seguían los sucesos. He aquí cómo anunciaba la crisis gra- 
visima a que estaba abocado el país 4 consecuencia del 
ultimatum, cuya existencia le era completamente conoci- 
da; cómo presagiaba la inminencia de la guerra; de una gue- 
rra de buenas á primeras, cómo la calificaba, él que era 
conocedor de todos los enjuagues elaborados para reali- 
zarla, de inconcebible, de crimen, de acto contra natura; y 
cómo condensando la opinión general en aquel enton- 
ces, y haciendo notar las mismas circunstancias que 
hemos hecho notar nosotros en artículos anteriores, se 
asombraba de que sin la transición de los debates, de un 
día para otro, como un hecho natural y un recurso nor- 
mal de la política, se produjera sin más trámite el vergon- 
zoso estallido. 

A la tarde del mismo día La Razón, diario gemelo 
de El Siglo, decía lo siguiente: 
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«La guerra civil amenaza al país y promete próxi- 
mos días de sangre y de llanto, de vergúenza y de luto». 


Y en una «Última hora», agregaba: 


«La situación gravísima en que se halla el país no 
ha variado desde anoche una sola línea. 

«La paz ó la guerra es cuestión de horas. Dentro de 
brevísimo lapso ha de quedar resuelta la suerte de la Repú- 
blica y se ha de saber si llegaremos á una tremenda guerra 
civil 6 si se impondrán los patrióticos esfuerzos iniciados 
para evitarla...» 


Esto decía La Razón, informada exactamente en 
la misma procedencia de El Siglo. El ultimatum estaba en 
pié como le constaba al director de La Razón, y dependía 
entonces la guerra ó la paz de un acto de energía, de con- 
cesión ó de debilidad del Poder Ejecutivo. 

Sin embargo, el Directorio afirma en su Memoria: 


«Es, sin embargo, absolutamente inexacto que 
este Directorio, como tan temerariamente lo afirma el 
Presidente de la República en el mensaje referido, llega- 
ra á hacer ninguna advertencia á este respecto á ese 
magistrado y menos aun que oficialmente se presentara 
un ultimatum, para que dentro de breve plazo perentorio, 
se hiciera efectivo el retiro de dichas fuerzas militares, 
bajo amenaza de provocar inmediatamente la guerra 
civil. 

«Como puede comprobarse con las actas de sesio- 
nes de este Directorio, no consta en ellas que se adoptara 
tal resolución y ni el Presidente de la República ni sus 
Ministros han podido afirmar cuál fué la comisión de 
este Directorio ni el miembro de él que, en su represen- 
tación, formuló tal ultimatum 6 alguna reclamación 
siquiera contra tal ocupación militar». 
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Como se ve, pretende desmentir que el ultimatum 
haya sido pasado oficialmente. No constará sin duda en las 
actas de la corporación, como lo dice, sea porque no 
haya querido ponerlo, sea porque no haya querido deli- 
berar oficialmente sobre el asunto. Pero su misma 
Memoria dice que en la entrevista tenida días antes con 
Saravia, «después de cambiar ideas» con éste, se «había 
resuelto iniciar las gestiones necesarias para obtener el 
retiro de las fuerzas de línea instaladas en el Departa- 
mento de Rivera». De la forma en que se llevaron estas 
«gestiones», que comenzaban por desconocer abierta- 
mente el convenio de Nico Pérez, habrán sido ignoran- 
tes, á mucho presumir, algunos miembros de la corpora- 
ción, cuya situación, en todos aquellos sucesos fué 
bastante desairada, pero para el Gobierno y para todo el 
mundo el Directorio estaba oficialmente representado en 
ellas, desde que siendo el doctor Alfonso Lamas que las 
había iniciado y las conducía, Presidente de aquel cuer- 
po, llevaba necesariamente su investidura oficial. Si hubo 
6 no verdadero ultimatum lo probaremos en el artículo 
siguiente. 


XI 


CÓMO VINO EL ULTIMATUM 


Hemos visto en el artículo anterior que el Directo- 
rio pretende desmentir que días antes de producirse la 
guerra, a fines de Diciembre, se hubiera presentado ulti- 
matumal Poder Ejecutivo para que retirara los cuerpos de 
Caballería destacados en Rivera so pena del levantamien- 
to de Saravia con todas sus huestes. Sin embargo, lo que 
dice ahora la Memoria, no lo dijo, ni aun mentando una 
sola palabra, el doctor Alfonso Lamas, Presidente de 
aquella corporación y autor del ultimatum, cuando pre- 
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tendió rectificar públicamente los términos del Mensaje 
presidencial de Febrero del corriente año. 

Pero sin hacer argumentaciones que estirarían 
demasiado la extensión del presente artículo, vamos á 
demostrar la existencia de aquella inicua intimación sub- 
versiva á la luz de testimonios insospechables para los 
mismos saravistas. 

Decía el doctor José Pedro Ramirez, que intervi- 
no ó tuvo conocimiento directo de la trasmisión del ulti- 
matum, en su reportaje del 6 de Febrero de 1904: 


«A fines de Diciembre, el conflicto internacional 
no había tenido solución ni la ha tenido hasta la fecha, y 
subsistía por consiguiente la razón que había determina- 
do la presencia de esos regimientos en el Departamento 
de Rivera. Aunque tal razón no existiese en puridad de 
verdad, existía el pretexto legal, y era una imprudencia formu- 
lar ninguna exigencia perentoria á ese respecto, y sobre todo 
ante la perspectiva, más que probable, por el conoci- 
miento que se tenía de la disposición de ánimo del Presi- 
dente de la República en ese momento, de que formular 
la exigencia era decretar la guerra civil con todas sus pertur- 
baciones y todos sus horrores». 


Como se ve, el doctor Ramírez reconoce, además 
de que existía pretexto legal para que los regimientos conti- 
nuasen ocupando el Departamento de Rivera, que se for- 
muló á ese respecto una «exigencia perentoria» y que «for- 
mular la exigencia era decretar la guerra civil». Lo que hay es 
que el doctor Ramírez, para ser más claro y más preciso, 
debió haber establecido no que la guerra civil vendría ante 
la intimación, «por el conocimiento que se tenía de la dis- 
posición de ánimo del Presidente de la República en ese 
momento», sino precisamente porque la intimación 
importaba un inaudito desconocimiento del convenio de 
Nico Pérez, dado que en el mismo párrafo afirma el doctor 
Ramirez que existía pretexto legal para la permanencia del 4° 
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y 5° de Caballería en Rivera, dado que en un párrafo ante- 
rior del mismo reportaje sostiene que el Presidente de la 
República no había querido enajenarse en absoluto el derecho de 
llevar la fuerza de línea á donde se le antojase, y dado que en 
otro reportaje posterior, de fecha 8 de Febrero del mismo 
año, declara que en la pacificación de Marzo mal pudo él 
haber llevado la exigencia relativa á la ubicación de los 
regimientos «á conocimiento del Presidente de la Repúbli- 
ca». Agrega el doctor Ramírez en ese reportaje: «desde 
que se iniciaron las negociaciones manifestó (el Presiden- 
te de la República) que no admitía modificación alguna en las 
bases, y eso mismo ratificó durante ellas en la conferencia tele- 
gráfica que con él celebramos el doctor Lamas y yo desde 
Melo, en ocasión de manifestarle que las bases eran acep- 
tadas, pero con una ligera modificación» (esta ligera 
modificación á que se refiere el doctor Ramírez, y que que- 
rían los insurrectos de Marzo, era relativa á la situación en 
que venía á quedar la Jefatura de San José). Además, en 
ese mismo reportaje de 8 de Febrero, el doctor Ramírez 
declara, en cuanto al no compromiso del Presidente de la 
República respecto á los regimientos: «no pude ser más 
explícito, puesto que dije en mi telegrama al doctor Lamas 
que el Presidente de la República no contraía compromiso 
alguno á ese respecto y en ninguna forma». El doctor Ramírez 
debió pues, haber establecido, como decimos más arriba, 
que el ultimatum significaba decretar la guerra civil, preci- 
samente porque importaba la violación más abierta de la 
pacificación de Marzo de 1903. 

De todas maneras, la versión del doctor Ramírez 
concuerda sustancialmente con la del señor Daniel Muñoz, 
publicada en Buenos Aires en un reportaje de principios 
de Febrero del mismo año, y que dice así: 


«Deploro tener que desmentir á mis distinguidos 
compatriotas firmantes del manifiesto, cuando afirman que 
Jamás se exigió del señor Batlle, en forma alguna, el retiro 
de los regimientos de Caballería destacados en el Departa- 
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mento de Rivera. Quiero creer que ellos no lo sepan, pero el 
hecho cierto es que la exigencia se hizo y en forma de ultimatum. 
Puedo afirmarlo así porque lo sé de procedencia insospe- 
chable, no sólo porque así lo denunció el diario más adicto 
al senor Batlle, como porque personalmente me lo dijo el doctor José 
P. Ramírez, cuya honorabilidad y rectitud lo acreditan como 
testimonio irrecusable. La exigencia se hizo en esta forma: 
“la permanencia de los regimientos en Rivera la consideramos casus 
bell”. De la trasmisión de esta monstruosidad no quiso 
hacerse intermediario el doctor Ramírez, y solicitada la 
intervención del doctor Martínez tampoco quiso tomarla, 
de tal manera la consideran vejatoria. 

«Este asunto del retiro de los regimientos fué tra- 
tado en la entrevista que tuvieron con Saravia los miem- 
bros del Directorio cuando fueron á consultarlo sobre los 
puntos á tratarse en la convención nacionalista, pero 
nada se resolvió allí, quedando en iniciar las gestiones 
para el retiro á principios de Enero, época para la cual 
tendría ya Saravia preparados sus elementos para repro- 
ducir la demostración hípica de Marzo. 

«Pero por una parte las impetuosidades del Presi- 
dente del Directorio y por otra las indiscreciones de algu- 
nos que estaban en el secreto del ultimatum que se presen- 
taría al Gobierno, hicieron que los sucesos se precipitasen 
de modo que cuando salían los miembros del Directorio 
para tratar en Melo del acuerdo electoral “sobre la base 
de que nadie se levantaría en armas”, ya andaban gauchos 
con divisa blanca por los campos, y ese mismo día se ponía 
en marcha en son de guerra el doctor Arturo Berro, Dipu- 
tado y hermano del Vicepresidente del Directorio, pere- 
grinando á la Meca saravista, que llevaba en una alforja las 
bases para el acuerdo y en la otra el tesoro de guerra del 
partido, como para no perder tiempo, haciendo de un 
viaje dos mandados. 

«El día 2 de Enero salieron los delegados del 
Directorio denunciantes de que el general Muniz avanza- 
ba ya á marchas forzadas sobre Melo, y ese mismo día, sin 
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embargo, salia de Montevideo el general Muniz 4 organi- 
zar sus fuerzas, cuando ya por todo el este y el norte de la 
Republica merodeaban partidas armadas, entre ellas la 
que capitaneaba el Diputado Bernardo Garcia, quien 
desde el 28 de Diciembre convidaba ya 4 los cabecillas de 
Canelones para que ganasen los montes con su gente». 


Pocos dias después el Ministro Munoz relata inte- 
gramente su conversación con el doctor Ramirez respec- 
to á este interesantísimo tema, y después de trasmitir la 
forma en que su interlocutor le narró cómo quedó esta- 
blecido en la pacificación de Marzo el caso relativo á la 
fuerza de línea, prosigue en estos términos: 


«—Pero, ¿cómo, si así quedó establecido (pre- 
guntó el señor Muñoz al doctor Ramírez), ha podido 
ahora surgir esta exigencia del retiro de los regimientos 
llevados á Rivera á pedido del mismo Jefe Político? 

«—Esto es obra, me contestó el doctor Ramirez, 
de una imprudencia (creo recordar que dijo también 
intemperancia) inexplicable del doctor Lamas. Te voy á 
contar los antecedentes: En la reunión que celebraron 
los delegados del Directorio con Saravia á principios de 
Diciembre, se tocó el punto del retiro de los regimientos. 

«— Algunos opinaron que era necesario formular la 
exigencia inmediatamente, pero otros, y entre ellos el 
mismo Saravia, consideraron que sería más prudente espe- 
rar á que el Gobierno los retirase espontáneamente, y si 
para mediados de Enero no lo hubiese hecho, empezar 
entonces á hacer las gestiones conducentes á aquel resulta- 
do. Y así parece, según mis informes, que quedó convenido. 

«Abro un paréntesis (dice el señor Muñoz), para 
hacer una salvedad, pues no quiero adelantar una sola 
afirmación en mi relato que no esté confirmada por una 
profunda convicción. No puedo, pues, afirmar si lo que 
el doctor Ramírez me dijo fué que á él le llevase primera- 
mente el doctor Lamas la fórmula del ultimatum ó al doc- 
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tor Martín C. Martínez: pero lo que sí puedo afirmar rotun- 
damente, es que la fórmula fué la que yo he hecho pública: 
el no retiro de los regimientos lo consideramos “casus belli”. 
Recuerdo que yo le interrumpí, interrogándole: “¿Casus 
belli?”. Y el doctor Ramírez, con su vehemencia habitual, 
me repitió: Sí, asombrante, “casus belli”y agregó: textual! 

«Pero sea que la fórmula se presentase primera- 
mente al doctor Ramírez ó al doctor Martínez, el detalle 
no altera en nada lo fundamental de mi relato, que prosi- 
go así: 

«El doctor Martín C. Martínez hizo llamar ó fué 
él á ver (tampoco lo recuerdo precisamente) al doctor 
José Pedro Ramírez, á quien consultó sobre si trasmitiría 
al Presidente el ultimatum. El caso era gravísimo, conti- 
nuó el doctor Ramírez, porque conociendo como conoz- 
co á Batlle, comprendía que aquella exigencia (tal vez 
dijo monstruosidad) lo iba á exasperar y entonces convi- 
nimos con Martínez en no decir nada á Batlle y procurar 
que Lamas retirase el ultimatum ó que, por lo menos, ini- 
ciase la gestión para el retiro de los regimientos en térmi- 
nos más conciliatorios. Comprendiendo, sin embargo, que 
una imprudencia ó una indiscreción cualquiera podría 
echarlo todo á perder, establecimos con Martínez guar- 
dar la más absoluta reserva, y á tal extremo, que me pidió 
Martínez que ni siquiera á mi hermano Gonzalo se lo 
dijera, y así se lo prometí. 

«Cuál no sería mi sorpresa, continuó el doctor 
Ramírez, cuando al llegar á casa poco rato después, me 
encontré con mi sobrino Antonio, quien de buenas á 
primeras me preguntó: —¿No sabe la noticia que corre? 
—¿Qué noticia?, lo interrogué. —Pues que los blancos le 
han pasado un ultimatum al Presidente para que retire 
los regimientos de Rivera. Comprendí que todo estaba 
perdido, y ya no quise intervenir en nada más, desespe- 
rado al ver que la guerra era inevitable por la imprudencia 
inconcebible de quien había divulgado la noticia del ulti- 
matum, que no fuimos, como comprenderás, ni Martínez 
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ni yo, Únicos que creíamos saberla fuera de los propo- 
nentes. Para mí ha habido en todo esto una precipita- 
ción que no sé á qué atribuir, pues como ya te lo he 
dicho, lo resuelto en la reunión de los delegados con 
Saravia fué esperar hasta mediados de Enero el retiro de 
los regimientos de Rivera por espontánea voluntad del 
Gobierno, y tanto es así que ese telegrama de Saravia, 
que habrás visto publicado preguntando al Directorio 
cuál es la causa de la agitación que empezaba á notarse 
en campaña, es sincero, porque realmente ignoraba que 
se hubiera presentado el ultimatum en la fórmula perentoria 
que te he contado. 

«Hasta aquí llega el relato de lo que me dijo el 
doctor Ramírez sobre los sucesos precursores del estalli- 
do de la guerra. Después continuamos hablando de las 
negociaciones de paz entabladas, de su fracaso, de las 
contingencias de la guerra, de las probabilidades futuras 
para un nuevo arreglo, de las diversas tendencias intran- 
sigentes ó conciliadoras que actuaban en torno del Presi- 
dente, pero ya esto no interesa á mi caso y además fueron 
cosas dichas en un tono puramente confidencial. 

«Lo fundamental en el testimonio que he citado 
del doctor Ramírez son dos únicos puntos: 

1° Que en el Pacto de Nico Pérez no se incluyó nin- 
guna cláusula restrictiva de la facultad presidencial de 
situar la fuerza pública donde mejor conviniese para 
garantir el orden interno y custodiar la integridad nacio- 
nal. 2° Que el pedido de retiro de los regimientos de Rive- 
ra se formuló en carácter de ultimatum y que por consiguiente 
la provocación de la guerra partió de la fracción saravista». 


Queda demostrado que el ultimatum saravista, 
que tanto se empeña en negar ahora el Directorio, exis- 
tió, según la propia autorizada confesión del doctor José 
Pedro Ramírez. Pero tenemos aun pruebas más concre- 
tas y más decisivas si se quiere, abonadas por la palabra 
de personas que intervinieron tan directamente en 
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aquel acto monstruoso para tratar de impedirlo ó de ate- 
nuarlo siquiera, como los doctores Gonzalo y Juan 
Andrés Ramírez y Martín C. Martínez. La extensión que 
va tomando este artículo nos obliga á postergarlas hasta 
el de mañana. 


XII 


EL ULTIMATUM EN EVIDENCIA 


Demostramos ayer con los testimonios irrecusa- 
bles de los señores José Pedro Ramírez y Daniel Muñoz la 
existencia del ultimatum que en los últimos días de 
Diciembre de 1903 pasó al Presidente de la República el 
Directorio nacionalista, que éste pretende ahora negar, 
con el mismo desparpajo con que lo hizo, y con que, dán- 
dose cuenta del inaudito atentado que significaba, pre- 
tendió en seguida desmentirlo apenas producida la gue- 
rra que fué su consecuencia. 

Pero si aquellos testimonios son irrecusables lo 
son igualmente, y aun tienen la ventaja de ser más direc- 
tos y explícitos, con todo de ser concordantes, los que 
publicamos en el presente número y que corresponden á 
ciudadanos que tan de cerca siguieron aquellos sucesos y 
que tan próximos estaban á los corifeos saravistas, como 
los doctores Martín C. Martínez y Gonzalo y Juan Andrés 
Ramírez. 

Dijo el doctor Martínez en el reportaje que le hizo 
EL Día con fecha 7 de Febrero de 1904: 


«En la misma noche del 1° de Noviembre, en que 
se produjo el incidente fronterizo de Rivera, yo visité al 
doctor Lamas y le expliqué lo que ocurría, para que tran- 
quilizase á sus amigos políticos de campaña, como así lo 
hizo. 
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«Dos días después, el doctor Lamas me pidió 4 su 
vez una entrevista y en ella me manifestó que reconocía la 
legitimidad con que las fuerzas habían entrado á Rivera, 
pero que, con ocasión de rumores que llegaban á sus 
oídos, no como Presidente del Directorio del Partido 
Nacional, ni al Ministro, sino al compatriota, se creía en el 
deber de comunicarme que su partido y sus Jefes militares 
habían aceptado el Pacto de Nico Pérez, en la creencia de 
que no se estacionarían fuerzas del Ejército en los Depar- 
tamentos cuyas Jefaturas debían proveerse con nacionalis- 
tas designados por el Presidente de acuerdo con el Direc- 
torio; que por consiguiente la permanencia de los 
regimientos, más allá del tiempo en que ella se justificase 
como consecuencia del incidente de frontera, compromete- 
ría la paz pública. 

«El doctor Lamas no me habló de la guerra como 
de un hecho á producirse inminentemente, pero sí como 
una consecuencia fatal de “la militarización de Rivera”, 
según él decía. Las manifestaciones del doctor Lamas, 
que llegaron á darle á la guerra el carácter de un hecho inme- 
diato, fueron las que dos meses después hizo el doctor Gonzalo 
Ramírez». 


De cómo el «partido y sus Jefes militares» podían 
haber aceptado el Pacto de Nico Pérez, «en la creencia 
de que no se estacionarían fuerzas del Ejército en los 
Departamentos cuyas Jefaturas debían proveerse con 
nacionalistas», ha quedado claramente constatado en los 
artículos anteriores, y no tenemos por qué insistir sobre 
ello, repitiendo solamente que semejante pretensión ó 
«creencia» importaba, además de la más flagrante injusti- 
cia, la violación más inicua de la pacificación de Marzo de 
1903. 

Por lo demás, surge rotundamente de las pala- 
bras del doctor Martínez transcriptas, palabras que no 
pueden ser sospechosas para los nacionalistas, que el ulti- 
matum existió, habiendo sido encargado de tramitarlo el 


—_— 


173 


La CULPA DE LA GUERRA 


doctor Gonzalo Ramírez. Oiremos también un poco más 
abajo la autorizada palabra de este ciudadano. Entretan- 
to véase cómo el mismo doctor Martínez ratifica las ante- 
riores declaraciones en una carta suya que se publicó el 6 
de Febrero de 1904, precisando los términos de la que el 
día anterior publicó el doctor Ramírez. 


«Me interesa hacer la siguiente ampliación que 
no rectifica pero precisa mi intervención en el incidente 
sobre retiro de los regimientos de Rivera. La creo necesa- 
ria, porque el uso de la palabra ultimatum podría hacer 
suponer que yo fuí encargado por el doctor Gonzalo 
Ramírez de trasmitir al Presidente de la República una 
intimación en toda forma y en nombre del partido nacio- 
nalista. 

«Lo cierto es que el doctor Gonzalo Ramirez 
—como él lo dice— me hizo conocer, para que 4 mi vez 
lo pusiese en conocimiento del Presidente de la Repúbli- 
ca, la gravedad que el Presidente del Directorio naciona- 
lista daba á aquel hecho, y la inminencia de la guerra como 
su consecuencia. 

«El mismo doctor Ramírez me significó que, des- 
pués de terminada su segunda conferencia con el doctor 
Lamas, éste, dirigiéndose al doctor José Pedro Ramírez, también 
presente, le previno que al otro día volvería, acompañado 
de otro miembro del Directorio para que fuese el doctor José 
Pedro Ramirez, como intermediario en el Pacto de Nico 
Pérez, quien se encargara de hacer saber al señor Batlle que el 
Partido Nacional reputaba violado aquel Pacto. —Tal era el 
conducto por el que el doctor Lamas pretendió hacer lle- 
gar la notificación formal. 

«Yo lo que hice fué poner en conocimiento del 
señor Presidente las graves manifestaciones que el doctor 
Lamas había hecho al doctor Gonzalo Ramírez, y que 
éste también deseaba que aquél conociese, para prevenir 
el desastre». 
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Véase cómo no sólo hubo ultimatum del cual se 
quiso hacer portavoz al doctor José Pedro Ramírez, sino 
también, cómo debía tener conocimiento de él el Direc- 
torio, á pesar de que éste lo niegue, desde el momento 
que el doctor Lamas quería ver al doctor Ramírez acom- 
pañado de otro miembro de la misma corporación para 
conseguir que se encargara de su presentación. 

Algunos días después, el 9 de Febrero, el doctor 
Juan Andrés Ramírez, director de El Siglo en los momen- 
tos de declararse la guerra, que, como hemos dicho en 
artículos anteriores, estaba interiorizado de los sucesos 
que la precedieron, publicó en la prensa una carta, con- 
testando á ciertas alusiones que con relación á su actitud 
en aquellas desgraciadas emergencias hicieron en Buenos 
Aires algunos miembros del Directorio, empeñados como 
ahora en negar el ultimatum. Decía el doctor Ramírez: 


«Es cierto que en los primeros días de Noviembre 
el doctor Alfonso Lamas me manifestó que la permanen- 
cia de los regimientos 4° y 5° de Caballería en Rivera trae- 
ría como inevitable consecuencia la guerra civil, repitiéndo- 
me lo mismo en conversaciones cast diarias, hasta que, en los 
últimos días de Diciembre me anunció el conflicto como inminen- 
te. Es cierto que hablé con mi padre varias veces sobre 
estas cuestiones, pero no es menos cierto que mi padre 
no necesitó que yo le suministrara informes respecto de 
la opinión del doctor Lamas acerca de la permanencia de 
los regimientos en Rivera, porque me consta que los reci- 
bió directamente de labios de aquel ciudadano, en conferencias 
celebradas en su consultorio y en el estudio del doctor José Pedro 
Ramírez. 

«...Santo y bueno que los miembros del Directorio 
que han tenido á bien ocuparse de mi humilde persona 
traten de salir de la desairada posición en que se han colo- 
cado acompañando un movimiento revolucionario, de 
cuya preparación no se les dió, según parece, la menor 
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noticia, pero haganlo sin descender 4 torpes calumnias y sin 
hablar de hechos que 6 no conocen 6 falsean á sabiendas». 


Oída la palabra del ilustrado escritor, veamos la 
de su padre el doctor Gonzalo Ramírez, á quien se cita en 
las precedentes transcripciones. 

Dijo el doctor Gonzalo Ramírez en su carta publi- 
cada el 5 de Febrero de 1904: 


«Si los hechos que constituyeron las últimas nego- 
ciaciones de paz no fuesen materia de discusión en su parte 
fundamental, y sólo hubiese mérito para comentar sus con- 
secuencias y deslindar responsabilidades, habría guardado 
el más absoluto silencio, absorto en la suprema aspiración 
de solucionar por medios pacíficos, á la vez que institucio- 
nales, el conflicto armado que enluta y devasta el país. 

«Pero el siguiente párrafo del manifiesto publica- 
do en Buenos Aires por algunos miembros del Directorio 
nacionalista, y un justo pedido del Presidente de la Repú- 
blica, formulado á su respecto, me obligan á rectificar 
aseveraciones que, á ser ciertas, echarían sobre mí, gran- 
des responsabilidades. 

«El párrafo aludido dice así: 

“La máquina estaba montada y se esperaba acaso 
que la agresión partiera de los nacionalistas. Pero, como 
esto era imposible, se acabó por urdir el pretexto. Se dijo 
que el Partido Nacional había exigido el retiro de dos 
regimientos destacados en Rivera, donde hacían iluso- 
rias, en realidad, las garantías que debía representar la 
Jefatura Política, encomendada á un ciudadano de la 
confianza de los nacionalistas. Pero jamás se presentó esa 
exigencia en forma alguna. El partido toleraba esos 
actos, por más que los considerase graves y violatorios del 
Pacto de Nico Pérez. El Directorio nunca se ocupó de 
ellos, si bien en ningún momento habría llegado á supo- 
ner que tales reclamos hubiesen podido bastar para 
envolver al país en los horrores de la guerra civil”. 
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«La guerra civil es algo tan monstruoso que no es 
extrano que los combatientes hagan esfuerzos inauditos 
para echar sobre el adversario toda la responsabilidad de 
la lucha armada. 

«Pero si el hecho es esencialmente humano, no 
debe permitirse que prevalezca la acusación injustificada, 
porque si bien su injusticia puede bajo otros conceptos 
no absolver de toda culpa á aquél á quien se dirige, con- 
vierte, fuera de toda realidad, en impecable á uno de los 
combatientes, y es entonces difícil apaciguar á quien se 
da el lujo de no tener falta alguna que redimir. 

«Actor, entre otros ciudadanos, en las negociacio- 
nes de paz, desgraciadamente fracasadas, cumplo con el 
deber de declarar solemnemente al país, y ante él me responsabilizo 
de la verdad de mis afirmaciones, que á pedido reiterado del Presi- 
dente del Directorio nacionalista, hice saber al doctor Martín C. 
Martínez, entonces Ministro de Hacienda, para que lo pusiese 
en conocimiento del Presidente de la República, que el Partido 
Nacional consideraba violado el Pacto de Nico Pérez con la 
permanencia de los regimientos 4° y 5° de Caballería en el 
departamento de Rivera, y que su retiro se imponía porque de 
otra manera la guerra civil era inevitable é inminente. 

«Como tal exigencia encontrase por parte del 
Presidente la más tenaz resistencia, hice cuanto esfuerzo 
de convencimiento estuvo á mi alcance para persuadir al 
doctor Lamas de que el problema, colocado en términos 
tan violentos, nos llevaba al salvajismo de una guerra injustifi- 
cada; pero ninguna atenuación al ultimatum me fué posible 
conseguir en las dos conferencias que tuve con aquel 
compatriota, que accidentalmente presenció mi herma- 
no, el doctor José P. Ramírez. 

«Si todo esto ha quedado ignorado para los 
miembros del Directorio nacionalista que firman el 
manifiesto de la revolución, es necesario confesar que ha 
habido algo de fatal y superior á la voluntad de los hom- 
bres, en el desarrollo de los sucesos que ponen 4 la Repú- 
blica al borde del abismo, cuando hace apenas un mes era com- 
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pletamente normal su vida civil y política, y un hecho práctico la 
coparticipación de los partidos en el gobierno del país, resultado 
lógico de una ley de representación de minorías, cuya 
amplitud pueden justamente envidiar los demás pueblos 
de Sud América. 

«No le falta al país ni civilización ni instituciones 
—somos humanos y caballerescos, hasta en los días en 
que nos matamos por verdaderas sutilezas—. Pero somos 
también unos grandes insensatos atacados del delirio de las per- 
secuciones. —Todos teníamos patria y derechos y los hemos tira- 
do á la calle—. Tengamos un momento siquiera de sinceri- 
dad y volveremos al uso discreto de la razón á tiempo de 
conjurar el supremo desastre». 


La carta del doctor Gonzalo Ramírez, que nos 
hemos complacido en reproducir en su total extensión, 
es un documento interesantísimo, en el cual se puede 
decir que hay tantas verdades como líneas. No queremos 
hacer otros comentarios, remitiendo al lector á las frases 
que hemos subrayado expresamente y en las que sintéti- 
camente viene á hacerse todo el proceso del pasado 
movimiento subversivo. 

El ultimatum está, pues, probado hasta la más 
plena evidencia. Veremos en los artículos siguientes 
cómo respondió el Gobierno á semejante agresión. 


XIII 
LA RESPUESTA 


Si creemos que en nuestros primeros articulos 
hemos puesto en absoluta evidencia que en la pacifica- 
ción de Marzo de 1903 se excluyó expresamente la pre- 
tensión de los Jefes saravistas respecto á los campamentos 
de la fuerza de línea, creemos que en los últimos hemos 
dejado también absolutamente evidenciado, contra las 
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mistificaciones contenidas en la Memoria del Directorio, 
que éste intimó al Presidente de la República, 4 fines de 
Diciembre de aquel año, y en forma de ultimatum, que 
retirara los regimientos destacados en Rivera, porque de 
lo contrario se decretaba la guerra civil. 

La luminosa carta del doctor Gonzalo Ramírez 
que reprodujimos ayer concluye por rematar las afirma- 
ciones sin réplica de los doctores José Pedro Ramírez, 
Martín C. Martínez, Juan Andrés Ramírez y de nuestro 
Ministro en la Argentina, don Daniel Muñoz. Ninguna 
atenuación al ultimatum le fué posible conseguir al doctor 
Gonzalo Ramírez, según lo declara, á pesar de que trató 
de persuadir que nos llevaba al salvajismo de una guerra injus- 
tificada, que conducía á la República al borde del abismo, 
cuando hacía apenas un mes (el doctor Ramírez habla á 
principios de Febrero) era completamente normal su vida 
civil y política y un hecho práctico la coparticipación de los parti- 
dos en el gobierno del país; y á pesar de que todos teníamos patria 
y derechos que fueron tirados á la calle. 

¿Qué actitud era la que competía al Gobierno 
ante semejante atentado? ¿Cómo debía tratar á los que 
miraban de esa manera la pacificación de Marzo y desco- 
nocían tan abierta y audazmente el principio de autori- 
dad? ¿Qué se imponía ante aquella amenaza perentoria, 
verdadera ignominia institucional? Los saravistas eran ya 
rebeldes por el simple hecho de formular su imposición, 
pretendiendo intimidar con la guerra al Gobierno cons- 
tituído. Lo que éste pudo y debió hacer inmediatamente 
fué repeler con las armas en la mano semejante osadía, 
declarando violado y sin ningún valor el convenio de 
Nico Pérez y procediendo militarmente en consecuen- 
cia. Era la sanción estrictamente justa que merecía tama- 
no desafuero, llamado á servir de ejemplo aleccionador 
para las prácticas de nuestra democracia; era la respuesta 
necesaria á aquel desman contra las leyes, la “é pública y 
la tranquilidad entera del país. 
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El Gobierno, sin embargo, fué más allá. Aun á 
riesgo de nuevos sacrificios de su autoridad, aun en 
detrimento de los principios que rigen todo organismo 
político regularmente constituído, quiso tratar por 
todos los medios y agotar todos los recursos á fin de que 
no se alterara el orden público, se evitara el escándalo 
de la insurrección y gozara el país de la paz en que des- 
arrollaba sus fecundísimas actividades. Si así procedió el 
Gobierno no fué sin duda porque faltara ambiente para 
la guerra. Todo lo contrario. El régimen de constante 
subversión en que se vivía desde hacía siete años, y la 
tranquilidad precaria y angustiosa que á consecuencia 
de él á duras penas se disfrutaba, con la amenaza sinies- 
tra del levantamiento siempre latente y siempre contur- 
bando los espíritus y agostando las energías, había dado 
lugar á que se formara, aun dentro de las clases más con- 
servadoras y pacíficas de la sociedad, un verdadero parti- 
do de guerra, que si no ansiaba, aceptaba como un des- 
ahogo esta solución como la única capaz de devolvernos 
el pleno régimen institucional y extirpar de raíz los fac- 
tores subversivos que trastornaban la vida de la Nación. 
El Siglo mismo dedicó algunos de sus artículos del final 
del año 1903 á combatir esa tendencia á las soluciones 
de fuerza que dominaba aún á los espíritus timoratos y 
débiles. Cuando se produjo el escándalo del ultimatum y 
trascendió á la opinión, ésta se indignó y quería la gue- 
rra de todas las maneras. El Presidente de la República 
tuvo que hacer esfuerzos desesperados —no ya para 
aplacar la indignación personal que pudiera haberle 
producido aquel atentado y contener sus justos anhelos 
por defender el principio de autoridad que investía— 
sino para resistirse al ambiente guerrero que propicia- 
ban, con pocas excepciones, las clases todas del país. 
Quiso, como decíamos, intentar todavía los recursos 
posibles para prevenir el cataclismo que amenazaba á la 
República y —¡cosa inaudita! — es precisamente por 
haber realizado aquellas tentativas sin éxito en favor de 
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la paz, que los autores del ultimatum, autores del «salva- 
jismo de una guerra injustificada», como dijo el doctor 
Gonzalo Ramirez, quieren acusarle como culpable de la 
insurrección! Si el Presidente de la República hubiera 
contestado al ultimatum haciendo marchar inmediata- 
mente sus ejércitos á los feudos saravistas, no habrían 
tenido, ni ellos ni nadie, ni palabra que decir. Como 
quiso transigir otorgando reiteradas concesiones que 
fracasaron, para tratar de mantener á todo trance la paz, 
á pesar de la vergúenza institucional del ultimatum, resul- 
ta culpable de la guerra! ¡Alentadora retribución á una 
ecuanimidad que nunca han merecido! 

Iremos pues á la explicación de esas negociacio- 
nes posteriores al ultimatum. Después de pretender des- 
mentir éste con tanto desparpajo, la Memoria del Direc- 
torio entra en una nebulosa relación de los sucesos que 
se eslabonaron hasta el estallido de la guerra. Como se 
trata de inventar ó arreglar los hechos —cosa nada extra- 
na después que se desmiente solemnemente el hecho capi- 
tal que hemos dejado archi probado— de manera que 
vengan bien al objeto que se proponen los redactores de 
aquel documento, nos veremos en la precisión de seguir- 
lo en algunos párrafos para ir desmenuzando sus falseda- 
des. Dice, pues, la Memoria: 


«Acababa este Directorio de tomar posesión del 
cargo en 25 de Diciembre, cuando se vió sorprendido 
por aquella situación de creciente alarma. 

«La actitud que asumió el Gobierno, el tono de 
los diarios oficiales, las manifestaciones terminantes 
hechas por el Ministerio de la Guerra á varias personas, 
convencieron al Directorio de que era indispensable 
preocuparse sin pérdida de momento de aquella situa- 
ción, á fin de librar al país de los horribles males que lo 
amenazaban. 

«El día 31 de Diciembre se iniciaron las nego- 
ciaciones encaminadas 4 obtener este resultado, utili- 
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zando para ello la buena voluntad y el sano patriotismo 
del entonces Ministro de Hacienda, doctor Martin C. 
Martinez». 


Todo lo transcripto es sencillamente una adultera- 
ción completa de la verdad. Hasta el 25 de Diciembre lo 
único que pudo producir alarma fué la embajada del 
mismo Directorio al Cordobés, efectuada á mediados del 
mismo mes y en la cual, según la misma Memoria, se convi- 
no con Saravia iniciar las «gestiones necesarias» para con- 
seguir el retiro de los regimientos de Rivera, vale decir, 
presentar el ultimatum. El día 17, enseguida de llegar la 
embajada á Montevideo, el órgano directorial de enton- 
ces, La Prensa, que por esos días se mostraba con una rara 
tranquilidad, asombró á la población con el furibundo 
artículo á que ya nos hemos referido en editoriales ante- 
riores y que comenzaba y terminaba textualmente así: 
¿Tiene el país, tiene el Partido Nacional un año de paz asegura- 
do?. No pudo, por consiguiente, el Directorio «verse sor- 
prendido» por ninguna alarma, cuando era él quien iba á 
hacerla estallar. 

En cuanto á la «actitud que asumió el Gobierno», 
es otra invención destinada nada más que á paliar lo que 
vino después. El Gobierno estaba entonces ajeno al aten- 
tado que se tramaba. Su actitud era la misma de siempre, 
y para constatarlo, basta revisar los diarios de entonces. 
Por lo que se refiere al «tono de los diarios oficiales», si es 
por EL DÍA que la Memoria lo dice, es otra burda inven- 
ción. EL Día en aquellos momentos no hacía más que 
escribir ó sobre las garantías que aseguraban la estabili- 
dad de la paz ó sobre la organización colorada, que por 
aquel entonces se iniciaba con febril actividad en la segu- 
ridad de que el orden no sería alterado. Precisamente 
tenemos á la vista los números del 25 y 26 de Diciembre. 
El primero no contiene ningún comentario político. 
Apenas si aparece en él un cálculo jocoso de colabora- 
ción sobre el número de insurrectos que pudieron for- 
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mar en la «demostración hípica» de Marzo. El segundo 
no hace más que narrar, de manera exclusivamente 
informativa, una asamblea cívica que hubo por aquellos 
días en Solís Grande para la organización colorada sec- 
cional. En ninguno de esos dos números figuran editoria- 
les ni sueltos políticos de redacción de ninguna clase. No 
tenemos en cuenta lo que se dice que manifestó el Minis- 
terio de la Guerra «á varias personas» porque se condena 
por su propia y vergonzosa vaguedad. 

Dice la Memoria en los párrafos que hemos trans- 
cripto que esa inventada «actitud del Gobierno» y el no 
menos inventado «tono de los diarios oficiales», hicieron 
que el Directorio se ocupara sin pérdida de momento de la 
situación, á fin de prevenir los horribles males que amenaza- 
ban al país. En seguida agrega que el 31 de Diciembre se ini- 
citaron las negociaciones encaminadas a obtener ese resultado 
(el de librarnos de los horribles males). Resulta pues que 
el 25 el Directorio se convenció de que debía proceder sin 
pérdida de momento y recién el 31 inicio las negociaciones. ¡Her- 
mosa manera de no perder momento —perdiendo seis 
días— para salvar al país de tan horribles males! A lo que 
parece la gravedad de la situación en que, según la 
Memoria, se encontraba el país, le infundió al Directorio 
la más pachorrienta de las calmas! 

Dice además que para esas negociaciones del 31 
se utilizó «la buena voluntad y el sano patriotismo del 
doctor Martín C. Martínez». Ya saben los lectores en qué 
fué utilizada la buena voluntad y el sano patriotismo del 
doctor Martínez, según las declaraciones de éste y de los 
doctores Ramírez, que reprodujimos en el artículo ante- 
rior: ¡en trasmitir al Gobierno de que formaba parte, en 
su calidad de Ministro de Hacienda, el escandaloso ulti- 
matum que hemos probado hasta la evidencia! ¡Esas eran 
«las negociaciones» del 31 y la manera de salvar al país de 
«los horribles males que lo amenazaban»!!! 

¿Cuáles eran esos males horribles? El Directorio por 
supuesto que no se detiene a explicarlos. No había por 
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entonces ningún motivo para suponer que la tranquili- 
dad pública fuera alterada. El motivo vino enseguida, en 
forma de un inicuo ultimatum. Luego era éste el que podía 
producir los «males horribles», y no el que podía evitar- 
los; eran esas pseudo «negociaciones» convenidas con 
Saravia en el Cordobés y provocadoras del artículo de La 
Prensa, en que se hacía la insólita pregunta de si habría un 
año de paz, las que vinieron á traer los «males horribles». 
Si esas negociaciones nunca se hubieran producido, la situa- 
ción habría continuado como hasta entonces, libre de 
todos los pavores que finge ahora haber sentido el Direc- 
torio. He aquí una de las tantas mistificaciones en que se 
ha enredado la Memoria. 

Pues después de «iniciadas las negociaciones», es 
decir, de presentado el inaudito ultimatum, el Presidente 
de la República, en lugar de castigar como se merecía á 
los autores de tamaña subversión, quiso evitar la guerra 
con que amenazaban, entrando con ellos en transaccio- 
nes, á pesar de que no le fué posible al doctor Gonzalo 
Ramírez conseguir ninguna atenuación al ultimatum, y al 
efecto hizo al doctor Martínez algunas declaraciones que 
debían haber satisfecho por completo á los que con tanta 
desconsideración llegaban hasta ultrajar con la amenaza 
la autoridad que investía. 

Veremos en el artículo siguiente en qué consistie- 
ron esas declaraciones y cómo fueron contestadas. 


XIV 


LA GUERRA A OUTRANCE 


Hemos visto al Directorio desmentir solemnemente 
en su Memoria la existencia de su ultimatum al Presidente 
de la República, desmentido que hemos destruído com- 
pletamente con las afirmaciones también solemnes del Dr. 
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Gonzalo Ramírez y de otros ciudadanos igualmente auto- 
rizados que intervinieron en el desarrollo de aquellos des- 
dichados sucesos. Lo hemos visto también falsear la verdad 
en la transcripción de la Memoria que hicimos ayer, y vere- 
mos falsearla nuevamente en la que vamos á hacer hoy. 
Dice en efecto la Memoria, después de los párrafos que 
hemos transcripto en nuestro artículo anterior: 


«En sesión celebrada en la mañana del 1° de 
Enero, se comisionó á los doctores Rodríguez Larreta y 
Vásquez Acevedo para que trataran de arribar con el 
Gobierno á algún arreglo. 

«En la sesión que se celebró en la noche del 
mismo día, los comisionados comunicaron al Directorio 
que el Ministro de Hacienda manifestaba en nombre del 
Presidente de la República que el Gobierno se proponía 
retirar desde luego uno de los regimientos destacados en 
Rivera y otro después, é interesarse en la sanción de una 
ley que quitara todo el valor al voto dado por los oficiales 
y clases del ejército de línea fuera del lugar en que presta- 
ra sus servicios el cuerpo á que esos militares pertenecie- 
ran. Se solicitaba que el Directorio tratara de tranquilizar 
al País, entendiéndose al efecto con el general Saravia, y 
se daba seguridad de que durante la noche no se realiza- 
rían los movimientos de fuerzas que se anunciaban. 

«El Directorio resolvió aceptar aquella forma de 
arreglo y resolvió trasladarse á conferenciar con el gene- 
ral Saravia. 

«No fué posible trasmitir esa misma noche la con- 
testación al doctor Martínez, porque terminó la sesión 
del Directorio cerca de las 11 p.m., y este señor se hallaba 
fuera de la ciudad, en su quinta, en la que no había telé- 
fono. El doctor Rodríguez Larreta quedó encargado de 
trasmitirle á primera hora, lo resuelto». 


Hay que hacer notar primeramente en lo trans- 
cripto una circunstancia muy digna de especial atención. 
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El Directorio comienza a hablar de que trató de arribar 
con el Gobierno á algún arreglo. ¿Por qué? ¿Para qué? Es 
lo que no explica ni explicará, porque si fuera á hacerlo, 
lo menos que tendría que confesar sería que habiéndose 
ya pasado al Presidente de la República el ultimatum con- 
sabido, se trataba después, el 1° de Enero, de ver á qué 
resultados se llegaba con él. En el párrafo siguiente se 
dice que en el mismo día el señor Martínez propuso en 
nombre del Presidente tales y cuales temperamentos. Es 
el caso de preguntarse de nuevo. ¿Por qué? ¿Para qué? 
¿Nada más que porque en la mañana se había reunido el 
Directorio? Este no quiere decir la verdad. Por algo el 
entonces Ministro de Hacienda se apresuraba á trasmitir 
declaraciones del Jefe de Gobierno, y ese algo no era más 
que el deseo de transar con los saravistas en vista de su 
inicua intimación, por más que con tales transacciones se 
quebrantara un tanto el principio de autoridad. 

Lo que afirma el Directorio respecto á segurida- 
des de que durante la noche no se moverían fuerzas de la 
capital es completamente inexacto. El Presidente de la 
República no dió tal seguridad. Por otra parte, en esa 
noche del 1” de Enero no se movió tampoco ninguna 
fuerza. El coronel Bouquet con dos batallones y dos pie- 
zas recién salió de la Estación Central el 2 de 3 á 4 de la 
mañana. Después de todo, la lentitud con que procedió 
el Directorio, que, según confesión propia, retardaba sus 
contestaciones hasta para el día siguiente —en tan graves 
circunstancias, en que él mismo lo afirma, se trataba de 
evitar males horribles—, debía hacer presumir al Gobierno 
que no se procedía de buena fé, y que si esperaba con los 
brazos cruzados las tardías y remolonas contestaciones 
directoriales, iba á dar lugar á que Saravia tuviera tiempo 
para levantar impunemente sus huestes en todo el país. 
El Gobierno no podía dar seguridades de consentir esto 
sin faltar á un elementalísimo deber. 

Pero lo más falso de todo es la afirmación de que 
aquellas bases propuestas á nombre del Ejecutivo fueron 
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aceptadas. Lo mismo dice la Memoria en los parrafos sub- 
siguientes al referirse 4 otra proposición análoga del doc- 
tor Martínez. Según ese documento, el Directorio habría 
contestado á las dos proposiciones aceptándolas y pidien- 
do las dos veces permiso para conferenciar con Saravia. 
De esta manera se hace aparecer al Gobierno formulan- 
do proposiciones, retirándolas enseguida de ser acepta- 
das, formulando otras nuevas y volviendo á retirarlas ante 
la nueva aceptación. Y todo esto es absolutamente falso, 
como más arriba lo hemos dicho. 

El Presidente de la República, según lo expresa- 
mos en el número anterior, en cuanto se vió acometido 
por la insolencia del ultimatum saravista, aun á costa de 
retacear más el principio de autoridad que investía, aho- 
gando su dignidad de gobernante y sus sentimientos de 
hombre ofendido y contrariando el ambiente propicio á 
la guerra que alentaban en medio de su desesperada 
indignación las clases todas de la sociedad, quiso evitar 
las calamidades y los horrores de la guerra civil, que se 
daba como inminente en una intimación formal y peren- 
toria, y se decidió á mayores sacrificios institucionales 
para conseguir la conservación de la paz. Fué entonces 
que por intermedio de los doctores Gonzalo Ramirez y 
Martín C. Martínez, el Presidente del Directorio don 
Alfonso Lamas, que había hecho notificar el inicuo ulti- 
matum sin que se pudiera conseguir ninguna atenuación, 
según el primero de aquellos dos ciudadanos, recibió dos 
proposiciones de arreglo consecutivas, las que consecuti- 
vamente fueron rechazadas. El doctor Lamas contestó á 
ambas fórmulas que la única manera de que no se decla- 
rara la guerra era, palabra más palabra menos, el retiro liso 
y llano de los dos regimientos destacados en Rivera. 

Esto es lo que decía El Nacional en su edición del 
3 de Enero: 


«Dijo, además (se expresa así refiriéndose al Pre- 
sidente de la República), que si el Directorio nacionalis- 
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ta temía que la existencia de los regimientos podía alte- 
rar las condiciones electorales de Rivera —temores á 
que no daban mérito ni los antecedentes ni las solemnes 
declaraciones programáticas del ciudadano que regía 
los destinos de la República— podía intentarse una 
reforma en la actual ley electoral, que ofreciese todas las 
garantías deseables. 

«Dijo más aun. Dijo que, como poder colegisla- 
dor, pondría de su parte toda su influencia en el sentido 
de que la fracción saravista ó directorial no tuviese nada 
que temer sobre el resultado de las próximas elecciones, 
apoyando y concurriendo á la efectividad de la reforma 
que se estimase mejor. Los doctores Ramírez trasmitie- 
ron al doctor don Alfonso Lamas la contestación del 
señor Batlle y Ordónez. 

«El doctor Lamas comisionó entonces á los referi- 
dos compatriotas para que manifestasen al primer magis- 
trado, que el Directorio insistía en el retiro de los regimientos». 


Pero donde la relación de aquellas negociaciones 
fracasadas por la obstinación del Directorio ó de su Presi- 
dente que lo representaba están más explícitamente 
expuestas es en nuestro editorial del 9 de Enero del 
mismo año. Decíamos entonces contestando á un libelo 
aparecido en Buenos Aires pocos días antes: 


«Apenas formulada la exigencia de que los regi- 
mientos fueran retirados, se trató por parte del Gobierno 
de evitar de todas maneras las consecuencias de una 
negativa cerrada, porque —aun cuando esa negativa 
fuera legítima, no podía serlo más, dadas las amenazas 
con que la expresada exigencia venía envuelta—, negar- 
se de plano era considerarse en estado de guerra, que lo 
mismo vino después irremediablemente. Uno de los 
motivos con que se quería dar validez á un ultimatum tan 
absurdo, ilegítimo y subversivo, el motivo principal ó 
único, puede decirse, era que la estadía de dichos regi- 
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mientos venía á modificar la situación electoral de uno de los 
Departamentos que los saravistas consideran pertenecer- 
les en exclusiva propiedad. Entonces se les propuso que 
el Ejecutivo, como poder colegislador y por medio de la 
influencia entre sus amigos de la Asamblea, se compro- 
metería á lograr la sanción de una ley que estableciera un 
plazo de residencia para poder votar en los Departamen- 
tos, de tal manera que aunque los colocados fuera de ese 
plazo podrían votar en los Departamentos en que estu- 
vieren inscriptos, sus votos se computarían á los Departa- 
mentos de su anterior domicilio. De esta manera los 
sufragios de los clases y oficiales de ambos regimientos 
quedaban inutilizados para las elecciones de Rivera y vendrían 
á servir sólo para las de Tacuarembó, donde estaban ubi- 
cados sus cuarteles. Desaparecía así el pretexto alegado 
por los saravistas. ¿Se quiere saber, no obstante, cómo res- 
pondieron éstos, por boca de su Presidente, el doctor 
Alfonso Lamas? Pues redondamente QUE NO! Querían de todas 
maneras la salida de los regimientos invasores! 

«Con todo, el Presidente de la República, desean- 
do conservar la paz aun á costa de todo su derecho, prometió 
retirar uno de los regimientos, declarando que conservaría el 
otro no tan sólo por ejercer la atribución que le es inherente y 
que nunca fué limitada, sino sobre todo por mantener y asegu- 
rar la tranquilidad en un Departamento en el cual la vida y la acti- 
vidad privada, como está en la conciencia de todos, se hacían impo- 
sibles sin eficaces garantías. Además expresó que, aunque 
dados sus antecedentes, sus ideas y sus terminantes prome- 
sas la declaración era innecesaria, no permitiría que los cuerpos 
de línea, estuviesen donde quiera, hicieran más inscripciones QUE 
LAS ESTRICTAMENTE LEGALES. ¿Qué respondieron a esto los 
parciales del señor Saravia? TAMBIÉN QUE NO! Pero agregaron 
algo más todavía, algo más QUE LOS PINTA DE CUERPO ENTERO, y 
que expresa de manera admirable CUÁL ES EL RESPETO DE ESTOS 
SEÑORES POR LOS PRINCIPIOS. Agregaron que siempre que los regi- 
mientos fueran retirados de Rivera, NO HARÍAN CUESTIÓN, NO DIS- 
CUTIRÍAN sus inscripciones ilegales, ni los fraudes que al 
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amparo de ellas PUDIERAN COMETER EN OTROS DEPARTAMEN- 
TOS!!! El Presidente de la República contestó en el acto que no 
entraba EN SEMEJANTES TRANSACCIONES INMORALES». (La con- 
testación textual del Presidente fué: “¡Muchas gracias! No 
quiero autorizaciones para cometer fraudes”) ». 


Lo que decimos en los párrafos transcriptos es la 
pura verdad. El Directorio no quiso en las dos negociacio- 
nes fracasadas ninguna atenuación al ultimatum. Su Presiden- 
te, el doctor Lamas, contestó invariablemente en las dos 
ocasiones á los ciudadanos intermediarios que no retiraba 
el ultimatumsi á su vez no se retiraban de Rivera los dos regi- 
mientos de Caballería. La verdad de estas afirmaciones 
puede ser atestiguada por todos los Ministros que entonces 
acompañaban al señor Batlle, los que estaban en todo ins- 
tante enterados del curso de las negociaciones pendientes. 

Es, pues, falso que el Directorio haya aceptado, 
no ya las dos, sino ninguna de las dos fórmulas presenta- 
das, por más conciliatorias que ellas fueran, por más que 
vinieran ya á quebrantar bastante la autoridad del Ejecu- 
tivo, y por más que representaran en último término una 
violación del Pacto de Nico Pérez, arrancada inicuamen- 
te por la intimidación de las armas. 

Veremos en el artículo siguiente cuál fué y qué 
resultado tuvo la última proposición pacificadora sobre 
la base del acuerdo electoral. 


XV 


MAS FALSEDADES 


Si el ultimatum saravista presentado al Gobierno 
por el Presidente del Directorio era por si solo un ultraje 
escandaloso hecho 4 las instituciones del país y á la auto- 
ridad que investía su primer magistrado, la sanción única 
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que merecia, como dijimos en articulos anteriores, era 
que las fuerzas de la Nación operaran inmediatamente 
para castigar la insolencia y la soberbia de quienes —á 
pesar de tener patria y derechos, y de ser completamente normal 
nuestra vida civil y política, como dijo el doctor Gonzalo 
Ramirez, y á pesar de haberse cumplido en forma la más 
escrupulosa todo lo convenido en Nico Pérez, como pueden 
haberlo constatado los que nos hayan seguido en nues- 
tros primeros artículos—, desafiaban con la amenaza 
perentoria de la guerra civil al Gobierno constituído. 

Pero si á pesar de ese vejamen inaudito, el 
Gobierno, resistiendo al ambiente que clamaba por la 
guerra, á los impulsos de la dignidad propia y hasta á las 
exigencias estrictas del orden social, prefiere tolerarlo 
todavía en homenaje á la paz de que íbamos gozando, 
haciendo llegar hasta el Directorio una tras otra, declara- 
ciones que quitaban la más leve sombra de pretexto al 
mismo ultimatum, y sus declaraciones son rechazadas de 
plano una tras otra, como también lo demostramos ayer, 
manteniéndose inflexiblemente y sin atenuaciones el 
bochornoso ultimatum primitivo, se llegaba ya á los lími- 
tes de la contemplación y de la tolerancia y se imponía 
decididamente tratar desde luego como rebeldes á los 
que se rebelaban en semejante forma contra las institu- 
ciones y contra los propios convenios de honor. 

En efecto: si era el temor de que se modificara la 
situación electoral de Rivera lo que hizo que el Directo- 
rio presentara el ultimatum, ¿con qué pretexto lo mante- 
nía sin atenuaciones, cuando el Gobierno garantizaba el 
medio de que los dos cuerpos de línea destacados en 
aquel Departamento no influyeran ni con un solo voto 
en sus comicios? 

Sin embargo, á pesar del rechazo de las dos pro- 
posiciones hechas á los saravistas después de comunicada 
la intimación, y de mantenerse ésta con toda su osadía 
primitiva, el Gobierno contempló más todavía, con el 
objeto supremo de conservar la paz y declaró por inter- 
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medio de su Ministro de Hacienda, sobreponiéndose a 
toda la violencia de ánimo de una verdadera capitula- 
ción, que retiraría de Rivera los dos regimientos siempre 
que los partidos llegaran á avenirse por medio de un 
acuerdo electoral, y despejaran por el resto de la admi- 
nistración del señor Batlle y Ordóñez todos los proble- 
mas políticos, de manera que pudiera llegar á ser factible 
la labor administrativa amplia, perseverante y fecunda. 

El propio Ministro de Hacienda en aquel enton- 
ces había comunicado al Presidente de la República 
que la solución del acuerdo podría llegar á ser un 
medio de arreglo, y el Presidente accedió todavía á él, á 
pesar de todas las repugnancias. El levantamiento era 
inminente entonces, llegaban sobre sus preliminares 
noticias vagas de distintos puntos del país; pero si, con 
el sacrificio del acuerdo podía evitarse el inmenso 
escándalo institucional de un nuevo alzamiento armado 
como el de Marzo, mucho más grave aun que su misma 
amenaza perentoria contenida en el ultimatum, se gana- 
ba todavía bastante á juicio del Presidente de la Repú- 
blica, y de ahí que prestara su aceptación á la idea de la 
entente electoral de los partidos como último y supremo 
arbitrio. 

La probabilidad de la aceptación de ese arreglo 
estaba en el mismo hecho de que los saravistas, con el 
mayor desparpajo, ofrecieran no discutir los «fraudes de 
los colorados» en los Departamentos que no les pertene- 
cian, oferta que mereció del Presidente la digna contesta- 
ción que anotamos en el artículo de ayer; y en las propias 
manifestaciones del doctor Martínez, todo lo cual evi- 
denciaba una disposición de ánimo favorable de los sara- 
vistas que ha sido ahora comprobada por la misma 
Memoria del Directorio en los párrafos siguientes: 


«Era indudable que para arribarse á una solución 
que tranquilizara al país removiendo toda posibilidad de 
conflicto posterior, era necesario poner término á la 
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situación creada en el Departamento de Rivera y llegar tal 
vez á alguna inteligencia equitativa que evitara los peligros de la 
lucha electoral de 1905. 

«Este Directorio, el general Saravia y puede ase- 
gurarse que todo el Partido Nacional eran decididamen- 
te adversos á la idea de un nuevo acuerdo electoral; pero 
no hay duda de que se habría llegado hasta ese doloroso sacrifi- 
cio, si de ello hubiese dependido la conservación de la paz en la 
República». 


Es inútil, pues, que el Directorio pretenda hacer 
recaer exclusivamente en el señor Batlle la paternidad de 
aquella proposición. Las líneas que hemos subrayado en la 
transcripción precedente prueban sus verdaderas inten- 
ciones. Querían de todas maneras y con toda su soberbia 
el retiro de los dos regimientos de Rivera, y para conseguir 
dicho retiro iban hasta el doloroso sacrificio del acuerdo elec- 
toral. ¡A Roma por todo! 

Según la Memoria directorial, la proposición les 
fué presentada en estos términos escritos de puño y letra 
del doctor Martín C. Martínez: 


«Si los partidos celebrasen un acuerdo electoral, 
evitando la lucha durante la actual Presidencia, ese 
hecho despejaría la situación y haría desaparecer la 
razón de las alarmas y zozobras y entonces el Presidente 
de la República no tendría necesidad de tener acampa- 
dos los regimientos en las cuchillas y los haría volver á sus 
cuarteles». 


Es lo mismo que EL Día, sin conocer al pié de la 
letra el documento precedente decía en su editorial de 9 
de Enero de 1904: 


«Fué entonces (á raíz de rechazadas las dos pro- 
posiciones anteriormente comentadas), cuando se les 
dijo á los saravistas que ya que parecía no importárseles 
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ni aun el fraude de los colorados en los Departamentos 
que éstos administran, negociaran con éstos un conve- 
nio en virtud del cual se comprometieran á no disputar- 
se recíprocamente las mayorías en los Departamentos 
administrados por ambos, es decir, que en los Departa- 
mentos cuyos Jefes Políticos son colorados, los naciona- 
listas no disputarían la mayoría á sus adversarios, y en 
los Departamentos cuyos Jefes Políticos son nacionalis- 
tas, los colorados no disputarían a éstos la mayoría —ó 
en una palabra— se les propuso la renovación del 
acuerdo anterior. Entonces, se agregó, el Gobierno, 
viendo por ese medio consolidada la paz y resuelta la 
tranquilidad del país, no tendría inconventente en retirar de 
Rivera el 4° y el 5° de Caballería, reservándose el derecho de 
enviar fuerzas de línea á cualquier punto del país siempre que 
la conservación del orden lo exigiera. ¿Qué se contestó á esta 
nueva proposición?...» 


Los hechos que se narran ocurrían el 2 de Enero. 
El doctor Martínez avanzó primeramente la idea del 
acuerdo y entonces el Directorio solicitó permiso para 
enviar una delegación á entrevistarse con su caudillo, 
delegación que salió en efecto por la tarde en tren expre- 
so y que era compuesta por los doctores Lamas, Berro, 
Morelli, Fonseca y Haedo Suárez. 

A la tarde del día siguiente, 3, salió también en 
expreso y para el mismo destino, el doctor Rodríguez 
Larreta, acompañado de los señores Durán y Castellanos, 
llevando la fórmula de la proposición escrita de puño y 
letra del doctor Martínez, que transcribimos más arriba. 

El Directorio, sin embargo, pretende falsear estos 
hechos en su memoria. Colocado en el terreno peligroso 
de las mistificaciones, obligado á explicar al país por qué 
lo llevó durante nueves meses al desangramiento y á la 
ruina, y á sus correligionarios por qué los arrastró á los 
cruentos horrores y penalidades de una campaña larga y 
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dolorosa, arrostra con singular coraje la tergiversación 
de todos los hechos. 

Hemos visto en el artículo anterior que pretende 
sostener que aceptó la primera proposición conciliatoria, 
lo que es falso, pues su Presidente el doctor Lamas, que lo 
representaba en aquellas gestiones, se negó rotundamente á 
aceptarla, como puede constatarse interrogando á todos 
los Ministros que acompañaban en aquel entonces al 
señor Batlle. Hemos visto en el mismo artículo, que tam- 
bién sostiene que tomó en cuenta la segunda proposi- 
ción, lo que también es falso por la misma razón ya dada, y 
como pueden abonarlo los mismos testimonios. El objeto 
de estas mistificaciones es evidente; es el mismo que le 
hace declarar de manera solemne (!) que no hubo ultima- 
tum: presentarse ante el país como conciliador y genero- 
so y hasta como víctima de los ardides del señor Batlle, 
que aparecería así haciendo ofertas sucesivas que iría 
retirando y sustituyendo por otras á medida que fueran 
siendo aceptadas. Para decorar mejor esas falsedades, 
para hacer creer en la verdad de la pseudo aceptación de 
la segunda proposición referida, que, como se recordará, 
consistía en el retiro de uno de los regimientos y en 
garantías respecto á las inscripciones y votos del restante, 
no sólo afirma que la tomó en cuenta, sino que, para con- 
firmar su aceptación, solicitó y obtuvo permiso para 
enviar á Melo la delegación que salió de Montevideo en 
la tarde del día 2. Según la Memoria, cuando dicha dele- 
gación estaba en viaje con la proposición referida, salía 
de Montevideo en la tarde del día 3, el doctor Rodríguez 
Larreta con la nueva y tercera proposición del acuerdo 
electoral. Dice efectivamente así: 


«Á las 3 y 30 p.m., del mismo día, partían en un 
tren expreso los miembros de este Directorio, doctores 
Lamas, Morelli, Fonseca, Berro (más abajo se verá por 
qué subrayamos el apellido del doctor Berro) y señor 
Haedo Suárez, y el día 4 llegaban á Melo encontrando 
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allí al general Saravia. Allí supieron que había partido de 
Montevideo el doctor Rodríguez Larreta con una nueva 
misión, y en vista de esto, se determinó esperar la llegada 
de este correligionario para adoptar alguna resolución 
definitiva». 


Á ser cierto lo afirmado, se transparentaría una 
vez más el juego del señor Batlle. Apenas aceptada su 
segunda proposición y cuando iba á ser comunicada á 
Saravia, enviaría una tercera sustitutiva, desconcertando 
así el libre desarrollo de las negociaciones. 

Pero todo eso es falso. Cuando los cinco miem- 
bros del Directorio á que se refiere la transcripción que 
precede fueron á Melo, ya se había rechazado de plano la 
segunda proposición por su Presidente, el doctor Lamas, 
y ante ese rechazo, ya se había propuesto la tercera, es decir, 
la del acuerdo electoral mediante el retiro de los regi- 
mientos, proposición que el doctor Rodríguez Larreta 
llevaba al día siguiente, precisada en los términos escritos 
por el doctor Martínez. Los cinco miembros del Directo- 
rio que fueron el día 2 se habían apresurado á marchar al 
encuentro de Saravia para preparar su ánimo y evitar 6 
retardar el conflicto, según decían. A esto sin duda res- 
pondió el siguiente telegrama que antes de partir dirigió 
el doctor Lamas á Saravia y que transcribe la Memoria: 


«Tenemos bases para una negociación que impi- 
da conflictos, evite choques, que Directorio saldrá inme- 
diatamente á conferenciar con usted, debiendo tener 
conferencia telegráfica previa con usted para abreviar 
tiempo y aproximar éxito de las gestiones iniciadas». 


No podía ser seguramente el doctor Lamas, que 
había rechazado de plano la segunda proposición y que, 
según el doctor Gonzalo Ramírez, no quiso ninguna ate- 
nuación al ultimatum, el que enviara ese telegrama apo- 
yando las «gestiones iniciadas». Eso se explica sólo 
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teniendo en cuenta que las verdaderas «gestiones inicia- 
das» fueron las del acuerdo, que suponian el cumpli- 
miento del ultimatum «sin atenuaciones», es decir, el reti- 
ro de Rivera de los regimientos 4° y 5°. Pero para que no 
quede duda de la profunda verdad de nuestras afirmacio- 
nes, citaremos el siguiente caso auténtico ocurrido en la 
mañana del día 2, entre personas que viven y podrían 
desautorizarlo si no fuera cierto*. 

Cuando el doctor Martínez comunicó en esos 
momentos al doctor Gonzalo Ramírez, intermediario de 
los del Directorio, la nueva proposición del acuerdo sur- 
gida ante el rechazo de las anteriores, este último ciuda- 
dano se llenó de inmenso júbilo creyendo, con la nueva 
proposición, que la paz era definitivamente conquistada. 
El doctor José Pedro Ramírez, que estaba también pre- 
sente, no participó de la fé de su hermano y manifestó sus 
recelos de que Saravia no aceptase el acuerdo, dadas las 
ideas que le eran conocidas. Pero el doctor Berro, Vice- 
presidente del Directorio y uno de los cinco que por la 
tarde de ese día se embarcaron para Melo (he aquí por 
qué subrayamos su nombre en una transcripción ante- 
rior) dijo, palabra más palabra menos, que: «los recelos 
eran infundados; que el acuerdo se aceptaría, que Sara- 
via no insistiría en momentos tan graves como los de 
entonces, en que se jugaba la suerte de la República, en 
ideas manifestadas en situaciones normales». Ahora 
bien, ¿cómo es que la proposición del acuerdo se tramita- 
ba por la mañana en presencia del doctor Berro, y éste 
mismo partía á la tarde en una delegación que se quiere 
que aparezca ignorante de aquélla? La invención es 
demasiado burda para continuar contestándola. 

El hecho es que se llevó á Saravia la proposición 
de que los partidos celebraran un acuerdo electoral 
mediante el retiro de los regimientos. El día 8 de Enero 
regresó a Montevideo el doctor Rodríguez Larreta y los 
señores Castellanos, Baena, Haedo Suárez, Fonseca y 
Durán. En Melo quedaron con Saravia los doctores 
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Lamas, Berro y Morelli. La insurrección ya estaba en pié; 
las huestes saravistas se habían levantado por todo el terri- 
torio; ya habían ocurrido los primeros combates. El país 
estaba conflagrado. En esas circunstancias, el doctor 
Rodríguez Larreta comunica la aceptación de la idea del 
acuerdo. El Presidente de la República contestó que era 
ya imposible celebrar acuerdos ni otras negociaciones 
cualesquiera, cuando estaba el país en plena guerra. Por 
esta contestación quieren condenar al señor Batlle y 
Ordonez, nada menos que los mismos que se insurreccio- 
naron. ¿Era esa contestación la procedente? Lo demostra- 
remos en el artículo de mañana. 


XVI 


LA BASE DEL ACUERDO 


La proposición del acuerdo electoral mediante el 
retiro de los dos regimientos de línea destacados en Rivera 
era, como lo explicamos ayer, un nuevo sacrificio que á la 
autoridad que investía y á las instituciones que representa- 
ba, imponía el Presidente de la República, con el objeto 
supremo y desesperado de evitar el nuevo y escandaloso 
alzamiento armado con que se amenazaba. Aparte de que 
éstas fueron sus declaraciones en aquellos días, la misma 
naturaleza del arreglo que se tramitaba obligaba necesa- 
riamente á dar por establecido que el país debía encon- 
trarse en condiciones normales para celebrarlo definitiva- 
mente. El borrador que el doctor Martínez entregó, en 
efecto, al doctor Rodríguez Larreta, como base para el ave- 
nimiento, comenzaba por decir: «Si los partidos celebra- 
sen un acuerdo electoral, etc.». Ahora bien: ¿cómo los par- 
tidos iban á celebrar el acuerdo, para el cual necesitaban 
convocar sus convenciones, compuestas de elementos de 
todo el país, estando éste insurreccionado? ¿Cómo se iba a 
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discutir en las tramitaciones que necesariamente sobre- 
vendrían, estando los partidos uno frente al otro con las 
armas en la mano? ¿Qué deliberación tranquila, republi- 
cana y concienzuda, podía ser semejante deliberación de 
campamento á campamento? Los bandos en armas no 
convendrían nada estable y fecundo, como fruto de un 
cambio de ideas sereno y patriótico. El resultado á que se 
arribara no sería más que la imposición de la ley de Breno 
por uno de los contendientes. 

Esta dificultad insuperable fué expuesta algunos 
días después por el Comité Nacional Colorado con moti- 
vo de una nueva tentativa de pacificación que iniciaron 
algunos ciudadanos representando á las principales cor- 
poraciones comerciales de la capital, sin duda con propó- 
sitos muy laudables y patrióticos. Una delegación de la 
asamblea de comerciantes se entrevistó primeramente, el 
11 de Enero, con el Presidente de la República, entrevis- 
ta que nuestras crónicas de entonces, narran sustancial- 
mente así: 


«El doctor Acevedo hizo uso de la palabra expre- 
sando los deseos de todos los presentes y diciendo que si 
era tiempo aún de interponer nuevas mediaciones, los 
elementos allí reunidos se ofrecían incondicionalmente 
al Gobierno. 

«Contestó el Presidente, diciendo una vez más 
que él era el más partidario de la paz. Hizo en seguida, 
con toda franqueza, el relato de todas las negociaciones 
en favor de la paz haciendo resaltar todas las concesiones 
que había hecho el Gobierno para conservarla. Hizo 
notar las dificultades que había para alcanzar aquel desidera- 
tum por medio de un acuerdo hecho con las armas en las manos, 
cuando las pasiones partidarias estaban tan enardecidas, y 
concluyó pidiendo á la Comisión una fórmula decorosa 
de pacificación, anticipando que si ella se encontraba y 
era decorosa para el Gobierno no tenía inconveniente en 
aceptarla. 
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«Después del Presidente habló el señor Tálice, 
con palabra fácil e inspirada. Empezó por hacer un calu- 
roso elogio del Presidente de la República. Abundó en 
consideraciones sentidas á favor de la paz. Pero dijo que 
la paz que debía buscarse era la paz estable. > 

«Y agregó que para conseguirla no bastaba pedir- 
le concesiones al Gobierno, sino que era necesario tam- 
bién pedirle concesiones á los revolucionarios, al punto 
que había opinado en el seno de la Comisión que antes 
de visitar al Presidente de la República hubiera conveni- 
do hacer sentir la voz del comercio ante el Directorio 
nacionalista». 


Al día siguiente, 12, la delegación del comercio, 
después de cambiar ideas con el Directorio nacionalista, 
se presentó al Comité Nacional Colorado proponiendo 
la celebración de la paz sobre la base de un acuerdo elec- 
toral. El Comité se reunió á la tarde del mismo día bajo la 
Presidencia del doctor Claudio Williman, y tuvo un dete- 
nido cambio de ideas en el que se presentaron tres fór- 
mulas. Una de ellas era de los señores Bachini y Tiscor- 
nia, que decía así: 


«En vista de las manifestaciones hechas por la 
comisión del comercio respecto del acuerdo electoral 
como una de las bases de paz, el Comité Ejecutivo Nacio- 
nal del Partido Colorado se hace un honor en contestar 
que: en las actuales circunstancias es imposible convocar 
á una convención nacional del partido que autorice al 
Comité á entrar en negociaciones de esa índole, no obs- 
tante reconocer los móviles patrióticos del Comité de 
Comercio». 


Otra fórmula era la del doctor Cunarro y decía asi: 


«Que el Comité Ejecutivo del Partido Colorado, 
para poderse pronunciar sobre las gestiones de paz pro- 
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movidas por el Comité del Comercio, necesita conocer 
las bases concretas que propone el partido nacionalista, 
admitiendo complacido la mediación del Comité del 
Comercio á ese efecto». 


La tercera fórmula, cuyo autor era el ingeniero 
Juan Alberto Capurro, decía así: 


«Nombrar una comisión de tres miembros del 
seno del Comité Ejecutivo Nacional para que realice las 
gestiones que crea convenientes y formule las bases que 
den por resultado la celebración de un convenio de paz, 
si éste es aún posible en los actuales momentos. La condi- 
ción á que se ha referido el Comité del Comercio, relativa 
al acuerdo electoral, tiene los graves inconvenientes de hacer 
necesarios trámites que harán perder un tiempo precioso y produ- 
cirían tal vez, profundas divisiones en el seno del Partido». 

«Después de una larga discusión —relataba EL 
Día de la fecha— en la que tomaron parte los señores Tis- 
cornia, Francisco Soca, Capurro, José María Castellanos, 
Espalter, Bachini, Figari, Enciso, Manini Ríos, Blengio 
Rocca y otros, se pusieron á votación las mociones, triun- 
fando por la mayoría de dos votos la del doctor Cunarro. 

«El resultado de la votación fué así: 

«Por la moción los señores Bachini y Tiscornia 
votaron los señores doctor Otero (Manuel), Bachini, 
Manini Ríos, doctor Martín Suárez, Ventura Enciso, doc- 
tor Álvaro Guillot, doctor Tiscornia, doctor Viera, Carlos 
Travieso y José B. Gomensoro. 

«Por la fórmula Cuñarro, los señores Juan Pedro 
Castro, doctor Figari, doctor Blengio Rocca, doctor 
Cuñarro, señor Capurro, doctor Soca, señor José Saave- 
dra, señor Canfield, doctor Antonio María Rodríguez, 
señor Pons». 


El temperamento adoptado por el Comité N. 
Colorado, de pedir bases concretas al Directorio nacio- 
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nalista, fué rechazado por éste, y de ahí que fracasaran las 
negociaciones emprendidas. 

Comentando la resolución del Comité Colorado, 
decía EL Día, el 13 de Enero: 


«Como se verá en la crónica referida, el Comité 
se dividió en dos fracciones netamente opuestas y casi 
exactamente iguales en número. Una de ellas sostuvo la 
necesidad de oír y entablar negociaciones de paz: la otra, 
sin desconocer el patriotismo de la iniciativa, se resistía 
por considerarla inútil, improcedente para el Comité y 
sobre todo perjudicial, desde que sin ningún beneficio 
positivo, se debilita y se enerva la fibra ciudadana, que en los 
actuales momentos debe estar consagrada á la defensa de las ins- 
tituciones. 

«Parece que, en efecto, estos últimos eran los que 
tenían la razón. No se concibe qué proposición de paz 
pueda autorizar ninguna intervención de las autoridades 
directivas coloradas. Si es el sometimiento de los insu- 
rrectos á éstos debe ser pedido; si son concesiones por 
parte del Ejecutivo, éste será quien deba otorgarlas. 
Nunca, el Comité Colorado, entidad completamente 
ajena en este asunto, y que no tiene con el poder otras 
vinculaciones que la de su solidaridad en una misma 
causa institucional. 

«¿Cuál puede ser entonces el motivo de la inter- 
vención del Comité Colorado? No se ve otro sino adop- 
tando como base de paz el acuerdo electoral de los parti- 
dos. Y ahora bien: el Comité tiene necesariamente, 
indispensablemente, que contestar que no le es posible por 
el momento entrar en gestiones de acuerdo electoral. En 
efecto: fuera de su carácter de provisorio, el Comité por 
sí mismo no puede tomar ninguna resolución al respec- 
to. La carta orgánica establece de una manera terminan- 
te que es materia que decidirá la convención del partido. Y 
ahora bien, ¿cómo se puede convocar la convención en estos 
momentos ? 
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«¿Cómo, si algunas de las comisiones departa- 
mentales no han podido organizarse debido principalmente al 
estallido subversivo? ¿Cómo si el país está en plena conflagra- 
ción insurreccional? Necesariamente, antes de tratar el 
acuerdo debe pacificarse el país, y ya hemos dicho que toda 
negociación que no sea la del acuerdo ú otra análoga que 
esté dentro del resorte de los partidos, no debe tratarse 
con el Comité Colorado. 

«En la sesión que esta corporación celebrará 
luego de tarde, según se anuncia, se verá que no podrá 
tomarse otra resolución. Y entonces, ¿á qué se ha entrete- 
nido inútilmente la atención pública?» 


Estas ideas son las mismas que, comentando la 
imposibilidad del acuerdo en aquellas circunstancias, 
expresó el Presidente de la República en su mensaje de 
Febrero del corriente año. Decía el primer magistrado: 


«Tal vez la perturbación de las ideas de aquellos 
días hizo pensar á algunos en la posibilidad de que el 
Poder Ejecutivo paralizase sus fuerzas en Nico Pérez, y 
permitiese á la insurrección dar cita á las suyas en Santa 
Clara, para que los centros directivos de los partidos 
pudieran discutir y concertar un pacto electoral, y tal 
situación durante algunas semanas. Pero aparte de que 
ningún acuerdo electoral, de que ningún pacto había de 
restablecer en la República la calma definitivamente per- 
dida después de aquella nueva asonada, el Poder Ejecuti- 
vo no podía cometer el gravísimo error de dar á la insurrección 
todo el tiempo que le fuera necesario para reunir sus fuerzas, 
esperando en la celebración de un acuerdo de las Comisiones de 
los partidos, que éstos deberían resolver con entera libertad y que 
podría ir haciéndose más difícil a medida que la insurrección 
viese extender sus filas. 

«Así pues, cuando la Delegación del Directorio 
nacionalista volvía de Melo con la aceptación en general 
de la idea del acuerdo, al mismo tiempo se producían 
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alzamientos en varios Departamentos y el nucleo princi- 
pal de la insurrección se dirigía al encuentro de las fuer- 
zas del Gobierno, el Poder Ejecutivo sólo debió pensar 
en la necesidad de restablecer el orden de inmediato, desechan- 
do proyectos de arreglos que no eran ya posibles y que si lo 
fueran y se hubiesen realizado, no habrían podido dar 
más resultado, efectuados en aquellas condiciones, que el 
de ahondar la anarquía de la República, sin impedir que ter- 
minara en un conflicto más violento aun que el que se 
había querido evitar». 


Es también lo mismo que decíamos en nuestro 
editorial del 22 de Abril de 1904, contestando á un libelo 
publicado en Buenos Aires. Nos expresábamos así: 


«Y, sin embargo, las proposiciones presentadas 
cuando ya se sentían los preludios de la conmoción —pero 
cuando todavía ésta no había estallado— fueron aceptadas 
una vez que Saravia pudo reunir sus primeras divisiones, 
organizar y armar á su gente, y conservar á su lado los hom- 
bres principales del Directorio, que no volvieron más á Monte- 
video. ¿Qué iba a hacer entonces el Gobierno? ¿Iba a transar 
con los que de manera tan ultrajante desconocían su auto- 
ridad y su palabra y hollaban las instituciones del país? Si 
todos los sacrificios los hacía para ahorrar una nueva 
revuelta, ¿¿ba a mantenerlos todavía después de producida ésta? 
¿Podía acaso dejar a su ejército en la inacción, mientras se movían 
las huestes enemigas? Y si esto hubiera hecho, ¿qué responsabili- 
dad, como defensor del orden y de las leyes no le hubiera cabido ante 
la historia? 

«Hay algo más todavía. En las negociaciones pen- 
dientes figuraba como cláusula capital la celebración de 
un nuevo acuerdo electoral. ¿Cómo se iba a discutir, á conve- 
nirla en todos sus detalles estando el país en plena rebelión? 
¿Cómo se iba a celebrar el pacto con una parte contratan- 
te que alzada en armas pretendía imponerle por la fuerza? ¿Con 
qué libertad de acción iba a emitir el país su voto favorable? 
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Asombra pensar en la verguenza de semejante ultraje 
impune y victorioso 4 la dignidad nacional; asombra pen- 
sar en el espectaculo que dariamos al mundo civilizado 
tratando un convenio cívico en medio de una conflagración que 
hacía cruzar de huestes armadas todo el territorio patrio! La 
negociación se hizo desde entonces irrealizable, y la culpa 
—más que culpa— un verdadero crimen, tanto más gran- 
de cuanto mayor había sido la buena voluntad del Gobier- 
no, recayó toda entera en los insurrectos. De esto se ha 
dado cuenta cabal el país. ¿Para qué, pues, pretender des- 
viar la opinión con burdas mistificaciones?» 


Se ve, pues, por todas las consideraciones prece- 
dentes, que necesariamente debía ser y era condición 
para que prosperara el arreglo á base del acuerdo electo- 
ral, que el levantamiento con que amenazaban en su ulti- 
matum los saravistas no se produjera. No podía ser de 
otro modo y harto se evidencia cuando el mismo doctor 
Alfonso Lamas en el telegrama que dirigió á Saravia y que 
publicamos en el artículo de ayer, le pide que «evite cho- 
ques». Entretanto, cuando el doctor Rodríguez Larreta 
telegrafió el 5 desde Melo comunicando en general la 
aceptación de la idea del acuerdo y mucho más aun cuan- 
do llegó el 8 á Montevideo, ya esos choques se habían 
producido, y ya estaban en armas todas las divisiones 
saravistas. 

El 9 de Enero, EL Día explicaba editorialmente 
ese fracaso en los siguientes términos, después de relatar 
la forma de la proposición: 


«Los miembros del Directorio pidieron permiso 
para ir á Cerro Largo á fin de consultar las bases con Saravia. 
El permiso les fué concedido; pero estaban en viaje toda- 
vía cuando se supo que en todo el país se habían levantado 
las huestes saravistas, EN MEDIO DE LAS NEGOCIACIONES, y el 
Gobierno tuvo los datos terminantes de que la revuelta, que esta- 
ba YA PREPARADA estallaría de todas maneras. 
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«Los saravistas rompieron pues las tramitaciones del 
arreglo pacífico que se pensaba celebrar, quebrantaron el 
convento de Nico Pérez alzándose en armas contra la autori- 
dad constituida, sin que ésta hubiera faltado á sus compromi- 
sos, y provocaron esta guerra en la cual se derramarán quién 
sabe cuántos torrentes de sangre, se echarán sobre el país 
quién sabe cuántas calamidades y se cubrirá de afrenta, 
una vez más, el crédito y la dignidad nacional». 


Al día siguiente, 10, todavía éramos más explíci- 
tos y nos producíamos en esta forma: 


«Cuando se hizo la intimación del retiro de los 
regimientos, el Presidente de la República pudo conven- 
cerse pronto de que esa intimación era indeclinable y de 
que la soberbia y la barbarie de Saravia llevarían al país á 
la guerra si no se defería á ella. 

«El Presidente de la República hizo entonces un 
nuevo sacrificio y decorando su actitud de la mejor 
manera posible, prometió, para impedir el estallido, el 
retiro de los regimientos si se celebraba un acuerdo elec- 
toral. Era, en el fondo, una nueva concesión, era una 
nueva limitación aceptada de las facultades del Poder 
Ejecutivo. 

«Pero el señor Batlle y Ordóñez ponía una sola 
condición: la de que no se formasen divisiones, agregando que 
se vería en la dura necesidad de disolverlas á viva fuerza. 

«Para conseguir este fin permitió al señor Lamas 
tener una conferencia telegráfica con Saravia, libre de toda 
intervención. 

«Pues bien: en esa conferencia, en vez de aceptar- 
se la perspectiva de arreglo que proponía el señor Batlle 
y Ordónez, se tomaron las últimas disposiciones para la 
guerra. 

«So pretexto de que era necesario hablar de viva 
voz con el señor Saravia para convencerlo de la necesidad de 
evitar el alzamiento, el Directorio saravista pidió al Presi- 
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dente de la República que le permitiese trasladarse a 
Nico Pérez. Pero al mismo tiempo daba la orden de alzar- 
se, según lo demuestran las cartas interceptadas del 
Diputado García, que van á presentarse á la Asamblea 
Nacional. 

«Ahora, después de producida la nueva y enorme 
sublevación que el Presidente de la República quería evi- 
tar, el Directorio nacionalista dice hipócritamente que 
acepta las condiciones que se le proponían precisamente 
para que no se produjese! 

«Quieren así acrecentar el prestigio militar del 
señor Saravia, que aparecería de ese modo obteniendo 
nuevamente, por la demostración armada, aquello á que 
dentro de la paz no tenía derecho, y obligar al Gobierno 
á imponer por la fuerza pública al Partido Colorado una solu- 
ción electoral que debería haber sido aceptada libre y espontánea- 
mente. 

«¿Puede facilitar el éxito de estos intentos el 
poder público, sin exponerse á producir una total disolución 
de las fuerzas de que dispone para conservar el orden?» 


Sin embargo, la Memoria del Directorio alega 
que mal pudo haberse establecido el no alzamiento 
como condición resolutoria de la nueva proposición, 
cuando el día 3, en que el doctor Rodríguez Larrieta 
salió de Montevideo con la base precisada en el borrador 
del doctor Martínez, ya el levantamiento estaba produci- 
do. En el artículo siguiente demostraremos lo contrario. 


XVII 


EL ESTALLIDO 


Demostramos ayer que la condición del no alza- 
miento de los insurrectos como resolutoria para la base 
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del acuerdo electoral era no sólo real sino también nece- 
saria porque vendría á resultar lo absurdo y lo inconcebi- 
ble de admitirse que los partidos pudieran reunirse, deli- 
berar y decidir libremente cuando todo el país estaba en 
armas y prontos para irse á las manos los dos bandos 
adversarios. 

El Presidente de la República, en efecto, cuando 
ante el peligro gravísimo é inminente en que se hallaba 
el país, quiso evitarle el escándalo y la ruina de la insu- 
rrección admitiendo el retiro de los regimientos de Rive- 
ra, á condición de que se celebrara el acuerdo electoral, 
estableció bien clara y expresamente que no podría man- 
tenerse dicha base en caso de que el levantamiento se 
produjera, porque entonces mandaría disolver las divi- 
siones insurrectas á viva fuerza. Es verdad que cuando el 
doctor Rodríguez Larreta regresó de Melo trayendo la 
aceptación de la base referida, al expresarle el Presidente 
al doctor Martínez que ya estaba la insurrección en armas 
y era por consiguiente imposible, de acuerdo con sus 
anteriores manifestaciones, pensar en celebrar acuerdos 
electorales, el doctor Martínez, intermediario en las 
negociaciones pacificadoras, le contestó que no recorda- 
ba que el Presidente le hubiera puesto aquella condición 
como resolutoria de la base en trámite. Pero en cambio 
no sólo el Presidente afirmaba rotundamente que la 
puso, sino que también de la lógica y concomitancia de 
los hechos ocurridos en aquellos días, de la misma natu- 
raleza del arreglo en trámite, y de la propia intención de 
los que actuaban en las emergencias narradas, necesaria- 
mente, propiamente, tiene que desprenderse lo mismo. 

En efecto: apenas el Presidente recibió la inicua 
intimación del retiro de los regimientos de Rivera, so 
pena del levantamiento inmediato de Saravia con todas 
sus huestes, tomó todas aquellas medidas militares que 
un minimum de previsora prudencia y un elementalísimo 
é ineludible deber le imponían, para estar pronto á evitar 
que el orden fuera alterado en cuanto se pretendiera. 
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Fué asi que se formaron núcleos de fuerzas legales en 
Nico Pérez, en Tacuarembó, en Durazno, en Rocha, en 
Lascano, prontos á caer sobre los feudos saravistas ape- 
nas se formaran en ellos los núcleos insurrectos del levan- 
tamiento con que se amenazaba tan perentoria como 
inconsideradamente. Para justificar este proceder el Eje- 
cutivo en aquellas circunstancias, por si se llega á consi- 
derar intempestivo, nos basta citar la opinión con que á 
su respecto se pronunció El Siglo en su número del 3 de 
Enero. Dice así: 


«La conducta del Poder Ejecutivo en las precau- 
ciones militares adoptadas ha sido motivo de algunas crí- 
ticas, sólo explicables por una ignorancia perfecta de la 
realidad de las cosas 6 por el propósito de falsearlas 4 
sabiendas. 

«Ese movimiento militar incesante que ha cubier- 
to de tropas, en tres días, una vasta región del país no es, 
como se ha insinuado, el producto de injustificadas des- 
confianzas, sino que responde á las exigencias perentorias 
de una situación completamente anormal. Bien podemos 
decirlo, después de haber censurado en otras ocasiones las 
infundadas alarmas del Gobierno. 

«Esta vez las medidas militares que presenciamos 
tienen su justificación en hechos cuya existencia es indis- 
cutible, y el Poder Ejecutivo hubiera faltado á sus deberes 
más elementales absteniéndose de adoptarlas». 


Ahora bien: si el Gobierno se preocupaba tanto 
en aquellos momentos de prevenir en forma lo más efi- 
caz posible todo levantamiento, si á este objeto amonto- 
naba fuerzas en los puntos estratégicos, si mantenía 
dichas fuerzas á la expectativa para caer donde quiera 
que la insurrección se pronunciase, ¿cómo teniendo 
estos propósitos evidentísimos iba á consentir en la pre- 
sentación de una cláusula de arreglo, que supusiera, 
como se pretende, que sus ejércitos quedaran paraliza- 


—a 


209 


La CULPA DE LA GUERRA 


dos, mientras á vista y paciencia de ellos se reunieran y 
organizaran las huestes saravistas? ¿Cómo podría consen- 
tir á pretexto de un arreglo que forzosamente debía exi- 
gir largas tramitaciones posteriores, permanecer inacti- 
vo, inerte, ante la rebelión en auge en todo el país? Estas 
son reflexiones que sugiere la lógica más elemental y que 
por consiguiente no hay por qué continuar desarrollán- 
dolas. 

Es de toda evidencia pues que el Presidente de la 
República tuvo y debió tener en vista —al admitir como 
extremo desesperado que el acuerdo electoral fuera base 
de arreglo que le autorizaba á ceder ante la inaudita exi- 
gencia del retiro de los regimientos de Rivera— la condi- 
ción de que el levantamiento armado con que se amena- 
zaba no se produjera. Sostener lo contrario es sostener lo 
inconcebible. 

Pero el Directorio pretende en su Memoria que 
cuando salieron el 2 y el 3 de Montevideo las diferentes 
misiones saravistas que llevaban el arreglo á base del 
acuerdo electoral ya se conocía en Montevideo el levanta- 
miento saravista en diferentes puntos del país, ya las fuer- 
zas del Gobierno perseguían las divisiones insurrectas y 
ya había tenido lugar el primer combate fratricida en el 
Departamento de Flores. Todo esto es completamente 
falso, como lo veremos enseguida. 

Sin duda que la amenaza contenida en el ultima- 
tum, y ciertas noticias vagas, aisladas y confusas venidas 
de uno ú otro paraje hacían prever al Gobierno la inmi- 
nencia del estallido: pero también está fuera de toda 
duda que hasta después de salir de la capital los delega- 
dos que llevaban las bases del acuerdo, no tuvo el 
Gobierno noticias ciertas de que el alzamiento saravista 
se hubiera producido, ni se había comenzado á perse- 
guir divisiones insurrectas que todavía no se sabía bien 
que existieran, ni se había trabado el primer combate 
formal. 
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La misma Memoria dice: 


«El general Saravia, que no creía en la posibilidad 
é inminencia de la guerra, recién había impartido algu- 
nas órdenes preventivas de movilización en la tarde del 
día 2 de Enero, y esto mismo á consecuencia de la confe- 
rencia telegráfica celebrada en la mañana de ese día con 
el Presidente del Directorio, doctor Lamas, en que éste 
pudo hacerle conocer la actitud agresiva que asumía el 
Gobierno y los temores que abrigaba ya el Directorio, res- 
pecto á los propósitos del senor Batlle y Ordóñez». 


Lo primero que se echa de ver en el precedente 
párrafo que, habiendo conseguido el doctor Alfonso 
Lamas permiso del Gobierno para conferenciar por telé- 
grafo con Saravia desde Montevideo á solas y sin la inter- 
vención de ningún empleado para tratar de contener el levan- 
tamiento y aproximar el éxito de las negociaciones pacificadoras, 
suministró datos al caudillo respecto á las operaciones mili- 
tares y lo puso tan sobre aviso que inmediatamente dictó 
sus órdenes de movilización. Pero esto no es verdad tampo- 
co: las órdenes estaban ya dadas, y el 1? de Enero comenza- 
ban á cumplirse según lo dice en su libro “Con divisa blan- 
ca” el conocido escritor saravista don Javier de Viana. 

Ante la incertidumbre de los sucesos, el Gobier- 
no procedió con casi tan excesiva prudencia que vino á 
perjudicar en gran parte la represión inmediata del 
movimiento. Ni quiso hacer avanzar los regimientos 4* y 
5° sobre Rivera, ni el 2° sobre Porongos, ni el 3° sobre 
Maldonado, á la espera del desarrollo de los sucesos. 

Sin embargo, el Directorio afirma en su Memoria 
que el 2° penetró en el Departamento de Flores sorpren- 
diendo á los suyos y que en la mañana del día 2 ya peleaba 
con ellos en el arroyo Porongos; que el 31 de Diciembre 
6 el 1° de Enero, no lo dice claro, entraba el 3° en Maldo- 
nado para perseguir la insurrección; y que finalmente el 
día 3, en que salió el doctor Rodríguez Larreta de Monte- 
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video con la base del acuerdo precisada en el borrador 
del doctor Martínez, ya se sabía en Montevideo el levan- 
tamiento y por la mañana del mismo día EL DÍA anuncia- 
ba la sublevación de Maldonado y el estallido de la insu- 
rrección. Si estos datos del Directorio fueran otra cosa 
que falsedades, el senor Batlle y Ordóñez aparecería 
admitiendo el acuerdo electoral y permitiendo que salie- 
ra el señor Rodríguez Larreta á negociarlo el mismo día 
en que ya sabía que el levantamiento saravista se había 
producido, para después, una vez aceptado por Saravia 
como solución pacífica, rechazarlo alegando precisa- 
mente el estallido insurreccional. Pero todo eso es falso, 
como lo probaremos. 

El día 3 de Enero decía El Siglo, diario bien infor- 
mado de los sucesos: 


«No es posible que en el día de hoy se llegue á 
ninguna solución. Las negociaciones han de encontrar 
obstáculos morales y materiales que impedirán llevarla á 
término en breve plazo». 

«Entre tanto, estaremos expuestos al desastre, 
que puede ser determinado por el más nimio incidente: 
por cualquiera precipitación, por cualquiera impruden- 
cia; y aun cuando fuera posible salvar esos escollos, que- 
daría siempre otro, el más temible, en definitiva, el des- 
enlace de las negociaciones, que lo mismo puede ser 
bueno que malo, que tanto podría consolidar la paz 
como destruirla, conduciendo, en un momento, la Repú- 
blica, al abismo insondable de la guerra por la guerra». 


Como se ve, El Siglo, lejos de considerar el día 3 de 
Enero la insurrección como estallada, decía que en esos 
momentos tanto se podría consolidar la paz como destruirla. 
En la misma fecha escribía Diario Nuevo: 


«Personas que han hablado con el señor Presi- 
dente de la República informan que el señor Batlle y 
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Ordonez se encuentra perfectamente tranquilo frente á 
la crisis del momento. Convencido de no haber puesto 
nada de su parte para provocarla, le sería, sin embargo, 
muy doloroso tener que emplear, para conjurarla, los 
recursos de fuerza que la Constitución de la República 
pone en sus manos. Irá á esos extremos cuando la obcecación 
de sus gratuitos enemigos se transforme en abierta agresión. Está 
preparado: tiene el propósito firme de salvar al país: ve 
que la opinión general lo acompaña; cuenta con la adhe- 
sión unánime de un partido fuerte; pero aun así, sólo 
procederá por exigencia de sus altas funciones, en cum- 
plimiento de un deber primordial, cuando no quede más 
camino que la aplicación inexorable de la ley. Esta es la impre- 
sión recogida por visitantes que gozan de alguna intimi- 
dad con el Presidente». 


Además, recién el mismo día 3 de Enero, el Dipu- 
tado Bernardo García escribía esta carta que luego fué 
interceptada y presentada el 11 á la Asamblea: 


«En seguida de recibir ésta, mande chasque á lo 
de López Ubillu, en Toledo, y dígale al capitán Jobo 
Canosa que trate de salir con dirección á Solís y de alli 
marchar hacia Santa Lucía Grande, a la altura de San 
Ramón, pues por allí será la reunión general de la divi- 
sión, pues Juan José Muñoz está lejos y no lo alcanzaría si 
lo siguiese. Igual cosa espero le mande decir de mi parte á 
don Regino Soca y demás oficiales de la sección. Pero que 
se muevan pronto, porque las cosas se van á poner muy 
feas». 


Es digno de observar que el doctor Bernardo Gar- 
cía escribía esta carta en Montevideo —así como otra de 
fecha 5 de Enero en que manifestaba que en ese momen- 
to se iba á la revolución— diciendo que las cosas se iban a 
poner muy feas al mismo tiempo que salía de aquí el doctor 
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Rodríguez Larreta con su misión por el acuerdo. ¿Sabía 
ya que á pesar de eso «las cosas se iban a poner muy feas?». 

La Memoria cita á EL DÍA para decir que el 3 de 
Enero dió por estallada la insurrección y producido el 
levantamiento de Juan José Muñoz en Maldonado. Y esto 
es completamente falso. Respecto á lo de Muñoz se limi- 
tó ese día á transcribir de El Nacional, y bajo la responsa- 
bilidad de éste, «un rumor» que según el citado diario 
había llegado hasta él. Pero lo que EL Dia dijo el 3 es lo 
siguiente: 


«Ayer fué un día de incertidumbres y de desespe- 
rantes alternativas. Las voces más contradictorias empe- 
zaron á correr desde las primeras horas. En un momento 
dado se daba al país en plena guerra, para á renglón 
seguido garantir que la pacificación era un hecho. Y en este 
tira y afloja la imaginación popular hacía prodigios. Ya se 
hablaba de Jefes de uno y otro bando muertos con sus 
respectivas divisiones destrozadas. Ya se afirmaba que 
una sublevación de la Urbana de Rivera había llevado á 
los regimientos hasta la misma villa. Y así sucesivamente. 

«En realidad, el día no fué de grandes novedades. 

«En presencia de la situación, tan grave como en 
los días anteriores, el Gobierno ha seguido tomando sus 
medidas para garantir el orden y tratar de sofocar cual- 
quier movimiento. La actividad de los elementos bélicos 
legales y la actitud poco tranquilizadora de algunos gru- 
pos saravistas han producido nerviosidades y pequeños 
choques, sin que hasta la noche hubiera que lamentar 
ningún suceso de trascendencia», 


Como se ve, el 3, lejos de considerar EL Dia la 
insurrección como producida, hablaba de que «no se 
habían producido grandes novedades» y de que había 
incertidumbres y alternativas. 

Recién el día 4, cuando ya el doctor Rodríguez 
Larreta se aproximaba á Melo, Diario Nuevo, en un suelto 
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que EL Dia transcribió en forma interrogativa, avanzó la 
novedad de que «por noticias procedentes de distintos 
conductos se podía afirmar que Saravia ya estaba subleva- 
do», y fué recién ese mismo día 4 que el Ejecutivo, dando 
por estallada la insurrección pasó por la Jefatura Política 
una circular prohibitiva á la prensa de la Capital. 

Que el 31 de Diciembre el 3° de Caballería inva- 
dió Maldonado es tan falso, que un diario de Rocha, nada 
amigo de la situación, lo desmintió en estos días en tér- 
minos los más rotundos, comentando precisamente la 
Memoria del Directorio. La rectificación del citado dia- 
rio termina así: 


«Cuando los comisionados de paz regresaron con 
las bases aceptadas, el señor Batlle contestó que ya era 
tarde, porque las divisiones nacionalistas se habían movi- 
do sublevadas, y esto era la verdad, al menos con referencia 
á la de Maldonado, y es falso que haya sido provocada por 
la invasion del Regimiento 3°. 

«Si ha sido víctima de engaño el Jefe de Maldona- 
do ó la fatalidad ha tomado también su parte en este des- 
graciado movimiento, no lo sabemos, pero la verdad históri- 
ca es la que dejamos trazada á grandes rasgos y que nadie 
podrá desmentir. 

«Y como la mentira nos inspira odio, parta allá de 
donde partiere, no pudimos tragar en silencio quizá la 
más flagrante que se consigna con toda la autoridad del 
Directorio de un partido político, y acaso su origen haya 
sido el causante del estallido revolucionario ó al menos la chis- 
pa generadora del incendio, cuando el ramo de oliva se 
agitaba para impedirlo». 


Además, el día 2 de Enero, con motivo de un tele- 
grama completamente tranquilizador del Jefe Político de 
Maldonado, el Gobierno, por intermedio de este mismo 
funcionario, hizo llegar al coronel Rupretch, Jefe del 3° 
que aún estaba en Rocha, un telegrama cuyo original 
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tenemos á la vista, y que está concebido en los términos 
siguientes: 

«Salvo alguno que otro caso aislado reina tranquilt- 
dad en toda la República, siendo probable tiros sobre 
Garzón sean también caso aislado. En consecuencia sus- 
penderá V.S. su marcha a toda hostilidad si Departamento 
Maldonado se hallase relativamente tranquilo y Jefe Polí- 
tico le asegura que no se reúne división. (Como había asegu- 
rado al Gobierno). No hallándose interrumpido el telé- 
grafo V.S. no debió avanzar sin órdenes del Gobierno». 


La Memoria del Directorio, pretendiendo probar 
cómo el 3, día de la salida del doctor Rodríguez Larreta 
de Montevideo, ya el Gobierno debía saber que la insu- 
rrección estaba en armas, dice, como hemos visto, que el 
2° de Caballería ya en la mañana del 2 había combatido 
con la división insurrecta de Flores al mando de Gonzá- 
lez y Gutiérrez. Esto es tan falso como lo otro. El 2° entró 
el 3 de noche (lo hizo el 4 de 2 á 3 de la madrugada) en 
Flores y á las 10 de la mañana del 4, recién peleó sobre el 
arroyo Porongos á la citada fuerza insurrecta, según cons- 
ta en telegrama original del entonces coronel Pablo Galarza, que 
tenemos á la vista. 

Recién ese día 4 también, fué que el Gobierno, en 
conocimiento del estallido de la insurrección, según tele- 
gramas de la noche anterior que tenemos igualmente y en origi- 
nal á la vista, envió comunicaciones á los generales Muniz 
y Benavente y al coronel Basilisio Saravia, ordenándoles 
que estuviesen prontos para operar y noticiándoles que 
Aparicio se había levantado, reunía gente y la insurrección 
aparecía en todas partes habiéndose sublevado todas las 
policías de Rivera, noticia que tuvo en la tarde del 3 el coro- 
nel Cándido Viera, el que la participó al general Bena- 
vente y luego este último al Gobierno. 

Cuando partió el doctor Rodríguez Larreta de 
Montevideo pues, á las 3 y 1/2 de la tarde del 3 de Enero, 
el Gobierno no sabía nada todavía de que la insurrección 
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se hubiera pronunciado. Recién tuvo las primeras noti- 
cias en la noche de ese dia, y natural es que entonces ya 
no pensara en arreglos sino en reprimir tan inicuo aten- 
tado á la fé pública y á las instituciones. 

Ahí tienen, pues, probado los diarios que como 
El Siglo, para «darse por vencidos» quieren que se les evi- 
dencie «que la situación no era la misma cuando partie- 
ron los delegados nacionalistas para Melo y cuando el 
Presidente supo que habían sido aceptadas las bases de 
arreglo», cómo la situación era en realidad radicalmente 
distinta. Los delegados en su núcleo principal partieron 
para Melo el 2 de Enero. El doctor Rodríguez Larrera 
siguió viaje en la tarde del 3. Pues bien: el 4, 6 cuando 
mucho, en la noche del 3, «la situación no era la misma»: 
Se estaba ya en plena y abierta insurrección. 


XVIII 


RECAPITULACION 


Hemos escrito largamente sobre las causas que 
dieron lugar 4 la insurrección saravista de 1904, inicuo 
atentado fratricida, obra de la soberbia y de las pasiones 
partidarias, que en medio de la sangre, el luto y la desola- 
ción de que llenó á la República, significó también una 
abominable afrenta á la fé pública y un ataque brutal á la 
riqueza y al crédito del país. Tal vez hayamos sido dema- 
siado extensos; pero la verdad es que pudimos serlo 
mucho más. Hemos sacrificado parte de la demostración 
en obsequio á la brevedad que imponen las exigencias 
del periodismo. Pero á pesar de esto volveremos de 
nuevo sobre el tema, si el tema llega á ser otra vez toca- 
do**. No es posible, en efecto, tratándose de asuntos de 
tanta trascendencia y de tan enorme responsabilidad his- 
tórica, permanecer callados cuando se puede contestar á 
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favor de la más espléndida razón y de las pruebas más 
luminosas. El silencio en ese caso no sólo es desidioso: es 
verdaderamente criminal, sobre todo cuando en él va 
envuelta toda una causa política. 

Por eso hemos hablado y volveremos á hablar 
otra vez, si las circunstancias lo requieren, porque, como 
lo dijimos en nuestro primer artículo, nunca nos hemos 
declarado enemigos de este debate «por lo mismo que es 
necesario iluminar y abrir los ojos en todo momento á la 
razón pública sobre aquellos sucesos que han tenido 
decisiva importancia y grande repercusión en el seno de 
toda nuestra sociedad política». 

La guerra civil de 1904 señala en nuestro turbu- 
lento pasado institucional una tremenda lección y una 
atroz experiencia. «Todos teníamos patria y derechos y 
los hemos tirado á la calle», decía el 5 de Febrero de 
1904, á un mes cabal de estallada la guerra, el doctor 
Gonzalo Ramírez con tono de profunda y dolorosa 
decepción. Y decía además una gran verdad. Todos tenía- 
mos «patria y derechos» cuando el Directorio lanzó su 
funesto grito de guerra, en forma de un inaudito ultima- 
tum, cuya existencia ahí queda para la historia como una 
de las ignominias más afrentosas de nuestra vida política. 

La atrocidad de la guerra pasada es terriblemente 
aleccionadora, no sólo porque muestra el resultado 
desastroso de todas las guerras, sino también porque 
enseña á los partidos á dónde los conducen muchas veces 
las imprudencias, las intemperancias y las pasiones de sus 
hombres dirigentes: al fracaso en el presente y el descré- 
dito en el porvenir, porque, como muy bien lo dijo en su 
manifiesto de 12 de Enero de 1904 un grupo distinguidi- 
simo de personalidades nacionalistas, fieles á los princi- 
pios, «cuando se altera sin justo motivo la tranquilidad 
pública y se pretende derrocar un Gobierno constitucio- 
nal que cumple dignamente su misión, movidos por 
impaciencias partidistas que, al sentirse vigorizadas, han 
erigido la violencia en sistema de alcanzar éxito, enton- 
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ces la revolución que nace de esas causas y se propone 
esos fines es un delito que la opinión nacional condena, y 
el futuro se ha encargado siempre de ratificar ese senti- 
miento de unánime desaprobación, con su severo fallo». 

Empeñados en la tarea de explicar honrada, sin- 
cera y detenidamente las causas que produjeron el movi- 
miento subversivo de 1904, creemos haber dejado abso- 
lutamente evidenciados los puntos siguientes: 

1° Que la insurrección de Marzo de 1903 fué una 
iniquidad sin nombre, con que las huestes de Saravia qui- 
sieron imponerse al Gobierno con el aparato de sus lan- 
zas, y no con la fuerza de sus derechos. 

2° Que la pacificación que puso término á dicho 
alzamiento subversivo fué fiel y escrupulosamente cum- 
plida en todas y cada una de sus partes por el Presidente 
de la República. Cuando los saravistas se agitaban sorda- 
mente, balbuceando sus denuestos y amenazas, pregun- 
tamos hasta cansarnos qué motivos concretos tenían para 
excomulgar al Gobierno, y nunca fuimos contestados. 

3” Que en el convenio en que se ajustó dicha 
pacificación, no sólo no figuraba nada relativo á la ubi- 
cación de regimientos, sino que esto fué expresamente 
excluído en las capitulaciones y deliberaciones pacifica- 
doras. Pocos días después de celebrado, el alcance del 
Pacto fué auténticamente establecido por manifestaciones 
públicas concordantes del Presidente de la República y 
del doctor Imas, Presidente del Directorio nacionalista, 
que no dejaban lugar á duda alguna, y que expresaban 
de una manera terminante que el convenio no tenía 
más cláusulas que las relativas al nombramiento de Jefes 
Políticos. 

La prensa toda de la capital, incluso el órgano del 
propio Directorio, apreciaron la cuestión en completa 
uniformidad de pareceres, de acuerdo con las manifesta- 
ciones del señor Batlle y Ordónez y del doctor Imas. 
Nadie rectificó entonces nada, ni aun los propios nego- 
ciadores de la paz, doctores Lamas y Ramírez. 
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4° Que la actitud del saravismo, no obstante cum- 
plirse con absoluta fidelidad por el Gobierno todos los 
extremos del convenio de Nico Pérez, fué durante el 
curso del año 1903, de abierta agresión contra los pode- 
res públicos, nada más que porque éstos cumplían estric- 
tamente la ley en todo aquello que el convenio se lo per- 
mitía, hasta que en la última quincena de Diciembre fué 
de amenaza desembozada é hiriente, tanto que al día 
inmediato de regresar del Cordobés una delegación del 
Directorio, que había acordado con Saravia, según la 
propia Memoria, «iniciar gestiones para obtener el retiro 
de los regimientos de Rivera», su órgano La Prensa, que 
por esos días guardaba excepcionalmente una actitud 
circunspecta, al día siguiente de volver del Cordobés la 
delegación, repetimos, puso en duda que el país tuviera 
«un año de paz asegurado», en medio de violentos 
denuestos contra los poderes públicos. 

5° Que en los últimos días del citado mes de 
Diciembre el Directorio, por intermedio de su Presiden- 
te, el doctor Lamas, quien á su vez lo hizo por intermedio 
del doctor Gonzalo Ramírez, dirigió al Gobierno un ulti- 
matum, en virtud del cual ó se retiraban de Rivera los regi- 
mientos de caballería 6 Saravia se levantaba en armas con 
todas sus huestes. El Directorio quiere negar en su Memo- 
ria la existencia del ultimatum, y así es cómo se enreda, al 
explicar los motivos que trajeron la guerra en los peores 
absurdos y en las más burdas falsedades; pero hemos 
demostrado hasta la más plena evidencia que existió, y sin 
ninguna atenuación, según lo acreditan los testimonios 
insospechables de los doctores José Pedro Gonzalo y Juan 
Andrés Ramírez y Martín C. Martínez. En virtud de ese 
ultimatum, vejamen inaudito contra las instituciones, fué 
que el Gobierno adoptó algunas medidas militares pre- 
ventivas para el caso que se cumpliera el atentado subver- 
sivo con que en él se amenazaba de una manera inminente. 

6° Que el Presidente de la República, en lugar de 
contestar á la afrentosa intimación mandando tomar por 
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sus fuerzas los feudos saravistas, hizo por intermedio de los 
doctores Martinez y Ramirez, manifestaciones conciliato- 
rias que quitaban toda importancia 4 la estadia de los regi- 
mientos en un Departamento saravista, como, por ejem- 
plo, inutilizar los votos de sus clases y oficiales, siendo sus 
manifestaciones reiterada y obstinadamente rechazadas 
por el doctor Alfonso Lamas, Presidente del Directorio. 

7° Que en vista de estos rechazos, el Presidente 
admitió ceder 4 la exigencia contenida en el ultimatum 
retirando los regimientos de Rivera, siempre que los par- 
tidos celebraran un acuerdo electoral que asegurase la 
tranquilidad por el resto de su gobierno. Este arreglo 
podría ser tramitado siempre que la insurrección no se 
pronunciase, como era rigurosamente necesario para la 
negociación y como lo estableció explícitamente el 
mismo Presidente de la República. Sin embargo, el 
Gobierno recibe la noticia del levantamiento cuando 
estaba en viaje para Melo el doctor Rodríguez Larreta, 
que llevaba la base escrita del arreglo, razón por la cual 
no podía, á pretexto de consentir la larga y complicada 
tramitación de un acuerdo electoral, dejar de atender á 
la defensa del orden convulsionado, estado que de todas 
maneras habría imposibilitado el feliz desenlace de las 
negociaciones, como lo estableció en su resolución del 
12 de Enero el Comité Nacional Colorado. Hemos pro- 
bado que antes del 3 de Enero, distraída la atención de 
todos por negociaciones pacíficas desgraciadamente fra- 
casadas debido á la soberbia y á la obstinación del Direc- 
torio, aunque el Gobierno veía venírsele encima el alza- 
miento, no lo sintió. Recién en la noche de ese día fué 
cuando, perdidas ya todas las esperanzas de evitarlo, dió 
orden para que sus fuerzas comenzaran la persecución y 
disolución de los rebeldes. A mayor abundamiento, 
recién con fecha 6 de Enero el doctor Luis Alberto de 
Herrera, en una nota directa al Presidente de la Repúbli- 
ca, y al renunciar su puesto de secretario de la legación 
en Norte América, manifiesta que sabía que «á estas horas 
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(6 de Enero) está en armas el Partido Nacional», al que «se 
honraba en pertenecer» y «cuya suerte buena ó mala 
quería correr». De manera que dados todos los antece- 
dentes precitados, cuando volvió de Melo el 8 de Enero 
el doctor Rodríguez Larreta trayendo la aceptación del 
acuerdo, lo único que pudo y debió contestarle el 
Gobierno, como le contestó, fué que los momentos no 
eran para pensar en acuerdos sino para aplastar el más 
injusto y el más vejatorio de los alzamientos subversivos. 

La insurrección de 1904, en efecto, consiste en 
resumidas cuentas en esto: un caudillo ó su representan- 
te civil en Montevideo dice al Presidente de la República: 
«O retira de Rivera sus regimientos, ó voy yo al frente de 
mis lanzas á desalojarlos». Semejante intimación, que sig- 
nifica el colmo de la soberbia y de la ignominia, no tiene 
igual en nuestra historia sino siete lustros atrás, según lo 
apuntaba el doctor Tiscornia en un artículo publicado 
en EL Día de 6 de Enero de 1904 y que terminaba así: 


«Hace ya treinta y cuatro que un caudillo le decía 
al Presidente de la Nación: “O modifica su ministerio, ó 
voy al frente de mil lanzas á hacérselo modificar!”. ¿Pode- 
mos volver treinta y cuatro años atrás? ¿Podemos hacer la 
paz dejando en pié tal anacronismo sin sacrificar el 
país?» 


Es lo mismo que, en otros términos, decía La 
Nación de Buenos Aires en los primeros días de Enero del 
mismo año, al expresarse así: 


«No nos es dado entrar á apreciar las querellas de 
los partidos, pero juzgada esa situación de un punto de 
vista externo se nota que hay una profunda subversión 
institucional, al pretender que la acción del Gobierno y 
el ejercicio de la autoridad constituída se subordinen á 
las imposiciones de un partido, bajo la intimación perma- 
nente de movimientos armados». 
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O lo que decía El Diario de la misma capital y en la 
misma fecha, en los términos siguientes: 


«Es la barbarie en acción, largo tiempo contenida 
por el patriotismo y la prudencia de los gobernantes uru- 
guayos, que desborda al fin y amenaza arrasarlo todo! 

«Aparicio Saravia se mueve, envía chasques, ame- 
naza con un ultimatum al Presidente de la República, 
impone condiciones vergonzosas, limpia la lanza y reúne 
su gente. 

«Mañana miles de hombres estarán en campaña y 
el país quedará entregado á la feroz anarquía. Será una 
guerra sin cuartel. Morirán hombres jóvenes, la esperan- 
za y la fuerza del país, su porvenir, su riqueza, su presti- 
gio, su gloria!» 

...«¿Qué razón política podrá justificar jamás la 
desolación que va á reinar en aquella tierra generosa y 
fértil, por espacio de muchos años?» 


Al terminar la relación y el comentario de las ver- 
daderas causas que produjeron la guerra civil del año 
pasado haremos una salvedad que desde los comienzos 
de nuestros artículos asoma en nuestros labios. No es á la 
masa nacionalista á quien inculpamos aquella catástrofe. 
La inculpación vá dirigida contra la intransigencia feroz y 
las ciegas pasiones de algunos de sus prohombres. Bien 
sabemos que entre su juventud no faltan quienes, como 
Constancio Vigil, en el reportaje que no hace mucho se 
publicó en EL Día, exclamen entre elocuentes puntos 
suspensivos: ¡Saravia fué una víctima...! Bien sabemos que 
entre sus hombres de armas hay quienes piensan de la 
misma manera como se expresó Zipitría con abierta fran- 
queza en el último desarme. Recordemos de nuevo sus 
palabras, que todos escucharon con mudo asentimiento: 
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«Si el Gobierno se entendiera directamente con los hom- 
bres de campo, no habría estas guerras que son anacrónicas 
en el siglo XX. Nos entenderíamos fácilmente, porque nos- 
otros no tenemos dobleces y cuando estrechamos una mano 
es con verdadera sinceridad y no con reservas mentales, reser- 
vas que después traen por consecuencia conflictos como éste. 
¡Miren ustedes que haber muerto tanta y tanta noble 
gente! Y ¿para qué?... Y sobre todo: “¿Por qué?” Desafío á 
cualquiera de los presentes á que me lo diga. Yo figuro entre los 
Jefes del Partido Nacional, he expuesto mi vida como 
cualquier otro y, sin embargo, hasta ahora ignoro la razón 
de esta guerra funesta que nos ha destrozado. ...» 


¿Por qué?... He aquí el proceso siniestro de la 
guerra encerrado en tan sencilla pregunta. 


XIX 


EL QUE FALTÓ EN LA NEGOCIACIÓN DE NICO 
PpREZ*** 


Asi como al buen pagador no le duelen prendas, 
asi tampoco 4 quien se siente asistido en su pleito por la 
razon y por la justicia, no le duele remover los anteceden- 
tes que fueron causa del litigio, llevándolo hasta la última 
instancia para hacer condenar á la parte contraria á per- 
petuo silencio. Y, pues que ha sido el adversario quien tan 
insensatamente ha reabierto la testamentaria de la pasa- 
da guerra civil, debemos y queremos hacer frente á la 
indiscreta querella hasta dejar neta y definitivamente 
deslindadas las responsabilidades de aquel gran delito. 

Hemos demostrado con pruebas y testimonios 
irrefutables que en el convenio de Nico Pérez el Gobier- 
no no pactó nada sobre la ubicación de las fuerzas nacio- 
nales, y no sólo quedó incólume la prerrogativa presiden- 
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cial de llevar esas fuerzas donde lo creyera conveniente 6 
necesario en todo tiempo, por tacita virtud institucional, 
sino que, por el contrario, declaró terminantemente el 
Presidente de la República que no admitía la mínima res- 
tricción de aquella prerrogativa, de manera que el 
Gobierno dejó en aquella ocasión irrevocablemente defi- 
nido el punto, y así debieron los intermediarios hacerlo 
entender á los tenientes de Saravia reunidos en torno del 
fuego del consejo en el aduar de Nico Pérez, ya que no 
les nació á los mismos negociadores del convenio el senti- 
miento cívico de rechazar de plano la insólita pretensión 
caudillesca, protestando virilmente contra la indecorosa 
subversión que aquella exigencia entranaba. 

Faltó en aquella negociación el ciudadano que 
por propia autoridad de antecedentes y por conciencia 
de convicciones impidiese que la cláusula deprimente de 
la más alta y más intangible prerrogativa presidencial 
fuese consultada al mismo Presidente de la República, 
pues el intermediario de una negociación no puede ni 
debe ser un agente tan pasivo que se haga portavoz de 
todas las insensateces y monstruosidades que una de las 
partes pretende proponer. 

Así como ningún abogado se atrevería á propo- 
ner á su cliente como cláusula transaccional del pleito la 
pretensión del contrincante de que le permitiera com- 
partir con él sus derechos maritales en el tálamo conyu- 
gal ó cualquiera otra barbaridad semejante, así también 
ningún ciudadano debería someter á consideración del 
primer magistrado de su país, ni siquiera á título de con- 
sulta, la proposición de que se despojase del más alto 
fuero de su investidura para aplacar una insurrección 
que no tenía más programa que el de sustentar la inaudi- 
ta subversión de las dominaciones regionales. 

Hay un precedente, y no lejano en la historia 
política de estos países del Río de la Plata que demuestra 
cómo saben proceder los hombres de alta talla intelec- 
tual y de consciente civismo. Eran los momentos en que 
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se agitaba en Buenos Aires la grave cuestión de la federa- 
lización de la capital. El doctor Tejedor, gobernador de la 
provincia de que Buenos Aires era capital al mismo tiem- 
po que era también asiento del Gobierno Nacional, que- 
ría mantener á todo trance la integridad de la provincia, 
resistiendo la proyectada decapitación que importaba la 
federalización de Buenos Aires y comprendiendo que el 
litigio tenía que dirimirse á mano armada, organizó las 
fuerzas de que podía disponer como gobernador provin- 
cial remontando las policías y favoreciendo la formación 
de batallones cívicos en los que se alistó una gran parte 
de la juventud porteña. 

El doctor Avellaneda, Presidente de la República 
en aquella época, reconcentró á la vez todas las fuerzas 
nacionales diseminadas en las provincias, haciéndolas 
acampar en las cercanías de Buenos Aires, y él mismo, 
considerándose cohibido dentro de la capital por la acti- 
tud y demostraciones hostiles de los batallones cívicos, 
trasladó la sede de su gobierno á la cercana población de 
Belgrano, donde produjo su primer acto de legítima 
autoridad, ordenando al gobernador Tejedor el desarme 
de las fuerzas irregulares organizadas para la resistencia 
de Buenos Aires contra el Ejército de la Nación. 

La situación era de suma gravedad y angustia, y 
previendo horas de sangre y de luto, los más conspicuos 
ciudadanos argentinos trataron de buscar una solución 
conciliatoria que evitase el choque inminente. Al efecto, 
se reunieron en conferencia ciudadanos distinguidos de 
todos los partidos y en esa reunión se hicieron diversas 
proposiciones para poner término al conflicto. 

Historiados así brevemente los antecedentes de 
este hecho histórico pasamos á copiar fielmente la narra- 
ción de lo que pasó en aquella conferencia, tal como está 
narrado en el libro Sarmiento Anecdótico, y nos permitimos 
llamar muy especialmente la atención de nuestros lecto- 
res sobre las memorables palabras que pronunció en 
aquel acto el general Sarmiento en defensa de las mismas 
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prerrogativas presidenciales que pretendieron cercenar 
los capitanejos de Saravia acampados en Nico Pérez. 

Dice asi el citado libro: 

«Al fin de seis horas de debate inútil, la discusión 
se concretó al punto que ánimos conciliadores querían 
conseguir —Don Félix Frías creyó condensar el debate en 
esta frase: Señor Presidente, creo que todo lo hablado 
puede reducirse á lo siguiente: queda convenido que el Gober- 
nador de la Provincia cumplirá el decreto de desarme, y el Presi- 
dente de la República mandará retirar las fuerzas nacionales. 

«El general Sarmiento interrumpió á don Félix 
Frías diciendo á gritos, con la exaltación de la más pro- 
funda indignación: —No! Jamás! El Presidente de la Repúbli- 
ca no ha dicho, no ha podido decir, ni lo dirá jamás en mi pre- 
sencia sin que yo proteste contra ese abandono DE LA MÁS ALTA 
ATRIBUCIÓN DEL PODER EJECUTIVO DE COLOCAR LAS FUERZAS 
NACIONALES DONDE LO CREA CONVENIENTE. El Presidente hará 
lo que juzgue oportuno cuando así le plazca! 

«—Está bien, repuso don Félix Frías, pero quedará 
así entendido aunque no se diga. 

«—No! no quedará entendido; replicó Sarmiento y 
agregó: UN SOBREENTENDIDO CONVENIO ADQUIERE LA FUER- 
ZA DE UNA ESTIPULACIÓN DIRECTA Y SE RECLAMA DESPUÉS SU 
CUMPLIMIENTO ALEGANDO QUE ASÍ ESTABA CONVENIDO! 

«Esta escena, bastante violenta, puso término a la 
discusión, é inmediatamente después de cerrada la con- 
ferencia el Presidente Avellaneda dirigió al General Sar- 
miento la carta siguiente: Don Domingo: Hemos salvado 
las instituciones y la patria. Nada he prometido. No he 
hecho pacto alguno, comprendiendo el mismo Tejedor 
que no debía hacerse. Pero ha sido necesario su discurso. 
Suyo, N. Avellaneda». 

Aprecie el lector por esta narración el gran desni- 
vel cívico que hay entre los interventores en la conferen- 
cia de Buenos Aires y los mediadores en el convenio de 
Nico Pérez. Allá, contra un eminente estadista como era 
don Félix Frías, hubo otro más eminente, que tuvo la 
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entereza de llamarlo al orden haciéndole ver la subver- 
sión denigrante que implicaba la simple insinuación de 
que el Presidente de la República Argentina pactara con 
el doctor Tejedor, que era también un prócer distingui- 
do, el retiro de las fuerzas nacionales, ni siquiera sobre- 
entendidamente, considerando que pactar una semejan- 
te cláusula importaba la abdicación de la más alta 
atribución del Poder Ejecutivo, mientras que aquí, contra 
cuatro gauchos montoneros, no hubo un solo ciudadano 
de los que intervinieron en la negociación que tuviese el 
coraje personal y el pundonor cívico de ponerlos á raya, 
haciéndoles comprender toda la iniquidad que significa- 
ba la insolente exigencia de que el Presidente de la Repú- 
blica se comprometiera á no enviar las tropas de la 
Nación á determinadas regiones del territorio. 

Esa torpe pretensión no debió ni siquiera llegar á 
oídos del Presidente Batlle si hubiese habido entre los 
negociadores de Nico Pérez un Sarmiento que tuviese la 
altivez de asumir la responsabilidad de una repulsa inme- 
diata, negándose á servir de lenguaraz para formular tan 
inicua exigencia, porque las prerrogativas del Poder 
Público no son puramente personales de quien las ejer- 
ce, sino que deben velar por su integridad todos los ciu- 
dadanos que tienen una noción clara de lo que represen- 
ta el Gobierno en las democracias, los que no pueden ni 
deben consentir nada que importe una depresión o limi- 
tación de sus facultades constitucionales. 

El caso de la conferencia de Buenos Aires era per- 
fectamente análogo al de la negociación de Nico Pérez, 
dicho sea con todas las salvedades de desagravio de los 
manes del ilustre estadista argentino doctor Tejedor á 
quien incidentalmente rebajamos al monstruoso paran- 
gón con un caudillejo montonero; pero allá, quien salvó 
el principio de las prerrogativas presidenciales fué un 
ciudadano que no tenía más carácter público que el que 
le daban sus antecedentes, en tanto que aquí no hubo 
quien se interpusiese para impedir que el eco de las 
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absurdas pretensiones gauchescas, nacidas al calor de los 
fogones encendidos por la sedición armada, llegase hasta 
el Presidente de la República, quien tuvo que hacer res- 
petar por sí propio sus fueros, rechazando con toda ener- 
gía la humillante exigencia depresiva de su más alta atri- 
bución. 

Que gauchos la formulasen, poco tiene de extra- 
ño, porque la ignorancia de todo lo que es decoro cívico 
e integridad institucional puede llegar á tales aberracio- 
nes; pero que ciudadanos de la suficiente educación para 
poder medir la monstruosidad de tamaña subversión la 
propusiesen como posible solución de un conflicto, eso 
eslo que no se concibe ni podrá justificarse jamás. La paz 
á ese precio hubiese sido una ignominia, y la guerra que 
derivó única y exclusivamente de la ambigúedad con que 
se trasmitió á los reunidos en Nico Pérez la terminante 
repulsa del Presidente fué una dura, una triste necesidad 
para restablecer el normal funcionamiento de las institu- 
ciones. 

Lástima grande fué que quien tuvo... íbamos a 
decir el desplante, pero lo amortiguaremos diciendo la 
debilidad, de trasmitir al Presidente de la República la 
exigencia de la inmovilización de los regimientos, no 
hubiese tenido igualmente la entereza de rechazar ya 
que no por cuenta propia como Sarmiento lo hizo, 
siquiera por cuenta del mismo Presidente Batlle la insóli- 
ta pretensión. Creyó el intermediario, y con toda sinceri- 
dad sin duda, dejar cimentada la paz en las nebulosida- 
des de un sobreentendido, pero en realidad lo que hizo 
fué echar en el surco fértil de la prepotencia gaucha la 
simiente de la guerra que floreció en sangre y ruinas 
nueve meses después. 

Fué un Domingo Faustino Sarmiento el que faltó 
en la negociación de Nico Pérez! 
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(*) Es conveniente hacer notar que tanto ésta 
como todas las afirmaciones comprendidas en los pre- 
sentes artículos no han sido hasta la fecha (van veinte 
días transcurridos desde que cerramos nuestra réplica) 
levantadas ni rectificadas por nadie. 

(**) No se ha tocado más, por supuesto. 

(***) El presente artículo no pertenece al autor 
de los anteriores. Es debido á la experta pluma de uno de 
nuestros más conocidos escritores á la vez que encumbra- 
do hombre público. Inmediatamente de terminada la 
serie que acaba de leerse se publicó el que sigue en EL 
Día bajo el seudónimo de «Verité». Lo reproducimos en 
la seguridad de que interesará vivamente á los lectores. 
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LA LEGITIMIDAD POLÍTICA 
DE LA REVOLUCIÓN Y DE LA 
GUERRA CIVIL DE 1904 


LEGITIMIDAD Y LEGALIDAD 


No es posible entrar al análisis del tema de este 
ensayo sin precisar previamente la distinción entre los 
conceptos de legalidad y legitimidad. 

La legalidad, latu sensu, constituye la coinciden- 
cia, el ajuste o el respeto a una normativa, de una acción 
genérica o de un acto o de un hecho concreto, con el 
orden jurídico vigente interno o internacional, en un 
lugar y en un momento dados. 

Ese orden jurídico —y, en consecuencia, la legali- 
dad que del mismo resulta—, puede ser injusto y puede 
ser ilegítimo. En tal caso, se produce el choque de la legi- 
timidad con la legalidad. Esta confrontación, de la que la 
historia nos da múltiples y distintos ejemplos, se traduce 
en consecuencias jurídicas y políticas de la mayor tras- 
cendencia, respecto de temas tan fundamentales como el 
derecho de resistencia, y de los límites al deber de obe- 
diencia institucional, en base a la preeminencia filosófi- 
ca, ética y política de la legitimidad sobre la legalidad. 

Legalidad no es, en consecuencia, sinónimo de 
legitimidad', aunque se ha señalado, con razón, que 
puede estimarse que existe la presunción —pero nada 
más que la presunción— de que un “poder legal es un 
poder legítimo”. 

Así, la distinción “entre ce qui est légitime et ce qui est 
légal” ha legado a constituir uno de los temas más impor- 
tantes de la Ciencia Política, de la Filosofía y del Derecho 
de nuestros días”. 

Es una característica —se ha dicho con verdad— 
de nuestra época la de ir más allá de la sola exigencia de 
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una regularidad formal, es decir, de una legalidad strictu 
sensu, para juzgar una determinada situación político- 
jurídica. En efecto, una cierta situación institucional, 
política e histórica, puede ser legal, incluyendo en esta 
idea el concepto formal de constitucionalidad, sin que de 
ello resulte, necesariamente, su legitimidad. 

Esta distinción es esencial para comprender la 
diferencia que puede existir entre una situación constitu- 
cional o legal —ante la cual no puede haber jurídicamen- 
te el derecho a rebelarse para intentar romper o abatir 
ese orden constitucional o legal— y una situación de ile- 
gitimidad, superior y determinante, respecto de la cual 
podría caber, política y éticamente, el desconocimiento, 
la negación, la desobediencia y hasta el extremo de la 
rebelión y de la insurrección. 

Naturalmente, esta dicotomía entre legitimidad y 
legalidad, que ha constituido uno de los temas más 
angustiantes de la Ciencia Política, plantea problemas 
que no pueden resolverse en términos jurídicos estrictos, 
entre los cuales destaca el de quién puede declarar —y 
con qué validez y efecto— la existencia de la ruptura, de 
la incompatibilidad, entre la legalidad contestada y la 
legitimidad condicionante. 

Esta inexistencia —por la difícil o casi imposible 
existencia de un órgano estatal capaz de declarar, con 
efectos jurídicos, esa incompatibilidad— lleva a la con- 
clusión de que solo puede ser, fácticamente, nada más 
que el pueblo el que evalúe y decida sobre ella, si se ha 
producido o no una brecha entre legalidad y legitimidad. 
Y es esa carencia la que lleva, además, a la convicción de 
que será la historia la que juzgará esa acción, no solo éti- 
camente, considerando la existencia O inexistencia de 
fundamentos de justicia y equidad, sino también tenien- 
do en cuenta si la ruptura de la legalidad, en función de 
un juicio de legitimidad, ha triunfado o no, es decir, si la 
legalidad circunstancial ha sido abatida o no, y si otra 
legalidad —que aspira a ser legítima— la ha sustituido. 
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La historia, por lo menos la inmediata, la escri- 
ben los triunfadores. Pero el juicio histórico es revisa- 
ble, en función del decurso del tiempo. De tal modo la 
pertinencia y, por ende, la legitimidad del intento de 
abatir una legalidad que el pueblo o una parte del pue- 
blo juzgó ilegítima depende, además, del éxito o del fra- 
caso de la empresa, de la valoración histórica posterior, 
del conocimiento de nuevos elementos de juicio y de la 
estimación futura de los hechos políticos y éticos, más 
que del veredicto formal, basado en la aplicación seca 
de los textos normativos existentes en ese momento, es 
decir, de una legalidad que puede no ser sinónimo de 
legitimidad. 


2 


El poder puede ser ilegítimo —y su utilización, 
asimismo, es posible que sea ilegítima—, tanto por el fun- 
damento y origen del que deriva, como de su ejercicio, 
considerado en sí mismo. 

Poder no es necesariamente sinónimo de legiti- 
midad. Poder y autoridad no tienen por qué coincidir 
por naturaleza. Puede ejercerse el poder con carencia de 
legalidad o con falta de legitimidad, en este caso, por 
ausencia de autoridad, en su verdadero y trascendente 
sentido, de autorictas, que es lo que da al poder su valor y 
su fuerza ética y jurídica, ya que la autoridad así concebi- 
da implica, por parte de aquellos sobre quienes la misma 
se ejerce, un consenso sobre su legitimidad y, en conse- 
cuencia, su aceptación”. 


3 


La legitimidad de un sistema político —más allá 
de la cuestión de su ajuste a un orden superior determi- 
nado por el Derecho Natural, en cualquiera de sus mani- 
festaciones, condicionante del Derecho Positivo—, en la 
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concepción democrática del Estado, resulta de su origen 
y de su ejercicio. 

Un régimen puede ser legítimo por su origen, si es 
la consecuencia del libre pronunciamiento electoral, sin 
fraudes y sin dolo, pero puede ilegitimizarse por su ejerci- 
cio. Si este ejercicio es no solo contrario al sistema consti- 
tucional, a sus principios y objetivos, sino que también 
viola, consiguientemente, compromisos lícitos adquiridos 
de buena fe en función de la paz, de la tolerancia, y de la 
concordia, el régimen en cuestión —aun en la hipótesis de 
que tuviera un origen legítimo— devendría ilegítimo, con 
todas las consecuencias políticas que de ello pudieran 
resultar. 

La ilegitimidad de un gobierno, por su origen o 
por su ejercicio, puede traducirse en la justificación, y 
hasta en la legitimación, de un movimiento revoluciona- 
rio —que puede llegar a constituir una guerra civil— 
contra ese régimen viciado y carente de legitimidad. 

Naturalmente, la apreciación de si una ilegitimidad 
concreta y específica justifica, en los hechos, la insurrec- 
ción —que puede llevar a la guerra civil—, depende de un 
juicio político del momento, en el que la prudencia y la esti- 
mación de todos los elementos de juicio condicionan la 
decisión a tomar. Juicio de gran trascendencia, de una res- 
ponsabilidad enorme ante el pueblo y ante la historia. 

Los fundamentos y las razones de esta decisión, 
en el momento en que se adopta, pueden ser apreciados 
de manera distinta por los contemporáneos y por los que 
luego, en perspectiva posterior, la analicen y la juzguen. 

Pero este juicio posterior, no contemporáneo con 
los hechos —coincida o no con la decisión originaria- 
mente tomada—, no puede significar ni su ratificación 
ni, por el contrario, su negación política o ética. 

Son juicios distintos, que deben ser considerados 
con relativa independencia y sin considerar que el segun- 
do no está determinado, de una manera absoluta, en nin- 
gún sentido, por el primero. 
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Lo importante históricamente es comprender y 
penetrar en los hechos, en la ilegitimidad y en sus conse- 
cuencias, en un esfuerzo por comprender la justificación 
de la insurrección, en el inicio y durante el desarrollo de 
la situación en que la misma se produjo. 


La ilegitimidad de un gobierno —si bien puede, 
en determinadas circunstancias, justificar y legitimar el 
ejercicio del derecho de resistencia a la opresión, a la 
insurrección o a la revolución— no puede, por el contra- 
rio, servir de excusa para la intervención de un gobierno 
extranjero, para la pretensión externa de derribar a un 
gobierno e imponer otro, cualquiera que fuera su natura- 
leza y forma. Los principios de libre determinación y no 
intervención constituyen una muralla infranqueable eri- 
gida contra una repudiable pretensión de ese tipo, mani- 
festada desde afuera, de tumbar un régimen político y 
sustituirlo por otro, independientemente de cuáles sean 
las razones que se esgriman. 

Lo mismo debe afirmarse respecto de la idonei- 
dad de una organización internacional, sea gubernamen- 
tal o no gubernamental, para afirmar la ilegitimidad de 
un gobierno y actuar para derribarlo y sustituirlo desde el 
exterior. 


II 


REVOLUCIÓN Y GUERRA CIVIL 


Revolución y guerra civil no son términos sinóni- 
mos. Son dos conceptos y dos realidades diferentes, aun- 
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que no contradictorios, ya que pueden coexistir. Es posi- 
ble, en efecto, que una guerra civil sea la expresión de 
una revolución; puede ocurrir que una revolución gene- 
re una guerra civil, y es posible que durante una guerra 
civil puedan producirse una o varias revoluciones en el 
interior de una de las partes o en las dos partes en el con- 
flicto bélico interno denominado guerra civil. 

Pero, asimismo, puede haber revolución sin gue- 
rra civil y guerra civil sin revolución. 

Estas precisiones tienen mucha importancia, no 
solo desde el punto de vista conceptual general, sino en 
el caso de la Guerra Civil de 1904 que, a nuestro juicio, 
fue, al mismo tiempo y en cierta forma, también una 
Revolución. 

Comencemos por precisar los términos y sus sig- 
nificados. Esto es necesario, ya que mientras la doctrina 
ha elaborado cuidadosamente la distinción teórica entre 
guerra, en general, y revoluci6n’, no ha existido igual 
preocupación por aclarar las diferencias entre los con- 
ceptos de guerra civil y revolución. 

La guerra civil es un conflicto bélico interno que 
enfrenta, dentro del marco del Estado, a dos partes, una 
de las cuales es, generalmente, la que ocupa el Gobierno y 
la otra la que se levanta, se rebela, contra aquella, invocan- 
do, implícita o explícitamente, el derecho a la insurrec- 
ción armada. Aunque la guerra civil es, por esencia y natu- 
raleza, un conflicto bélico interno, puede estar vinculada 
con factores internacionales y ser parte de una situación 
extra o supra nacional. La historia muestra innumerables 
ejemplos de esta confusión de las guerras civiles con con- 
flictos internacionales, sean estos, a su vez, bélicos o no. 

La guerra civil, en cuanto conflicto armado no 
internacional, ha sido definida, en el artículo 1 del Proto- 
colo II de Ginebra, de 1977, como un conflicto que tiene 
lugar “en el territorio de una Alta Parte Contratante entre sus 
fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados 
organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, 
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ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les 
permita realizar operaciones sostenidas y concertadas y aplicar el 
presente Protocolo”. 

Aunque esta definición, a los efectos del Derecho 
Internacional Humanitario, no tiene necesariamente 
que coincidir en todos sus términos con el concepto 
general de guerra civil que resulta de la historia y de la 
realidad política, fija claramente sus elementos esencia- 
les y su naturaleza: la confrontación armada en el inte- 
rior de un Estado, en su territorio, entre fuerzas guberna- 
mentales y fuerzas armadas disidentes o grupos armados 
insurrectos. 

Así considerada, la guerra civil puede ser o no ser 
el resultado de una revolución, o coexistir con ella. 

El concepto de revolución es mucho más amplio, 
complejo, diverso y difícil de precisar. 

Más allá de su acepción etimológica, absoluta- 
mente contraria al concepto histórico y político de revo- 
lución —ya que, etimológicamente, revolución significa 
un retorno, una vuelta al pasado; lo contrario de una evo- 
lución, que se entiende como un proceso hacia adelan- 
te—, la revolución es la expresión de un cambio acelera- 
do, de una evolución caracterizada por la voluntad de 
romper, o por la ruptura, con la situación anterior. Puede 
cubrir los más diversos campos y materias (cultura, reli- 
gión, filosofía, ciencia, tecnología, arte, etc.), pero, en el 
campo político-social, la idea de revolución implica, ade- 
más del cambio de estructuras, generalmente, aunque 
no siempre, el concepto de lucha, de confrontación, que 
genera un conflicto y puede llegar a ser de carácter béli- 
co, armado o por lo menos de enfrentamiento violento”. 
La idea de revolución política, estrechamente unida a las 
ideas de revuelta o rebelión, se diferencia o se separa de 
las mismas en cuanto supone una intensidad, una supera- 
ción del carácter limitado que estas poseen y, sobre todo, 
el éxito, el triunfo previsible o logrado, elemento que 
puede transformar la revuelta, la rebelión o la insurrec- 
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ción, en una revolución genuina’. Las revoluciones, asi 
como las rebeliones, revueltas o insurrecciones, son algo 
totalmente distinto a los golpes de Estado o a los putchs. 

La doctrina ha dado infinitas definiciones de lo 
que es una revolución”. No tiene sentido, a los efectos de 
este trabajo, reproducir una o algunas, sino intentar, 
como hemos pretendido, dar un concepto, lo más claro 
posible, que distinga la revolución de la guerra civil, de 
la revuelta, de la rebelión, de la insurrección, de los gol- 
pes de Estado, de los putchs, pero que, sin embargo, 
señale la relación que une todas estas situaciones en 
cuanto rupturas del orden institucional, como expre- 
sión de protesta, de negación o de cambio necesario 
ante lo existente. 

Aunque un sector de la doctrina ha negado los 
caracteres diferenciales de la revolución con respecto a 
la revuelta, la rebelión o la insurrección", creemos que 
los caracteres diferenciales que hemos indicado son par- 
cialmente ciertos, aunque no necesariamente siempre 
exigibles. 

Por lo demás, toda revolución implica una aspira- 
ción de institucionalización que no existe de manera pre- 
ceptiva en una simple revuelta, insurrección o rebelión”. 

La revolución puede generar una guerra civil y 
una guerra civil puede ser expresión de una revolución. 
Y, como ya se dijo, puede incluso haber revolución sin 
guerra civil y guerra civil sin revolución. 

Esta afirmación resulta claramente de los concep- 
tos que hemos dado de estas dos figuras o situaciones. 

No son las ideas antes expuestas reflexiones teóri- 
cas abstractas, sin virtualidad histórica y sin relación con 
lo que han sido nuestras revoluciones y nuestras guerras 
civiles. Por el contrario, creemos que son presupuestos 
teóricos, pero reales, necesarios para conceptualizarlas 
correctamente. 

En 1904 hubo una Guerra Civil, que enfrentó en 
el campo de batalla a las fuerzas armadas del Gobierno 
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con las fuerzas insurrectas comandadas por Aparicio 
Saravia, en un conflicto bélico, en un enfrentamiento 
armado cruento. 

Pero además, esta Guerra Civil era la expresión de 
una Revolución que en el campo insurrecto bregaba por 
un cambio, una ruptura política, que llevara institucio- 
nalmente a la verdad y garantía de los derechos políticos 
de todos los orientales, a una legislación electoral justa y 
a las garantías de la efectividad de un sufragio libre, a un 
verdadero Estado de Derecho. Es decir, a la superación 
de la constitucionalidad formal, por un sistema fundado 
en esa misma Constitución, la de 1830, pero aplicada con 
veracidad entrañable, de buena fe, en base a leyes y a 
políticas efectivas, que aseguraran el reconocimiento de 
los derechos de todos, la tolerancia, la extirpación del 
exclusivismo partidario, de la política de partido negado- 
ra de la política nacional y a la eliminación de un Ejército 
con divisa partidaria, colorado y sectario. 

Es esta Revolución, existente en el interior y en la 
razón de ser de la Guerra Civil de 1904, la que legitimiza la 
lucha armada, dirigida a obtener lo que no puede lograr 
dentro del juego normal de las instituciones por la intole- 
rancia gubernamental, el deterioro de la autoridad legíti- 
ma y el desconocimiento de compromisos anteriores ema- 
nados, en 1897, del Pacto de la Cruz y, en 1903, en las Bases 
de Paz, dirigidos a hacer efectivos y reales los principios 
republicanos representativos de la Constitución de 1830. 


TI 


LAS GUERRAS CIVILES Y LAS REVOLUCIONES EN LA 
HISTORIA DE URUGUAY 


Las guerras civiles y las revoluciones fueron un 
componente constante, podría decirse que natural, en la 
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historia del Uruguay del siglo XIX". Los dos términos 
fueron utilizados, a veces indistintamente, pero muchas 
veces destacando el aspecto de revolución, por la idea de 
cambio y de aspiración de justicia y de legitimidad que 
implicaba, que se sobreponía a la consideración final del 
enfrentamiento bélico interno entre dos fracciones”. 

La Constitución existía, constituía en cierta forma 
el objeto de un culto y de un respeto genérico de carácter 
supra-legal. Pero los gobiernos nacidos de esa Constitu- 
ción, en principio casi siempre legítimos por su origen, 
pero muchas veces ilegítimos por el ejercicio arbitrario 
del poder público de que hicieron uso, debieron enfren- 
tar un sinnúmero de movimientos revolucionarios o vivir 
en medio de guerras civiles. 

Dejando de lado las guerras civiles nacidas o apo- 
yadas en la intervención, con el apoyo militar o financie- 
ro extranjero, ilegítimas en sí mismas por este hecho, las 
otras, basadas en la contestación revolucionaria de la pre- 
tendida ilegitimidad gubernamental, se fundaron gene- 
ralmente en la pérdida de esa legitimidad por el ilegíti- 
mo uso de su ejercicio, que justificaba políticamente la 
repulsa violenta de la legalidad circunstancial, de una 
actitud que invocaba, expresa o implícitamente, el dere- 
cho a la insurrección. 

La discusión en torno a la legitimidad política de las 
revoluciones y de los levantamientos armados que origina- 
ron las guerras civiles en el Uruguay del siglo XIX —sin 
perjuicio de la consideración de las causas económicas, 
sociales y culturales que las provocaron— constituyó un 
intento de explicación de lo que históricamente fue la 
expresión de una realidad. Esa realidad chocaba con la 
legalidad formal existente, pero, además, invocaba como 
su fundamento la falta de legitimidad política, generalmen- 
te superviniente por el origen de los gobiernos, a los que 
los revolucionarios e individuos en general, en los campos 
de batalla, en las guerras civiles, consideraban tener el 
deber político y ético de combatir. 
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En un informe a la Cámara de Senadores, José 
Espalter, político moderado, civilista y jurista reconoci- 
do, decía: “Tiempo hubo en nuestro país que todo ciudadano, 
más que en su derecho, estaba en el deber de ser revolucionario”'*, 

Es esta una afirmación política, ante las situacio- 
nes concretas que había vivido Uruguay, pero que signifi- 
caba la aplicación específica, a nuestro país, del derecho 
de resistencia a la opresión, del derecho a la insurrección 
y del derecho a la revolución, afirmado reiteradamente 
en la historia de la teoría política, especialmente en la 
doctrina clásica española y recogido normativamente en 
la Declaración Francesa de Derechos del Hombre y del 
Ciudadano, de 1789, calificado además como un deber 
en la Declaración de 1793 y que hoy se proclama con pro- 
yección universal en la Declaración Universal de Dere- 
chos Humanos, de 1948. 

Este derecho a la resistencia, a la insurrección y a 
la revolución ha sido, además, un aporte que la teoría y la 
práctica uruguaya han sostenido reiteradamente". 


IV 


LA CUESTION DE LA LEGITIMIDAD DE LA 
REVOLUCION Y DE LA GUERRA CIVIL DE 1904 


El origen de la cuestión de la legitimidad política 
de la Guerra Civil de 1904 se encuentra en la violación, 
por el Gobierno, del Pacto de la Cruz que puso fin a la 
Revolución de 1897, en la situación que esta violación 
provocó en todo el sistema político y en la realidad nacio- 
nal, en un proceso que nació con la elección de José Bat- 
lle y Ordóñez a la Presidencia de la República por la 
Asamblea General, el 1 de marzo de 1903" y que encon- 
tró su expresión en la política gubernamental llevada a 
cabo desde entonces, teniendo en cuenta el levantamien- 
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to de 1903, sus causas, las bases de Paz (Pacto de Nico 
Pérez), de 22 de marzo de 1903, y las consecuencias de su 
frustración”. 

La justificación política y, por ende, la legitimidad 
política de la Guerra Civil de 1904" es para nosotros inne- 
gable, si se analiza hoy la cuestión con una perspectiva his- 
tórica, en función de la justicia de una lucha dirigida a 
lograr el perfeccionamiento del proceso democrático de 
la República, teniendo en cuenta la Paz que puso fin a la 
Guerra Civil y la evolución legislativa y política posterior, 
culminada con la victoria cívica de 1916 y las garantías del 
sufragio consagradas en la Constitución de 1918. 

Todo este proceso político-jurídico posterior a la 
Guerra Civil de 1904 afirmó, a posteriori, la legitimidad 
de la Revolución, al mismo tiempo que legitimó plena- 
mente el régimen de gobierno republicano emanado de 
la Constitución de 1830, sin falseamientos, en su correc- 
ta, sana, democrática y no discriminatoria aplicación, 
resultante de la Constitución de 1918. 

Cuando estalló la Guerra Civil, era ya una eviden- 
cia que las grandes ilusiones puestas en el fin de la Gue- 
rra Civil de 1897 y en la paz consiguiente no se podían 
alcanzar y que todo llevaba a un sistema de gobierno 
autoritario, excluyentemente partidista, discriminatorio 
y centralizador, basado en el ejercicio del poder impues- 
to y no en el diálogo político, en la libertad, en el ejerci- 
cio del voto libre y en el respeto de su veredicto. Solo 
quedaba, entonces, lamentablemente, en el juicio de los 
contemporáneos, el camino revolucionario de la con- 
frontación bélica entre hermanos. 

Sin esta Guerra Civil, el progreso político del Uru- 
guay, su democratización y su desarrollo, basados en la 
libertad y en un pluripartidismo real, sin discriminacio- 
nes o exclusiones y sin sectarismos arbitrarios, habrían 
sido imposible de alcanzar. 

De la justificación política resultaba la legitimidad 
política de la Guerra Civil de 1904. 
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Fue una Guerra Civil, pero una Guerra Civil que 
contenía dentro de ella una Revolución, dirigida a lograr 
la plena democratización de la República, asegurando 
los fundamentos de su futuro desarrollo político, basado 
en el voto libre, el pluripartidismo real y efectivo, el diá- 
logo y la tolerancia. 

Naturalmente, este enfoque y esta opinión, que 
hoy, aunque discutibles, no pueden considerarse minori- 
tarios ni inaceptables eran, en 1904, rechazados de 
plano, frontal y directamente, por los seguidores del 
gobierno de turno, que calificaron la Revolución como 
“inicua” e “injusta”, y el levantamiento armado, como un 
atropello del “malón saravista”". 

Todo esto es hoy solo historia, ante la realidad 
actual de una Democracia que no presenta elementos de 
ilegitimidad capaces de justificar nada análogo a lo que 
ocurrió en 1897 y 1904. 

Pero es un pasado que tenemos el deber de recor- 
dar, expresión del derecho a saber”, elemento necesario 
de docencia cívica para enfrentar los desafíos y los cues- 
tionamientos que la historia, en su camino sin fin”, pre- 
senta a cada generación. 


V 


EL PACTO DE LA CRUZ: CONTENIDO, 
NATURALEZA JURÍDICA, VIGENCIA Y DURACIÓN 
DE SU OBLIGATORIEDAD 


Para comprender el porqué de la Guerra Civil de 
1904, es preciso tener en cuenta lo que fue y lo que ocu- 
rrió con el Pacto de la Cruz, que puso fin a la Guerra Civil 
de 1897 y los hechos ocurridos en 1903. 

La Paz de 1897 —primera paz interna a la que se 
llegó en Uruguay sin ninguna forma de intervención, ni 


— 


245 





La LEGITIMIDAD POLÍTICA DE LA REVOLUCIÓN Y DE LA GUERRA CIVIL DE 1904 


directa ni indirecta, de la Argentina o del Brasil— 
encontró su formulación en un documento notable, que 
quiso ser expresión de reconciliación nacional, median- 
te “la renuncia”, por parte del Partido Nacional, “a la 
lucha armada” (art. 1), la adopción de una legalidad 
electoral dirigida a asegurar la libertad política en su 
más amplia expresión (art. 2), la garantía de que la 
designación “de jefes políticos recaerá en ciudadanos que por 
su significación y demás cualidades personales ofrezcan a todos 
las más serias y eficaces garantías” (art. 3) y la declaración 
de que “todos los orientales quedan en la plenitud de sus dere- 
chos civiles y políticos cualesquiera que hayan sido sus actos 
políticos y opiniones anteriores” (art. 4). A estos acuerdos 
esenciales, se agregaban otras medidas de pacificación y 
justicia (arts. 5, 6 y 7)?. 

Esta paz respondía a las aspiraciones de la Procla- 
ma Revolucionaria de 1897, documento de excepcional 
grandeza, firmado por Aparicio Saravia, basado en la 
“honrosa tradición de este noble pueblo de no admitir gobiernos 
tiránicos ni oprobiosos”, así como en los objetivos de la 
Revolución expuestos en el Manifiesto del Comité Revo- 
lucionario del Partido Nacional, de marzo de 1897”. 

El Pacto de la Cruz, que selló la Paz de 1897, cons- 
tituye un texto de muy difícil caracterización jurídica. No 
es un tratado internacional ni es una ley. Es un acuerdo 
político, un pacto entre el Gobierno y los “negociadores de 
la revolución”, para poner fin a la “presente guerra civil”. 
Como instrumento jurídico atípico, sin caracterización 
jurídica precisa, debe ser interpretado de buena fe, sin 
apartarse de su texto, del sentido liberal de los términos 
empleados, la historia de la negociación que lo precedió 
y, en especial, sus fines y objetivos, es decir el empleo del 
criterio teleológico. 

Estaba dirigido a asegurar la paz. Por ende, la discu- 
sión de si solo obligaba al Gobierno cuyos representantes lo 
firmaron, o si, en cambio, tenía una vigencia extendida des- 
pués del fin de este Gobierno, constituye una discusión 
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bizantina, que pone de manifiesto mala fe, que olvida o des- 
carta su necesaria vigencia indefinida hasta su cumplimien- 
to integral y el logro garantizado de sus objetivos y metas. 

El Pacto de la Cruz (1897) y las Bases de Paz con- 
tenidas en el Pacto de Nico Pérez del 22 de marzo de 
1903 constituyen un todo. Y ambos textos, que podría 
decirse que son un sistema para asegurar una paz justa, 
basada en el cumplimiento de todas las medidas inclui- 
das en ellos para avanzar en el proceso de una democra- 
cia política verdadera y real, debían considerarse vigen- 
tes durante todo el lapso requerido para la adopción y 
aplicación de las medidas legislativas necesarias para con- 
sagrar la libertad política y la verdad del sufragio y de una 
política no discriminatoria, no partidista ni excluyente, 
que constituían su fundamento y su objetivo. 

La cuestión de la provisión de las Jefaturas de Poli- 
cía, prevista en ambos documentos y en los acuerdos ver- 
bales que los acompañaron, es sin duda importante, pero 
es relativa y en cierta forma secundaria, en cuanto consti- 
tuía una garantía imprescindible, en función de lo que era 
la realidad política y social del Uruguay de ese momento, 
para que se pudiera cumplir el proceso de reforma electo- 
ral y asegurar la verdad y la libertad del sufragio. 

El objetivo no era dividir “el poder”, sino garantizar, 
por una forma de coparticipación, la posibilidad real y cier- 
ta de evolucionar hacia una verdadera democracia política. 


VI 
LA VIOLACIÓN DEL PACTO DE LA CRUZ DE 1897 Y 


DEL ACUERDO DE NICO PÉREZ DE 1903 POR EL 
GOBIERNO. CONSECUENCIAS 


El Pacto de la Cruz no se respetó en su letra —y, 
sobre todo, en su espíritu—, inmediatamente después 
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del fin del gobierno de Juan Lindolfo Cuestas. Ello fue lo 
que provocó el levantamiento de 1903, finalizado con las 
bases de la Paz de Nico Pérez de marzo de ese año, firma- 
das por José P. Ramírez y Alfonso Lamas, y aceptadas ver- 
balmente por el presidente Batlle y Ordóñez. Estas bases, 
a su vez —vinculadas entranablemente con el Pacto de la 
CruzP— flagrantemente violadas, llevaron ineludible- 
mente al estallido revolucionario de 1904*, 


VII 


LA PROVOCACIÓN GUBERNAMENTAL PARA 
QUE EL LEVANTAMIENTO SE PRODUJERA 
EN LAS CONDICIONES MILITARES FAVORABLES 
Y EN EL MOMENTO ELEGIDO 


No es del caso estudiar aquí las violaciones de lo 
acordado en 1897 y en 1903, en cuanto a la provisión de 
las Jefaturas de Policía en las que debían ser designados 
ciudadanos nacionalistas, como garantía necesaria para 
el cumplimiento de las medidas legislativas y administra- 
tivas de democratización, en especial respecto de la refor- 
ma electoral, la libertad política y las garantías del sufra- 
gio, tema ampliamente estudiado en la historia política 
del Uruguay”. 

No es del caso tampoco enumerar otras medidas, 
como la compra de armas modernas por el Gobierno, 
para tratar de impedir y aplastar todo movimiento revo- 
lucionario que buscara la libertad y el cumplimiento leal 
y de buena fe de los acuerdos de paz del 97 y del 3, ni los 
movimientos de tropas hacia Rivera, en una actitud pro- 
vocadora, en contra de lo acordado verbalmente entre el 
doctor Batlle y el doctor Ramirez. 

Solo cabe afirmar, y lo hacemos con convicción 
histórica y política, pero sin afán revisionista ni pensando 
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en la situación de hoy, que el Gobierno, en cierta forma 
provocó la Guerra Civil de 1904 y que se preparó para 
enfrentarla en el momento y en las circunstancias que 
consideró más favorables. 


VIII 


LA Paz DE ACEGUA 


El 24 de setiembre de 1904 quedó suscrita la Paz 
de Aceguá entre el Gobierno y las Fuerzas Revoluciona- 
rias, cuyos artículos, comunicados por el Poder Ejecutivo 
a la Asamblea General el 15 de octubre, establecían: 


1° Amnistía general. 

2° Legalidad electoral, dependiendo los acuerdos 
de las deliberaciones de las Comisiones Directivas de los 
Partidos. 


eh Levantamiento de las Interdicciones. 

Eo Acatamiento a la autoridad legal por las fuerzas 
levantadas en armas contra ella. 

on Entrega real y efectiva por esas fuerzas de todas 
sus armas y parques al senor coronel Galarza. 

6° Incorporación al ejército de los jefes y oficiales 
amnistiados. 

we Una comisión mixta nombrada de acuerdo por el 


Gobierno y los insurrectos distribuiría la suma de cien 
mil pesos entre los jefes, oficiales y soldados de las fuerzas 
rebeldes. 

8° El Gobierno incluiría entre los asuntos de las 
sesiones extraordinarias la reforma de la Constitución, 
quedando el Poder Legislativo en completa libertad para 
decretarla o no, y para sancionar en el primer caso, las 
reformas que juzgase convenientes. 
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9° No serian perseguidos como autores de delitos 
comunes, las personas que habian cobrado impuestos 
por cuenta de la insurrección. 


Estas cláusulas de paz no satisfacían, natural- 
mente, las aspiraciones del Partido Nacional, según 
puede apreciarse comparándolas con las bases que fue- 
ron presentadas en oportunidad de negociarse el Pacto 
de Aceguá. Estas bases nacionalistas fueron redactadas 
por el doctor Luis Alberto de Herrera y en lo esencial 
expresaban: 


1) reforma de la Constitución que consagrase la 
independencia efectiva del Poder Legislativo, la determi- 
nación precisa de las funciones del Ejecutivo, la reforma 
de la administración de justicia y la elección del Presiden- 
te de la República por un congreso elector nombrado a 
ese efecto por el pueblo; 2) libertad electoral efectiva; 3) 
descentralización administrativa y creación del gobierno 
municipal; 4) coparticipación de todos los orientales en 
el manejo de la cosa pública; 5) nacionalización del ejér- 
cito mediante el establecimiento del servicio militar obli- 
gatorio; 6) supresión del derecho de votar de los cabos y 
sargentos; 7) anulación de la ley de interdicciones; 8) 
amnistía general; 9) entrega de las armas por el Partido 
Nacional y por el gobierno de una cantidad que juzgase 
decorosa para efectuar el licenciamiento de los revolu- 
cionarios; 10) provisión de jefaturas con personas inta- 
chables designadas de acuerdo con los ciudadanos en 
armas”, 


La Paz de Aceguá fue el resultado de la derrota de 
la Revolución Nacionalista, provocada por la muerte de 
Aparicio Saravia, en Masoller. 

Vencida la Revolución, la Paz no podía contener 
todo lo que el Partido Nacional pretendía. 
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Pero, pese a todo, constituía el embrión mínimo 
necesario para hacer posible una posterior evolución 
pacífica y democrática. 

De tal modo se justificaba retroactivamente la 
Revolución y se legitimaba la Guerra Civil. 


IX 


EL LEGADO CÍVICO DE LA REVOLUCIÓN Y DE LA 
GUERRA CIVIL DE 1904 


La Guerra Civil de 1904 cerró el ciclo de las revo- 
luciones y de las guerras civiles uruguayas”. 

No quiere esto decir que no haya habido después 
intentos de levantamientos armados, como en 1910 y en 
1935; pero no tuvieron ni graves consecuencias bélicas ni 
constituyeron conflictos armados con las características 
de las guerras civiles que marcaron históricamente el 
proceso de estructuración política e institucional del 
Uruguay. 

No significa, tampoco, este fin del ciclo de las gue- 
rras civiles y de las revoluciones uruguayas, la desapari- 
ción de la cuestión de la ilegitimidad de gobiernos que 
existieron en el correr del siglo XX, en 1933, en 1942, y 
en particular, por su duración, gravedad, profunda atipi- 
cidad y ruptura con toda la tradición ideológica y política 
del Uruguay, entre 1973 y 1985. 

Pero lo que nos parece evidente es que el fin de la 
Guerra Civil de 1904, que marcó el comienzo del siglo XX 
uruguayo, significó que la ilegitimidad de algunos de los 
gobiernos, que se dieron en el Uruguay en el siglo XX, no 
pudo ya ser la causa de levantamientos armados, capaces 
de generar un conflicto bélico interno, sino que esas tres 
situaciones de ilegitimidad concluyeron con pronuncia- 
mientos electorales que reencausaron a la República en 
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una legalidad coexistente con la legitimidad, resultante 
del ejercicio de la soberanía mediante el voto. 

La Guerra Civil de 1904 —expresión de una Revo- 
lución para lograr la instauración de la libertad política, 
el sufragio libre y la representación de las minorías, 
mediante la adopción de una legislación justa, resultado 
del juego normal de los Poderes del Gobierno en el 
marco de sus competencias constitucionales, todo ello 
garantizado por la coparticipación de los partidos políti- 
cos"— generó, para el Uruguay, un legado cívico de insu- 
perable valor. 

Cuando la protesta armada dejó de ser el único 
camino para luchar contra el poder arbitrario y ensober- 
becido, cuando las vías jurídicas para la expresión de la 
voluntad popular existieron realmente para corregir la 
prepotencia gubernamental, el sectarismo y las discrimi- 
naciones de la autoridad, la lucha armada dejó de tener 
sentido en el Uruguay. 

El reencuentro de todos los uruguayos, unidos 
por valores comunes, enfrentados como adversarios polí- 
ticos —nunca como enemigos— en las urnas, fue el lega- 
do que esta Guerra Civil y esta Revolución, expresiones 
de dignidad y de valor, de rebeldía y de voluntad de 
alcanzar una Paz con Justicia, dejó al Uruguay, al nuevo y 


al mismo tiempo viejo Uruguay, que nacía con el siglo 
XX. 
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NOTAS 


' Dejo de lado la errónea primera acepción de “legitimi- 
dad” que da el Diccionario de la Real Academia Española 
(“conforme alas leyes”) que, por lo demás, no se condice 
ni coordina Con la acepción que el mismo Diccionario da 
de la palabra “legalidad”, que la define correctamente 
solo como “cualidad de legal”. 


* Paul Bastid, Légitimité (véase nota 3). 


? Gustavo Radbruch, Derecho Injusto y Derecho Nulo, Aguilar, 
Madrid, 1971; Gustavo Radbruch, Arbitrariedad Legal y Dere- 
cho Supralegal, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1962; Carl 
Schmitt, Legalidad y Legitimidad, Aguilar, Madrid, 1971. 
Sobre los conceptos de Max Weber y de otros autores ale- 
manes y franceses, véase la introducción de Carl Schmitt 
escrita para la edición española, hecha en 1971, de su estu- 
dio, aparecido originariamente en alemán, en 1931. Este 
ensayo de Schmitt se encuentra, asimismo, incluido en el 
libro “Carl Schmitt”, Teólogo de la Política, con prólogo de 
Héctor Orestes Aguilar, FCE, México, 2001. En la doctrina 
francesa véase: Paul Bastid, Légitimité, Encyclopedia Uni- 
versalis, París, 1968, t. 9, pp. 874-879; Georges Burdeau, 
Légalité, Encyclopedia Universalis, Paris, 1968, t. 9, pp. 
869-871; Maurice Duverger, De la Dictadure. LTdée de Légiti- 
mité. En la doctrina española: Francisco Fernández Sega- 
do, “Legitimidad”, en Diccionario Electoral, IDH, CAPEL, 
San José, 1989, En Italia: Giorgio Del Vecchio, “Justicia y 
Derecho”, en Dos Ensayos, México, 1943; A. Passerin d'En- 
tréves, Legalita e Legittimita, Studi in Onore de E. Corsa, T. II, 
Roma, 1960, yen Review of Metaphysics, 1963, Vol. XVI, N° 4. 


* Manuel Garcia Pelayo, Autorictas, Universidad Central 
de Venezuela, Caracas, 1989, incluido anos después en: 
Idea de la Politica y Otros Escritos, Centro de Estudios Cons- 
titucionales, Madrid, 1983, pp. 135-219. 
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53 Hannah Arendt, “Sobre la Revolución, Introducción, 
Guerra y Revolución”, Revista de Occidente, Madrid, 1967, 
pp. 15-25. 


° Sobre esta definición y sus elementos, véase: Chistophe 
Swinarsky, Introducción del Derecho Internacional Humanita- 
rio, CICR y IIDH, San José - Ginebra, 1984. Sobre el con- 
cepto de Guerra Civil: Ch, Zorgbide, La Guerre Civil, 
París, 1958 y sobre la Guerra Civil en la historia de la Cruz 
Roja Internacional; Commentatre des Protocoles Additionnels 
du 18 juin 1977 aux Conventions de Genève, du 12 abut 1949, 
CICR, Genéve 1986, pp. 1345, 1346 y 1366. Es preciso 
también tener en cuenta el concepto de Guerra Civil del 
Institut de Droit International, dado en su resolución del 
año 1904 (Annuaire IDI, 1897 - 1904, p. 639). 


7 F. Châtelet, Idée de Révolution, Encyclopaedia Universalis, 
Vol. 14, París, 1968, p. 206; Robert M. Hutchins, Revolu- 
tion, Introduction, Great Books of the Western World, 3; 
The Great Ideas, A Syntopicon, Vol. I, Enciclopedia Británi- 
ca, Inc., p. 629. Hannah Arendt, Sobre la Revolución, cit. 
En la doctrina uruguaya: Antonio M. Grompone, Filosofía 
de las Revoluciones Sociales, Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales, Montevideo, 1932. 


* Robert R. Davis, Lexicon of Political Terms, Simon and 
Schuster, Nueva York, 1973, p. 110. 


” Eugene Kamenka, “The Concept of Political Revolu- 
tion”, en Revolution, ed. Carl J. Friedrich, New York, 1966, 
p. 124. 

Kamenka, ob. cit, p. 124. 


" Jacques Ellul, Autopsie de la Révolution, Calman - Lévy, 
París, 1969. 
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* Washington Lockhart, “Las Guerras Civiles”, Enciclope- 
dia Uruguaya, N° 19, Montevideo, 1968. 


Juan E. Pivel Devoto, “La Revolución Tricolor de 1875”, 
Marcha, 6 y 27 de mayo, 1 y 8 de julio y 12 de agosto, Mon- 
tevideo, 1949; Arturo Ardao, La Tricolor Revolución de 
Enero; Biblioteca de Marcha, F.C.U, Montevideo, 1996. 


11 Citado por Juan E. Pivel Devoto y Alicia Ranieri de Pivel 
Devoto, La Amnistía en la Tradición Nacional, Biblioteca 
“Por la Patria”, Montevideo, 1984, p. 249. 


5 Juan E. Pivel Devoto y Alicia Ranieri de Pivel Devoto, 
ob. cit., Capítulo VIII, “El Derecho a la Revolución”. 


1¢ Con motivo de la elección del senor Batlle y Ordóñez a 
la Presidencia de la República, el Directorio del Partido 
Nacional formuló la siguiente declaración: “El Partido 
Nacional, fiel a sus tradiciones y a su bandera, acepta la nueva 
situación creada y para prestarle su concurso o combatirla, sólo 
espera sus actos”. 


" Las bases de la Paz de 22 de marzo de 1903, firmadas por 
José P. Ramírez y Alfonso Lamas, aceptadas verbalmente 
por José Batlle y Ordónez, y desconocidas luego, están sin 
duda en el origen y en la causa de la Guerra Civil de 1904 
(Washington Reyes Abadie, “Aparicio Saravia”, Cuadernos 
Uruguayos, Montevideo, 1963, pp. 47-49; Juan E. Pivel 
Devoto y Alicia Ranieri de Pivel Devoto, Historia de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay (1830 — 1930), Segunda Edición, 
Editorial Medina, Montevideo, 1956, pp. 470-471. 


18 Sobre la consideración por las revolucionarios del régi- 
men existente, en los hechos, en el Uruguay, como “ilegi- 
timo y oprobioso”, véase: Daniel Corbo Longueira, “Pr6- 
logo” al Tomo 3 de Testimonios de la Revolución, Editorial 
de la Divisa, Montevideo, 2002, especialmente pp. 9 y 12. 
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'* Artículo del diario El Día de 16 de julio de 1904, presu- 
miblemente escrito por José Batlle y Ordónez, titulado 
“La injusticia de la insurrección” y reproducido en Cua- 
dernos de Marcha, N° 32, diciembre de 1969, pp. 13-14. 


* Héctor Gros Espiell, “El Derecho a Saber y el Deber de 
Recordar”, Revista de la Facultad de Derecho de la Universi- 
dad Católica, N° 3, Montevideo, 1903. 


*! Héctor Gros Espiell, “La Historia Sin Fin”, El Observa- 
dor, Montevideo, 13 de marzo de 1992, reproducido en 
Temas Internacionales, Ediciones Melibea, Montevideo, 
2001, pp. 83-87. 


* El texto del Pacto de la Cruz, reiteradamente publica- 
do, debe ser objeto hoy de cuidadosa lectura. Puede con- 
sultarse, por ejemplo, en Washington Reyes Abadie, Apa- 
ricio Saravia y el Proceso Político Social del Uruguay, Cuestiones 
Uruguayas, Montevideo, 1963, pp. 41-44; en Ricardo 
Paseyro, 1897, Montevideo, MCXXXVI, pp. 160-161; en 
Juan E. Pivel Devoto y Alicia Ranieri de Pivel Devoto, His- 
toria de la República Oriental del Uruguay, cit., pp. 371 y 372 
y en Juan E. Pivel Devoto, Historia de los Partidos Políticos en 
el Uruguay (Años 1865 a 1897), Tomo II, Claudio Garcia, 
Montevideo, 1943, pp. 388-391. 


” Su texto en: Washington Reyes Abadie, ob. cit., pp. 39-41, 
y en “La Revolución del 97”, Cuadernos de Marcha, N° 55, 
Montevideo, noviembre de 1971, pp. 8-9, El Manifiesto del 
Comité Revolucionario, presidido por Eustaquio Tomé y 
Juan José de Herrera, puede leerse en Cuadernos de 
Marcha, 1971, pp. 18-21. 


** Las palabras “revolución” y “guerra civil” están emplea- 
das en el Preámbulo de la Paz del 18 de setiembre de 1897. 
* Washington Reyes Abadie recuerda, en su ya citado 
libro sobre Aparicio Saravia, las palabras de Batlle en El 
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HÉCTOR Gros ESPIELL 


Día, contrarias a lo que afirma, cuando decía: “Al pacto de 
setiembre no se ha hecho una sola alusión y el Presidente no 
habría podido hacerla tampoco, desde que lo considera como un 
hecho de valor histórico simplemente”. 


* Miguel de Maciel, Apologia de la Revolución, 1903, citado 
por Juan E. Pivel Devoto y Alicia Ranieri, La Amnistía en la 
Tradición Nacional, cit., pp. 275-276. 


*7 Juan E. Pivel Devoto, Alicia Ranieri, Historia de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, cit., pp. 472-473. 


2 Washington Lockhart, “Saravia: El Fin de las Guerras 
Civiles”, Enciclopedia Uruguaya, N° 30, Montevideo, 1969. 


2 Héctor Gros Espiell, Evolución Constitucional del Uru- 
guay, 3* Edición, F.C.U, Montevideo, 2003, p. 105: “enten- 
diendo por coparticipación no obligatoriamente la colaboración 
en la gestión del Gobierno, sino tan solo la integración necesaria 
con representantes de los dos partidos históricos”, en diferentes 
formas, en distintos Órganos de Gobierno (Consejo 
Nacional de Administración, 1918; Consejo de Ministros 
y Cámara de Senadores, 1934; Consejo Nacional de 
Gobierno, 1952) y en los Consejos o Directorios de los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 
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La Revolución de 1904 


Legitimidad o ilegitimidad: actualización de una polémica 


Revolución de 1904, cuando Aparicio Saravia, al frente 

de sus seguidores nacionalistas, se sublevó por última 
vez contra el gobierno constituido, insurrección que fue 
derrotada en el curso de una guerra sangrienta. 
Se recogen en el presente volumen el Mensaje del entonces 
presidente de la República, José Batlle y Ordóñez, a la 
Asamblea General, el 15 de febrero de 1905; la Memoria 
dejada por el Directorio del Partido Nacional saliente al 
que le sucedió, en abril de 1905; el libro La culpa de la gue- 
rra, del redactor de El Día, Pedro Manini Ríos, publicado en 
1905 a propósito del conflicto bélico del año anterior, y los 
enfoques actuales, del doctor Héctor Gros Espiell, acerca de 
la legitimidad o ilegitimidad de aquellos hechos, y del his- 
toriador Gerardo Caetano. 
Resulta evidente que hubo numerosas negociaciones pre- 
vias a la guerra, entre representantes de ambos bandos, y 
que antes se habían concertado acuerdos de cumplimiento 
incierto. Nada de esto bastó para detener el desastre. 
La Revolución de 1904 tuvo, sin embargo, entre sus conse- 
cuencias, el constituirse en punto de partida para la erradi- 
cación del fraude electoral. Provocó, además, en el gobier- 
no, la firme toma de posición respecto a la inalienabilidad 
del principio de autoridad constitucional. 


E n este obra confluyen perspectivas diversas sobre la 
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